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Iniciativas

QUE REFORMA LA LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO GENE-
RAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, PARA CAM-
BIAR EL NOMBRE DE LA COMISIÓN DE ASUNTOS MIGRA-
TORIOS POR COMISIÓN DE MOVILIDAD HUMANA,
RECIBIDA DEL DIPUTADO EMILIO SUÁREZ LICONA, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI, EN LA SESIÓN DE LA

COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 1 DE JULIO DE

2026

El suscrito, Emilio Suárez Licona, diputado del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal de la LXVI Legislatura del Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; 55, fracción II, y 179 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración del pleno de esta soberanía la
presente iniciativa con proyecto de decreto, que modi-
fica el artículo 39, fracción III, de la Ley Orgánica del
Congreso de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor
de la siguiente

Exposición de Motivos

La presente iniciativa propone reformar la fracción III
del artículo 39 de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, con el objeto
de armonizar la denominación de la “Comisión de
Asuntos Migratorios” con el enfoque contemporáneo
de movilidad humana, a efecto de que su ámbito de ac-
tuación refleje de manera más precisa los procesos mi-
gratorios y las distintas formas de desplazamiento hu-
mano reconocidas en el marco jurídico actual y los
distintos organismos internacionales.

El término asuntos migratorios se ha asociado tradi-
cionalmente con los procesos de inmigración, emigra-
ción, tránsito, estancia y control migratorio. Sin em-
bargo, el fenómeno contemporáneo de la movilidad
humana incorpora realidades más amplias, como el
desplazamiento forzado, la movilidad interna, el retor-
no, la reunificación familiar, la movilidad laboral, el
refugio, el asilo, las solicitudes de protección interna-
cional y otras formas de desplazamiento humano que
trascienden la noción clásica de migración.

En este sentido, la movilidad humana constituye una
categoría más amplia en la que se permite comprender
las distintas formas de desplazamiento de las personas.
Bajo este enfoque, la migración forma parte de la mo-
vilidad humana, pues existen situaciones de tránsito,
retorno, protección internacional, desplazamiento in-
terno y movilidad por razones humanitarias que re-
quieren una comprensión integral desde la perspectiva
de derechos humanos.

Por ello mantener únicamente la denominación de
Asuntos Migratorios en la Ley Orgánica del Congreso
General resulta conceptualmente limitado frente a la
evolución del fenómeno y frente a la necesidad de que
los órganos legislativos reflejen con mayor precisión
las materias que analizan, dictaminan y atienden en el
ámbito de sus competencias.

Situación normativa actual

El artículo 39 de la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos denomina ac-
tualmente la comisión ordinaria competente en la ma-
teria “Comisión de Asuntos Migratorios”.

Dicha denominación responde a una visión centrada
principalmente en los procesos migratorios tradiciona-
les relacionados con la inmigración, emigración y
tránsito de personas.

Marco constitucional y legal

El artículo 11 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos establece que toda persona tie-
ne derecho a entrar en la República, salir de ella, via-
jar por su territorio y mudar de residencia, así como el
derecho a buscar y recibir asilo, en condición de refu-
giado conforme a los tratados internacionales.

En el mismo sentido, la Ley de Migración incorpora di-
versas figuras jurídicas que trascienden la noción clási-
ca de migración. El artículo 42 establece la posibilidad
de autorizar el ingreso de personas extranjeras que so-
liciten el reconocimiento de la condición de refugiado,
asilo político, determinación de apatridia o ingreso por
razones humanitarias, aun cuando no cumplan con de-
terminados requisitos ordinarios de internación al país.

Lo anterior demuestra que el marco jurídico mexicano
contempla fenómenos relacionados con la movilidad
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humana desde una perspectiva más amplia, ya que no
se limitan a regular el ingreso o permanencia de per-
sonas en el territorio nacional, sino que responden a
necesidades de protección internacional, asistencia hu-
manitaria y garantía de derechos fundamentales, Por
ello, resulta necesario que la organización interna de la
Cámara de Diputados refleje esta evolución concep-
tual mediante una denominación que incorpore de ma-
nera explícita la movilidad humana y los procesos mi-
gratorios.

Movilidad humana

En las últimas décadas, los desplazamientos humanos
han adquirido una complejidad creciente derivada de
factores económicos, sociales, políticos, ambientales,
educativos, familiares y humanitarios. Esta realidad ha
dado lugar al concepto de movilidad humana, entendi-
do como el conjunto de movimientos de personas que
ocurren tanto al interior de un Estado como entre dis-
tintos Estados, ya sea de manera voluntaria o forzada.

La movilidad humana comprende diversas manifesta-
ciones, entre las que se encuentran la migración inter-
nacional, la migración de tránsito, el retorno, el des-
plazamiento interno, el refugio, el asilo, la movilidad
laboral, la movilidad educativa y los procesos de reu-
nificación familiar. En este sentido, la migración cons-
tituye únicamente una de las expresiones que integran
el fenómeno más amplio de la movilidad humana.

Los datos más actualizados en la materia muestran que
existen alrededor de 281 millones de migrantes inter-
nacionales, lo que representa casi 4 por ciento de la
población mundial (IDEHPUCP).

Organismos internacionales como el Programa de las
Naciones Unidas para el Desarrollo han señalado que
las personas en contextos de movilidad humana com-
prenden diversos grupos, entre ellos migrantes en re-
torno, personas refugiadas, solicitantes de asilo, mi-
grantes en tránsito y personas desplazadas
internamente por violencia, desastres naturales, con-
flictos o proyectos de desarrollo.

El crecimiento y la diversificación de los flujos de
movilidad humana han dado lugar a una comprensión
más amplia de los desplazamientos de personas, incor-
porando distintas modalidades de movilidad y recono-
ciendo la necesidad de garantizar la protección de los

derechos humanos de quienes se encuentran en movi-
miento.

Esta evolución conceptual ha contribuido a que los Es-
tados y organismos internacionales adopten enfoques
integrales para el análisis y atención de los procesos
migratorios y de movilidad humana, lo cual genera
nuevos retos al momento de legislar, incorporando así
este nuevo concepto para no limitar ni dejar fuera las
diversas problemáticas que se presentan día con día.

Necesidad de armonización

La actualización del nombre de la “Comisión de Asun-
tos Migratorios” a “Comisión de Movilidad Humana”
responde a la necesidad de adecuar la organización in-
terna de la Cámara de Diputados a la evolución del fe-
nómeno de movilidad humana que involucra derechos
humanos, protección internacional, desplazamiento
forzado, movilidad laboral, reunificación familiar,
tránsito, retorno y refugio, entre otros.

Mantener una denominación centrada exclusivamente
en los asuntos migratorios puede generar una percep-
ción restrictiva respecto del ámbito material de com-
petencia de la comisión, limitando su identificación
con fenómenos que ya son reconocidos por la legisla-
ción mexicana.

En todo este proceso es preciso recuperar las declara-
ciones realizadas por la presidenta de la República el
19 de febrero de 2026 en la Conferencia del Pueblo
(véase Gobierno de México, 2026) donde anunció una
reforma legal por la que se impulsará un cambio sus-
tancial al Instituto Nacional de Migración, para lla-
marse Instituto de Movilidad Humana, en dicha pre-
sentación el gobierno retomó diversos argumentos
coincidentes con lo expuesto en la presente iniciativa.

Por ello resulta necesario armonizar la denominación
y alcance de la fracción III del artículo 39 de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, a efecto de que la comisión refleje ade-
cuadamente el enfoque de movilidad humana y los
procesos migratorios para la ampliación de éstos.

En atención a lo expuesto, la presente iniciativa tiene
por objeto reformar la fracción III del artículo 39 de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos para sustituir la denominación
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“Comisión de Asuntos Migratorios” por “Comisión de
Movilidad Humana”, a efecto de que su denominación
refleje de manera más precisa la amplitud de los fenó-
menos humanos y jurídicos que actualmente son ma-
teria de atención legislativa.

Para mayor precisión sobre el cambio propuesto se ex-
pone la siguiente tabla comparativa:

En virtud de lo expuesto se somete a consideración de
esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto

Único. Se reforma el artículo 39, numeral 2, fracción
III, de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 39.

1. […]

2. La Cámara de Diputados contará con las comi-
siones ordinarias y especiales que requiera para el
cumplimiento de sus funciones.

Las comisiones ordinarias serán

I. y II. …

III. Movilidad Humana

IV. a XLVIII. […]

3. […]

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.
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QUE DECLARA EL 24 DE OCTUBRE DÍA NACIONAL DE LA

RONDALLA, RECIBIDA DEL DIPUTADO EDÉN GARCÉS ME-
DINA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA, EN LA

SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 1
DE JULIO DE 2026

El que suscribe, Eden Garcés Medina, integrante del
Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Legisla-
tura, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos y 55, fracción II, del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, somete a conside-
ración de esta asamblea la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto, por el que se declara el 24 de octu-
bre Día Nacional de la Rondalla, a cargo del diputado
Edén Garcés Medina, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

A fin de establecer y declarar el 24 de octubre Día Na-
cional de la Rondalla, el presente texto busca funda-
mentar las razones de los involucrados con la cultura
de la Rondalla, por lo que presento de manera desglo-
sada las bases de los argumentos para tal propuesta.

I. Marco conceptual e identidad cultural

La rondalla es una de las expresiones lírico-musicales
más ricas y distintivas de la cultura hispana, especial-
mente en su evolución mexicana. A menudo, el térmi-
no se confunde con la tuna o la estudiantina, pero su
esencia, instrumentación y propósito artístico guardan
distancias significativas.

A continuación, tenemos un análisis detallado sobre la
experiencia internacional de estas agrupaciones y su
identidad técnica.

Identidad y diferenciación: rondalla vs. tuna

Es crucial establecer el límite técnico y cultural que
separa a la rondalla moderna (estilo mexicano) de las
agrupaciones universitarias europeas:

La tuna/estudiantina: De origen medieval, se carac-
teriza por el uso de capas, cintas, panderetas, acordeo-
nes y bandurrias. Su repertorio es festivo, satírico y pi-
caresco.

La rondalla (estilo contemporáneo): Se centra en la
canción romántica y el bolero. Su instrumentación es
rigurosa: guitarras sextas, requintos (para las intro-
ducciones y adornos melódicos) y el contrabajo (que
aporta el soporte armónico y rítmico). No utiliza ins-
trumentos de percusión ni de viento, confiando exclu-
sivamente en la armonía vocal y de cuerdas.

El requinto: el alma de la proyección internacional

La experiencia internacional de la rondalla no se en-
tiende sin el requinto. Este instrumento, más pequeño
que la guitarra y afinado una cuarta justa más agudo (A,
D, G, C, E, A), permite que la rondalla compita en esce-
narios mundiales con una brillantez melódica única.

En festivales internacionales (especialmente en Espa-
ña, Estados Unidos y Centroamérica), la rondalla me-
xicana ha sido admirada por su capacidad de orquestar
hasta 20 o 30 guitarras, logrando matices que van des-
de el pianissimo más sutil hasta una potencia sonora
impresionante, sin perder la dulzura del bolero.

La rondalla mexicana no es solo un conjunto de cuer-
das y voces; es una institución cultural híbrida que re-
presenta el sincretismo entre la herencia ibérica y la
sensibilidad lírica de México. A diferencia de las estu-
diantinas o tunas, que conservan un carácter estudian-
til festivo y una instrumentación europea (panderetas,
mandolinas y capas), la rondalla mexicana se distin-
gue por

Identidad instrumental: El uso predominante de la gui-
tarra sexta, el requinto para el fraseo melódico y el
contrabajo como columna vertebral rítmica.

Aporte literario: La inclusión de la declamación poéti-
ca como intermedio lírico, elevando la interpretación
musical a una narrativa de profundo calado emocional.

Función social: Un espacio de refugio para el roman-
ticismo, la disciplina y el sentido de comunidad.

II. Perspectiva comparada del mundo hispanoha-
blante

Experiencia e Impacto Internacional

Las rondallas han trascendido fronteras a través de tres
pilares:
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A. Festivales y certámenes

De acuerdo con las aportaciones que tuvo a bien ha-
cernos llegar el Profesor Tomás de Gante I., quien es
presidente de la Unión de agrupaciones Musicales,
Culturales y Deportivas, AC, los certámenes en ciuda-
des como Saltillo (México) –considerada la capital de
las rondallas– y encuentros en España han permitido
un intercambio donde la rondalla mexicana ha dado
muestra de su evolución respecto a la rondalla pulso y
púa española. De ello podemos resaltar que la españo-
la se inclina por lo instrumental y clásico, la america-
na destaca por el ensamble vocal polifónico.

B. El fenómeno de la nostalgia en Estados Unidos

En Estados Unidos, las rondallas han servido como ve-
hículos de identidad para las comunidades migrantes.
Agrupaciones de universidades y asociaciones civiles
realizan giras constantes, llevando el formato de “se-
renata” a recintos de prestigio, elevando un género po-
pular a la categoría de concierto de cámara.

C. Evolución del repertorio

La internacionalización ha obligado a las rondallas a
adaptar géneros globales (baladas pop, música de cine
o arreglos clásicos) al formato de cuerdas, demostran-
do que el combo guitarra-requinto-contrabajo es tan
versátil como una orquesta filarmónica en miniatura.

La rondalla mexicana, si bien posee características
propias que la distinguen, forma parte de una tradición
musical más amplia presente en diversos países de ha-
bla hispana, donde existen expresiones análogas que
combinan instrumentos de cuerda, armonización vocal
y un fuerte contenido lírico-romántico.

En España, las tunas y estudiantinas representan una
de las raíces más importantes de este tipo de agrupa-
ciones, caracterizadas por su origen universitario, su
indumentaria tradicional y su función festiva.

En países de América Latina como Colombia, Perú y
Venezuela hay agrupaciones similares que, aunque no
siempre se denominan “rondallas”, comparten ele-
mentos estructurales como el uso de guitarras, requin-
tos y voces corales, así como una fuerte orientación
hacia la interpretación de música romántica y tradicio-
nal.

No obstante, la rondalla mexicana ha evolucionado
hacia una forma propia, incorporando elementos dis-
tintivos como la declamación poética, una estructura
más formalizada y una función social orientada a la
formación cultural y comunitaria.

Desde una perspectiva comparada, México destaca
por

La institucionalización de la rondalla en espacios edu-
cativos.

Su papel como herramienta de cohesión social y pre-
vención del delito.

La existencia de encuentros, concursos y congresos
formales a nivel nacional.

En este sentido, la declaratoria del Día Nacional de la
Rondalla no sólo representa un reconocimiento inter-
no, sino también una oportunidad para que México se
posicione como referente cultural en el ámbito iberoa-
mericano, promoviendo el intercambio artístico y el
fortalecimiento de identidades compartidas.

III. Revelación histórica y el hito del 24 de octubre

La elección del 24 de octubre nos es arbitraria, sino
que corresponde a un análisis del efecto social de este
género.

Día Nacional de la Rondalla en México

Un legado que se renueva

La elección de esta fecha responde a in consenso his-
tórico y no a un azar del calendario. El 24 de octubre
nace de la visión compartida tanto de las mujeres co-
mo de las directoras y directores reunidos en un con-
greso histórico en Puebla en 2009.

Esta fecha se instituye para dignificar la tradición y
proyectarla hacia el futuro bajo tres objetivos funda-
mentales:

Identidad y reconocimiento: Visibilizar la labor
de miles de músicos qué, a través de la armonía y el
verso, mantienen vivo el patrimonio lírico de nues-
tra nación.
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Unidad profesional: Honrar el encuentro de los li-
deres de agrupaciones qué, superando fronteras re-
gionales, se reunieron para profesionalizar y dar es-
tructura a este movimiento.

Relevo generacional: Fomentar que las nuevas ju-
ventudes vean en la rondalla un espacio de expre-
sión vigente, propositivo y lleno de vida.

Mas que una celebración, un compromiso.

Celebrar el Día de la Rondalla de manera propositiva
significa mirar más allá de la nostalgia. Se trata de re-
conocer al director y a la directora como gestores cul-
turales qué, con una guitarra en mano y una batuta in-
visible, forman ciudadanos y artistas. Hoy celebramos
que aquella reunión de mentes y corazones se trans-
formó en un decreto de voluntad. El 24 de octubre es
la cita anual para reafirmar que, mientras exista una
garganta dispuesta a cantar y una guitarra lista para
acompañar, la tradición de la rondalla seguirá siendo
el latido romántico de México.

IV. Evolución histórica: del protocolo a la institu-
cionalización

La génesis de una vertiente (1961-1964)

Apoyando este texto en parte a los comentarios que el
Profesor Tomás de Gante promueve, se hace necesario
reconocer a Marco Antonio Muñiz, “El Lujo de Méxi-
co”, como el arquitecto de la primera estructura formal
de rondalla en el país. Por encargo del entonces presi-
dente Licenciado Adolfo López Mateos en 1961, se
buscó crear una agrupación digna de recibir a la Reina
Juliana de Holanda para su visita programada en 1964
al país.

El resultado fue la Rondalla Tapatía. El acto, en la re-
sidencia oficial de Los Pinos, no fue sólo una serenata
diplomática; fue la prueba de que la suma de talentos
(originalmente integrados por tríos de Guadalajara)
creaba una potencia armónica nueva transformando un
gesto protocolario en un pilar del patrimonio intangi-
ble de la nación.

La expansión e institucionalización

Posteriormente, el 19 de octubre de 1966, con la fun-
dación de la Rondalla de Saltillo de la Universidad

Autónoma Agraria Antonio Narro, el movimiento ex-
perimentó un despegue sin precedente. Este modelo
permitió que instituciones de nivel superior y comuni-
dades rurales adoptaran la música como herramienta
de representación, convirtiéndose en el referente esté-
tico que inspiró a miles de agrupaciones a proyectar la
imagen romántica de México hacia el mundo.

V. Efecto social y prevención del delito

Desde una perspectiva de política pública y desarro-
llo social, la práctica de la rondalla ofrece beneficios
que el Estado debe fomentar y proteger:

1. Cohesión social: Es una actividad intergenera-
cional que une a adultos mayores con jóvenes y ni-
ños, fomentando el diálogo y la transmisión de sa-
beres.

2. Prevención de riesgos: Al exigir disciplina, en-
sayo constante y trabajo en equipo, las rondallas ac-
túan como un factor de protección frente a conduc-
tas de riesgo, adicciones y violencia en la juventud.

3. Fomento de la literatura: Es un vehículo fun-
damental para la preservación de la lengua españo-
la y la poesía, acercando a las nuevas generaciones
a la lírica de los grandes compositores mexicanos.

VI. Conclusión: un compromiso en el futuro

Celebrar el Día de la Rondalla significa reconocer al
director y a la directora como gestores culturales que
forman ciudadanos y artistas. Es un decreto de volun-
tad para reafirmar que, mientras exista una garganta
dispuesta a cantar y una guitarra lista para acompañar,
la tradición seguirá siendo el latido romántico de Mé-
xico.

“El 24 de octubre es la cita anual para recordar que
la música de rondalla no es, solo nostalgia, sino una
tradición viva que se renueva con cada acorde.”

Es pertinente mencionar qué, la aportación por parte
de la Secretaría de Cultura, en coordinación con los
gobiernos estatales, incluirán entre sus calendarios ac-
tividades, festivales y certámenes para promover la
conservación y difusión de la música de rondalla en
todo el país.
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Esta propuesta hace mención que, pese a existir raíces
coloniales, la rondalla mexicana actual es en esencia
un fenómeno con relación a la identidad de la nación
mexicana que debe tener un lugar en nuestro calenda-
rio cultural. Celebrar el Día Nacional de la Rondalla
no solo implica reconocer una tradición profundamen-
te arraigada en México, sino también proyectarla hacia
el ámbito internacional como parte del patrimonio cul-
tural del mundo hispanohablante.

En un contexto global donde las identidades culturales
enfrentan procesos de homogenización, la rondalla re-
presenta un espacio de resistencia, memoria y creativi-
dad colectiva. México, al institucionalizar esta fecha,
asume un papel activo en la preservación y difusión de
expresiones musicales que comparten raíces comunes
en Iberoamérica, pero que han encontrado en nuestro
país una evolución única.

Decreto por el que se declara el 24 de octubre Día
Nacional de la Rondalla

Único. Se declara el 24 de octubre Día Nacional de la
Rondalla.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.
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Antonio Narro.

Salón de sesiones de la Comisión Permanente, 
a 1 de julio de 2026.

Diputado Edén Garcés Medina(rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Gobernación y Población. Julio 1 de

2026.)

QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY FE-
DERAL DE CINE Y EL AUDIOVISUAL, EN MATERIA CINE-
MATOGRÁFICA Y CLASIFICACIÓN DEL CONTENIDO AUDIO-
VISUAL, RECIBIDA DE LA DIPUTADA LAURA IRAÍS

BALLESTEROS MANCILLA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DE MOVIMIENTO CIUDADANO, EN LA SESIÓN DE LA CO-
MISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 1 DE JULIO DE

2026

La suscrita, diputada Laura Iraís Ballesteros Mancilla,
integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano en la LXVI Legislatura, con fundamento
en los artículos 71, fracción II, y 78, párrafo segundo,
fracción III, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como en los artículos 116 y
122, numeral 1, de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral, y 55, fracción II, y 179 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, presenta ante esta soberanía ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se reforman
diversas disposiciones de la Ley Federal de Cine y el
Audiovisual, en materia cinematográfica y clasifica-
ción del contenido audiovisual, presentada por la di-
putada Laura Iraís Ballesteros Mancilla, integrante del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con
base en la siguiente
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Exposición de Motivos

La clasificación cinematográfica constituye un instru-
mento fundamental para orientar a las audiencias res-
pecto del contenido de las obras audiovisuales y para
garantizar la protección integral de niñas, niños y ado-
lescentes. El artículo 51 de la Ley Federal de Cine y el
Audiovisual1 establece actualmente las clasificaciones
AA, A, B y B15, C y D, no obstante, entre las catego-
rías AA y B existe un vacío que dificulta informar ade-
cuadamente a madres, padres y tutores sobre aquellas
obras que, si bien pueden ser vistas por todo el públi-
co, contienen situaciones, lenguaje o temáticas que
pueden requerir acompañamiento parental para una
mejor comprensión por parte de los menores de edad.

La evolución de la industria cinematográfica y el in-
cremento en el consumo de contenidos audiovisuales
por parte de niñas, niños y adolescentes hacen necesa-
rio revisar y actualizar el sistema de clasificación pre-
visto en la Ley Federal de Cine y el Audiovisual. Sin
embargo, el marco normativo vigente no contempla
una clasificación específica que permita identificar
claramente este tipo de contenidos.

La clasificación de las películas es un sistema median-
te el cual una autoridad competente o un organismo es-
pecializado en esta materia revise el contenido de una
obra cinematográfica para determinar el público al que
está dirigido. Dicha clasificación toma en considera-
ción factores como la violencia, el lenguaje, el conte-
nido sexual, el consumo de sustancia adictivas tales
como las drogas, las conductas de riesgo2 que ponen el
peligro la salud mental y alteración psicológica del
menor que además pueden influir en el desarrollo ín-
tegro de niñas, niños y adolescentes.3

La clasificación no tiene como finalidad prohibir la
exhibición de películas ni limitar la libertad de expre-
sión de los creadores, sino proporcionar información
clara, objetiva y accesible a los espectadores para que
puedan tomar decisiones informadas respecto a los
contenidos que desean consumir. Teniendo siempre en
cuenta como base fundamental y legal la Ley Federal
de Cine y el Audiovisual.

1. Protege a niñas, niños y adolescentes

Permite evitar que las personas menores de edad ac-
cedan a contenidos que pueden resultar inadecua-

dos para su nivel de desarrollo emocional, psicoló-
gico y social.

2. Orienta a madres, padres y tutores

Proporciona información suficiente para que las fa-
milias ejerzan de manera responsable sus derechos
y obligaciones de supervisar los contenidos que
consumen los menores de edad.

3. Garantiza el derecho a la información

Los espectadores conocen previamente el tipo de
contenido que tiene la película, lo que les permite
decidir libremente si desean verlo o no.

4. Promueve el consumo responsable de conteni-
do audiovisual

Ayuda a que cada persona tenga acceso a materiales
acordes con su edad y su nivel de madurez mental.

La importancia de la clasificación cinematográfica ra-
dica en que el cine y los medios audiovisuales tienen
una gran influencia en la formación de valores, con-
ductas, percepciones y actitudes de las personas, espe-
cialmente durante la infancia y la adolescencia.

Diversos estudios académicos y organismos interna-
cionales han señalado que la exposición temprana de
niñas, niños y adolescentes a contenidos audiovisuales
no adecuados para su edad puede influir en la norma-
lización de conductas de riesgos y afectar su desarro-
llo emocional y social, en este sentido la Academia
Americana de pediatría,3 La Organización de las Na-
ciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cul-
tura (Unesco)4 y el Fondo de las Naciones Unidas pa-
ra la Infancia (Unicef)5 han destacado la importancia
de que los menores accedan a contenidos acordes a su
nivel de madurez y cuenten con orientación adecuada
para su consumo.

Asimismo, la clasificación permite encontrar un equi-
librio entre dos derechos fundamentales:

• La libertad de expresión y creación artística.

• La protección integral de los derechos de niñas,
niños y adolescentes.
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Además, la clasificación fortalece la cultura de la le-
galidad, fomenta la responsabilidad social de la indus-
tria audiovisual y brinda certeza jurídica a distribuido-
res, exhibidores y consumidores, además la
organización de películas es una práctica utilizada en
numerosos países, en Estado Unidos de América
(EUA) la Motion Picture Association (MPA) utiliza
categorías como:

1. “G”: Nada que pueda ofender a los padres si sus
hijos lo ven;

2. “PG”: Se insta a los padres a brindar “orientación
parental”. Puede contener material que a los padres
no les guste para sus hijos pequeños;

3. “PG-13”: Se recomienda a los padres que actúen
con precaución. Parte del material puede resultar in-
apropiado para preadolescentes;

4. “R”: Contiene material para adultos. Se reco-
mienda a los padres que se informen sobre la pelí-
cula antes de llevar a sus hijos pequeños; y

5. “NC-17”: Evidentemente, sólo para adultos. No
se admiten niños.

Estas categorías se utilizan para orientar a los especta-
dores sobre el contenido de las películas.6

Sistemas similares existen en países como Canadá, Es-
paña, Francia, Reino Unido y Alemania, lo que de-
muestra que la clasificación constituye un mecanismo
internacional reconocido para proteger a audiencias y
promover un consumo informado de contenidos au-
diovisuales.7 Su existencia contribuye a garantizar el
derecho a la información, fortalece la responsabilidad
social de la industria cinematográfica y materializa el
principio de interés superior de la niñez, sin restringir
la libertad de expresión ni la creación artística; por ello
resulta indispensable mantener y fortalecer los meca-
nismos de clasificación claros, transparentes y acordes
con la realidad social que tenemos hoy en día con la
tecnología actual.

De esta forma, la reforma permitirá que el sistema de
clasificación cinematográfica responda de la mejor ma-
nera a la diversidad de contenidos que actualmente se
producen y exhiben, ofreciendo herramientas más preci-
sas para la toma de decisiones de las familias mexicanas.

La experiencia comparada demuestra que las clasifica-
ciones intermedias fortalecen la protección de las au-
diencias, promueven la corresponsabilidad familiar y ga-
rantizan un equilibrio entre la libertad de expresión, el
acceso a la cultura y la protección de niñas, niños y ado-
lescentes; asimismo la reforma resulta ser muy con-
gruente con el artículo 4o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos,8 que establece el princi-
pio del interés superior de la niñez; con el artículo 6o.
constitucional, relativo a la información; que obliga el
Estado a adoptar las medidas para garantizar el bienestar
y el desarrollo integral de niñas, niños y adolescentes.

Dicha propuesta se encuentra sustentada en las expe-
riencias internacionales ampliamente reconocidas, parti-
cularmente en el sistema de clasificación cinematográfi-
ca de Motion Picture Association (MPA) de EUA donde
contempla la clasificación “PG” (Parental Guidance
Suggested) mediante la cual se informa que algunos ma-
teriales pueden ser no adecuados para niños y que se re-
comienda la orientación parental.5 La existencia de di-
cha clasificación ha permitido ofrecer información más
precisa a las familias sin recurrir a medidas restrictivas,
privilegiando el ejercicio responsable de la patria potes-
tad y la libertad de elecciones en las audiencias.

En virtud de lo antes expuesto se considera que proce-
da a reformar el artículo 51 de la Ley Federal de Cine
y el Audiovisual y se adiciona de la siguiente forma:
“A-GP”: Para todo público, apto para menores con
guía de los padres, ya que puede contener material no
adecuado para niños pequeños. Fortaleciendo así el
sistema nacional de clasificación cinematográfica, la
protección de las audiencias y el acceso a información
suficiente para las familias mexicanas.
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Por lo anteriormente expuesto, me permito someter a
consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa
con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 51 de la
Ley Federal de Cine y el Audiovisual, en materia ci-
nematográfica y clasificación del contenido audio-
visual

Único. Se reforma la fracción III del párrafo primero,
recorriendo en orden las subsecuentes y adicionando
una fracción VII, y se reforma el segundo párrafo, to-
dos del artículo 51 de la Ley Federal de Cine y el Au-
diovisual, para quedar como sigue:

Artículo 51. Las obras cinematográficas, sin importar
su duración, se clasificarán de la siguiente manera:

I. “AA”: Para todo público que tengan además
atractivo infantil y sean comprensibles para meno-
res de siete años de edad;

II. “A”: Para todo público;

III. “A-GP”: Para todo público, apto para meno-
res con guía de los padres, ya que puede contener
material no adecuado para niños pequeños;

IV. “B”: Para adolescentes de doce años en adelan-
te;

V. “B15”: Para adolescentes mayores de quince
años de edad;

VI. “C”: Para adultos, de dieciocho años en adelan-
te, y

VII. “D”: Para adultos, con advertencia de sexo ex-
plícito o alto grado de violencia verbal o física.

Las clasificaciones “AA”, “A”, “A-GP”, “B” y “B15”
son de carácter informativo, y sólo las clasificaciones
“C” y “D”, debido a sus características, son de índole
restrictiva.

…

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión. (2026, 22 de

mayo). Ley Federal de Cine y el Audiovisual. Diario Oficial de la

F e d e r a c i ó n .

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lfca/LFCA_orig_

22may26.pdf

2 Motion Picture Association. (s. f.). Film ratings.

https://www.motionpictures.org/film-ratings/

3 American Academy of Pediatrics, Council on Communications

and Media. (2016). Media use in school-aged children and

adolescents. Pediatrics, 138(5), Article e20162592.

https://publications.aap.org/pediatrics/article/138/5/e20162592/60

321/Media-Use-in-School-Aged-Children-and- Adolescents

4 UNESCO. (s. f.). Media and information literacy.

https://www.unesco.org/en/media-information-literacy

5 UNICEF Innocenti (2025). Childhood in a digital world. UNI-

CEF Innocenti. https://www.unicef.org/innocenti/reports/childho-

od-digital-world

6 Motion Picture Association. (s. f.). Film ratings.

https://www.motionpictures.org/film-ratings/

7 Alberta Government. (s. f.). How film ratings compare.

https://www.alberta.ca/how-film-ratings-compare; British Board

of Film Classification. (s. f.). Age ratings and film classification.

https://www.bbfc.co.uk/about-classification; Centre national du ci-

néma et de l’image animée. (s.f.). Activité de la commission de

classification.https://www.cnc.fr/professionnels/visas-et-classifi-

cation/activite-de-la-commission-de-classification; Freiwillige

Selbstkontrolle der Filmwirtschaft. (2025, May 16). English infor-

mation. https://www.fsk.de/english/; Ministerio de Cultura. (s.f.).

Classification of works for cinema screening (films and trailers) by

age group. https://www.cultura.gob.es/en/cultura/areas/cine/infor-

macion-servicios/in/procedimientos-administrativos/explot acion-

cinematografica.html

8 Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión. (2026, 2 de

junio). Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf
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Senado de la República, sede de la 
Comisión Permanente, a 1 de julio de 2026.

Diputada Laura Iraís Ballesteros Mancilla (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Cultura y Cinematografía. Julio 1 de

2026.)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y

ADOLESCENTES, EN MATERIA DE CULTURA DE PAZ, RECI-
BIDA DEL DIPUTADO ROBERTO MEJÍA MÉNDEZ, DEL GRU-
PO PARLAMENTARIO DE MORENA, EN LA SESIÓN DE LA

COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 1 DE JULIO DE

2026

El que suscribe, Roberto Mejía Méndez, diputado del
Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Legisla-
tura del Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 55,
fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, somete a consideración del pleno la siguiente ini-
ciativa con proyecto de decreto, por el que se reforman
y adicionan diversas disposiciones de la Ley General
de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, en
materia de cultura de paz.

Exposición de Motivos

La presidenta, Claudia Sheinbaum Pardo, a través de
la Estrategia Nacional de Seguridad Pública 2024-
2030 reconoce el reclutamiento juvenil como uno de
los fenómenos que el eje de atención a las causas es-
tructurales de la violencia debe atender,1 y el gobierno
federal implantó en 2024-2025 los Territorios de Paz
en zonas con alta presencia de factores de riesgo para
la niñez y la adolescencia,2 lo que muestra que el diag-

nóstico existe y la voluntad operativa también, pero la
ley en materia de derechos de la infancia no había in-
corporado de manera explícita la cooptación por gru-
pos delictivos como una de las formas de violencia
que las autoridades están obligadas a prevenir, atender
y sancionar.

El Comité de los Derechos del Niño de las Naciones
Unidas ha señalado que la violencia contra la niñez en
cualquiera de sus formas obliga a los Estados a adop-
tar medidas legislativas específicas de prevención,3 y
se requiere que la ley nombre con precisión las formas
concretas de violencia que afectan a niñas, niños y
adolescentes en cada contexto nacional, porque nom-
brar jurídicamente un fenómeno es el primer paso pa-
ra convertirlo en objeto de política pública obligatoria
y medible.

Las cifras de la Encuesta Nacional de Seguridad Pú-
blica Urbana del Inegi, en su edición de marzo de
2026, revelan que la población adulta modificó sus ru-
tinas respecto a permitir que los menores de edad sal-
gan sin compañía por temor al delito,4 y ese dato, que
habitualmente se lee como un indicador de la percep-
ción de inseguridad adulta, eta afectando a las niñas,
niños y adolescentes en México.

El Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia
(UNICEF) ha documentado que los niños y adoles-
centes que crecen en medio de la violencia presentan
mayor estrés postraumático, dificultades de aprendiza-
je, problemas de salud mental y mayor exposición a
conductas de riesgo,5 lo que significa que la violencia
que rodea a la infancia afecta las condiciones mismas
de su desarrollo, desapareciendo las bases sobre las
que se construye una vida digna, autónoma y produc-
tiva, y colocando así a la generación que hoy es niña o
adolescente en una desventaja donde el Estado tiene la
obligación de compensar con políticas activas y con
un marco legal que las haga exigibles.

Nuestro sistema jurídico incorpora en el artículo 1o. de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos a los tratados internacionales en materia de de-
rechos humanos al bloque de constitucionalidad y or-
dena su interpretación conforme al principio pro
persona, el artículo 3o. constitucional dispone que la
educación que imparta el Estado fomentará, entre
otros valores, la cultura de la paz, mientras que el artí-
culo 4o., párrafo noveno, consagra el principio del in-
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terés superior de la niñez como criterio rector de toda
decisión que les concierna,6 por lo que, de esta forma,
la cultura de la paz cuenta ya con anclaje constitucio-
nal expreso.

La Resolución A/RES/53/243, mediante la cual la
Asamblea General de la Organización de las Naciones
Unidas adoptó la Declaración y el Programa de Acción
sobre una Cultura de Paz, define a esta como el con-
junto de valores, actitudes, tradiciones, comporta-
mientos y estilos de vida que rechazan la violencia y
previenen los conflictos atacando sus raíces, mediante
el diálogo y la negociación.7

La Convención sobre los Derechos del Niño, vincu-
lante para el Estado mexicano, obliga a adoptar todas
las medidas legislativas, administrativas, sociales y
educativas apropiadas para proteger a la niñez contra
toda forma de violencia física o mental, perjuicio, abu-
so o malos tratos, garantizar su derecho a la vida, a la
supervivencia y al desarrollo y orientar su educación
hacia el respeto de los derechos humanos y la prepara-
ción para asumir una vida responsable en una sociedad
libre, con espíritu de comprensión, paz y tolerancia.8

El Comité de los Derechos del Niño, intérprete autori-
zado de la Convención, ha precisado en su Observa-
ción General No. 13 que el derecho del niño a no ser
objeto de ninguna forma de violencia es un derecho
absoluto que exige a los Estados un enfoque integral
de prevención, no limitado a la sanción posterior,9 a su
vez, la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, en
su Objetivo 16 y específicamente en la meta 16.2,
compromete a los Estados a poner fin al maltrato, la
explotación, la trata y todas las formas de violencia
contra la niñez.10

La Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes vigente11 revela que, si bien el artículo 13
reconoce el derecho a la vida y a la paz, y el artículo 46
establece el derecho a vivir libre de violencia, ninguno
de estos preceptos incorpora la Cultura de la Paz como
un marco conceptual con contenido jurídico propio y
con obligaciones específicas para el Estado, ni recono-
ce el derecho a vivir en ese tipo de entorno como un de-
recho autónomo exigible, anclado en el derecho inter-
nacional, lo que esta iniciativa viene a corregir.

La presente iniciativa propone diversas modificacio-
nes a la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños

y Adolescentes, que construya y garantice entornos de
paz donde la infancia vive su vida cotidiana.

En atención de lo expuesto, la presente iniciativa con
proyecto de decreto reforma el artículo 6, fracción
XVII, y adiciona la fracción XVIII, y reforma los artí-
culos 8 y 16 de Ley General de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes, en materia de cultura de paz.

Por lo expuesto y fundado se somete a consideración
de esta asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto Por el que se reforma el artículo 6, fracción
XVII, y se adiciona la fracción XVIII, y se refor-
man los artículos 8 y 16 de Ley General de los De-
rechos de Niñas, Niños y Adolescentes, en materia
de cultura de paz

Único. Se reforma el artículo 6, fracción XVII, y se
adiciona la fracción XVIII, y se reforman los artícu-
los 8 y 16 de Ley General de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes, en materia de cultura de paz,
para quedar como sigue:

Artículo 6. Para efectos del artículo 2 de esta ley, son
principios rectores los siguientes:
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I. a XV. …

XVI. Mínima intervención en juicios cuando inter-
vienen en procedimientos judiciales como víctimas
o testigos;

XVII. No revictimización en juicios cuando inter-
vienen en procedimientos judiciales como víctimas
o testigos; y

XVIII. La cultura de la paz y la solución pacífi-
ca de conflictos, como eje orientador de la for-
mación, convivencia y desarrollo integral de ni-
ñas, niños y adolescentes.

Artículo 8. Las autoridades federales, de las entidades
federativas, municipales y de las demarcaciones terri-
toriales de Ciudad de México, en el ámbito de sus res-
pectivas competencias, impulsarán la cultura de respe-
to, de paz, promoción y protección de derechos de
niñas, niños y adolescentes, basada en los principios
rectores de esta Ley, fomentando la convivencia pací-
fica, la empatía, la tolerancia y la solución no violenta
de conflictos en todos los entornos de desarrollo de la
niñez y la adolescencia.

Artículo 16. Niñas, niños y adolescentes tienen dere-
cho a la paz, que comprende el desarrollo en entornos
libres de violencia, el acceso a una educación para la
paz, la convivencia pacífica, la resolución no violenta
de conflictos y a no ser privados de la vida en ninguna
circunstancia, ni ser utilizados en conflictos armados o
violentos.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Las autoridades competentes, en el ámbito
de sus atribuciones, emitirán las disposiciones admi-
nistrativas necesarias para la adecuada aplicación del
presente decreto.

Notas

1 Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana, Estrategia Na-

cional de Seguridad Pública 2024-2030, publicada en el DOF el 13

de mayo de 2025. La estrategia reconoce que los grupos delictivos

dirigen estrategias de captación hacia jóvenes en situación de vul-

nerabilidad, y que la prevención del reclutamiento es uno de los

objetivos del eje de atención de las causas.

2 Gobierno de México, Informe de Gobierno 2024-2025, sección

“Atención a las causas”. Se implementaron 64 territorios de paz en

Baja California, estado de México y Tabasco, con énfasis en comu-

nidades con alta presencia de niñas, niños y adolescentes y factores

de riesgo como pobreza, reincidencia juvenil y presencia de grupos

delictivos. Disponible en https://www.informegobierno.gob.mx

3 Comité de los Derechos del Niño de las Naciones Unidas, ob-

servación general número 13 (2011): Derecho del niño a no ser ob-

jeto de ninguna forma de violencia, CRC/C/GC/13. El comité es-

tablece que la violencia contra la niñez en cualquiera de sus formas

física, psicológica, sexual, negligencia, explotación, constituye

una violación de la convención y obliga a los Estados a adoptar

medidas legislativas específicas de prevención.

4 Instituto Nacional de Estadística y Geografía, Encuesta Nacional

de Seguridad Pública Urbana, primer trimestre de 2026. Disponi-

ble en https://www.inegi.org.mx

5 UNICEF México, Estado Mundial de la Infancia 2023: para ca-

da niño, vacunas. Adicionalmente, el Unicef ha señalado en sus in-

formes sobre México que los niños y los adolescentes que viven en

zonas de alta violencia presentan mayores índices de deserción es-

colar, estrés postraumático y exposición a conductas de riesgo.

Disponible en https://www.unicef.org/mexico

6 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artícu-

los 3o., conforme al cual la educación fomentará, entre otros valo-

res, la cultura de la paz; y 4o., párrafo noveno, que consagra el

principio del interés superior de la niñez.

7 Organización de las Naciones Unidas, resolución A/RES/53/243,

Declaración y Programa de Acción sobre una Cultura de Paz,

adoptada por la Asamblea General el 13 de septiembre de 1999.

8 Convención sobre los Derechos del Niño, adoptada por la Asam-

blea General de la ONU el 20 de noviembre de 1989, ratificada por

el Estado mexicano el 21 de septiembre de 1990 (DOF, 25 de ene-

ro de 1991).

9 Comité de los Derechos del Niño, observación general número

13 (2011), “Derecho del niño a no ser objeto de ninguna forma de

violencia”, CRC/C/GC/13.

10 Organización de las Naciones Unidas, Agenda 2030 para el

Desarrollo Sostenible, Objetivo 16, meta 16.2: poner fin al maltra-
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to, la explotación, la trata y todas las formas de violencia contra la

niñez.

11 Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes,

publicada en el Diario Oficial de la Federación el 4 de diciembre

de 2014, con sus reformas vigentes. Disponible en https://www.di-

putados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGDNNA.pdf

Comisión Permanente, a 1 de julio de 2026.

Diputado Roberto Mejía Méndez (rúbrica)

(Turnada la Comisión de Derechos de la Niñez y Adolescencia. Ju-

lio 1 de 2026.)

QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GE-
NERAL EN MATERIA DE DESAPARICIÓN FORZADA DE PER-
SONAS, DESAPARICIÓN COMETIDA POR PARTICULARES Y

DEL SISTEMA NACIONAL DE BÚSQUEDA DE PERSONAS, EN

MATERIA DE INVESTIGACIÓN RÁPIDA Y EXPEDITA, RECIBI-
DA DE LA DIPUTADA VERÓNICA PÉREZ HERRERA Y SUS-
CRITA POR LAS Y LOS DIPUTADOS DEL GRUPO PARLAMEN-
TARIO DEL PAN, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN

PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 1 DE JULIO DE 2026

La suscrita, diputada Verónica Pérez Herrera, así como
las y los diputados integrantes del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional, con fundamento en el
artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artícu-
los 6, numeral 1, fracción I; 76, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, se permite presen-
tar para su análisis y dictamen iniciativa con proyecto
de decreto por el que se reforman diversas disposicio-
nes a la Ley General en Materia de Desaparición For-

zada de Personas, Desaparición Cometida por Particu-
lares y del Sistema Nacional de Búsqueda de Personas,
en materia de investigación rápida y expedita, al tenor
de la siguiente

Exposición de Motivos

México enfrenta una de las crisis más graves en mate-
ria de derechos humanos en su historia contemporá-
nea: la desaparición de personas. Lejos de tratarse de
un fenómeno aislado o coyuntural, constituye un pro-
blema estructural que refleja debilidades instituciona-
les profundas en materia de seguridad, procuración de
justicia e investigación criminal.

De acuerdo con el Registro Nacional de Personas Des-
aparecidas y No Localizadas, actualmente existen más
de 132 mil personas desaparecidas en el país, cifra que
continúa en aumento sostenido.1 Tan sólo en años re-
cientes, el incremento ha sido constante: tras alcanzar
los 100 mil casos, los registros crecieron 7.3 por cien-
to en 2023 y 6.3 por ciento en 2024, evidenciando una
tendencia alarmante.2

Más aún, la desaparición de personas ocurre de mane-
ra cotidiana: se estima que alrededor de 40 personas
desaparecen diariamente en México, es decir, más de
una persona cada hora.3

Este fenómeno no sólo es cuantitativamente grave, si-
no cualitativamente devastador. La desaparición im-
plica una violación múltiple de derechos humanos: el
derecho a la vida, a la libertad personal, a la integri-
dad, al reconocimiento de la personalidad jurídica y al
acceso a la justicia.

Asimismo, genera un daño permanente a las familias,
quienes enfrentan incertidumbre prolongada y revicti-
mización institucional.

Aunado a ello, el problema presenta un patrón territo-
rial claro. Entidades como Jalisco, Estado de México,
Tamaulipas y Veracruz concentran una proporción sig-
nificativa de los casos, lo que refleja dinámicas regio-
nales vinculadas al crimen organizado y a contextos de
violencia sistemática.4

Sin embargo, el dato más preocupante no es únicamen-
te la magnitud del fenómeno, sino la incapacidad del
Estado para responder eficazmente. Uno de los rasgos
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más alarmantes de la desaparición de personas en Mé-
xico es el nivel de impunidad. Diversos estudios coin-
ciden en que la impunidad alcanza aproximadamente
99 por ciento de los casos, lo que implica que práctica-
mente ninguno se resuelve de manera efectiva.5

En términos concretos, entre 2017 y 2025, se registra-
ron apenas 373 condenas por desaparición, frente a de-
cenas de miles de casos, lo que representa aproxima-
damente 0.56 por ciento de efectividad judicial.6

Esta situación revela una falla sistémica en la investi-
gación criminal, particularmente en las etapas iniciales
de actuación ministerial. La ausencia de respuestas in-
mediatas, la dilación en la apertura de carpetas de in-
vestigación y la falta de coordinación institucional
contribuyen directamente a la pérdida de evidencia, al
debilitamiento de las líneas de investigación y, en últi-
ma instancia, a la impunidad.

Además, un dato crítico evidencia la precariedad in-
vestigativa: 36 por ciento de los casos no cuentan con
datos suficientes para su búsqueda, lo que sugiere que
desde el inicio no se generan insumos adecuados para
la investigación.7

Por otro lado, la crisis forense agrava la problemática.
Se estima que existen más de 38 mil 500 cuerpos sin
identificar en el país, lo que refleja la incapacidad ins-
titucional para procesar información e identificar víc-
timas.8

En este contexto, resulta evidente que la investigación
tardía o ineficiente no es un problema menor: es uno
de los factores centrales que perpetúan la desaparición
y la impunidad.

La evidencia empírica y la experiencia internacional
coinciden en un punto fundamental: las primeras horas
son determinantes en la localización de personas des-
aparecidas.

En materia de búsqueda, existe un consenso técnico-
operativo sobre la denominada “ventana crítica” de in-
vestigación, que establece que las probabilidades de
localización con vida disminuyen drásticamente con-
forme transcurre el tiempo sin acciones inmediatas.

Históricamente, uno de los errores más graves en los
sistemas de procuración de justicia, incluido México,

ha sido la exigencia de plazos de espera (como las an-
tiguas 72 horas) antes de iniciar investigaciones. Esta
práctica ha sido ampliamente superada por estándares
internacionales, que establecen la obligación de iniciar
la búsqueda de manera inmediata, sin condiciona-
mientos.

De hecho, organismos internacionales como el Comi-
té contra la Desaparición Forzada de la Organización
de las Naciones Unidas (ONU) han señalado que la
demora en la investigación puede constituir en sí mis-
ma una violación a los derechos humanos, al implicar
una forma de tolerancia o aquiescencia estatal.

En México, si bien la legislación ha evolucionado ha-
cia el principio de búsqueda inmediata, en la práctica
subsisten espacios normativos ambiguos que permiten
dilaciones injustificadas, particularmente cuando se
condiciona la actuación a valoraciones discrecionales
de la autoridad.

La reforma propuesta tiene como objetivo establecer
un criterio claro, objetivo y verificable: la investigación
debe iniciarse de inmediato y, en casos excepcionales,
sólo podrá ampliarse hasta por un máximo de 24 horas.

Esta medida responde a tres necesidades fundamenta-
les:

1. Garantizar la debida diligencia reforzada: en ca-
sos de desaparición, el Estado tiene una obligación
reforzada de actuación inmediata. Limitar la am-
pliación a 24 horas obliga a las autoridades a justi-
ficar de manera objetiva cualquier retraso y evita di-
laciones indebidas.

2. Reducir la discrecionalidad: al establecer un pla-
zo máximo, se elimina la ambigüedad interpretativa
y se dota de certeza al procedimiento.

3. Aumentar la efectividad de las investigaciones: la
intervención temprana permite preservar evidencia,
activar mecanismos de búsqueda y mejorar las pro-
babilidades de localización.

Derecho comparado

El análisis comparado refuerza la necesidad de esta re-
forma. Diversos países han adoptado estándares estric-
tos de inmediatez en la investigación de desapariciones.
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1. Colombia: la legislación colombiana establece el
mecanismo de búsqueda urgente, que obliga a las
autoridades a actuar de manera inmediata, sin nece-
sidad de esperar plazos ni formalidades previas. Es-
te mecanismo ha sido reconocido como una buena
práctica internacional.

2. Argentina: en Argentina, los protocolos de actua-
ción establecen la activación inmediata de búsque-
da ante la denuncia de desaparición, especialmente
en casos de personas vulnerables.

3. España: en España, la desaparición de personas
activa de manera inmediata protocolos policiales
sin necesidad de acreditar delito previo, priorizando
la localización rápida.

4. Estados Unidos de América (EUA): En EUA, sis-
temas como la Alerta AMBER operan bajo el prin-
cipio de inmediatez absoluta, activándose en cues-
tión de horas tras la desaparición de menores.

El común denominador en estos sistemas es claro: no
existe margen para la dilación. La actuación inmedia-
ta es la regla, no la excepción.

Para una mayor comprensión de la iniciativa que pon-
go en consideración de esta soberanía, presento ante
ustedes el siguiente cuadro comparativo:

Decreto por el que se reforman disposiciones de la
Ley General en Materia de Desaparición Forzada
de Personas, Desaparición Cometida por Particula-
res y del Sistema Nacional de Búsqueda de Personas

Único. Se reforma la fracción XVIII Bis del artícu-
lo 70 de la Ley General en Materia de Desaparición
Forzada de Personas, Desaparición Cometida por
Particulares y del Sistema Nacional de Búsqueda
de Personas, para quedar como sigue:

Artículo 70. Las Fiscalías Especializadas pertene-
cientes a la Fiscalía tienen, en el ámbito de sus com-
petencias, las atribuciones siguientes:

I. a XVIII. …

XVIII Bis. Realizar las investigaciones que requie-
ran control judicial solicitadas por la Comisión Na-
cional de Búsqueda o las Comisiones Locales de
Búsqueda, en el contexto de la búsqueda forense de
personas desaparecidas con un enfoque masivo o a
gran escala o, en su caso, de identificación humana
complementario.

Las investigaciones deben realizarse de inmediato
salvo que, por su naturaleza, se requiera un término
mayor, en cuyo caso lo podrá ampliar hasta veinti-
cuatro horas;

XIX. a XIX. …
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Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La Fiscalía General de la República, por
conducto de la fiscalía especializada competente, de-
berá adecuar sus lineamientos, protocolos de investi-
gación, manuales de actuación y demás disposiciones
administrativas aplicables, a efecto de dar cumpli-
miento a lo previsto en el presente decreto, en un pla-
zo no mayor a noventa días naturales contados a partir
de su entrada en vigor.

Tercero. Dentro del mismo plazo señalado en el artí-
culo anterior, la Fiscalía General de la República de-
berá implementar mecanismos de capacitación obliga-
toria para el personal ministerial, pericial y policía de
investigación involucrado en la investigación de des-
aparición de personas, con el objeto de garantizar la
aplicación efectiva del principio de inmediatez y del
plazo máximo de ampliación de veinticuatro horas
previsto en el artículo reformado.

Cuarto. La Fiscalía General de la República deberá
establecer mecanismos de control, registro y supervi-
sión que permitan verificar el cumplimiento del inicio
inmediato de las investigaciones y, en su caso, la debi-
da justificación de la ampliación del plazo hasta por
veinticuatro horas, conforme a los principios de lega-
lidad, debida diligencia y rendición de cuentas.

Quinto. Las erogaciones que, en su caso, se generen
con motivo de la entrada en vigor del presente decreto
se cubrirán con cargo al presupuesto aprobado de la
Fiscalía General de la República, por lo que no se au-
torizarán recursos adicionales para el presente ejerci-
cio fiscal.

Sexto. Las investigaciones en curso al momento de la
entrada en vigor del presente decreto deberán ajustar-
se, en lo conducente, a las disposiciones establecidas
en el mismo, sin perjuicio de la validez de las actua-
ciones previamente realizadas.

Notas

1 Centro de Análisis e Investigación Fundar, La crisis de desapari-

ción en México no puede condicionarse a una carpeta de investi-

gación, https://fundar.org.mx/la-crisis-de-desaparicion-en-mexico-

n o - p u e d e - c o n d i c i o n a r s e - a - u n a - c a r p e t a - d e - i n v e s t i

gacion/?utm_source.com

2 Informe Nacional de Personas desaparecidas 2024.

https://imdhd.org/redlupa/informes-y-analisis/informes-naciona-

les/informe-nacional-2024.com

3 A dónde van los desaparecidos, Primer año de Sheinbaum: Mé-

xico, con 40 desapariciones diarias y bajo el escrutinio de la ONU,

https://adondevanlosdesaparecidos.org/2025/10/03/primer-ano-

de-sheinbaum-mexico-con-40-desaparicio nes-diarias-y-bajo-el-

escrutinio-de-la-onu.com

4 Informe Nacional de Personas desaparecidas 2025.
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5 Impunidad Cero, Impunidad en Delitos de Desaparición en Mé-
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6 Diario Basta, De 66 mil desaparecidos, solo 373 condenas,

https://diariobasta.com/2025/03/25/de-66-mil-desaparecidos-solo-

373-condenas/?utm_source.com

7 El Universal, Suman 132 mil 534 desaparecidos en México:

SESNSP; 36% de los casos no tienen datos suficientes para su bús-

queda, https://www.eluniversal.com.mx/nacion/suman-132-mil-

534-desaparecidos-en-mexico-sesnsp-36-de-los-cas os-no-tienen-

datos-suficientes-para-su-busqueda.com

8 A dónde van los desaparecidos, Ahonda gobierno crisis forense

en México,

https://adondevanlosdesaparecidos.org/2023/04/03/ahonda-go-

bierno-crisis-forense-en-mexico.com

Senado de la República, sede de la 
Comisión Permanente, a 1 de julio de 2026.

Diputada Verónica Pérez Herrera (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Derechos Humanos. Julio 1 de 2026.)
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QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY GENERAL DE ASENTAMIENTOS HUMANOS, ORDE-
NAMIENTO TERRITORIAL Y DESARROLLO URBANO, Y DE

LA LEY DE INSTITUCIONES DE SEGUROS Y DE FIANZAS,
EN MATERIA DE SEGUROS PARAMÉTRICOS Y RESILIENCIA

INMOBILIARIA, RECIBIDA DEL DIPUTADO HÉCTOR ALFON-
SO DE LA GARZA VILLARREAL, DEL GRUPO PARLAMEN-
TARIO DEL PVEM, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PER-
MANENTE DEL MIÉRCOLES 1 DE JULIO DE 2026

Quien suscribe, diputado Héctor Alfonso de la Garza
Villarreal, integrante del Grupo Parlamentario del Par-
tido Verde Ecologista de México en la LXVI Legisla-
tura de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto por
los artículos 71, fracción II, y 78, fracción III, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; así como 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a consi-
deración de esta asamblea iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones la Ley General de Asentamientos Hu-
manos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Ur-
bano, y de la Ley de Instituciones de Seguros y de
Fianzas, en materia de seguros paramétricos y resi-
liencia inmobiliaria, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

I. La vulnerabilidad climática, sísmica y la baja pe-
netración de seguros en México

Nuestra nación se encuentra ubicada en una de las re-
giones con mayor actividad sísmica y vulnerabilidad
hidrometeorológica del planeta. De acuerdo con la
Asociación Mexicana de Instituciones de Seguros
(AMIS), a pesar de que México colinda con el océano
Pacífico, dos golfos y el Mar Caribe, y de estar asen-
tado sobre una zona altamente sísmica, la penetración
del seguro de daños es alarmantemente baja: apenas
6.5 por ciento de las viviendas en el país cuentan con
un seguro de daños voluntario.1

Excluyendo los costos de emergencias sanitarias, los
siniestros con mayor impacto financiero en México
derivan invariablemente de eventos catastróficos por
desastres naturales.2 El modelo de desarrollo urbano
ha permitido la construcción de extensos polígonos
habitacionales e industriales en zonas de vulnerabili-
dad, delegando el inmenso riesgo financiero de la re-

construcción al erario público o al bolsillo directo de
las familias afectadas. El impacto devastador de fenó-
menos recientes, como el huracán Otis, en el estado de
Guerrero, evidenció la fragilidad de la infraestructura
y el colapso económico que sufren los municipios
cuando el riesgo no está asegurado, demostrando que
depender exclusivamente de la reacción gubernamen-
tal es una estrategia agotada.

II. El marco normativo actual: del diagnóstico a la
acción financiera

Actualmente, la Ley General de Asentamientos Huma-
nos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano
(LGAHOTDU) establece en su Título Sexto los prin-
cipios de la resiliencia urbana. Específicamente, el ar-
tículo 66 mandata que, previo a la expedición de li-
cencias de construcción en zonas de alto riesgo, los
desarrolladores deben presentar un “estudio de pre-
vención de riesgo” y aplicar medidas de mitigación.3

Sin embargo, la legislación actual se limita a la fase de
diagnóstico físico y mitigación estructural, omitiendo
la necesaria mitigación financiera. La presente inicia-
tiva no busca crear una nueva carga regulatoria aisla-
da, sino consolidar el marco vigente: evolucionar de la
exigencia de un simple estudio de viabilidad, a la obli-
gatoriedad de un instrumento financiero (seguro para-
métrico) que garantice la solvencia económica para la
reconstrucción en caso de que el riesgo identificado se
materialice.

III. El costo de la reacción frente al valor de la pre-
vención

A nivel internacional, la evidencia financiera sobre la
rentabilidad de la prevención ante desastres naturales
es irrefutable.

Estimaciones de organismos y autoridades financieras
globales revelan que por cada dólar que un país in-
vierte en preparación y reducción del riesgo de desas-
tres, se ahorran hasta 11 dólares en costos de ayuda y
recuperación.4 Sin embargo, la tendencia histórica de-
muestra que la abrumadora mayoría de los presupues-
tos públicos (hasta 98 por ciento) se gasta en labores
de auxilio y reconstrucción post-desastre, dejando a la
prevención en un segundo y deficiente plano.5 Este
modelo reactivo es financieramente insostenible.
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En la actual arquitectura financiera del Estado mexi-
cano, donde la atención a desastres naturales depende
de asignaciones directas del Presupuesto de Egresos
tras la extinción de fideicomisos como el Fideicomiso
Fondo de Desastres Naturales, transferir el riesgo del
desarrollo inmobiliario privado hacia el sector asegu-
rador no es sólo una buena práctica, sino una necesi-
dad apremiante para no asfixiar el gasto público social.

Asimismo, de acuerdo con la Comisión Global de
Adaptación, invertir 1.8 billones de dólares a nivel
mundial en medidas de resiliencia y adaptación climá-
tica podría generar hasta 7.1 billones de dólares en be-
neficios netos; es decir, una tasa de retorno de 1 a 4.6

En el mismo sentido, estudios de la Agencia Federal
para el Manejo de Emergencias de Estados Unidos
(FEMA) demuestran que, por cada dólar invertido en
mitigación de riesgos, el Estado y la sociedad ahorran
hasta 6 dólares en costos de recuperación post-desas-
tre.7 Por lo tanto, mantener un modelo reactivo en el
desarrollo inmobiliario de México representa un ries-
go latente e inaceptable para el erario.

IV. El seguro paramétrico como solución financiera
y experiencia internacional

Frente a los seguros tradicionales de indemnización,
que requieren burocráticos y prolongados procesos de
evaluación de daños, el seguro paramétrico se erige
como la herramienta financiera del futuro. En estos es-
quemas, la cobertura se activa (trigger) automática-
mente por la ocurrencia de un evento independiente
medido por proveedores de datos neutrales, como la
velocidad del viento de un huracán o la magnitud de
un sismo.8 Su principal ventaja es la inmediatez: el pa-
go puede realizarse en un periodo de entre 10 y 14 dí-
as posteriores al evento catastrófico.9 Desde la pers-
pectiva económica, los seguros paramétricos eliminan
problemas sistémicos como el “riesgo moral” (moral
hazard) y la “asimetría de información”, al tiempo que
suprimen por completo los millonarios costos admi-
nistrativos y de ajuste de siniestros, permitiendo pri-
mas más eficientes.

La adopción de este instrumento a nivel mundial es in-
negable. Mercados avanzados como el de Londres
(Reino Unido) están integrando masivamente los se-
guros paramétricos para empatar el capital con el ries-
go climático, especialmente ante la creciente frecuen-
cia de desastres naturales extremos.10 A nivel regional,

el Fondo de Seguro contra Riesgos Catastróficos del
Caribe (CCRIF) utiliza pólizas paramétricas para in-
yectar liquidez inmediata a los gobiernos y sectores
productivos tras eventos climáticos.11 En México, re-
sulta imperativo que el sector privado inmobiliario
contribuya a la resiliencia nacional utilizando estas he-
rramientas de vanguardia.

V. Adopción multisectorial de los seguros paramé-
tricos

La adopción de seguros paramétricos no es ajena al
Estado mexicano; de hecho, ya ha probado su eficacia
en otros rubros.

A nivel macroeconómico, el Gobierno federal ha emi-
tido exitosamente bonos catastróficos (Cat Bonds) en
alianza con el Banco Mundial para proteger las finan-
zas públicas ante sismos y huracanes de gran magni-
tud.12 En el sector primario, esquemas como el Com-
ponente de Atención a Desastres Naturales (Cadena)
han utilizado seguros paramétricos para proteger a pe-
queños productores agrícolas ante sequías y excesos
de lluvia.13 Es momento de que el sector del desarro-
llo urbano y la vivienda adopte este mismo nivel de
sofisticación financiera para proteger la infraestructu-
ra privada y el patrimonio de los ciudadanos.

VI. Impacto social: prevención de trampas de po-
breza

La falta de liquidez inmediata tras un desastre natural
tiene consecuencias sociales devastadoras. Según esti-
maciones del Banco Mundial, los desastres naturales
empujan a cerca de 26 millones de personas a la po-
breza extrema cada año a nivel global.14 En México, el
Instituto Nacional de Ecología y Cambio Climático
(INECC) advierte que 68 por ciento de la población y
71 por ciento del producto interno bruto (PIB) nacio-
nal están expuestos a los impactos directos del cambio
climático.15

Cuando un huracán o sismo destruye el patrimonio de
una familia, la carencia de un seguro de pago rápido
genera “trampas de pobreza” de las que cuesta genera-
ciones salir. El seguro paramétrico actúa como un di-
que contra este fenómeno, inyectando liquidez en días
para que las comunidades financien la recuperación
inmediata de sus viviendas y medios de subsistencia.
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Por ello, estandarizar este tipo de instrumentos desde
la Ley de Instituciones de Seguros y de Fianzas per-
mitirá democratizar el acceso a “microseguros para-
métricos”, creando una red de seguridad financiera di-
rectamente en los bolsillos de las familias de menores
ingresos.

VII. El imperativo de la resiliencia inmobiliaria

Para el Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México (PVEM), la presente iniciativa consti-
tuye una reforma estructural inaplazable que transfor-
ma el paradigma de la protección civil, las finanzas
públicas y el desarrollo urbano en nuestro país. A tra-
vés de un enfoque regulatorio dual, se propone inter-
nalizar el costo de los riesgos climáticos y trasladar la
inmensa carga financiera de la reconstrucción que his-
tóricamente ha asfixiado al erario hacia el sector ase-
gurador privado.

En una escala macro (desarrollo urbano), la modificación
a la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordena-
miento Territorial y Desarrollo Urbano obliga al sector
constructor a asumir su corresponsabilidad. Los grandes
desarrolladores inmobiliarios e industriales que preten-
dan edificar en zonas de alto riesgo deberán garantizar la
viabilidad y recuperación de sus proyectos mediante la
contratación de pólizas paramétricas corporativas, prote-
giendo así el entorno urbano, los asentamientos humanos
y la infraestructura mayor de la ciudad.

Simultáneamente, en una escala micro (inclusión fi-
nanciera), la modificación al artículo 208 de la Ley de
Instituciones de Seguros y de Fianzas persigue un im-
perativo de democratización y justicia social. Al in-
cluir los esquemas paramétricos catastróficos dentro
del mandato de “productos básicos estandarizados”, se
obliga al mercado a diseñar pólizas masivas, asequi-
bles y de fácil comprensión para la población en gene-
ral. Esto permitirá que millones de familias mexica-
nas, especialmente las más vulnerables, accedan a
microseguros que les inyecten liquidez inmediata y
automática tras un desastre natural, protegiendo su pa-
trimonio y evitando que caigan en trampas de pobreza.

A continuación, se presenta un cuadro comparativo
entre el texto vigente de la Ley General de Asenta-
mientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Des-
arrollo Urbano y de la Ley de Instituciones de Seguros
y de Fianzas con las modificaciones aquí planteadas:
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Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración
de esta asamblea la siguiente iniciativa con proyecto
de 

Decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones la Ley General de Asentamientos
Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo
Urbano, y de la Ley de Instituciones de Seguros y
de Fianzas, en materia de seguros paramétricos y
resiliencia inmobiliaria

Artículo Primero. Se adiciona un cuarto párrafo al ar-
tículo 68 de la Ley General de Asentamientos Huma-
nos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano,
para quedar como sigue:

Artículo 68. Es obligación de las autoridades federa-
les, estatales o municipales asegurarse, previamente a
la expedición de las autorizaciones para el uso, edifi-
cación o aprovechamiento urbano o habitacional, cam-
bio de uso del suelo o impactos ambientales del cum-
plimiento de las leyes estatales y federales en materia
de prevención de riesgos en los Asentamientos Huma-
nos.

…

…

Para el caso de nuevos desarrollos inmobiliarios,
comerciales, industriales o de infraestructura ma-
yor, que pretendan ubicarse en zonas identificadas
con nivel de alto riesgo por fenómenos geológicos o
hidrometeorológicos dentro de los Atlas de Riesgos
municipales, estatales o el Atlas Nacional de Ries-
gos, las medidas de prevención a las que alude el
párrafo anterior deberán incluir obligatoriamente
la contratación y vigencia de un seguro paramétri-
co o instrumento financiero de transferencia de

riesgo catastrófico equivalente, que garantice liqui-
dez inmediata para la mitigación y recuperación de
daños. Las autoridades correspondientes establece-
rán mecanismos para evitar que estas exigencias
impacten desproporcionadamente en la asequibili-
dad de la vivienda de interés social.

Artículo Segundo. Se reforman las fracciones IV, V y
se adiciona una fracción VI al artículo 208 de la Ley
de Instituciones de Seguros y de Fianzas, para quedar
como sigue:

Artículo 208. Con el propósito de fortalecer la cultura
del seguro y extender los beneficios de su protección a
una mayor parte de la población, las Instituciones de
Seguros, atendiendo a las operaciones y ramos que
tengan autorizados, así como a los seguros y cobertu-
ras que comercializan, deberán ofrecer un producto
básico estandarizado para cada una de las siguientes
coberturas:

I. a III. …

IV. Salud, en la operación de accidentes y enferme-
dades;

V. Responsabilidad civil, en el ramo de automóvi-
les, y

VI. Riesgos catastróficos, mediante esquemas de
seguros paramétricos o basados en índices, en la
operación de daños.

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor a los
180 días posteriores a su publicación en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

Segundo. La Secretaría de Desarrollo Agrario, Terri-
torial y Urbano, en coordinación con la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público, a través de la Comisión
Nacional de Seguros y Fianzas, emitirán en un plazo
no mayor a 120 días posteriores a la entrada en vigor
del presente decreto, los lineamientos técnicos para
determinar las sumas aseguradas y los índices de acti-
vación de los seguros paramétricos inmobiliarios a los
que hace referencia este decreto.
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Tercero. Para dar cumplimiento a la adición de la frac-
ción VI del artículo 208 de la Ley de Instituciones de
Seguros y de Fianzas, la Comisión Nacional de Segu-
ros y Fianzas, escuchando la opinión de la Comisión
Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios
de Servicios Financieros, contará con un plazo de 180
días naturales posteriores a la entrada en vigor del pre-
sente decreto para emitir las disposiciones de carácter
general y dar a conocer el modelo de contrato de ad-
hesión aplicable. Las instituciones de seguros contarán
con un plazo no mayor a 180 días posteriores a la pu-
blicación de dichas disposiciones para registrar y co-
menzar a comercializar el producto básico estandari-
zado paramétrico.
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Senado de la República, sede de la 
Comisión Permanente, a 1 de julio de 2026.

Diputado Héctor Alfonso de la Garza Villarreal 
(rúbrica)

(Turnada a las Comisión de Desarrollo Urbano y Ordenamiento

Territorial, y de Hacienda y Crédito Público. Julio 1 de 2026.)

QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GE-
NERAL DE SALUD, EN MATERIA DE LENGUAJE INCLUSIVO,
RECIBIDA DE LA DIPUTADA LAURA IRAÍS BALLESTEROS

MANCILLA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MC, EN LA

SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 1
DE JULIO DE 2026

La suscrita diputada, Laura Iraís Ballesteros Manci-
lla, integrante del Grupo Parlamentario de Movimien-
to Ciudadano en la LXVI Legislatura, con fundamen-
to en los artículos: 71, fracción II, y 78, párrafo
segundo, fracción III, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; 116, 122, numeral 1,
de la Ley Orgánica del Congreso General; 55, fracción
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II, y 179 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
presenta ante esta soberanía la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman diversas
disposiciones de la Ley General de salud, en mate-
ria de lenguaje inclusivo, con base en la siguiente:

Exposición de Motivos

La ONU considera que por “lenguaje inclusivo en
cuanto al género” se entiende la manera de expresarse
oralmente y por escrito sin discriminar a un sexo, gé-
nero social o identidad de género en particular y sin
perpetuar estereotipos de género. 

Dado que el lenguaje es uno de los factores clave que
determinan las actitudes culturales y sociales, emplear
un lenguaje inclusivo en cuanto al género es una for-
ma sumamente importante de promover la igualdad de
género y combatir los prejuicios de género.1

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos reconoce el principio de igualdad y la no discri-
minación, estableciendo que todas las personas goza-
rán de los derechos humanos reconocidos en la propia
Constitución y en los tratados internacionales de los
que el Estado mexicano sea parte.

En congruencia con dichos principios constitucionales
el Estado mexicano ha impulsado la adopción de un
lenguaje incluyente y no sexista en la elaboración de
las normas jurídicas, documentos oficiales y actualiza-
ción de los institutos públicos, con el propósito de ga-
rantizar la igualdad sustantiva entre mujeres y hom-
bres, donde se promueva una cultura de respeto de
diversidad.

En función de esta definición, la Secretaría de Gober-
nación enumera que el uso del lenguaje inclusivo pro-
mueve la igualdad entre hombres y mujeres al:

1. Visibilizar a las mujeres.

2. Nombrar a las mujeres.

3. Equilibrar la presencia de ambos sexos en el ám-
bito público.

4. Generar un trato homogéneo.

5. Ofrecer oportunidades a todas las personas inde-
pendientemente de su sexo.2

El lenguaje es un instrumento de comunicación que
forma parte de un proceso social complejo y de cam-
bio constante, en el cual el lenguaje es un medio trans-
misor de ideas representativas del contexto social en el
cual son usadas. Es decir, las palabras se pueden ver
como una imagen de la realidad.

Para los motivos de esta iniciativa, cabe mencionar el
uso del lenguaje como una herramienta de apoyo a sis-
temas de opresión como el sexismo y el androcentris-
mo:

El sexismo consiste en asignar roles y valores dife-
rentes a mujeres y hombres en función exclusiva-
mente del sexo, de forma que se establece una je-
rarquía en lo que lo que se asigna a los hombres es
superior, referente, modélico, mientras que lo que
se les atribuye a las mujeres es inferior, subordina-
do y menor. 

El androcentrismo significa literalmente centrarse
en el varón y supone la consideración, probable-
mente inconsciente, de que el varón es el patrón, el
modelo, la norma de todo comportamiento huma-
no.3

Similarmente, el lenguaje utilizado para preservar
estos medios de opresión se denomina como len-
guaje sexista:

Se conoce como lenguaje sexista aquella manera
de comunicar que presupone que toda persona es
del género masculino a no ser que se especifique lo
contrario y, en consecuencia, borra a las mujeres
de la lengua.4

Es fundamental señalar que este tipo de lenguaje no se
restringe a la discriminación de las mujeres, sino que
también afecta a las identidades no binarias y a otras
expresiones que desafían el modelo de género tradi-
cional.

Al definir esta clase de lenguaje como discriminato-
rio, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el
Protocolo para Juzgar con Perspectiva de Género, se-
ñala el deber que tienen todas las autoridades de pro-
mover y garantizar el derecho a la igualdad entre mu-
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jeres y hombres, así como el de erradicar todas las
formas de discriminación motivada por el género,
consagrados en los artículos 4o. y 1o. de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, res-
pectivamente.5

La necesidad de esta clase de reformas al lenguaje pa-
ra luchar en contra de sistemas de opresión, como lo
son el sexismo o el androcentrismo, mismas prácticas
dañinas que no sólo limitan a las mujeres sino también
a grupos históricamente discriminados.

La evolución histórica de la participación de las muje-
res en los cargos públicos de mayor responsabilidad
evidencia la necesidad de que el marco jurídico em-
plee denominaciones institucionales incluyentes, per-
manentes y acordes con los principios constitucionales
de igualdad y no discriminación.6

En ese sentido, la elección de la primera mujer como
titular del Poder Ejecutivo federal constituye un hecho
histórico relevante, como cuando en 2023, se eligió a
la primera mujer presidenta de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación. Por ello, adecuar las denomina-
ciones previstas en la legislación no sólo actualiza el
lenguaje normativo, sino que contribuye a visibilizar
la igualdad sustantiva y a eliminar fórmulas jurídicas
que reproducen una concepción exclusivamente mas-
culina del ejercicio del poder público.

Se debe expresar la decisión de implementar esta cla-
se de cambios específicamente para la Presidencia de
la República y presidentes de órganos y comisiones
previstos en la Ley General de Salud. El cargo de pre-
sidencia, siendo la cara más reconocida y representati-
va del país, se puede convertir en un precedente en re-
lación a la adaptación de lenguaje neutral mientras que
las comisiones van de la mano con este proceso.

Constituye un antecedente relevante la reforma publi-
cada en el Diario Oficial de la Federación mediante la
cual se incorporó lenguaje inclusivo en diversos artí-
culos de la Ley General de Salud, sustituyendo expre-
siones como “hombre” por términos jurídicamente
más amplios y neutrales como “persona” y “ser huma-
no”.7

Dicha modificación partió de la premisa de que el uso
del término “hombre” como categoría general puede
producir efectos excluyentes, al asociarse principal-

mente con el sexo masculino y acotar simbólicamente
la titularidad de los derechos previstos en la norma. 

En consecuencia, esta reforma evidenció que las ade-
cuaciones al lenguaje legislativo no son meramente
gramaticales, sino que forman parte de una técnica
normativa orientada a visibilizar a todas las personas,
evitar la reproducción de estereotipos de género y for-
talecer el reconocimiento igualitario de derechos en la
legislación mexicana.8

Sin embargo la Ley General de Salud aún contiene re-
ferencias a la figura “presidente la república” en di-
versos preceptos entre ellos los artículos 4 y 181, ex-
presión que se utiliza como denominación masculina
específicamente para referirse a una titularidad del Po-
der Ejecutivo federal, si bien dicha denominación ha
sido utilizada tradicionalmente en el marco jurídico
mexicano actualmente resulta pertinente sustituirla por
una expresión institucional que incluya a cualquier
persona que ejerza el cargo independientemente de su
género.

La presente iniciativa propone sustituir la expresión
presidente de la república por persona titular del Poder
Ejecutivo en los artículos 4 y 181 de la Ley General de
Salud, esta modificación no altera las atribuciones, fa-
cultades, competencias y responsabilidades que tiene
cada persona jurídica, la finalidad es armonizar el len-
guaje de la norma con los principios constitucionales
de igualdad, inclusión y no discriminación.

Asimismo, la reforma contribuye a fortalecer la técni-
ca legislativa y la claridad normativa, empleando una
denominación institucional que identifica con preci-
sión el órgano constitucional correspondiente y evita
referencias vinculadas a un género determinado.

Por lo antes expuesto se considera necesario reformar
los artículos 4o. y 181 de la Ley General de Salud, a
efecto de adecuar su redacción en los lenguajes inclu-
yentes garantizando que el texto legal represente de
manera adecuada a todas las personas que puedan ejer-
cer la titularidad del Poder Ejecutivo federal.
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Por lo anteriormente expuesto, me permito someter a
consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa
con proyecto de:

Decreto por el que se reforman los artículos 4o. y
181 de la Ley General de Salud

Único. Se reforma la fracción I del artículo 4o. y el ar-
tículo 181 de la Ley General de Salud, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 4o. Son autoridades sanitarias:

I. La persona titular de la Presidencia de la Re-
pública;

II. El Consejo de Salubridad General;

III. La secretaría de salud, y

IV. Los gobiernos de las entidades federativas, in-
cluyendo el Gobierno de la Ciudad de México.

Artículo 181. En caso de epidemia de carácter grave,
peligro de invasión de enfermedades transmisibles, si-
tuaciones de emergencia o catástrofe que afecten al pa-
ís, la Secretaría de Salud dictará inmediatamente las
medidas indispensables para prevenir y combatir los
daños a la salud, a reserva de que tales medidas sean
después sancionadas por la persona titular de la Pre-
sidencia de la República.

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Dentro de un plazo no mayor a 180 días na-
turales, contados a partir de la entrada en vigor del pre-
sente Decreto, las autoridades competentes deberán
realizar las adecuaciones reglamentarias necesarias
para armonizar el Reglamento de la Ley con las dis-
posiciones previstas en este Decreto.

Notas
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Salón de sesiones de la Comisión Permanente del
Congreso de la Unión, miércoles 1 de julio de 2026.

Diputada Laura Iraís Ballesteros Mancilla (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Salud. Julio 1 de 2026.)

QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTI-
TUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS,
EN MATERIA DE CIUDADANÍA PARA PERSONAS DE 18 AÑOS

Y ACCESIBILIDAD A CARGOS DE ELECCIÓN, RECIBIDA DEL

DIPUTADO SERGIO MAYER BRETÓN, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DE MORENA, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN

PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 1 DE JULIO DE 2026 

Sergio Mayer Bretón, diputado federal de la LXVI
Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, integrante del Grupo Parlamen-
tario de Morena, con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 71, fracción II, y artículos 55, 56 y 179
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, somete
a consideración de esta honorable asamblea iniciativa
con proyecto de decreto que reforma diversas disposi-
ciones de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

El 2 de diciembre de 1972, Salvador Allende, presi-
dente de la República de Chile, brindó un discurso en

la Universidad de Guadalajara, en donde formuló una
frase histórica que ha trascendido en el tiempo y sinte-
tiza con brillantez lo que implica ser joven. 

“Ser joven y no ser revolucionario es una contra-
dicción hasta biológica” 

De acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística y
Geografía (INEGI), en el primer trimestre de 2024, en
México había 31 millones de personas jóvenes (15 a
29 años). La cifra representó 23.8 % del total de la po-
blación (129.7 millones): 51.1 por ciento correspondió
a mujeres y 48.9 por ciento, a hombres. 

En el mismo periodo 54 de cada 100 personas entre 15
y 29 años eran económicamente activas. 25.3 por cien-
to realizó actividades en ocupaciones de carácter ele-
mental o de apoyo, 16.5 por ciento se ocupó en activi-
dades de tipo profesional o técnicas y 15.6 por ciento,
en actividades comerciales. 

Uno de los ejes centrales de la política pública inicia-
da en el año 2018, con la Cuarta Transformación fue la
atención a las y los jóvenes, a través del Programa Jó-
venes Construyendo el Futuro, el cual vincula la expe-
riencia de los centros de trabajo con la visión, expe-
riencia y dinamismo de los jóvenes para impulsar las
oportunidades laborales en el país y, con ello, contri-
buir en la economía de los beneficiarios y sus familias. 

El impacto positivo del programa ha implicado su con-
tinuidad durante la presente administración, impactan-
do positivamente a millones de jóvenes que había per-
manecido al margen de los programas sociales, hasta
hace poco enfocados a los grupos en mayores condi-
ciones de vulnerabilidad, como adultos mayores o per-
sonas en condiciones de discapacidad, madres solte-
ras, entre otros. 

Dicho programa resulta estratégico por diversas razo-
nes: 

• Toma en cuenta el potencial de los jóvenes para
impulsar un cambio. 

• Atiende a un grupo de edad que se incorpora a las
actividades económicas de nuestro país. 

• Se trata por lo general, de profesionistas recién
egresados.
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• Vincula a los jóvenes con los sectores productivos
del país, más allá de la entrega de un apoyo econó-
mico. 

Cabe reconocer también que, desafortunadamente,
grupos delictivos buscan el reclutamiento forzado y
también voluntario de personas, principalmente jóve-
nes para incorporarlos a sus actividades delictivas, en
razón de lo cual resulta esencial el fortalecimiento de
las políticas públicas que contribuyan a brindar mayo-
res oportunidades a los jóvenes y personas que muchas
veces enfrentan dificultades para incorporarse como
población económicamente activa. 

Ser joven en México resulta a veces difícil y comple-
jo, principalmente cuando inician su incorporación a
la vida laboral toda vez que uno de los requisitos prin-
cipales en la mayoría de los trabajos es el contar con
experiencia de uno o más años, llegando hasta cinco
años o más, lo que les impide acceder a muchas va-
cantes o cargos. 

Si bien pareciera un requisito lógico, el contar con ex-
periencia, se pierde de vista el potencial que tienen los
jóvenes y diversas personas, así como sus altas capa-
cidades para adquirir en periodos cortos las habilida-
des para desarrollar múltiples actividades laborales. 

Asimismo, resulta por demás frustrante para miles de
profesionistas egresados de las universidades, el no
poder incorporarse en periodos cortos a la vida pro-
ductiva y laboral, así como enfrentar limitaciones por
rango de edad para participar en diversos cargos de
elección popular. 

En este sentido, es importante tener presente las trans-
formaciones que vive nuestro país principalmente en
el sector público y como parte de ellas, la creación de
nuevos paradigmas como lo es abrir mayores espacios
de participación a las personas en razón de su edad. 

En este contexto, se estima limitativo para el acceso a
cargos públicos o de representación el restringir la po-
sibilidad a las personas por no contar con la edad re-
querida el día de la elección, aún cuando puedan cum-
plir esta en los siguientes meses, semanas o incluso
días. 

Así, por ejemplo, sí una persona que está por cumplir
los 18 años, aspira a ser Diputado, con el texto actual

que requiere contar con 18 años cumplidos tendría que
esperar tres años para poder postularse, asimismo, si
aspirase a ser Senador, el plazo de espera, sería de seis
años. 

Estoy convencido que no hay una causa real que sus-
tente el limitar dicho derecho a ser electo para cargos
públicos o de representación a las personas por no
contar con la edad requerida, lo cual las puede llevar a
tener que esperar varios años para poder ejercer su de-
recho a participar en alguna elección, ya sea para ser
presidente, senador o diputado. 

Cabe destacar que la edad constituye uno de varios re-
quisitos que en su caso deberán acreditar los candida-
tos, como lo es la ciudadanía, estar en pleno goce de
sus derechos civiles y políticos, residencia en el país o
entidad federativa, entre otros, por lo que se estima
viable modificar este requisito en aras de abrir espa-
cios de oportunidad para las personas. 

De acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística,
Geografía e Informática (INEGI) la actividad políti-
ca de los jóvenes puede ser un factor clave para la
mejora de la democracia en México. Al participar en
la toma de decisiones, pueden hacer valer sus opinio-
nes y contribuir a la construcción de políticas que
atiendan sus necesidades y demandas. La juventud
representa una importante fuerza para el desarrollo
del país y su participación activa en la vida política
es fundamental para construir una democracia más
sólida y justa. 

En este mismo sentido, un estudio realizado por el
Banco Interamericano de Desarrollo (BID) identificó
que la participación política de las personas y de ma-
nera destacada de los jóvenes, está relacionada con su
sentido de pertenencia y compromiso hacia la socie-
dad. 

Incluso se estima que la limitación para ejercer el de-
recho a ocupar cargos públicos o de representación a
través de una elección en razón de la edad cumplida,
pudiera constituir discriminación o incluso ser violato-
rio de los derechos humanos, pues una persona que in-
cluso en algunas semanas pudiera tener la edad reque-
rida no podría participar en la elección. 

Al respecto, es importante tener presente lo dispuesto
en el segundo y último párrafo del artículo 1º de nues-
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tra Carta Magna, respecto al principio pro persona y la
prohibición de la discriminación:

Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos to-
das las personas gozarán de los derechos humanos
reconocidos en esta Constitución y en los tratados
internacionales de los que el Estado Mexicano sea
parte, así como de las garantías para su protección,
cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse,
salvo en los casos y bajo las condiciones que esta
Constitución establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se
interpretarán de conformidad con esta Constitu-
ción y con los tratados internacionales de la ma-
teria favoreciendo en todo tiempo a las personas
la protección más amplia. 

Todas las autoridades, en el ámbito de sus compe-
tencias, tienen la obligación de promover, respetar,
proteger y garantizar los derechos humanos de con-
formidad con los principios de universalidad, inter-
dependencia, indivisibilidad y progresividad.

En consecuencia, el Estado deberá prevenir, inves-
tigar, sancionar y reparar las violaciones a los dere-
chos humanos, en los términos que establezca la
ley. 

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos
Mexicanos. Los esclavos del extranjero que entren
al territorio nacional alcanzarán, por este solo he-
cho, su libertad y la protección de las leyes. 

Queda prohibida toda discriminación motivada
por origen étnico o nacional, el género, la edad,
las discapacidades, la condición social, las condi-
ciones de salud, la religión, las opiniones, las pre-
ferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra
que atente contra la dignidad humana y tenga
por objeto anular o menoscabar los derechos y li-
bertades de las personas.

Con relación al citado mandato constitucional, cabe
tener presente el análisis de la edad como factor de dis-
criminación en el mercado de trabajo, expuesto por la
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción en el marco del recurso de revisión con el núme-
ro de expediente 992/2014, en el cual se expresa, entre
otras consideraciones:

La discriminación por edad es el trato diferencial
hecho a una persona por motivos de su edad sin
considerar de antemano sus capacidades y aptitu-
des. En materia laboral se producen casos de discri-
minación por edad positiva o negativa, es decir, dis-
criminación por edad a jóvenes y adultos
respectivamente. En este tenor, cuando respecto a la
edad no se tienen en cuenta las características pro-
fesionales del trabajador ni el rendimiento, la dedi-
cación o la aptitud por él desarrollada, sino única-
mente el factor cronológico aislado del tiempo
vivido supone un actuar arbitrario que actualiza la
prohibición constitucional y legal de no discrimi-
nar.1

En cuanto al ámbito internacional, cabe también tener
presente el mandato dispuesto en el artículo 2º del
Convenio número 111, sobre la discriminación, em-
pleo y ocupación, de la Organización Internacional del
Trabajo, suscrito por el gobierno de nuestro país. 

Artículo 2o.

Todo miembro para el cual este Convenio se halle
en vigor se obliga a formular y llevar a cabo una po-
lítica nacional que promueva, por métodos adecua-
dos a las condiciones y a la práctica nacionales, la
igualdad de oportunidades y de trato en materia de
empleo y ocupación, con objeto de eliminar cual-
quier discriminación a este respecto.2

En este contexto cabe recordar que una de las reformas
más trascendentales en materia de ciudadanía se pu-
blicó en el Diario Oficial de la Federación el 22 de di-
ciembre de 1969, a partir de la cual se reformó el artí-
culo 34 de la Constitución de los Estados Unidos
Mexicanos para reducir la edad de 21 a 18 años para
adquirir los derechos y obligaciones ciudadanas.

Esta reforma, posterior al movimiento estudiantil de
1968 se consideró por algunos sectores de la época co-
mo una evolución de la política pública hacia los jó-
venes, recuperando y dando un nuevo sentido a su in-
terés para participar en la vida pública y política de
nuestro país.

Sobre el precepto de ciudadanía contenido en el artí-
culo 34 de la constitución, Ignacio Galindo Garfias
(Derechos de Pueblo Mexicano) señala que: “...la ciu-
dadanía está constituida por el conjunto de personas de
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nacionalidad mexicana que en una organización de-
mocrática son titulares de los derechos políticos que la
Constitución señala... la calidad de ciudadano confiere
la capacidad de ejercicio del estatus político... para
ejercer los derechos y cumplir las obligaciones pro-
pias... La categoría jurídica de ciudadano atribuye pre-
rrogativas... para participar directa o indirectamente en
la formación de la voluntad del Estado y en la integra-
ción de los órganos de gobierno a través de los cuales
actúa ejerciendo el poder estatal”. 

El movimiento estudiantil de 1968 y la reforma al ar-
tículo 34 de nuestra Carta Magna, constituyen un par-
teaguas que ha fortalecido a las instituciones naciona-
les y ha dado un nuevo dinamismo al desarrollo
institucional y económico de nuestro país. 

La observancia de los derechos a votar y ser votado re-
quiere como precondición que su desarrollo se efectúe
de manera libre e igualitaria, así como que el proceso
se sustente, legitime y concrete en elecciones libres y
universales. 

De acuerdo con el artículo 7 de la Ley General de Ins-
tituciones y Procedimientos Electorales, el ejercicio
del voto constituye un derecho y una obligación que se
ejerce para integrar órganos del Estado de elección po-
pular. También es derecho de los Ciudadanos y obli-
gación para los partidos políticos la igualdad de opor-
tunidades y la paridad entre hombres y mujeres para
tener acceso a cargos de elección popular. El voto es
universal, libre, secreto, directo, personal e intransferi-
ble. 

Es derecho de las ciudadanas y los ciudadanos ser vo-
tados para todos los puestos de elección popular, te-
niendo las calidades que establece la ley de la materia
y solicitar su registro de manera independiente, cuan-
do cumplan los requisitos, condiciones y términos que
determine esta ley. 

Asimismo, es importante tener presente el artículo 21
de la Declaración Universal de los Derechos Huma-
nos, adoptada el 10 de diciembre de 1948, que a la le-
tra señala:

Artículo 21. Toda persona tiene derecho a participar
en el gobierno de su país, directamente o por medio
de representantes libremente escogidos.

Toda persona tiene el derecho de acceso, en condi-
ciones de igualdad, a las funciones públicas de su
país.

La voluntad del pueblo es la base de la autoridad del
poder público; esta voluntad se expresará mediante
elecciones auténticas que habrán de celebrarse perió-
dicamente, por sufragio universal e igual y por voto
secreto u otro procedimiento equivalente que garanti-
ce la libertad del voto. 

El voto es Universal porque tienen derecho a él todos
los ciudadanos que satisfagan los requisitos estableci-
dos por la ley, sin discriminación de raza, religión, gé-
nero, condición social o ilustración. 

Asimismo, en cuanto a los derechos de participación
política, elementos sustantivos de la presente iniciati-
va, cabe tener presente la siguiente tesis jurispruden-
cial: 

Derechos de participación política a votar y ser
votado. Son derechos fundamentales protegidos
a través de los procesos de control constitucional
establecidos en la Constitución federal, de acuer-
do al sistema competencial que la misma prevé.

Los derechos de participación política establecidos
en las fracciones I y II del artículo 35 constitucional
son verdaderas garantías individuales o derechos
fundamentales, en primer término, porque partici-
pan de la posición de supremacía que tiene dicho
precepto constitucional, de lo cual deriva que no se-
an disponibles en su núcleo esencial para los pode-
res constituidos; en segundo término, porque supo-
nen una relación de interdependencia con las demás
normas sobre derechos y libertades reconocidas en
la norma suprema (sin libertad de expresión sería
imposible el ejercicio efectivo del derecho de voto;
al mismo tiempo, sin un gobierno sujeto a la legiti-
midad del voto público y a elecciones periódicas,
sería difícilmente garantizable el goce efectivo de
las demás garantías constitucionales); en tercer lu-
gar, porque las pretensiones y expectativas que for-
man su objeto son claves para la organización y el
funcionamiento del sistema democrático constitu-
cional que la norma suprema trata de establecer.

En ese sentido, los derechos de participación política,
por virtud de su atributo de fundamentales, gozan de la
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protección constitucional encomendada al Tribunal
Electoral del Poder Judicial de la Federación y a la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación, de acuerdo con
sus respectivas esferas de competencia jurisdiccional. 

Acción de inconstitucionalidad 47/2006 y sus acumu-
ladas 49/2006, 50/2006 y 51/2006. Partidos Políticos:
Acción Nacional, de la Revolución Democrática, Con-
vergencia y Revolucionario Institucional. 7 de diciem-
bre de 2006. Unanimidad de diez votos. Ponente: Mar-
garita Beatriz Luna Ramos. Secretarios: Fernando
Silva García y Alfredo Villeda Ayala. 

El Tribunal Pleno, el quince de octubre en curso, apro-
bó, con el número 83/2007, la tesis jurisprudencial que
antecede. México, Distrito Federal, a quince de octu-
bre de dos mil siete. 

Nota: Por ejecutoria del 21 de febrero de 2012, el ple-
no declaró inexistente la contradicción de tesis
432/2011 derivada de la denuncia de la que fue objeto
el criterio contenido en esta tesis, al estimarse que no
son discrepantes los criterios materia de la denuncia
respectiva.3

Por los razonamientos expresados, la presente iniciati-
va tiene como objetivos:

• Precisar en el artículo 34, que las personas serán
ciudadanas de la República, a partir del año en que
cumplan 18 años. 

• En el caso del artículo 55, establecer que podrán
ser diputados, en cuanto a la edad, quienes cumplan
dieciocho años el año de la elección, en lugar de
que sean años cumplidos. 

• Disponer en el artículo 58, como uno de los requi-
sitos para ser Senador el cumplir 25 años el año de
la elección. 

• En el caso del artículo 82, respecto a los requisi-
tos para ser presidente de la República, precisar co-
mo requisito el cumplir 35 años de edad el año de la
elección. 

Cabe destacar que la reforma al artículo 34, conlleva
el ejercicio de los derechos ciudadanos dispuestos en
el artículo 35 de nuestra Carta Magna, entre los cuales
se contemplan, el votar en las elecciones populares; el

poder ser votado en condiciones de paridad para todos
los cargos de elección popular, teniendo las calidades
que establezca la ley, ejercer en toda clase de negocios
el derecho de petición y poder ser nombrado para cual-
quier empleo o comisión del servicio público, tenien-
do las calidades que establezca la ley. 

En este contexto cabe recordar que durante la pasada
legislatura se aprobaron reformas a los artículos 55 y
91 de nuestra Carta Magna para reducir la edad de 21
a 18 años para que una persona pueda ser Diputado,
así como de 35 a 25 años la edad para ser secretario de
Estado, reformas que están impulsando transformacio-
nes importantes en los Poderes de la Unión y constitu-
yen un precedente para las reformas propuestas en la
presente iniciativa. 

Para identificar con mayor claridad las modificaciones
propuestas se presenta el siguiente cuadro:

Tengo la certeza que ajustar los criterios de edad para
poder votar y ser votado, así como dar oportunidad pa-
ra participar en cargos de representación y en cargos
públicos de responsabilidad resultará en beneficio de
las instituciones nacionales y el desarrollo integral de
nuestro país.

Estoy seguro de que el ajuste en los requisitos de edad
contribuirá al fortalecimiento de la democracia de
nuestro país, así como de los partidos políticos nacio-
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nales, teniendo presente que serán los electores quie-
nes decidan, si se tiene la experiencia necesaria y cua-
lidades para ocupar el cargo. 

Es esencial promover una mayor participación en los
cargos públicos y de representación, cambiando el pa-
radigma de edad cumplida, por la suma de visiones y
dinamismo que las personas pueden aportar en el des-
arrollo de sus actividades. 

En el Grupo Parlamentario de Morena, estamos con-
vencidos que la mayor participación de los jóvenes,
como población económicamente activa y en los car-
gos de elección contribuirá al desarrollo nacional y
aportará visiones innovadoras. 

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración
de esta Honorable asamblea la siguiente iniciativa con
proyecto de

Decreto 

Que reforma los artículos 34, 55, fracción II, 58 y
82, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos

Único.- Se reforman artículos 34, 55, fracción II; 58 y
82, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 34. Son ciudadanos de la República, a partir
del año en que cumplan 18 años, los varones y mu-
jeres que teniendo la calidad de mexicanos tengan un
modo honesto de vivir. 

Artículo 55. Para ser diputado se requiere:

I. Ser ciudadano mexicano, por nacimiento, en el
ejercicio de sus derechos.

II. Cumplir dieciocho años el año de la elección;

III. a VII. ... 

Artículo 58. Para ser senador se requieren los mismos
requisitos que para ser diputado, excepto el de la edad,
que será la de cumplir 25 años el año de la elección. 

Artículo 82. Para ser presidente se requiere:

I. ... 

II. Cumplir 35 años, el año de la elección; 

III. a VII. ... 

Transitorio 

Único.- El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas 

1 https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/resenias_argumenta-

tivas/documento/2017-01/res-AZLL-0992-14.pdf 

2 https://normlex.ilo.org/dyn/nrmlx_es/f?p=NORMLEX-

PUB:12100:0::NO::P12100 _ilo_code:C111 

3 https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/170783 

Salón de sesiones de la Comisión Permanente, 
a 1 de julio de 2026. 

Diputado Sergio Mayer Bretón (rúbrica) 

(Turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales. Julio 1 de

2026.)
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QUE DEROGA EL NUMERAL 1 DEL INCISO D DEL ARTÍCULO

2O. DE LA LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUC-
CIÓN Y SERVICIOS, Y ADICIONA UN INCISO K) A LA FRAC-
CIÓN I DEL ARTÍCULO 2-A DE LA LEY DEL IMPUESTO AL

VALOR AGREGADO, RECIBIDA DEL DIPUTADO DIEGO ÁN-
GEL RODRÍGUEZ BARROSO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DEL PAN, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE

DEL MIÉRCOLES 1 DE JULIO DE 2026 

El que suscribe, Diego Ángel Rodríguez Barroso, y di-
putadas y diputados federales del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional en la LXVI Legislatura de
la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en el artículo 78 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, someten a consideración
del pleno de esta soberanía la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se deroga el numeral I
del inciso D del artículo 2o. de la Ley del Impuesto Es-
pecial sobre Producción y Servicios, y se adiciona un
inciso k) a la fracción I del artículo 2-A de la Ley del
Impuesto al Valor Agregado, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos

El acceso a combustibles a precios razonables consti-
tuye un elemento esencial para la estabilidad econó-
mica, social y productiva del país, debido a que la ga-
solina y el diésel son insumos estratégicos para el
transporte de personas, mercancías, alimentos, servi-
cios y cadenas de suministro. En México, el costo de
los combustibles impacta de manera directa en el pre-
cio final de prácticamente todos los bienes y servicios,
desde el traslado diario de las familias hasta la distri-
bución de productos de primera necesidad por lo que
cualquier incremento sostenido en los precios de los
combustibles genera efectos inflacionarios generaliza-
dos, afectando con mayor intensidad a los sectores de
menores ingresos, quienes destinan una mayor propor-
ción de sus recursos a transporte, alimentación y con-
sumo básico. En consecuencia, la carga fiscal aplicada
a gasolinas y diésel mediante el Impuesto Especial so-
bre Producción y Servicios y el Impuesto al Valor
Agregado representa un componente significativo del
precio final pagado por consumidores y sectores pro-
ductivos, elevando los costos operativos en toda la
economía nacional y reduciendo el poder adquisitivo
de millones de hogares mexicanos. 

Además, en el contexto económico actual, marcado
por presiones inflacionarias nacionales e internaciona-

les, volatilidad en mercados energéticos, incrementos
en costos logísticos y afectaciones al consumo interno,
resulta indispensable revisar la política fiscal aplicable
a combustibles automotrices con una visión orientada
a la protección de la economía de las familias mexica-
nas. En este sentido, la política tributaria debe respon-
der no sólo a objetivos recaudatorios, sino también a
principios de justicia económica, equidad social y es-
tabilidad de precios.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos establece en su artículo 31, fracción IV, la obligación
de los mexicanos de contribuir al gasto público de mane-
ra proporcional y equitativa conforme a las leyes. Este
principio implica que el diseño tributario debe responder
a criterios de justicia fiscal, evitando cargas despropor-
cionadas que afecten de manera excesiva a sectores esen-
ciales para la economía o que impacten negativamente el
bienestar de la sociedad, asimismo, el artículo 25 consti-
tucional dispone que corresponde al Estado la rectoría del
desarrollo nacional para garantizar que éste sea integral y
sustentable, fortaleciendo la soberanía económica y pro-
moviendo una más justa distribución del ingreso y la ri-
queza, en este sentido, la política fiscal sobre combusti-
bles debe analizarse también desde su impacto social y
económico a favor de las y los mexicanos.

La Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Ser-
vicios establece actualmente cuotas aplicables a com-
bustibles automotrices en el artículo 2o., fracción I, in-
ciso D), gravando gasolinas y diésel mediante un
impuesto específico por litro. Dicho gravamen repre-
senta una fuente importante de recaudación federal,
sin embargo, también constituye una carga directa al
consumo de bienes estratégicos indispensables para la
movilidad y operación económica nacional. Por su
parte, la Ley del Impuesto al Valor Agregado contem-
pla una tasa general aplicable a la enajenación de com-
bustibles, incrementando aún más el costo final para
los consumidores. Esta doble carga tributaria genera
efectos multiplicadores sobre costos de transporte,
producción, distribución y consumo. 

La política de estímulos fiscales implementada por la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público ha reconoci-
do expresamente la necesidad de reducir temporal-
mente el impacto de dichos impuestos cuando factores
internacionales elevan significativamente el precio de
los combustibles esto confirma que el propio Estado
reconoce la relevancia económica y social de interve-
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nir fiscalmente para proteger a consumidores y conte-
ner procesos inflacionarios.

Por ello, la presente reforma propone modificar direc-
tamente el marco legal vigente para establecer meca-
nismos permanentes de reducción fiscal sobre com-
bustibles automotrices, brindando certeza jurídica,
estabilidad económica y protección efectiva al poder
adquisitivo de las familias mexicanas.

Durante los últimos años, las y los mexicanos, han en-
frentado un incremento sostenido en el costo de vida
derivado del aumento generalizado en precios de ali-
mentos, transporte, servicios y bienes básicos. La in-
flación ha impactado severamente la capacidad adqui-
sitiva de millones de hogares, particularmente en
sectores vulnerables y clases trabajadoras, donde el in-
greso disponible resulta cada vez más insuficiente pa-
ra cubrir necesidades esenciales. La canasta básica ha
experimentado incrementos considerables debido al
encarecimiento en procesos logísticos, transporte de
mercancías y costos de producción, todos estrecha-
mente vinculados al precio de combustibles.

El precio de la gasolina y el diésel repercute de forma
transversal en prácticamente toda la economía nacio-
nal. El transporte público, el traslado de mercancías, la
distribución alimentaria, la actividad agrícola, la ope-
ración industrial y los servicios dependen directamen-
te del costo energético. Cuando el precio de combusti-
bles aumenta, se genera un efecto cascada que
incrementa el costo final de productos básicos, elevan-
do precios en alimentos, medicamentos, materiales y
servicios esenciales agravando definitivamente el
bienestar económico de las familias. 

La carga tributaria aplicada a combustibles mediante
IEPS e IVA incrementa artificialmente el costo final
para consumidores, generando una presión económica
constante sobre hogares y sectores productivos.

Adicionalmente, sectores como transportistas, pequeños
comerciantes, productores agrícolas y trabajadores inde-
pendientes enfrentan mayores costos operativos deriva-
dos del precio de combustibles, afectando competitivi-
dad, márgenes de ganancia y sostenibilidad económica.

La situación económica internacional, marcada por
conflictos geopolíticos, volatilidad energética y au-
mentos en precios del petróleo, incrementa la vulnera-

bilidad de México frente a variaciones externas, en es-
te escenario, mantener una elevada carga fiscal interna
sobre combustibles profundiza riesgos económicos y
limita la capacidad del Estado para proteger eficaz-
mente a la población frente a presiones externas.

Por tanto, resulta indispensable avanzar hacia una re-
forma legal permanente que reduzca la carga fiscal so-
bre combustibles, permitiendo una disminución directa
en precios al consumidor, fortaleciendo el mercado in-
terno, protegiendo la economía familiar y contribuyen-
do a la estabilidad macroeconómica del país, por lo
que, la presente iniciativa propone una reforma integral
para eliminar las cuotas del Impuesto Especial sobre
Producción y Servicios aplicables a gasolinas y diésel,
así como incorporar tasa cero del Impuesto al Valor
Agregado a combustibles automotrices destinados al
consumo final. Esta medida busca reducir de manera
inmediata el costo final pagado por consumidores, dis-
minuyendo presiones inflacionarias y fortaleciendo el
ingreso disponible de millones de familias mexicanas. 

La reducción de cargas fiscales sobre combustibles ten-
dría efectos positivos directos sobre transporte privado,
transporte público, logística empresarial, distribución
alimentaria, actividad agrícola e industrial, generando
una disminución generalizada en costos operativos que
podría traducirse en menores precios para consumido-
res y mayor competitividad económica nacional, así
mismo, esta reforma contribuiría a proteger sectores
productivos estratégicos, incluyendo pequeñas y me-
dianas empresas, trabajadores independientes, produc-
tores del campo y transportistas, quienes actualmente
absorben altos costos derivados del precio energético.
Al reducir dichos costos, se fortalece la actividad eco-
nómica, el empleo y el consumo interno.

Desde una perspectiva social, la iniciativa representa
una medida concreta de protección al bienestar fami-
liar, permitiendo que hogares mexicanos enfrenten
menores gastos en movilidad, alimentos y servicios,
especialmente en un contexto de inflación persistente
y encarecimiento generalizado de bienes esenciales.

Esta propuesta también se encuentra alineada con los
principios de protección económica, combate a la in-
flación y fortalecimiento del bienestar social promovi-
dos por el Gobierno Federal encabezado por la presi-
denta Claudia Sheinbaum, quien ha sostenido
públicamente el compromiso de evitar incrementos
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desproporcionados en combustibles y proteger el po-
der adquisitivo de las familias mexicanas mediante po-
líticas de estabilidad de precios.

Al institucionalizar una reducción fiscal estructural, se
brinda mayor certeza jurídica y económica que los me-
canismos temporales de estímulo, consolidando una
política pública más robusta, transparente y permanen-
te en beneficio del interés nacional.

En consecuencia, esta reforma constituye una respues-
ta legislativa integral orientada a garantizar justicia tri-
butaria, estabilidad económica y protección efectiva
para millones de mexicanas y mexicanos, fortalecien-
do tanto la economía familiar como el desarrollo pro-
ductivo nacional. Por lo anteriormente expuesto y fun-
dado, sometemos a consideración de esta honorable
asamblea el siguiente 

Decreto 

Se deroga el numeral 1 del inciso D del artículo 2o.
de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y
Servicios, y se adiciona un inciso k) a la fracción I
del artículo 2-A de la Ley del Impuesto al Valor
Agregado

Primero. Se deroga el numeral 1 del inciso D del artí-
culo 2o. de la Ley del Impuesto Especial sobre Pro-
ducción y Servicios, para quedar como sigue: 

Artículo 2o.- … 

I. … 

A) a C)… 

D) Combustibles automotrices: 

1. Se deroga 

a. Se deroga 

b. Se deroga 

c. Se deroga 

2. … 

… 

… 

… 

… 

E) a K) … 

Segundo. Se adiciona un inciso k) a la fracción I del
artículo 2-A de la Ley del Impuesto al Valor Agrega-
do, para quedar como sigue:

Artículo 2º.-A. El impuesto se calculará aplicando la
tasa del 0% a los valores a que se refiere esta 

Ley, cuando se realicen los actos o actividades si-
guientes: 

I. … 

a) a j)… 

k) La enajenación de gasolinas, diésel y de-
más combustibles automotrices destinados al
consumo final dentro del territorio nacional. 

… 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Segundo. La Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co, en coordinación con el Servicio de Administración
Tributaria y las autoridades competentes, realizará las
adecuaciones administrativas, fiscales y regulatorias
necesarias para la correcta implementación del presen-
te decreto dentro de los noventa días naturales si-
guientes a su entrada en vigor. 

Sede de la Comisión Permanente,
a 1 de julio de 2026. 

Diputado Diego Ángel Rodríguez Barroso (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Hacienda y Crédito Público. Julio 1 de

2026.)
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QUE REFORMA EL ARTÍCULO TRIGÉSIMO TRANSITORIO DEL

DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY EN MATERIA DE

TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN, Y SE ABROGA

LA LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES Y RADIODI-
FUSIÓN, EN MATERIA DE AMPLIACIÓN DEL PLAZO DEL RE-
GISTRO OBLIGATORIO DE LÍNEAS MÓVILES, RECIBIDA DEL

DIPUTADO EMILIO SUÁREZ LICONA, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DEL PRI, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PER-
MANENTE DEL MIÉRCOLES 1 DE JULIO DE 2026

El suscrito, diputado Emilio Suárez Licona, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional en la LXVI Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispues-
to por los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; artículos
55, fracción II y 179 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, y 6, numeral 1; 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, somete a consideración del
pleno de esta soberanía iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma el artículo trigésimo transitorio del
decreto por el que se expide la Ley en materia de Te-
lecomunicaciones y Radiodifusión y se abroga la Ley
Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, pu-
blicada en el Diario Oficial de la Federación el pasado
16 de julio de 2025, considerando la siguiente

Exposición de Motivos

I. Antecedentes

El 16 de julio de 2025 se publicó en el Diario Oficial
de la Federación el decreto por el que se expide la nue-
va Ley en Materia de Telecomunicaciones y Radiodi-
fusión.1 Dicha ley establece, en sus artículos 103 y
164, la obligación de vincular toda línea móvil a la
identidad oficial y la Clave Única de Registro de Po-
blación (CURP) de su titular.

Para instrumentar esta medida, el artículo trigésimo
transitorio ordenó a la Comisión Reguladora de Tele-
comunicaciones (CRT) emitir lineamientos técnicos y
fijó un plazo estricto: cumplidos 120 días hábiles tras
la implementación en los sistemas, toda línea no regis-
trada deberá ser suspendida. Dichos lineamientos fue-
ron publicados el 8 de diciembre de 2025, fijando co-
mo fecha límite para registro el 30 de junio de 2026.2

II. Situación actual y riesgo inminente

A escasos días de que venza el plazo fatal estipulado,
los datos reportados por la industria de telecomunica-
ciones advierten una crisis de conectividad sin prece-
dentes. De las más de 144 millones de líneas móviles
activas en el país, apenas una tercera parte ha comple-
tado el registro, existiendo un rezago crítico en 81 por
ciento de la base de usuarios de prepago.3

Las autoridades regulatorias, a través de la propia
CRT, han confirmado la existencia de este rezago ma-
sivo y han ratificado que, por el mandato legal vigen-
te, carecen de facultades administrativas para otorgar
una prórroga sin la intervención de este Poder Legis-
lativo.4

III. Impacto económico y social

Permitir la suspensión masiva de millones de líneas a
partir del 1 de julio de 2026 representaría una vulnera-
ción directa al derecho humano de acceso a las tecno-
logías de la información, puesto en el artículo 6o.
constitucional. Un “apagón móvil” dejaría a millones
de ciudadanos sin posibilidad de comunicación.5

Resulta imperativo dotar de viabilidad técnica y social
a este registro nacional. Por ello, la presente iniciativa
propone reformar el artículo trigésimo transitorio para
ampliar el plazo original de ciento veinte días hábiles
a doscientos cuarenta días hábiles. Esta extensión
otorgará el tiempo estrictamente necesario para que el
Estado garantice que ninguna persona sea desconecta-
da por barreras de infraestructura tecnológica.6

IV. Cuadro comparativo de la propuesta

A continuación, se presenta el contraste entre la norma
vigente y la propuesta de modificación:
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Por lo anteriormente expuesto, se somete a considera-
ción la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto

Único. Se reforma el párrafo segundo del artículo tri-
gésimo transitorio del decreto por el que se expide la
Ley en materia de Telecomunicaciones y Radiodifu-
sión y se abroga la Ley Federal de Telecomunicacio-
nes y Radiodifusión, publicado en el Diario Oficial de
la Federación el 16 de julio de 2025, para quedar co-
mo sigue:

Trigésimo. (…)

Transcurridos trescientos sesenta y cinco días poste-
riores a la conclusión de la implementación de la me-
dida a la que hace referencia el párrafo anterior, toda
línea que no se encuentre asociada a un usuario final
identificado será suspendida, y solamente podrá ser
utilizada para realizar llamadas a números de emer-
gencia y atención ciudadana.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Comisión Reguladora de Telecomunicaciones. (2025, 08 de di-

ciembre). La CRT aprueba y emite los Lineamientos para la iden-

tificación de líneas telefónicas móviles (Comunicado No.

008/2025). Gobierno de México:

https://www.gob.mx/crt/prensa/la-crt-aprueba-y-emite-los-linea-

mientos-para-la-identificacion-de-lineas-telefonicas-moviles

2 Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión. (2025, 16 de

julio). Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión [Texto

abrogado]. Diario Oficial de la Federación.

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/abro/lftr/LFTR_abro_

16jul25.pdf

3 Infobae México. (2026, 13 de junio). Registro Celular con

CURP: ¿Cómo se realiza para empresas y personas morales en

más de una línea? Infobae. https://www.infobae.com/mexi-

co/2026/06/13/registro-celular-con-curp-como-se-realiza-para-

empresas-y-personas-morales-en-mas-de-una-linea/

4 Gutiérrez, A.L. (2026, 26 de mayo). Carlos Slim pide replantear

el registro telefónico ante dudas de los mexicanos.

Expansión. https://expansion.mx/empresas/2026/05/26/carlos-

slim-pide-replantear-el-registro-telefonico-ante-dudas-de-los-me-

xicanos

5 Expansión. (2026, 13 de mayo). Diferencias de datos entre CRT

y telefónicas exhiben inconsistencias en el avance del registro de

líneas. Expansión. https://expansion.mx/empresas/2026/05/13/crt-

afirma-registro-celulares-crecio-semanas

6 Vive USA. (2026, 18 de junio). Registro de celulares con CURP:

¿Habrá prórroga? Sheinbaum revela cuándo anunciarán la deci-

sión. Vive USA. https://www.viveusa.mx/educacion/es-obligato-

rio-registrar-la-linea-telefonica-dejara-de-funcionar-mi-celular-si-

no-hago-el-tramite-lo-que-se-sabe/

Senado de la República, sede de la 
Comisión Permanente, a 1 de julio de 2026.

Diputado Emilio Suárez Licona (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Comunicaciones y Transportes. Julio 1

de 2026.)

QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO DE

JUSTICIA MILITAR, EN MATERIA DE LENGUAJE INCLUSIVO,
RECIBIDA DE LA DIPUTADA LAURA IRAÍS BALLESTEROS

MANCILLA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MC, EN LA

SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 1
DE JULIO DE 2026

La suscrita diputada, Laura Iraís Ballesteros Manci-
lla, integrante del Grupo Parlamentario de Movimien-
to Ciudadano en la LXVI Legislatura, con fundamen-
to en los artículos: 71, fracción II, 78, párrafo segundo,
fracción III, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; 116, 122, numeral 1, de la Ley Or-
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gánica del Congreso General; 55, fracción II, y 179 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, presenta
ante esta soberanía la siguiente iniciativa con proyec-
to de decreto por el que se reforman diversas dis-
posiciones de la Código de Justicia Militar, en ma-
teria de lenguaje inclusivo, con base en la siguiente:

Exposición de Motivos

La Organización de las Naciones Unidas considera
que por “lenguaje inclusivo en cuanto al género” se
entiende la manera de expresarse oralmente y por es-
crito sin discriminar a un sexo, género social o identi-
dad de género en particular y sin perpetuar estereoti-
pos de género. Dado que el lenguaje es uno de los
factores clave que determinan las actitudes culturales
y sociales, emplear un lenguaje inclusivo en cuanto al
género es una forma sumamente importante de pro-
mover la igualdad de género y combatir los prejuicios
de género.1

En la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos se reconoce el principio de igualdad y la no
discriminación, estableciendo que todas las personas
gozarán de los derechos humanos reconocidos en la
propia Constitución y en los tratados internacionales
de los que el Estado mexicano es parte.

En congruencia con dichos principios constituciona-
les, el Estado mexicano ha impulsado la adopción de
un lenguaje incluyente y no sexista en la elaboración
de las normas jurídicas, documentos oficiales y ac-
tualización de las instituciones públicas, con el pro-
pósito de garantizar la igualdad sustantiva entre
mujeres y hombres, donde se promueve una cultu-
ra de respeto a la diversidad.

En función de esta definición, la Secretaría de Gober-
nación enumera que el uso del lenguaje inclusivo pro-
mueve la igualdad entre hombres y mujeres al:

1. Visibilizar a las mujeres.

2. Nombrar a las mujeres.

3. Equilibrar la presencia de ambos sexos en el ám-
bito público.

4. Generar un trato homogéneo.

5. Ofrecer oportunidades a todas las personas inde-
pendientemente de su sexo.2

El lenguaje es un instrumento de comunicación que
forma parte de un proceso social complejo y de cam-
bio constante, en el cual el lenguaje es un medio trans-
misor de ideas representativas del contexto social en el
cual son usadas. Es decir, las palabras se pueden ver
como una imagen de la realidad.

Para los motivos de esta iniciativa, cabe mencionar el
uso del lenguaje como una herramienta de apoyo a sis-
temas de opresión como el sexismo y el androcentris-
mo:

El sexismo consiste en asignar roles y valores dife-
rentes a mujeres y hombres en función, exclusiva-
mente, del sexo, de forma que se establece una je-
rarquía en lo que lo que se asigna a los hombres es
superior, referente, modélico, mientras que lo que
se les atribuye a las mujeres es inferior, subordina-
do y menor. 

El androcentrismo significa literalmente centrarse
en el varón, y supone la consideración, probable-
mente inconsciente, de que el varón es el patrón, el
modelo, la norma de todo comportamiento huma-
no.3

Similarmente, el lenguaje utilizado para preservar
estos medios de opresión se denomina como len-
guaje sexista:

Se conoce como lenguaje sexista aquella manera
de comunicar que presupone que toda persona es
del género masculino a no ser que se especifique lo
contrario y, en consecuencia, borra a las mujeres
de la lengua.4

Es fundamental señalar que este tipo de lenguaje no se
restringe a la discriminación de las mujeres, sino que
también afecta a las identidades no binarias y a otras
expresiones que desafían el modelo de género tradi-
cional.

Al definir esta clase de lenguaje como discriminatorio,
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el Pro-
tocolo para Juzgar con Perspectiva de Género, señala
el deber que tienen todas las autoridades de promover
y garantizar el derecho a la igualdad entre mujeres y
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hombres, así como el de erradicar todas las formas de
discriminación motivada por el género, consagrados
en el artículo 4o. y 1o. de la Constitución Federal, res-
pectivamente.5

La necesidad de esta clase de reformas al lenguaje pa-
ra luchar en contra de sistemas de opresión como lo
son el sexismo o el androcentrismo, mismas prácticas
dañinas que no sólo limitan a las mujeres sino también
a grupos históricamente discriminados.

La evolución histórica de la participación de las muje-
res en los cargos públicos de mayor responsabilidad
evidencia la necesidad de que el marco jurídico em-
plee denominaciones institucionales incluyentes, per-
manentes y acordes con los principios constitucionales
de igualdad y no discriminación.6

En ese sentido, la elección de la primera mujer como
titular del Poder Ejecutivo federal constituye un hecho
histórico relevante, como cuando en 2023, se eligió a
la primera mujer presidenta de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación. Por ello, adecuar las denomina-
ciones previstas en la legislación no sólo actualiza el
lenguaje normativo, sino que contribuye a visibilizar
la igualdad sustantiva y a eliminar fórmulas jurídicas
que reproducen una concepción exclusivamente mas-
culina del ejercicio del poder público.

Sin embargo el Código de Justicia Militar aún contie-
ne referencias a la figura “presidente la república”, en
diversos preceptos se utiliza como denominación mas-
culina específicamente para referirse a una titularidad
del Poder Ejecutivo federal, si bien dicha denomina-
ción ha sido utilizada tradicionalmente en el marco ju-
rídico mexicano actualmente resulta pertinente susti-
tuirla por una expresión institucional que incluya a
cualquier persona que ejerza el cargo independiente-
mente de su género.

Asimismo, la reforma contribuye a fortalecer la técni-
ca legislativa y la claridad normativa, empleando una
denominación institucional que identifica con preci-
sión el órgano constitucional correspondiente y evita
referencias vinculadas a un género determinado. Por
lo anterior expuesto se considera necesario reformar
los artículos 3, 9, 9 Bis, 38, primer párrafo, y la frac-
ción I del artículo 68 y 70 del Código de Justicia Mi-
litar, a efecto de adecuar su redacción conforme a cri-
terios de lenguaje incluyente garantizando que el texto

legal represente de manera adecuada a todas las perso-
nas que puedan ejercer la titularidad del Poder Ejecu-
tivo federal.
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Por lo anteriormente expuesto, me permito someter a
consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa
con proyecto de:

Decreto por el que se reforman diversas disposicio-
nes del Código de Justicia Militar

Único. Se reforman los artículos 3o., 9o., 9o. Bis, 38,
68, fracción II, así como el primer párrafo y la fracción
I del artículo 70, todos del Código de Justicia Militar,
para quedar de la siguiente manera:

Artículo 3o. El Tribunal Superior Militar se compon-
drá de la persona titular de la Presidencia, General
de División procedente de arma de Estado Mayor y
cuatro personas magistradas, Generales de Brigada
del servicio de Justicia Militar.

Artículo 9o. El Tribunal Superior Militar funcionará
en pleno y en salas unitarias. En pleno bastará la pre-
sencia de tres de sus miembros para que pueda consti-
tuirse. En el caso de que accidentalmente faltaren más
de dos personas magistradas, se integrará con una de
las personas juzgadoras que conformen el Tribunal
de Juicio Oral, que no haya conocido el asunto en al-
guna etapa anterior del proceso, designado por la per-
sona titular de la Presidencia del Tribunal Superior
Militar.

Artículo 9o. Bis. Habrá un Tribunal Militar de Juicio
Oral, cuando menos en cada una de las plazas en que
se encuentre establecida una prisión militar, con la ju-
risdicción que determine la Secretaría de la Defensa
Nacional, cuya integración será de la forma siguiente:

I. Dos Personas Juzgadoras pertenecientes al Servi-
cio de Justicia Militar o Naval Licenciados en De-
recho, fungiendo como la persona titular de la
Presidencia la de mayor jerarquía y en caso de
igualdad, la de mayor antigüedad.

II. a V…

…

Artículo 38. Todas las personas que deban suministrar
datos para la averiguación de los delitos, están obliga-
das a comparecer ante el Ministerio Público, cuando
sean citadas para ello por la persona titular de la Fis-
calía General de Justicia Militar o sus agentes. Que-

dan exceptuados de esta regla, la persona titular del
Ejecutivo federal, las personas titulares de las Se-
cretarías de Despacho, de las Subsecretarías y Ofi-
cialías Mayores, el personal con el grado de General
de División en el activo, las personas comandantes
Militares y quienes integren un Tribunal Superior, a
quienes se les examinará en sus respectivas oficinas.
El personal del cuerpo diplomático será examinado
en la forma que indique la Secretaría de Relaciones
Exteriores.

Artículo 68. Son atribuciones del Tribunal Superior
Militar: 

I…

II. Resolver las reclamaciones de las personas juz-
gadoras contra excitativas de justicia y demás pro-
videncias y acuerdos de la persona titular de la
Presidencia del Tribunal Superior Militar, en ejer-
cicio de sus atribuciones;

VIII…

Artículo 70. Corresponde a la persona titular de la
Secretaría de Acuerdos del Tribunal Superior Militar:

I. Dar cuenta a la persona titular de la presiden-
cia del Tribunal Superior Militar, con todos los ne-
gocios, comunicaciones, correspondencia y demás
documentos que se reciban para que se despachen,
desde luego, los que sean de la competencia de di-
cha presidencia, y ordene, esta última, el pase de
los demás al Tribunal Superior Militar;

II. a VII…

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Dentro de un plazo no mayor a 180 días na-
turales contados a partir de la entrada en vigor del pre-
sente Decreto, las autoridades competentes deberán
realizar las adecuaciones normativas y administrativas
necesarias para armonizar la regulación aplicable con
las disposiciones previstas en el presente Decreto.
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Notas

1 Organización de las Naciones Unidas. (s.f.). Lenguaje inclusivo

en cuanto al género. Naciones Unidas. https://www.un.org/es/gen-

der-inclusive-language/

2 Secretaría General Iberoamericana. (2023). Orientaciones para

el uso de un lenguaje inclusivo con perspectiva de género en los

organismos iberoamericanos (p. 6). https://segib.org/wp-con-

tent/uploads/2023/08/Lenguaje_inclusivo_de_genero_OOIB.pdf

3 Secretaría General Iberoamericana. (2023). Orientaciones para

el uso de un lenguaje inclusivo con perspectiva de género en los

organismos iberoamericanos (p. 4). https://segib.org/wp-con-

tent/uploads/2023/08/Lenguaje_inclusivo_de_genero_OOIB.pdf

4 Secretaría General Iberoamericana. (2023). Orientaciones para

el uso de un lenguaje inclusivo con perspectiva de género en los

organismos iberoamericanos (p. 4). https://segib.org/wp-con-

tent/uploads/2023/08/Lenguaje_inclusivo_de_genero_OOIB.pdf

5 Suprema Corte de Justicia de la Nación. (2020). Protocolo para

juzgar con perspectiva de género. SCJN.

h t t p s : / / w w w . s c j n . g o b . m x / d e r e c h o s -

humanos/sites/default/files/protocolos/archivos/2022-01/Protoco-

lo%20para%20juzgar%20con%20perspectiva%20de%20gene-

ro_2022.pdf

6 Previstos en los artículos 1o. y 4o. de la Constitución Política de

los Estados Unidos Mexicanos. Cámara de Diputados del honora-

ble Congreso de la Unión. (2026). Constitución Política de los Es-

tados Unidos Mexicanos [Texto vigente, últimas reformas publica-

das en el DOF el 2 de junio de 2026].

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf

Salón de sesiones de la Comisión Permanente del
Congreso de la Unión, miércoles 1 de julio de 2026.

Diputada Laura Iraís Ballesteros Mancilla (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Defensa Nacional. Julio 1 de 2026.)

QUE ADICIONA UN PÁRRAFO AL ARTÍCULO 121 DE LA LEY

GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN

AL AMBIENTE, EN MATERIA DE PREVENCIÓN DE LA CON-
TAMINACIÓN DEL AGUA, RECIBIDA DEL DIPUTADO JAVIER

TAJA RAMÍREZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORE-
NA, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL

MIÉRCOLES 1 DE JULIO DE 2026

El que suscribe, diputado Javier Taja Ramírez, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; 55, fracción II, y 179 del Reglamento
para el Gobierno Interno del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de
esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman y adicionan diversas disposiciones de
la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protec-
ción al Ambiente, en materia de prevención de la con-
taminación del agua, conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

El agua, fuente de vida y componente estructural para
sobrevivir, siendo este un medio en el que se disuelven
nutrientes y eliminamos desechos.

El agua es un recurso fundamental en muchos secto-
res, uno de estos es el sector de la producción de ali-
mentos, ya que todos los cultivos requieren de este va-
lioso líquido.

Sin embargo, este recurso no es inagotable, por lo que
todas y todos tenemos la obligación de cuidarla.

Este líquido vital se encuentra en este planeta envuel-
to en 75 por ciento, en su mayoría corresponde a agua
salada y algunas fuentes señalan que tan sólo 3 por
ciento es agua dulce.

Pero con el paso del tiempo con la evolución de la tec-
nología y la revolución industrial se utilizó más el re-
curso vital del agua, derivado de los procesos comen-
zó la contaminación de ríos y mares, esta misma
revolución ha aumentado la contaminación de la at-
mosfera, creando un sobrecalentamiento del planeta
tierra, derritiendo glaciares y extinguiendo flora y fau-
na.
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¿A qué llamamos contaminación?

El término contaminación se refiere a la introducción
de cualquier agente químico, físico o biológico cuya
presencia o acumulación tiene efectos nocivos en el
entorno natural, la salud y el bienestar de las perso-
nas.1

Se dice que el agua está contaminada cuando la pre-
sencia de cualquier agente químico tiene afecciones
para cualquier ser vivo, ya sea que vivan dentro o fue-
ra del agua.

En algunas zonas de México como la Ciudad de Mé-
xico, el Estado de México, Guerrero, Morelos, Chi-
huahua, Sinaloa entre otros, los ciudadanos han de-
nunciado que el líquido llega contaminado y en malas
condiciones para el consumo humano a consecuencia
de los propios efectos que el cambio climático ha traí-
do consigo, a la falta de infraestructura o falta de man-
tenimiento de la misma, pero sobre todo por la falta de
acciones de consciencia del manejo, aprovechamiento
y utilización de la misma por parte de la humanidad y
de las industrias.

México ya experimenta los efectos negativos de la fal-
ta de agua. Durante los últimos años, las regiones cen-
tro y norte del país han vivido escasez de agua debido
al aumento de las sequías. De acuerdo con datos del
Banco Mundial, en el país la disponibilidad promedio
anual per cápita pasó de 10 mil metros cúbicos (m3)
en 1960 a 4 mil en 2012. Se estima que para 2030, es-
ta disponibilidad en México descienda debajo de los 3
mil m3 por habitante al año.2

Guerrero, estado del cual vengo, nos encontramos con
el mal manejo y tratamiento de residuos sólidos y
aguas residuales, al respecto el gobierno entrante con
la entrada de la 4 Transformación ha tomado acciones
para contrarrestar esta contaminación, disminuyendo
casi en 70 por ciento los tiraderos clandestinos de
aguas residuales, pero aún tenemos que seguir traba-
jando.

En las playas de Acapulco, siendo este un centro turís-
tico que año con año reciben a miles de turistas de to-
das las partes del mundo durante cada año, teniendo
temporadas que aumenta la afluencia de los turistas,
sin embargo, con el paso del tiempo y el descuido de
anteriores gobernantes de derecha, las playas de fue-

ron contaminando debido a la corrupción y mal mane-
jo de los recursos destinados, destinados a las vigilan-
cia y protección de las playas y ríos de Acapulco.

Las Playas Hornos, Suave y Manzanillo continúan en
su clasificación como no aptas.

La Secretaría de Salud del Gobierno de México, a tra-
vés de la Comisión Federal para la Protección contra
Riesgos Sanitarios (Cofepris), informa que las playas
Caletilla y Carabalí, ubicadas en el municipio de Aca-
pulco, Guerrero, ya son consideradas aptas para su uso
recreativo.

Estas playas, que se encontraban clasificadas como no
aptas para uso recreativo ya cumplen con los niveles
de seguridad establecidos, al encontrarse en el monito-
reo extraordinario realizado el 10 de julio del agua de
mar, valores de 173 enterococos números más proba-
bles (NMP) por cada 100 mililitros de agua en playa
Caletilla y 41 en playa Carabalí, los cuales son meno-
res del límite de 200 NMP por cada 100 mililitros uti-
lizados la Organización Mundial de la Salud (OMS)
para determinar una playa como apta.

Con el análisis de laboratorio más reciente realizado
por la Comisión para la Protección contra Riesgos Sa-
nitarios del Estado de Guerrero (Copriseg), de las 273
playas monitoreadas en los 17 estados costeros del pa-
ís, 270 playas se encuentran aptas para el uso recreati-
vo en este periodo vacacional, mientras que las playas
Hornos, Suave y Manzanillo en Acapulco, Guerrero,
continúan en su clasificación como no aptas para uso
recreativo toda vez que continúan rebasando el límite
permitido por la Cofepris con base en lo establecido
por la Organización Mundial de la Salud de 200
NPM/100 ml de enterococos.

La Cofepris, a través de la Copriseg (Comisión para la
Protección contra Riesgos Sanitarios del Estado de
Guerrero), continuará con la vigilancia y monitoreo de
estas playas para determinar que la calidad de agua de
mar cumpla con el parámetro establecido por la OMS.

Cabe precisar que los resultados ya publicados en la
página de Internet de la Secretaría de Medio Ambien-
te y Recursos Naturales (Semarnat) no se modifican,
debido a que el monitoreo se realizó en periodo ex-
traordinario y los resultados se publican previo al pe-
riodo vacacional.3
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En México se observa una necesidad de proteger nues-
tros ríos y mares, proteger el valioso líquido que es el
agua, siendo éste un líquido vital necesario para la vi-
da de todo ser vivo, el acceso al agua limpia y utiliza-
ble se disminuye rápidamente debido a la sobreexplo-
tación y la contaminación de la misma, llegando en un
futuro al día en que una ciudad o una región agote su
propio suministro y se vea obligada a racionar el agua
de manera estricta o depender de fuentes externas.

Para dar mayor comprensión, se presenta el siguiente
cuadro comparativo:

Por las razones expuestas, en ejercicio de la facultad
conferida en el artículo 71, fracción II, y 72 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; y 55, fracción II, y 179 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, se somete a consideración del ple-
no de esta soberanía iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona un párrafo al artícu-
lo 121 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente, en materia de preven-
ción de la contaminación del agua

Artículo Único. Se adiciona un párrafo al artículo 121
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente, para quedar como sigue:

Artículo 121. No podrán descargarse o infiltrarse en
cualquier cuerpo o corriente de agua o en el suelo o

subsuelo, aguas residuales que contengan contaminan-
tes, sin previo tratamiento y el permiso o autorización
de la autoridad federal, o de la autoridad local en los
casos de descargas en aguas de jurisdicción local o a
los sistemas de drenaje y alcantarillado de los centros
de población.

Ante la detección de actividades que impliquen la
descarga de aguas residuales que afecten a la salud
pública, las autoridades correspondientes deberán
ordenar la suspensión de dichas actividades y pro-
cederán conforme el Código Penal Federal en ma-
teria de delitos ambientales.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Agua.org.mx 

2 Imco.org.mx

3 www.gob.mx

Senado de la República, sede de la 
Comisión Permanente, a 1 de julio de 2026.

Diputado Javier Taja Ramírez (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales.

Julio 1 de 2026.)
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QUE ADICIONA UN PÁRRAFO AL ARTÍCULO 29 DEL CÓDI-
GO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, RECIBIDA DEL DIPUTADO

DIEGO ÁNGEL RODRÍGUEZ BARROSO, DEL GRUPO PAR-
LAMENTARIO DEL PAN, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN

PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 1 DE JULIO DE 2026 

El que suscribe, Diego Ángel Rodríguez Barroso y, di-
putadas y diputados federales del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional en la LXVI Legislatura
de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción
II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como en los artículos 6, numeral 1,
fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someten a la consideración del pleno de es-
ta soberanía la siguiente Iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se adiciona un párrafo al artículo 29
del Código Fiscal de la Federación, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos 

El sistema tributario mexicano ha evolucionado de
manera significativa en las últimas décadas, particu-
larmente con la implementación de los comprobantes
fiscales digitales por Internet (CFDI), los cuales han
permitido mejorar los mecanismos de control, fisca-
lización y transparencia en las operaciones comercia-
les. Este instrumento se ha consolidado como un ele-
mento esencial para garantizar la trazabilidad de las
transacciones económicas y fortalecer la recaudación
tributaria en el país. La incorporación de herramien-
tas digitales en los procesos fiscales ha representado
un avance sustancial en la modernización del Estado
mexicano, facilitando tanto a las autoridades como a
los contribuyentes el cumplimiento de sus respecti-
vas obligaciones. Asimismo, ha permitido reducir es-
pacios para la evasión fiscal y mejorar la eficiencia
administrativa, en este contexto, el uso de compro-
bantes fiscales digitales no solo responde a una nece-
sidad técnica, sino también a un compromiso institu-
cional con la transparencia y la rendición de cuentas.
En este sentido, su correcto funcionamiento resulta
fundamental para la estabilidad del sistema tributa-
rio.

La digitalización de los comprobantes fiscales ha faci-
litado tanto a las autoridades como a los contribuyen-
tes el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, al
tiempo que ha simplificado procesos que anteriormen-

te resultaban complejos y costosos, sin embargo, esta
evolución también ha generado nuevas dinámicas en
la interacción entre proveedores y consumidores, es-
pecialmente en lo que respecta al acceso a la factura-
ción electrónica.

En este contexto, el acceso a la facturación electrónica
no solo constituye una obligación para los contribu-
yentes emisores, sino también un derecho para quienes
adquieren bienes o servicios. Este derecho permite a
los consumidores contar con un respaldo documental
de sus operaciones, facilitando la comprobación de
gastos, el cumplimiento de obligaciones fiscales y el
ejercicio de derechos relacionados con deducciones y
acreditamientos, por lo que garantizar su acceso en
condiciones razonables es un elemento clave para for-
talecer la confianza en el sistema fiscal.

En la práctica cotidiana diversos establecimientos co-
merciales han adoptado criterios restrictivos respecto a
la emisión de facturas, particularmente al exigir que la
solicitud se realice el mismo día de la operación. Esta
práctica se ha extendido en distintos sectores econó-
micos, generando una percepción generalizada de que
se trata de una obligación legal, cuando en realidad no
se encuentra expresamente establecida en la legisla-
ción fiscal vigente.

Por tal motivo, se vuelve necesario fortalecer el marco
normativo para garantizar de manera expresa el dere-
cho de los consumidores a solicitar comprobantes fis-
cales dentro del mes fiscal asegurando que todos los
ciudadanos puedan ejercer sus derechos en condicio-
nes de igualdad. La claridad normativa es un elemen-
to indispensable para evitar abusos y garantizar la co-
rrecta aplicación de la ley.

Esto se deriva de que en nuestro país, una de las pro-
blemáticas más recurrentes en materia de consumo es
la negativa de diversos proveedores para emitir com-
probantes fiscales digitales fuera del día en que se re-
aliza la compra a pesar de estar en el mes fiscal en cur-
so, afectando a un número considerable de
consumidores que, por diversas razones, no solicitan
la factura en el momento de la transacción. Entre estas
razones se encuentran la falta de información, la au-
sencia de datos fiscales en ese momento o simplemen-
te la dinámica propia de la operación comercial, sin
embargo, la negativa posterior por parte de los prove-
edores genera una afectación directa a los derechos de
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los consumidores, generando una barrera innecesaria
en el cumplimiento de obligaciones tributarias.

Dicha práctica impacta de manera particular a trabaja-
dores independientes, pequeños empresarios y perso-
nas físicas con actividad empresarial, quienes depen-
den de los comprobantes fiscales para deducir gastos y
comprobar erogaciones. La imposibilidad de obtener
una factura posterior a la compra puede traducirse en
una carga económica adicional, al impedir el aprove-
chamiento de beneficios fiscales previstos en la ley
además de generar una situación de desventaja frente
a otros contribuyentes que sí logran obtener sus com-
probantes en tiempo.

A pesar de que el marco normativo vigente no estable-
ce de manera expresa la obligación de solicitar la fac-
tura el mismo día, muchos proveedores han adoptado
esta restricción como una política interna. Esta prácti-
ca ha sido reforzada por la falta de claridad en las dis-
posiciones aplicables y por la interpretación restrictiva
de algunas reglas administrativas emitidas por el Ser-
vicio de Administración Tributaria, como resultado, se
ha generado una práctica generalizada que no necesa-
riamente corresponde al espíritu de la ley.

Asimismo, esta situación genera incertidumbre jurídi-
ca, ya que los consumidores no cuentan con un respal-
do normativo claro que les permita exigir la emisión
de su factura en un plazo razonable, sin embargo, la
seguridad jurídica es un principio fundamental que de-
be regir todas las relaciones entre particulares y auto-
ridades. 

Cuando este principio se ve debilitado, se generan
condiciones propicias para abusos y prácticas indebi-
das por lo que resulta indispensable fortalecer el mar-
co legal en esta materia. 

Por otro lado, la dificultad para obtener comprobantes
fiscales también tiene implicaciones en la formalidad
económica, ya que reduce la trazabilidad de las opera-
ciones derivando en menores niveles de cumplimiento
fiscal y en una disminución de la recaudación, por lo
que la emisión oportuna de comprobantes es un ele-
mento clave para garantizar la transparencia en las
transacciones económicas. Cuando se limita su acceso,
se debilitan los mecanismos de control fiscal por lo
que la problemática no solo afecta a los consumidores,
sino también al propio Estado.

En el ámbito nacional, el Código Fiscal de la Federa-
ción establece en su artículo 29 la obligación de los
contribuyentes de expedir comprobantes fiscales digi-
tales por Internet por las actividades que realicen. Asi-
mismo, el artículo 29-A regula los requisitos que de-
ben contener dichos comprobantes, constituyendo el
eje normativo de la facturación electrónica en México,
sin embargo, no establecen de manera expresa los pla-
zos dentro de los cuales los consumidores pueden so-
licitar sus comprobantes. Esta omisión ha dado lugar a
diversas interpretaciones en la práctica.

Por su parte, la Ley Federal de Protección al Consu-
midor reconoce el derecho de los consumidores a reci-
bir información clara, veraz y comprobable respecto
de los bienes y servicios que adquieren. Asimismo, es-
tablece la obligación de los proveedores de abstenerse
de realizar prácticas abusivas o que afecten los dere-
chos de los consumidores por lo que, la emisión de
comprobantes fiscales puede considerarse parte de la
información esencial que debe proporcionarse en una
relación de consumo.

A nivel internacional, organismos como la Organiza-
ción para la Cooperación y el Desarrollo Económicos
han impulsado la adopción de sistemas de facturación
electrónica como una herramienta para mejorar la ad-
ministración tributaria. Estos sistemas buscan facilitar
el cumplimiento de las obligaciones fiscales y fortale-
cer la confianza entre contribuyentes y autoridades. En
este sentido, la flexibilidad en los procesos de factura-
ción es considerada una buena práctica, siempre que
no comprometa los mecanismos de control fiscal.

En este sentido, la presente iniciativa propone estable-
cer de manera expresa en la legislación fiscal el dere-
cho de los consumidores a solicitar comprobantes fis-
cales digitales dentro del mes fiscal en que se haya
realizado la operación. Esta medida busca eliminar
prácticas restrictivas y garantizar condiciones de acce-
so equitativas para todos los ciudadanos, fortaleciendo
la seguridad jurídica y evitar interpretaciones discre-
cionales por parte de los proveedores. 

De igual forma, se propone prohibir de manera expre-
sa que los proveedores condicionen la emisión de fac-
turas a su solicitud el mismo día de la operación. Esta
disposición permitirá cerrar espacios a prácticas abusi-
vas y garantizar el respeto a los derechos de los con-
sumidores.
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De esta forma, con la presente iniciativa atenderemos
una problemática real que afecta a millones de perso-
nas en su vida cotidiana.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, sometemos
a consideración de esta honorable asamblea el si-
guiente,

Decreto 

Se adiciona un párrafo al artículo 29 del Código
Fiscal de la Federación

Único. Se adiciona un párrafo al artículo 29 del Códi-
go Fiscal de la Federación, para quedar como sigue:

Artículo 29. …

Los contribuyentes estarán obligados a expedir el
comprobante fiscal digital por Internet a solicitud
del adquirente de bienes o servicios, dentro del mes
fiscal correspondiente en que se haya realizado la
operación, siempre que éste proporcione la infor-
mación fiscal necesaria. En ningún caso podrá con-
dicionarse su expedición a que la solicitud se reali-
ce el mismo día en que se efectuó la operación. 

…

I. … 

a 

V. … 

… 

… 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor a los no-
venta días naturales siguientes a su publicación en el
Diario Oficial de la Federación.

Segundo. El Servicio de Administración Tributaria de-
berá adecuar sus disposiciones de carácter general en
un plazo no mayor a noventa días naturales a partir de
la entrada en vigor del presente decreto.

Comisión Permanente, a 1 de julio de 2026. 

Diputado Diego Ángel Rodríguez Barroso (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Hacienda y Crédito Público. Julio 1 de

2026.)

QUE ADICIONA UN ÚLTIMO PÁRRAFO AL ARTÍCULO 4O. DE

LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS

MEXICANOS, PARA ERRADICAR EL MATRIMONIO INFANTIL

Y PROTEGER LOS DERECHOS DE LOS MENORES DE EDAD,
RECIBIDA DEL DIPUTADO JOSÉ LUIS HERNÁNDEZ PÉREZ,
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PVEM, EN LA SESIÓN

DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 1 DE JU-
LIO DE 2026 

El que suscribe, José Luis Hernández Pérez, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Verde Ecologista
de México en la LXVI Legislatura de la Cámara de Di-
putados del honorable Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción
II, y 78, fracción III de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; la fracción I, numeral 1,
del artículo 6 y los artículos 77 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración de
esta Comisión Permanente del Congreso de la Unión
la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se adiciona un último párrafo al artículo 4o. de
la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, para erradicar el matrimonio infantil y
proteger los derechos de los menores de edad, al te-
nor de la siguiente

Exposición de Motivos 

En México, se combate una problemática que afecta a
las niñas, niños y adolescentes, el matrimonio infantil
y las uniones tempranas forzadas, y se ha avanzado en
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la consolidación de reformas constitucionales y pena-
les para prohibir de forma absoluta estas prácticas. 

Aunque a nivel federal la edad mínima de 18 años pa-
ra casarse se estableció en la Ley General de los Dere-
chos de Niñas, Niños y Adolescentes desde 2019, hoy
en día es necesario armonizar la Constitución y tipifi-
car penalmente la cohabitación forzada. 

Esto busca evitar que los agresores utilicen uniones in-
formales o tradiciones comunitarias, como los “usos y
costumbres” para evadir la ley. Por ello es necesario
blindar constitucionalmente el derecho de la niñez a
un desarrollo pleno, prohibiendo explícitamente los
matrimonios infantiles y las uniones forzadas en todo
el país, eliminando cualquier interpretación ambigua
en legislaciones locales. 

Pues lamentablemente prohibir el matrimonio por la
vía civil no detuvo las uniones informales, las cuales
son hasta cuatro veces más frecuentes en áreas rurales,
si bien algunos congresos estatales han impulsado re-
formas para castigar penalmente a quienes obliguen o
permitan la cohabitación infantil. 

Si bien hay avances en la eliminación de la práctica del
matrimonio infantil, lo cierto es que aún hay desafíos
en la Agenda Legislativa, pues el problema persiste
por factores estructurales. como:

Vacíos legales regionales: Todavía existen entida-
des que no han homologado por completo sus códi-
gos penales para sancionar la cohabitación forzada
informal.

Zonas rurales e indígenas: En diversas comunida-
des apartadas se siguen celebrando uniones informa-
les de menores a cambio de dotes económicas o ma-
teriales, justificadas bajo “usos y costumbres” locales.

Falta de fiscalización: Diversas propuestas parla-
mentarias exigen dotar de mayores herramientas a

las fiscalías estatales para investigar de oficio estos
arreglos familiares y castigar la omisión de las au-
toridades comunitaria

El matrimonio infantil realmente tiene un impacto en
la sociedad, lo cual nos afecta a todos.

Magnitud: Más de 237,000 niñas y adolescentes
(12–17 años) viven en uniones tempranas; 90 por
ciento son mujeres. En zonas indígenas llega al 7.5
por ciento, el doble del promedio nacional.

Situación legal: Desde 2019 se fijaron 18 años sin
excepciones en Código Civil Federal; desde 2023
es delito en el Código Penal Federal.

Vacíos actuales: Solo 8 estados han homologado
sus códigos penales; persisten uniones informales,
justificación por “usos y costumbres” y falta de san-
ción efectiva.

Consecuencias: Abandono escolar, mayor riesgo
de violencia, embarazo precoz, mortalidad materna,
limitación de derechos y ciclo de pobreza.

A nivel internacional y nacional las niñas y niños
cuentan con derechos, que hoy se ven vulnerados con
el matrimonio infantil.

La presente iniciativa tiene como objetivo erradicar el
matrimonio infantil y las uniones tempranas, cerrando
vacíos legales, garantizando sanción y prevención
efectiva en todo el país, y que los usos y costumbres
no justifican estas prácticas.

De tal manera que es importante considerar también
factores como:

Prevención: Crear sistema de alerta en escuelas,
centros de salud y registros civiles; programas de
educación sexual y equidad de género.
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Protección: Rutas de atención inmediata, refugios
y apoyo educativo/económico para quienes salen de
estas uniones.

Sanción: Aumentar penas para quienes lo promue-
van, incluidos familiares y autoridades que lo auto-
ricen.

Para un mejor entendimiento de las modificaciones
propuestas, se presenta el siguiente cuadro comparati-
vo:

Por lo anteriormente expuesto, pongo a consideración
de esta soberanía el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se adiciona un último párrafo al
artículo 4o. de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, para erradicar el matrimo-
nio infantil y proteger los derechos de los menores
de edad 

Artículo Único. Se adiciona un último párrafo al artí-
culo 4o. de la Constitución Política De Los Estados
Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 4o.-La mujer y el hombre son iguales ante la
ley. Ésta protegerá la organización y el desarrollo de

las familias. El Estado garantizará el goce y ejercicio
del derecho a la igualdad sustantiva de las mujeres. 

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

… 

Toda persona menor de edad tiene derecho a una
protección reforzada contra cualquier forma de ex-
plotación, comercio o violencia que vulnere el libre
desarrollo de su personalidad, de tal manera que se
prohíbe el matrimonio infantil, así como las unio-
nes tempranas, cohabitaciones forzadas o arreglos
conyugales de hecho que involucren a personas me-
nores de dieciocho años de edad. El Estado garan-
tizará el interés superior de la niñez y la adolescen-
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cia sobre cualquier práctica social, cultural, dere-
cho consuetudinario, uso o costumbre que pretenda
justificar o validar estas uniones. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Segundo. El Congreso de la Unión y las Legislaturas
de las entidades federativas contarán con un plazo de
180 días naturales para adecuar y armonizar sus mar-
cos legales, códigos penales y civiles con lo estableci-
do en este decreto. 

Dado en el salón de sesiones de la 
Comisión Permanente, a 1 de julio de 2026. 

Diputado José Luis Hernández Pérez (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales. Julio 1 de
2026.)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY GENERAL DE EDUCACIÓN Y DE LA LEY GENERAL

DE EDUCACIÓN SUPERIOR, EN MATERIA DE COMERCIALI-
ZACIÓN INDEBIDA Y USO ENGAÑOSO DE RECONOCIMIEN-
TOS “DOCTOR HONORIS CAUSA”, RECIBIDA DE LA DIPU-
TADA LAURA IVONNE RUIZ MORENO, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DEL PRI, EN LA SESIÓN DE LA COMI-
SIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 1 DE JULIO DE 2026

La que suscribe, diputada federal Laura Ivonne Ruiz
Moreno, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional de la LXVI Legislatura de la Cá-
mara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artícu-
los 71, fracción II de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y 55, fracción II, del Re-

glamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, somete a con-
sideración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan
diversas disposiciones de la Ley General de Educación
y de la Ley General de Educación Superior, en mate-
ria de comercialización indebida y el uso engañoso de
reconocimientos denominados “Doctor Honoris Cau-
sa”, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

La educación constituye uno de los pilares fundamen-
tales sobre los que descansa el desarrollo democrático,
científico, cultural y económico de la nación, en ella
convergen valores esenciales para la vida pública, en-
tre los que destacan la excelencia académica, la ho-
nestidad intelectual, el mérito, la responsabilidad so-
cial y la búsqueda permanente del conocimiento. 

El Estado mexicano, a través del artículo 3o. de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, asu-
me la rectoría de la educación como una función estra-
tégica de interés público. Dicha rectoría implica no sólo
garantizar el acceso a los servicios educativos y la cali-
dad de los procesos de enseñanza-aprendizaje, sino
también proteger la integridad de las instituciones aca-
démicas y de los mecanismos mediante los cuales la so-
ciedad reconoce el mérito y la excelencia. 

Entre estos mecanismos destaca el “Doctorado Hono-
ris Causa”, distinción honorífica que históricamente
ha representado la más alta expresión de reconoci-
miento que una universidad puede conferir a una per-
sona por sus contribuciones extraordinarias a la cien-
cia, la cultura, las artes, las humanidades, la
innovación tecnológica, la defensa de los derechos hu-
manos, el servicio público o el bienestar colectivo. 

Sin embargo, durante los últimos años se ha observa-
do una creciente desnaturalización de esta figura, deri-
vada de la proliferación de organizaciones, asociacio-
nes civiles y entidades privadas que ofrecen supuestos
doctorados honoris causa mediante esquemas de pago
directo o indirecto, sin cumplir estándares mínimos de
legitimidad académica, transparencia institucional o
evaluación de méritos. 

Esta situación ha generado un fenómeno de simula-
ción académica que amenaza la credibilidad de una de
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las distinciones más relevantes del ámbito universita-
rio y evidencia la necesidad de una intervención legis-
lativa que preserve su autenticidad y significado. 

El “Doctorado Honoris Causa” como institución de
reconocimiento al mérito 

El Doctorado Honoris Causa posee una larga tradición
dentro de las universidades más prestigiosas del mun-
do, su finalidad histórica ha consistido en reconocer
trayectorias excepcionales que, por su trascendencia e
impacto social, merecen el reconocimiento de la co-
munidad académica. 

Su esencia radica en constituir una distinción honorífi-
ca y no un grado académico derivado de estudios for-
males, por ello su otorgamiento tradicionalmente se
encuentra sujeto a procesos rigurosos de evaluación,
deliberación colegiada y aprobación por órganos uni-
versitarios de alto nivel. 

Universidades mexicanas de reconocido prestigio, co-
mo la Universidad Nacional Autónoma de México, el
Instituto Politécnico Nacional, la Universidad Autóno-
ma Metropolitana, la Universidad de Guadalajara y
numerosas instituciones públicas y privadas del país,
han desarrollado durante décadas procedimientos in-
ternos caracterizados por la participación de consejos
universitarios, juntas académicas y cuerpos colegiados
encargados de valorar las contribuciones de las perso-
nas propuestas. 

La legitimidad del “Doctorado Honoris Causa” no
deriva del documento que se entrega ni de la ceremo-
nia protocolaria que lo acompaña, su valor reside en la
autoridad moral y académica de la institución que lo
confiere, así como en el consenso académico que res-
palda la decisión. 

Precisamente por ello, cualquier práctica que permita
obtener esta distinción mediante contraprestaciones
económicas o sin evaluación objetiva constituye una
alteración de su naturaleza y una afectación directa al
prestigio de las instituciones educativas. 

La proliferación de reconocimientos apócrifos y la
comercialización del prestigio 

Diversas investigaciones periodísticas, denuncias aca-
démicas y pronunciamientos públicos han evidenciado

la existencia de organizaciones que comercializan su-
puestos doctorados honoris causa a través de esque-
mas que simulan procesos universitarios legítimos. 

Bajo denominaciones ambiguas o mediante el uso de
nombres que evocan instituciones académicas, estas
organizaciones ofrecen reconocimientos a cambio de
cuotas, donativos, aportaciones voluntarias o pagos
por participación en ceremonias de investidura. 

En numerosos casos, la obtención de estas distinciones
exige únicamente el envío de información personal bá-
sica o un currículum vitae, sin que exista evaluación
por especialistas, revisión de méritos, deliberación co-
legiada o acreditación institucional, la facilidad con la
que pueden obtenerse dichos reconocimientos ha pro-
piciado la formación de un mercado paralelo de pres-
tigio simbólico, en el que la capacidad económica sus-
tituye al mérito como criterio de reconocimiento. 

Esta práctica resulta incompatible con los principios
fundamentales que justifican la existencia misma de
los reconocimientos académicos y genera incentivos
perversos que premian la simulación en lugar de la ex-
celencia. 

Cuando una distinción concebida para reconocer con-
tribuciones extraordinarias puede ser adquirida me-
diante una transacción económica, se rompe el víncu-
lo entre mérito y reconocimiento, afectando la
confianza pública en las instituciones educativas y en
las personas que han sido legítimamente distinguidas
por ellas. 

Confusión social entre los grados académicos y las
distinciones honoríficas 

La problemática adquiere una dimensión aún más re-
levante debido a la frecuente confusión existente entre
los grados académicos y las distinciones honoríficas. 

Mientras que el doctorado académico constituye el
máximo grado de estudios dentro del sistema educati-
vo nacional y exige procesos formativos complejos,
investigación original, producción científica y evalua-
ción especializada, el “Doctorado Honoris Causa” re-
presenta un reconocimiento simbólico otorgado por
méritos extraordinarios ajenos a la obtención formal
de estudios de posgrado. 
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No obstante, la ausencia de regulación específica ha
permitido que determinadas personas utilicen recono-
cimientos honoríficos obtenidos irregularmente para
proyectar una imagen de formación académica inexis-
tente, generando ventajas indebidas en ámbitos profe-
sionales, empresariales, políticos o sociales. 

La ciudadanía carece actualmente de herramientas ju-
rídicas claras para distinguir entre reconocimientos le-
gítimamente otorgados por instituciones de educación
superior y documentos emitidos por organizaciones
privadas sin competencia académica alguna. 

Esta situación favorece prácticas engañosas que afec-
tan el derecho de la sociedad a conocer con precisión
la naturaleza de las credenciales y reconocimientos
que ostentan determinadas personas. 

El vacío normativo existente en la ley general de
educación superior 

La Ley General de Educación Superior regula los tipos
educativos, los grados académicos, el reconocimiento
oficial de estudios y las atribuciones de las institucio-
nes de educación superior. 

Sin embargo, el ordenamiento vigente no contiene dis-
posición alguna que defina, regule o delimite la figura
del Doctorado Honoris Causa. 

La inexistencia de una regulación específica ha gene-
rado una zona de incertidumbre jurídica que permite la
utilización indiscriminada de esta denominación por
parte de entidades ajenas al sistema educativo nacio-
nal. 

La omisión legislativa ha provocado que organizacio-
nes sin facultades académicas puedan conferir recono-
cimientos que aparentan poseer el mismo valor simbó-
lico y social que aquellos otorgados por universidades
legalmente constituidas. 

En los hechos, esta situación ha permitido la consoli-
dación de esquemas de simulación académica que
operan aprovechando la ausencia de límites normati-
vos claros. 

La falta de regulación no debe interpretarse como una
decisión deliberada de libertad absoluta, sino como
una laguna legal que corresponde subsanar al Poder

Legislativo en ejercicio de sus facultades constitucio-
nales. 

Rectoría del estado y protección del sistema educa-
tivo nacional 

El artículo 3o. constitucional establece expresamente
que corresponde al Estado la rectoría de la educación. 

Dicha rectoría implica la responsabilidad de proteger
la calidad, autenticidad y credibilidad del sistema edu-
cativo nacional frente a prácticas que puedan degradar
sus instituciones o generar confusión en la sociedad. 

La presente iniciativa parte de la premisa de que la cre-
dibilidad de los reconocimientos académicos constitu-
ye un bien jurídico colectivo cuya protección forma
parte de las obligaciones constitucionales del Estado
mexicano. 

Permitir que símbolos universitarios de alto valor so-
cial sean utilizados para fines comerciales o engañosos
implica una renuncia práctica a la función de tutela
que corresponde al Estado en materia educativa. 

Por ello, resulta necesario establecer reglas generales
que permitan distinguir claramente entre los reconoci-
mientos legítimos otorgados por instituciones de edu-
cación superior y aquellos emitidos por entidades sin
competencia académica. 

Compatibilidad con la autonomía universitaria 

La reforma propuesta respeta plenamente la autono-
mía universitaria reconocida por el artículo 3o., frac-
ción VII, de la Constitución. 

La iniciativa no pretende intervenir en la vida interna
de las universidades, ni determinar a quiénes deben re-
conocer, ni imponer criterios sustantivos para la selec-
ción de candidaturas. 

Por el contrario, reconoce expresamente la facultad de
las instituciones de educación superior para definir sus
procedimientos internos de evaluación y otorgamiento
de distinciones honoríficas. 

La única finalidad de la reforma consiste en establecer
principios mínimos de legalidad, transparencia y au-
tenticidad que garanticen que la denominación “Doc-
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torado Honoris Causa” continúe vinculada a institu-
ciones educativas legítimamente facultadas para utili-
zarla. 

De esta manera se fortalece, y no se restringe, la auto-
nomía universitaria, al proteger el prestigio institucio-
nal de las universidades frente a prácticas de simula-
ción desarrolladas por terceros ajenos al ámbito
educativo. 

Experiencia internacional y derecho comparado 

La regulación de las distinciones honoríficas universi-
tarias encuentra respaldo en la experiencia internacio-
nal. 

Diversos países han incorporado disposiciones norma-
tivas o reglamentarias que reconocen expresamente la
naturaleza honorífica de los doctorados honoris causa
y delimitan las condiciones bajo las cuales pueden ser
otorgados. 

La experiencia comparada demuestra que la autono-
mía universitaria es plenamente compatible con la
existencia de reglas generales destinadas a prevenir
abusos, garantizar transparencia y proteger a la socie-
dad frente a prácticas engañosas. 

México no debe permanecer ajeno a estas tendencias
regulatorias, particularmente cuando la problemática
de la comercialización de reconocimientos académi-
cos ha adquirido una dimensión creciente. 

Objetivos de la reforma 

La presente iniciativa tiene como objetivos, reconocer
legalmente la figura del Doctorado Honoris Causa co-
mo la máxima distinción honorífica universitaria. 

Hay que precisar expresamente que dicha distinción
no constituye un grado académico ni genera efectos
equivalentes a los derivados de estudios de doctorado. 

Reservar su otorgamiento exclusivamente a institucio-
nes de educación superior que cuenten con programas
de doctorado reconocidos oficialmente por las autori-
dades competentes. 

Garantizar la gratuidad absoluta del procedimiento,
prohibiendo cualquier pago, cuota, donativo o contra-

prestación económica vinculada con la obtención de la
distinción. 

Establecer principios mínimos de transparencia, publi-
cidad y deliberación colegiada para su otorgamiento. 

Prohibir el uso de la denominación “Doctorado Hono-
ris Causa” o cualquier otra equivalente por parte de
entidades ajenas al sistema de educación superior. 

Proteger a la ciudadanía frente a prácticas engañosas
relacionadas con la simulación de méritos académicos. 

Salvaguardar el prestigio y credibilidad de las institu-
ciones de educación superior mexicanas. 

Fundamento constitucional 

La presente reforma encuentra sustento en los artícu-
los 3o., 25 y 73, fracción XXV, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos. 

El artículo 3o. atribuye al Estado la rectoría de la edu-
cación y establece el principio de excelencia como eje
rector del Sistema Educativo Nacional. 

El artículo 25 reconoce la rectoría del Estado sobre el
desarrollo nacional, dentro del cual la educación supe-
rior constituye un componente estratégico para el pro-
greso científico, tecnológico y cultural del país. 

Por su parte, el artículo 73, fracción XXV, faculta al
Congreso de la Unión para legislar en materia educa-
tiva y expedir las disposiciones necesarias para garan-
tizar el adecuado funcionamiento del sistema educati-
vo nacional. 

La reforma también resulta congruente con los princi-
pios de seguridad jurídica, legalidad, transparencia y
protección del interés público previstos en el orden
constitucional mexicano. 

Test de proporcionalidad 

La iniciativa supera el análisis de proporcionalidad
constitucional, derivado de que persigue una finalidad
legítima consistente en proteger la integridad del sis-
tema educativo nacional y combatir prácticas en-
gañosas. 
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Es idónea porque establece mecanismos directamente
relacionados con la solución del problema identificado. 

Es necesaria porque actualmente no existe regula-
ción específica capaz de alcanzar los mismos objeti-
vos mediante medios menos restrictivos. 

Finalmente, es proporcional en sentido estricto porque
los beneficios sociales derivados de la protección del
mérito académico superan ampliamente cualquier car-
ga regulatoria derivada de la reforma. 

La iniciativa no restringe la autonomía universitaria ni
prohíbe reconocimientos honoríficos privados en ge-
neral; únicamente regula el uso de una denominación
asociada históricamente a la educación superior y al
prestigio académico. 

Impacto presupuestario y regulatorio 

La presente iniciativa no genera impacto presupues-
tario adicional para la federación, las entidades fe-
derativas ni las instituciones públicas de educación su-
perior. 

No crea órganos administrativos nuevos, no establece
estructuras burocráticas adicionales y no implica la
asignación de recursos extraordinarios. 

La implementación de la reforma se realizará median-
te los mecanismos ya existentes de supervisión educa-
tiva y reconocimiento oficial de estudios. 

Por tanto, su aplicación resulta financiera y adminis-
trativamente viable. 

La comercialización de doctorados honoris causa,
la proliferación de reconocimientos apócrifos y la
ausencia de regulación específica han generado un
entorno que favorece la simulación académica y de-
bilita la confianza pública en las instituciones edu-
cativas. 

Frente a esta realidad, el Estado mexicano tiene la
obligación constitucional de proteger la integridad del
sistema educativo nacional y preservar el valor social
del mérito auténtico. 

La presente iniciativa no pretende restringir la autono-
mía universitaria ni limitar la libertad de reconoci-

miento de las instituciones académicas, su propósito
es fortalecerlas, garantizando que una de las más altas
distinciones universitarias conserve el prestigio, serie-
dad y legitimidad que históricamente la han caracteri-
zado. 

Regular el Doctorado Honoris Causa significa defen-
der la excelencia, proteger a la ciudadanía frente al en-
gaño, fortalecer la confianza en las instituciones edu-
cativas y reafirmar el compromiso del Estado
mexicano con la calidad y la integridad de la educa-
ción superior. 

Cuadro comparativo 

El siguiente cuadro comparativo detalla el alcance y
correspondencia de la iniciativa: 

Ley General de Educación
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Proyecto de Decreto 

Con base en las razones expuestas, someto a conside-
ración de esta asamblea la presente iniciativa con pro-
yecto de 

Decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones de la Ley General De Educación Y
De La Ley General De Educación Superior, en ma-
teria de comercialización indebida y uso engañoso
de reconocimientos “Doctor Honoris Causa” 

Artículo Primero. Se adicionan las fracciones XXVI,
XXVII y XXVIII, recorriéndose las subsecuentes del
artículo 170; y se adiciona un inciso d) al artículo 171
de la Ley de la Ley General de Educación, para que-
dar como sigue: 

Artículo 170. … 

I a XXV. … 

XXVI. Otorgar, emitir, promover o publicitar re-
conocimientos denominados “Doctor Honoris
Causa”, “Doctorado Honoris Causa” o cualquier

denominación equivalente sin contar con reco-
nocimiento oficial de la Secretaría conforme a la
legislación aplicable; 

XXVII. Condicionar el otorgamiento de recono-
cimientos honoríficos a pagos, cuotas, donativos,
aportaciones, patrocinios, contraprestaciones en
especie o cualquier beneficio económico directo o
indirecto; y 

XXVIII. Utilizar publicidad engañosa para hacer
creer que un reconocimiento honorífico posee va-
lidez académica oficial o equivale a un grado aca-
démico reconocido por el Estado mexicano. 

XXIX. Incumplir cualesquiera de los demás pre-
ceptos de esta Ley, así como las disposiciones ex-
pedidas con fundamento en ella. 

Artículo 171. … 

a) a c) … 

d) Multa por el equivalente a un monto mínimo
de mil a cincuenta mil veces la Unidad de Medi-
da y Actualización en la fecha en que se cometa
la infracción, respecto de lo señalado en las frac-
ciones XXVI, XXVII y XVIII del artículo 170 de
esta Ley. 

Artículo Segundo. Se adicionan los artículos 14 Bis y
75 Bis a la Ley General de Educación Superior, para
quedar como sigue: 

Artículo 14 Bis. Únicamente las instituciones de
educación superior públicas o particulares que
cuenten con reconocimiento oficial podrán otor-
gar la distinción denominada Doctor Honoris
Causa. 

El otorgamiento deberá sustentarse en criterios de
mérito, trayectoria, aportaciones extraordinarias y
prestigio reconocido, mediante dictamen emitido
por órganos universitarios o académicos colegiados
competentes. 

Queda prohibido obtener cualquier beneficio eco-
nómico derivado del otorgamiento de dicha distin-
ción. 
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Artículo 75 Bis. La Secretaría de Educación Públi-
ca integrará y mantendrá actualizado un Registro
Nacional de Distinciones Doctor Honoris Causa
otorgadas por instituciones de educación superior
reconocidas oficialmente. 

Dicho registro será público y deberá contener: 

I. Nombre de la persona galardonada; 

II. Institución otorgante; 

III. Fecha de otorgamiento; 

IV. Dictamen de mérito correspondiente; y 

V. Fundamentación académica de la distinción. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Segundo. Dentro de los ciento ochenta días naturales
siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto,
la Secretaría de Educación Pública emitirá o adecuará
las disposiciones reglamentarias, lineamientos y de-
más instrumentos normativos necesarios para su debi-
da aplicación. 

Tercero. Las instituciones de educación superior que,
a la fecha de entrada en vigor del presente Decreto,
otorguen o publiciten reconocimientos denominados
“Doctor Honoris Causa”, “Doctorado Honoris Cau-
sa” o equivalentes, deberán ajustar sus procedimien-
tos, criterios de otorgamiento y materiales de difusión
a lo dispuesto en la Ley General de Educación y la Ley
General de Educación Superior, dentro de los noventa
días naturales siguientes a la emisión de las disposi-
ciones a que se refiere el artículo transitorio anterior. 

Cuarto. Los procedimientos de otorgamiento de reco-
nocimientos honoríficos iniciados con anterioridad a
la entrada en vigor del presente Decreto podrán con-
cluir conforme a las disposiciones vigentes al momen-
to de su inicio, siempre que no impliquen contrapres-
tación económica alguna y que la distinción no sea
presentada como equivalente a un grado académico
oficial. 

Quinto. A partir de la entrada en vigor del presente
Decreto, ninguna persona física o moral podrá promo-
ver, ofertar o publicitar reconocimientos denominados
“Doctor Honoris Causa”, “Doctorado Honoris Cau-
sa” o equivalentes en contravención de las disposicio-
nes previstas en la Ley General de Educación y la Ley
General de Educación Superior. 

Sexto. Las sanciones previstas en las fracciones
XXVI, XXVII y XXVIII del artículo 170 de la Ley
General de Educación serán aplicables únicamente
respecto de conductas realizadas con posterioridad a la
entrada en vigor del presente decreto, sin perjuicio de
las responsabilidades que procedan conforme a otras
disposiciones legales. 

Salón de sesiones de la Comisión Permanente 
del Congreso de la Unión, a 1 de julio de 2026. 

Diputada Laura Ivonne Ruiz Moreno (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Educación. Julio 1 de 2026.)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, RECIBIDA DEL DIPUTADO

JUAN IGNACIO ZAVALA GUTIÉRREZ, INTEGRANTE DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DE MC, EN MATERIA DE PROHI-
BICIÓN DE PENALIZACIÓN POR RENUNCIA VOLUNTARIA,
EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉR-
COLES 1 DE JULIO DE 2026

Quien suscribe, diputado Juan Ignacio Zavala Gu-
tiérrez, integrante del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano de la LXVI Legislatura de la Cá-
mara de Diputados, con fundamento en lo dispuesto en
los artículos: 71, fracción II, 78, párrafo segundo, frac-
ción III, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; 116, 122, numeral 1, de la Ley Or-
gánica del Congreso General; 55, fracción II, y 179 del
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Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, someto a
consideración la siguiente iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley Federal del Trabajo, en ma-
teria de prohibición de penalización por renuncia
voluntaria, con base en la siguiente:

Exposición de Motivos

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos (CPEUM) reconoce dos derechos relacionados
con el trabajo. El primero de ellos, establecido en el ar-
tículo 5, es el derecho a la libertad de trabajo. 

De acuerdo con la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción (SCJN), la libertad de trabajo consiste en el dere-
cho de toda persona de dedicarse a cualquier actividad
siempre que sea lícita, no afecte derechos de terceros
y no afecte derechos de la sociedad en general.1

El otro es el derecho al trabajo digno, previsto en el artí-
culo 123. Este consiste en que el trabajo se desarrolle en
pleno respeto a la dignidad humana de las personas tra-
bajadoras, sin que exista discriminación alguna, en don-
de se tenga acceso a la seguridad social, a un salario re-
munerador y a una capacitación continua, y en donde se
garanticen condiciones óptimas de seguridad e higiene.

Una de las principales facultades para garantizar am-
bos derechos es la posibilidad de las personas trabaja-
doras de renunciar voluntariamente a sus trabajos vi-
gentes. La SCJN ha establecido que la renuncia al
trabajo constituye un acto jurídico unilateral que pro-
duce efectos por su propia ejecución, pues constituye
una manifestación de voluntad claramente expresada,
en el sentido de dar por concluido, en forma irrevoca-
ble, un contrato de trabajo, debiendo aceptarse con to-
dos los efectos jurídicos que le son inherentes.2

Entonces, la posibilidad de renunciar voluntariamente
es un derecho laboral que garantiza que, sin necesidad
de contar con una causa imputable a la persona em-
pleadora, una persona trajabadora se separe unilateral-
mente de la relación laboral.3

Esta separación puede darse por diversos motivos:
oferta laboral más atractiva, cambio de domicilio,
cambio de oficio, situaciones personales o familiares,
entre otros. 

A lo anterior se le suma una nueva razón para renun-
ciar: la salud mental. 

De acuerdo con una encuesta realizada por UKG, el 51
por ciento de las personas que renuncian en México lo
hacen por motivos de salud mental. 

Condiciones como la fatiga por trabajo, el poco equi-
librio entre la vida laboral y la personal o la falta de
sentido o de pertenencia dentro de las dinámicas de
trabajo resultan factores determinantes para que una
persona trabajadora tome la decisión de renunciar.4

Por todo lo anterior, es posible sostener que la impor-
tancia de la renuncia voluntaria radica en que garanti-
za el ejercicio del derecho a la libertad de trabajo y al
trabajo digno y socialmente útil, así como la dignidad
humana dentro de las relaciones laborales. Además,
constituye un elemento fundamental para el dinamis-
mo laboral en el país, pues permite la rotación de las
personas en busca de mejores condiciones laborales y
personales. Por ello, para que la renuncia al trabajo
pueda ejercerse de manera libre, es importante que es-
ta pueda realizarse sin ninguna clase de penalización
por parte de las personas empleadoras.

La Ley Federal del Trabajo (LFT) no contempla una
regulación específica sobre el modo, lugar y tiempo
para que las personas trabajadoras presenten su renun-
cia voluntaria. Al contrario, existe ya un sistema nor-
mativo que protege económicamente a las personas
trabajadoras en relación con la renuncia voluntaria.

A pesar de la naturaleza unilateral de la renuncia, esto
no significa que las personas empleadoras carezcan de
obligaciones a partir de su presentación por parte de
una persona trabajadora. De esta manera, es derecho
de las y los trabajadores que renuncian a recibir los sa-
larios devengados, así como el pago proporcional de
prestaciones como el aguinaldo, las vacaciones, la pri-
ma vacacional, las utilidades, entre otros.5

De manera general, el artículo 5 establece la prohibi-
ción general de que las personas trabajadoras renun-
cien a cualquiera de sus derechos o prerrogativas que
están reconocidas en la legislación laboral.6

En ese sentido, la SCJN ha establecido que la renuncia
al trabajo no implica la renuncia de sus derechos labo-
rales.7 De ahí que el acto de terminar de manera unila-
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teral una relación laboral deja intacto y a salvo los de-
rechos adquiridos durante la prestación de los servi-
cios.

La prohibición general de renunciar a los derechos la-
borales encuentra su desarrollo específico, por cuanto
hace a los derechos de carácter económico, en el artí-
culo 33, que establece la nulidad de la renuncia que las
y los trabajadores hagan de sus salarios devengados,
indemnizaciones y demás prestaciones derivadas de
los servicios prestados, cualquiera que sea la forma en
la que se establezca dicha renuncia.8

En relación con la protección al salario, los artículos
98 y 99 establecen la nulidad de cualquier disposición
o medida que vulnere el derecho de las y los trabaja-
dores para disponer libremente de sus salarios, así co-
mo la irrenunciabilidad de percibir salarios, incluyen-
do los devengados.9

De igual manera, se establece la prohibición expresa
de realizar ciertas conductas, como: i) establecer la ce-
sión del salario a favor de la persona empleadora o de
tercera persona, ii) que el salario sea objeto de com-
pensación, iii) la suspensión o descuento del pago del
salario, salvo los supuestos expresamente establecidos
en la ley, y iv) la imposición de multas.10

A partir de lo desarrollado previamente, es posible
afirmar que el sistema normativo vigente ya establece
una protección ante cualquier cláusula contractual,
pacto o intento por parte de las personas empleadoras
de retener, descontar o suspender el pago de salarios o
prestaciones por una renuncia. 

Sin embargo, y especialmente en relación con notifi-
caciones de renuncia que surten efecto de manera in-
mediata o a los pocos días posteriores, pueden presen-
tarse casos de penalizaciones a las y los trabajadores.

De esta manera, entre las penalizaciones que se pue-
den ejercer se encuentran: disminuir el salario o esta-
blecer multas que se pagan con el mismo por no noti-
ficar dentro de cierto tiempo; no otorgar lo
proporcional al aguinaldo u otra clase de prestaciones;
obligar a continuar trabajando por un tiempo definido;
retener constancia de trabajo o cualquier otro docu-
mento personal o laboral en posesión de la persona
empleadora.

Por lo anterior, es posible sostener que el sistema nor-
mativo actual ya establece una protección frente a pena-
lizaciones por una renuncia voluntaria que afecte el sa-
lario y las prestaciones de las personas. No obstante, la
legislación vigente no prevé expresamente la prohibi-
ción de establecer cualquier otra clase de penalización
frente a una terminación unilateral de la relación de tra-
bajo, más allá de las de carácter económico. Esto genera
una situación de vulnerabilidad de la clase trabajadora,
que puede ser objeto de vulneraciones a sus derechos de
libertad de trabajo y al trabajo digno y socialmente útil.

Así, esta iniciativa tiene como objetivo establecer de
manera explícita la prohibición por parte de las perso-
nas empleadoras de pactar, imponer o intentar estable-
cer cualquier clase de penalización, sin importar su
modalidad o denominación, en caso de que una perso-
na trabajadora notifique una renuncia voluntaria. Se
propone que esta prohibición aplique con independen-
cia de la temporalidad entre que la o el trabajador noti-
fica su renuncia y el momento en el que surte efectos. 

A su vez, es importante señalar que la presente pro-
puesta no limita la posibilidad de demandar la respon-
sabilidad civil de la persona trabajadora por el incum-
plimiento de los convenios derivados en las relaciones
de trabajo, en términos del artículo 32 de la LFT.

Así, se busca establecer un marco laboral que robustez-
ca el marco de protección a las y los trabajadores. En es-
pecífico, se busca proteger sus derechos durante el pro-
cedimiento de la renuncia, mismo que, dada la falta de
regulación hasta el momento, ha conllevado prácticas
abusivas por parte de las personas empleadoras.

En ese sentido, la presente reforma se plantea confor-
me a la siguiente propuesta:
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Por lo anteriormente expuesto someto a su considera-
ción la siguiente iniciativa con proyecto de:

Decreto que reforma y adiciona diversas dispoci-
siones a la Ley Federal del Trabajo

Único. Se reforma la fracción XV del artículo 5o, la
fracción VIII del artículo 132, la fracción XVII Bis del
artículo 133 y la fracción VII del artículo 994; y se
adicionan la fracción XVI del artículo 5o, un segundo
párrafo al artículo 33, recorriéndose en su orden los
subsecuentes, la fracción VIII Bis al artículo 132 y la
fracción XVII Ter al artículo 133; todos de la Ley Fe-
deral del Trabajo, para quedar como sigue:

Artículo 5o. …

I. a XII. …

XIV. Encubrir una relación laboral con actos jurídi-
cos simulados para evitar el cumplimiento de obli-
gaciones laborales y/o de seguridad social;

XV. Registrar a un trabajador con un salario menor
al que realmente recibe, y

XVI. Una penalización, represalia, pérdida de
derechos devengados, descuento, retención o
condicionamiento, cualquiera que sea su deno-
minación, a la persona trabajadora que presente
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su renuncia voluntaria, con independencia de la
anticipación con la que se notifique la renuncia o
de la fecha en que surta efectos.

…

Artículo 33. …

También será nulo cualquier descuento, retención,
compensación, suspensión del pago, imposición de
multas o cualquier otra afectación al salario, in-
cluido el devengado, a las indemnizaciones, presta-
ciones o demás derechos derivados de los servicios
prestados, que tenga por objeto o efecto sancionar,
inhibir o dificultar la renuncia voluntaria de una
persona trabajadora, cualquiera que sea la forma o
denominación que se le dé.

…

…

Artículo 132. …

I. a VII. …

VIII. Expedir al trabajador que lo solicite o se sepa-
re de la empresa, dentro del término de tres días,
una constancia escrita relativa a sus servicios, así
como los comprobantes y documentos laborales
que obren en su poder y que acrediten la dura-
ción de la relación, el puesto desempeñado, el sa-
lario percibido y los servicios prestados;

VIII Bis. Entregar a la persona trabajadora que
lo solicite o se separe de la empresa, dentro del
término de tres días, los documentos personales
que esta haya entregado a la persona empleado-
ra y que obren en su poder.

IX. a XXXIV. …

Artículo 133. …

I. a XVII. …

XVII Bis. Obligar a las personas trabajadoras a per-
manecer de pie durante la totalidad de la jornada la-
boral y prohibirles tomar asiento periódicamente
durante el desarrollo de sus funciones;

XVII Ter. Imponer, pactar, aplicar o intentar
aplicar cualquier penalización, represalia, pérdi-
da de derechos devengados, descuentos, reten-
ciones, permanencia forzosa en el trabajo, reten-
ción de documentos laborales o personales o
condicionamientos, cualquiera que sea su deno-
minación, a la persona trabajadora que presente
su renuncia voluntaria, con independencia de la
anticipación con la que se notifique la renuncia o
de la fecha en que surta efectos.

XVIII. …

Artículo 994. …

I. a VI. …

De 250 a 2500 Unidades de Medida y Actualiza-
ción, al patrón que viole las prohibiciones conteni-
das en el artículo 133, fracciones II, VI, VII y XVII
Ter de esta Ley. Asimismo, por incumplir con los
requerimientos que le haga la Autoridad Registral y
la Autoridad Conciliadora, y

…

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Las personas empleadoras contarán con
180 días naturales posteriores a la entrada en vigor
del presente Decreto para adecuar los contratos de
trabajo y reglamentos internos vigentes, para que es-
tén de conformidad con las disposiciones del presen-
te decreto.

Notas

1 Jurisprudencia P./J. 28/99, de rubro: “Libertad de trabajo. No

es absoluta de acuerdo con los principios fundamentales que la

rigen (artículo 5o., párrafo primero, de la Constitución Políti-

ca de los Estados Unidos Mexicanos).” Pleno de la Suprema Cor-

te de Justicia de la Nación, Semanario Judicial de la Federación y

su Gaceta. Tomo IX, Abril de 1999, página 260, Novena Época,

Registro digital 194152. Consultado en:

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/ 194152 
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2 Tesis de rubro: “Trabajo, renuncia al.” Cuarta Sala de la Su-

prema Corte de Justicia de la Nación. Semanario Judicial de la Fe-

deración. Volumen XXI, Quinta Parte, página 237. Sexta Época,

Registro digital 276785. Consultado en:  https:

//sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/276785 

3 Congreso de los Estados Unidos Mexicanos, 2026, Ley Federal

del Trabajo, art. 2. Consultado en:

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LFT.pdf 

4 UKG, 2022, “¿Renunciar o resignarse?” Consultado en:

https://www.ukg.mx/sites/default/files/2022-06/Infografi por cien-

toCC por ciento81a por ciento20renunciar por ciento20o por cien-

to 20resignarseVF_0.pdf 

5 Procuraduría Federal de la Defensa del Trabajo, 2024, “Conoce

tus derechos en caso de renuncia o despido injustificado.” Consul-

tado en: https://www.gob.mx/profedet/articulos/conoce-tus-dere-

chos-en-caso-de-renuncia-o-despido

6 Congreso de los Estados Unidos Mexicanos, 2026, Ley Federal

del Trabajo, op. cit., art. 5.

7 jurisprudencia, de rubro: “Renuncia al trabajo. No implica re-

nuncia de derechos.” Cuarta Sala de la Suprema Corte de Justicia

de la Nación. Semanario Judicial de la Federación. Volumen 151-

156, Quinta Parte, página 204. Séptima Época, Registro digital

243059. Consultado en: https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/te-

sis/243059 

8 Congreso de los Estados Unidos Mexicanos, 2026, Ley Federal

del Trabajo, op. cit., art. 33.

9 Ibid., art. 98.

10 Ibid., arts. 104, 105, 106, 107 y 110.

Salón de sesiones de la Comisión Permanente del
Congreso de la Unión, miércoles 1 de julio de 2026.

Diputado Juan Ignacio Zavala Gutiérrez (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Trabajo y Previsión Social. Julio 1 de

2026.)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRA-
TIVAS, EN MATERIA DE ACOSO Y HOSTIGAMIENTO SEXUAL

EN EL SERVICIO PÚBLICO, RECIBIDA DEL DIPUTADO JAVIER

TAJA RAMÍREZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORE-
NA, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL

MIÉRCOLES 1 DE JULIO DE 2026

El que suscribe, diputado Javier Taja Ramírez, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, frac-
ción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; 55, fracción II, y 179 del Regla-
mento para el Gobierno Interno del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, somete a conside-
ración de esta soberanía iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se reforman y adicionan diversas dis-
posiciones de la Ley General de Responsabilidades
Administrativas, en materia de acoso y hostigamiento
sexual en el servicio público, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El ejercicio del servicio público exige algo más que el
cumplimiento formal de la ley, implica actuar con la
congruencia del cargo, la integridad y respeto hacia to-
das las personas. Sin embargo, dentro de las institu-
ciones aún se presentan conductas que vulneran estos
principios, particularmente aquellas relacionadas con
el acoso y el hostigamiento sexual.

2023 cerró con mil 380 denuncias y la mayoría de mu-
jeres que señalaron sufrir hostigamiento sexual en es-
cuelas, hospitales y dependencias gubernamentales.1

Este tipo de prácticas no sólo afectan a quien las pa-
dece, son actos que también deterioran el ambiente la-
boral, inhiben la participación en condiciones de
igualdad y debilitan la confianza en las autoridades. La
presencia de estas conductas refleja el uso indebido de
posiciones de poder y pone en evidencia la necesidad
de fortalecer los mecanismos de control y sanción.

Una situación que pareciera ser normalizada dentro de
diversos lugares de trabajo, sin embargo, es un flagelo
que debe ser erradicado, pues tan sólo como ejemplo,
uno de los casos más recientes se da en el estado de
Guanajuato:
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“Guanajuato. La Procuraduría de los Derechos
Humanos del Estado de Guanajuato (Prodheg) in-
vestiga 23 denuncias por acoso sexual presentadas
por mujeres que trabajan en cuatro dependencias
estatales y ocho gobiernos municipales, informó la
titular del organismo, Karla Alcaraz Olvera”.2

Y aunque el marco jurídico ha avanzado en materia de
responsabilidades administrativas, no siempre ofrece he-
rramientas claras para enfrentar estas situaciones con la
contundencia que ameritan. El acoso y hostigamiento se-
xual siguen siendo los grandes retos con el que, particu-
larmente, las mujeres tienen que lidiar a diario y sopor-
tar dichas conductas en sus lugares de trabajo, pues de lo
contrario pueden verse afectadas en lo que representa el
sustento económico de ellas y de sus familias.

Al respecto, nuestra Constitución, los tratados interna-
cionales e incluso las leyes generales como el Código
Penal Federal y la Ley General de Acceso de las Muje-
res a una Vida Libre de Violencias sancionan este tipo de
ilícitos, no obstante, la falta de una regulación específica
dentro de la Ley General de Responsabilidades Admi-
nistrativas genera espacios de ambigüedad que pueden
traducirse en respuestas insuficientes frente a hechos de
especial gravedad, sobre todo cuando un servidor públi-
co en su calidad de persona que ostenta un cargo u co-
misión de alto rango, abusa de su autoridad para come-
ter estos ilícitos en perjuicio de sus subordinadas.

“Las cinco instituciones públicas con el mayor nú-
mero de denuncias fueron Petróleos Mexicanos
(Pemex), con 155; la Universidad Nacional Autó-
noma de México (UNAM), con 128; la Universidad
Autónoma Metropolitana (UAM), con 40; el Cole-
gio de Bachilleres, con 38; el Instituto de Seguridad
y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado
(ISSSTE), con 28, mientras que el Servicio de Pro-
tección Federal (SPF) sumó 27.

También destaca que la mayoría de las quejas ter-
minaron archivadas o con sanciones leves a los res-
ponsables, como toma de cursos de sensibilización,
suspensión de días de trabajo o amonestaciones es-
critas o verbales”.3

Ante este panorama, la propuesta busca incorporar de
manera expresa dichas conductas como faltas adminis-
trativas graves, estableciendo consecuencias acordes
con el daño que provocan. Con ello, se pretende cerrar

vacíos normativos y dotar de mayor certeza a las auto-
ridades encargadas de su investigación y resolución.

De igual forma, en la presente propuesta se plantea re-
forzar las directrices que orientan el actuar de las per-
sonas servidoras públicas, incorporando la obligación
de conducirse bajo criterios de igualdad sustantiva.
Este elemento no se concibe únicamente como un
principio declarativo, sino como una pauta concreta de
comportamiento en el desempeño cotidiano.

El endurecimiento de las sanciones responde a la ne-
cesidad de generar un efecto preventivo real. La fina-
lidad no se limita a castigar, sino a desincentivar cual-
quier conducta que atente contra la dignidad y la
integridad de las personas dentro del ámbito institu-
cional. Refuércese con la siguiente jurisprudencia del
Poder Judicial de la Federación.

“Registro digital: 2029094
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito
Undécima Época
Materia(s): Laboral, Constitucional
Tesis: l.2o.T.18 L (11a.)
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Fede-
ración, Libro 39, Julio de 2024, Tomo 1, Volumen
2, página 1850
Tipo: Tesis Aislada

Acoso sexual en los centros de trabajo. Los pro-
cesos jurisdiccionales que involucren esa con-
ducta deben juzgarse con perspectiva de género
y garantizar la participación efectiva de la pre-
sunta víctima, aun cuando no sea parte procesal.

Hechos: Una persona trabajadora demandó de la
universidad patronal su reinstalación con motivo
del despido injustificado del que adujo fue objeto.
La demandada argumentó que la rescisión de su
contrato individual de trabajo se debió a la falta de
probidad y honradez, en virtud de los actos de aco-
so sexual en que incurrió contra una docente.

La Junta condenó a la reinstalación y demás presta-
ciones reclamadas. Criterio jurídico: Este Tribunal Co-
legiado de Circuito determina que los procesos juris-
diccionales que involucren acoso sexual en los centros
de trabajo deben juzgarse con perspectiva de género y
garantizar la participación efectiva de la presunta víc-
tima, aun cuando no sea parte procesal. Justificación:
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De conformidad con el parámetro de regularidad cons-
titucional del derecho de las mujeres a una vida libre
de violencia y a la erradicación del acoso en los cen-
tros de trabajo, establecido en los artículos 1°. y 4°.,
primer párrafo, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, 2 y 7 de la Convención inter-
americana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Vio-
lencia contra la Mujer “Convención de Belém do
Pará”, 4 y 10 del Convenio 190 sobre la Eliminación
de la Violencia y el Acoso en el Mundo del Trabajo, de
la Organización Internacional del Trabajo (OJT) y 1 de
la Convención sobre la Eliminación de Todas las For-
mas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, por
sus siglas en inglés), es obligación de los Estados es-
tablecer procedimientos justos y eficaces en los que se
garantice a la víctima la correcta investigación de los
actos de acoso sexual y su acceso efectivo a los mis-
mos; para ello es necesario dotarla de los elementos
que le permitan estar al tanto, no sólo del resultado de
aquéllos, sino también de su desarrollo, lo cual se cris-
taliza cuando se respeta su derecho de acceso a la in-
formación, se garantiza su participación efectiva y la
no revictimización. Por tanto, la autoridad laboral de-
be garantizar la participación efectiva de la presunta
víctima en el procedimiento, en aras de evitar su re-
victimización, aun cuando no sea parte procesal en el
juicio laboral, pues no debe obviarse su situación, to-
da vez que ello equivaldría a invisibilizar, normalizar
y perpetuar las desigualdades de un grupo histórica-
mente desaventajado, lo cual trata de erradicar la pers-
pectiva de género”.4

Por lo anteriormente expuesto, la iniciativa busca con-
tribuir a la construcción de espacios laborales más se-
guros, así como a consolidar una administración pú-
blica congruente con los valores que la legitiman.

Para una perspectiva más clara de esta iniciativa, se
presenta el siguiente cuadro comparativo:

Por las razones expuestas, en ejercicio de la facultad
conferida en el artículo 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, así co-
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mo en lo dispuesto por los artículos 6o., 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, se somete a
consideración del pleno de esta soberanía la iniciativa
con proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones de la Ley General de Responsabi-
lidades Administrativas

Artículo Único. Se reforman los artículos 6o., 7o. y
78, y se adiciona un artículo 64 Quinquies a la Ley Ge-
neral de Responsabilidades Administrativas, para que-
dar de la siguiente manera:

Artículo 6. Todos los entes públicos están obligados a
crear y mantener condiciones estructurales y normati-
vas que permitan el adecuado funcionamiento del Es-
tado en su conjunto, y la actuación ética y responsable
de cada Persona Servidora Pública, en el marco del
respeto a los derechos humanos reconocidos en la
Constitución federal, incluyendo la buena adminis-
tración pública y la perspectiva de género.

Artículo 7. Las Personas Servidoras Públicas obser-
varán en el desempeño de su empleo, cargo o comi-
sión, los principios de austeridad, disciplina, legali-
dad, objetividad, profesionalismo, honradez, lealtad,
imparcialidad, integridad, rendición de cuentas, efi-
cacia, eficiencia y racionalidad en el uso de los re-
cursos públicos, mismos que rigen el servicio públi-
co.

Para la efectiva aplicación de dichos principios, las
Personas Servidoras Públicas observarán las siguien-
tes directrices: 

I. a VII. …

VII Bis. Promover, respetar, proteger y garanti-
zar el respeto irrestricto en el marco de la igual-
dad sustantiva.

VIII. a XIII. …

Artículo 64 Quinquies. Son faltas administrativas
graves todos los actos de acoso u hostigamiento se-
xual realizado por parte de los servidores públicos.

Artículo 78. Las sanciones administrativas que im-
ponga el Tribunal a los Servidores Públicos, derivado

de los procedimientos por la comisión de faltas admi-
nistrativas graves, consistirán en:

I. a IV. ...

…

La suspensión del empleo, cargo o comisión que se
imponga podrá ser de treinta a noventa días naturales.
En casos de acoso u hostigamiento sexual las san-
ciones se aumentarán al doble de la que correspon-
da cuando el autor tuviere alguna relación laboral
que implique una subordinación de la víctima.

…

La inhabilitación en los casos de acoso u hostiga-
miento sexual será de seis a doce años.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 https://politica.expansion.mx/mexico/2024/11/28/denuncias-

acoso-sexual-aumentan-dependencias-degobierno 

2 https://www.elimparcial.com/mexico/2025/11/28/denuncian-servi-

doras-publicas-violencia-laboral-ysexual-la-proeuraduria-de-los-de-

rechos-humanos-del-estado-de-guanajuato-investiga-23-denuneias-

queinvolucran-a-funcionarias-de-12-dependencias-de-gobierno/ 

3 https://www.eluniversal.com.mx/nacion/crecen-acoso-y-agre-

sion-en-el-sector-publico/ 

4 https://bj.scjn.gob.mx/docuementos/tesis/2029094 

Senado de la República, sede de la 
Comisión Permanente, a 1 de julio de 2026.

Diputado Javier Taja Ramírez (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Transparencia y Anticorrupción. Julio 1

de 2026.)
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QUE REFORMA LAS FRACCIONES I Y XIV DEL ARTÍCULO

93 DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, RECIBIDA

DEL DIPUTADO DIEGO ÁNGEL RODRÍGUEZ BARROSO Y,
DIPUTADAS Y DIPUTADOS DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DEL PAN, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE

DEL MIÉRCOLES 1 DE JULIO DE 2026

El que suscribe, diputado Diego Ángel Rodríguez Ba-
rroso y, diputadas y diputados del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional en la LXVI Legislatu-
ra de la Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión, con fundamento en el artículo 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, someten a con-
sideración del pleno de esta soberanía iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman las frac-
ciones I y XIV del artículo 93 de la Ley del Impuesto
sobre la Renta, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La presente iniciativa tiene por objeto reformar la Ley
del Impuesto sobre la Renta para ampliar la exención
aplicable a las remuneraciones obtenidas por concepto
de tiempo extraordinario y a la participación de los
trabajadores en las utilidades de las empresas. Actual-
mente, ambos conceptos se encuentran gravados par-
cial o totalmente, lo que reduce el ingreso efectivo que
reciben las personas trabajadoras por actividades di-
rectamente relacionadas con su esfuerzo laboral.

La propuesta busca corregir esta situación mediante
modificaciones puntuales al artículo 93 de la Ley del
Impuesto sobre la Renta.

Las horas extra representan jornadas adicionales de
trabajo realizadas fuera del horario ordinario previsto
en la legislación laboral. En muchos casos, estas re-
muneraciones constituyen un ingreso complementario
necesario para cubrir gastos básicos relacionados con
alimentación, transporte, vivienda y servicios. No obs-
tante, el marco fiscal vigente establece límites de
exención que provocan que una parte de dichos ingre-
sos quede sujeta al pago del impuesto sobre la renta,
disminuyendo el beneficio económico que recibe el
trabajador por laborar tiempo adicional.

De igual forma, la participación de los trabajadores en
las utilidades de las empresas constituye un derecho
reconocido en el artículo 123 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos. Su finalidad

consiste en permitir que las personas trabajadoras par-
ticipen en los beneficios económicos generados por la
actividad productiva de las empresas.

Sin embargo, la legislación fiscal únicamente contem-
pla una exención parcial respecto de este ingreso, de-
jando gravado el excedente correspondiente. Esta si-
tuación limita el alcance económico de una prestación
laboral de naturaleza constitucional.

El artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos establece la obliga-
ción de contribuir al gasto público de manera propor-
cional y equitativa. En atención a este principio, co-
rresponde al Poder Legislativo revisar de forma
permanente las disposiciones fiscales vigentes para
garantizar que las contribuciones mantengan criterios
de justicia tributaria y proporcionalidad, especialmen-
te cuando recaen sobre ingresos derivados directamen-
te del trabajo.

Por su parte, el artículo 123 constitucional reconoce
diversos derechos laborales destinados a proteger el
trabajo y garantizar condiciones dignas para las perso-
nas trabajadoras. Entre dichos derechos se encuentran
el pago por tiempo extraordinario y la participación en
las utilidades de las empresas. Ambos conceptos tie-
nen una naturaleza distinta al salario ordinario, ya que
buscan compensar jornadas adicionales de trabajo o
permitir que los trabajadores participen en la riqueza
generada mediante la actividad productiva.

La Ley Federal del Trabajo regula el tiempo extraordi-
nario en sus artículos 66 y 67, estableciendo los su-
puestos en que éste puede prestarse y la forma en que
debe remunerarse. Asimismo, dicha legislación des-
arrolla el derecho de los trabajadores a participar en
las utilidades de las empresas, fijando bases y procedi-
mientos para su distribución.

Estas disposiciones evidencian que tanto las horas ex-
tra como las utilidades tienen una finalidad protectora
y compensatoria dentro del sistema laboral mexicano.

La Ley del Impuesto sobre la Renta regula en el artí-
culo 93 los ingresos exentos del pago del impuesto.
Actualmente, la fracción I establece que, tratándose de
trabajadores distintos a quienes perciben salario míni-
mo, únicamente se encuentra exento el cincuenta por
ciento de las remuneraciones obtenidas por concepto
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de tiempo extraordinario, además de existir un límite
equivalente a cinco veces el salario mínimo general
por semana de servicios. En consecuencia, una parte
importante de dichos ingresos continúa gravada.

De igual manera, la fracción XIV del artículo 93 esta-
blece límites de exención respecto de gratificaciones,
primas vacacionales y participación de utilidades. En
el caso de la participación de los trabajadores en las
utilidades de las empresas, la exención vigente única-
mente aplica hasta determinado límite, quedando el
excedente sujeto al pago del impuesto sobre la renta.
La presente iniciativa propone modificar ambas dispo-
siciones para ampliar la protección fiscal aplicable a
estos ingresos laborales.

Actualmente, miles de trabajadores realizan jornadas
extraordinarias con el propósito de complementar sus
ingresos ante el incremento constante en el costo de
bienes y servicios básicos. A pesar de ello, el trata-
miento fiscal vigente reduce el monto efectivamente
recibido por las personas trabajadoras, ya que una par-
te de las remuneraciones derivadas del tiempo extraor-
dinario se encuentra gravada. Esta situación afecta
particularmente a trabajadores de sectores donde las
jornadas adicionales son frecuentes por razones opera-
tivas o productivas.

En el caso de las utilidades, la problemática resulta si-
milar. Aunque la participación de utilidades constituye
un derecho constitucional y una prestación de natura-
leza social, el esquema fiscal vigente mantiene grava-
do el excedente de la exención prevista en la ley. Esto
provoca que las personas trabajadoras no reciban ínte-
gramente los recursos derivados de la productividad y
desempeño de las empresas en las que laboran.

La carga fiscal aplicable a estos conceptos genera una
disminución directa en el ingreso disponible de las fa-
milias trabajadoras. Tanto las horas extra como las uti-
lidades representan ingresos complementarios que
suelen destinarse a cubrir necesidades esenciales o
gastos extraordinarios. Por ello, resulta necesario revi-
sar aquellas disposiciones fiscales que reducen el al-
cance económico de prestaciones vinculadas directa-
mente con el trabajo realizado. Por tal motivo, la
presente iniciativa propone reformar las fracciones I y
XIV del artículo 93 de la Ley del Impuesto sobre la
Renta.

En materia de tiempo extraordinario, se plantea elimi-
nar el límite que actualmente permite exentar única-
mente el cincuenta por ciento de dichas remuneracio-
nes, así como el tope equivalente a cinco veces el
salario mínimo general por semana de servicios. Con
ello, la totalidad de las remuneraciones derivadas del
tiempo extraordinario quedará exenta del pago del im-
puesto sobre la renta, siempre que se respeten los lí-
mites previstos en la legislación laboral. Asimismo, se
propone establecer que la participación de los trabaja-
dores en las utilidades de las empresas quede total-
mente exenta del pago del impuesto sobre la renta. La
finalidad de esta medida consiste en garantizar que las
personas trabajadoras reciban íntegramente el benefi-
cio económico derivado de una prestación reconocida
constitucionalmente y vinculada directamente con la
productividad de las empresas.

Las reformas planteadas buscan fortalecer el ingreso
efectivo de las personas trabajadoras mediante un tra-
tamiento fiscal más favorable respecto de ingresos de-
rivados del esfuerzo laboral y de prestaciones recono-
cidas por la legislación mexicana. La iniciativa no
modifica derechos laborales ni obligaciones patrona-
les, sino únicamente el régimen de exención previsto
en la Ley del Impuesto sobre la Renta para determina-
dos ingresos derivados de la relación de trabajo.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, sometemos
a consideración de esta honorable asamblea la si-
guiente iniciativa con proyecto de 

Decreto que reforma las fracciones I y XIV del ar-
tículo 93 de la Ley del Impuesto sobre la Renta

Único. Se reforman las fracciones I y XIV del artícu-
lo 93 de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

Artículo 93. …

I. Las prestaciones distintas del salario que reciban
los trabajadores del salario mínimo general para una
o varias áreas geográficas, calculadas sobre la base
de dicho salario, cuando no excedan de los mínimos
señalados por la legislación laboral, así como las re-
muneraciones por concepto de tiempo extraordinario
o de la prestación de servicios que se realice en los
días de descanso sin disfrutar de otros en sustitución,
hasta el límite establecido en la legislación laboral,
que perciban dichos trabajadores. Tratándose de los
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demás trabajadores, la totalidad de las remunera-
ciones que perciban por concepto de tiempo ex-
traordinario o de la prestación de servicios que se re-
alice en los días de descanso sin disfrutar de otros en
sustitución estará exenta del pago del impuesto so-
bre la renta, siempre que no exceda de los límites
previstos en la Ley Federal del Trabajo.

II. a XIII. …

XIV. Las gratificaciones que reciban los trabajado-
res de sus patrones, durante un año de calendario,
hasta el equivalente del salario mínimo general del
área geográfica del trabajador elevado a 30 días,
cuando dichas gratificaciones se otorguen en forma
general; así como las primas vacacionales que otor-
guen los patrones durante el año de calendario a sus
trabajadores en forma general, hasta por el equiva-
lente a 15 días de salario mínimo general del área
geográfica del trabajador, por cada uno de los con-
ceptos señalados. Tratándose de la participación
de los trabajadores en las utilidades de las em-
presas, ésta estará totalmente exenta. Tratándose
de primas dominicales, hasta por el equivalente de
un salario mínimo general del área geográfica del
trabajador por cada domingo que se labore.

XV. a XXIX. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el 1 de
enero del ejercicio fiscal siguiente al de su publicación
en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. El Servicio de Administración Tributaria
deberá realizar las adecuaciones administrativas y nor-
mativas necesarias para la correcta aplicación del pre-
sente decreto dentro de los noventa días naturales si-
guientes a su entrada en vigor.

Senado de la República, sede de la 
Comisión Permanente, a 1 de julio de 2026.

Diputado Diego Ángel Rodríguez Barroso (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Hacienda y Crédito Público. Julio 1 de

2026.)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 11 DE LA LEY GENERAL DE

DERECHOS LINGÜÍSTICOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS,
RECIBIDA DE LA DIPUTADA MARÍA DEL CARMEN NAVA

GARCÍA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PVEM, EN

LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCO-
LES 1 DE JULIO DE 2026

La que suscribe, diputada María del Carmen Nava
García, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México en la LXVI Legislatura
de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto por los artí-
culos 71, fracción II, y 78, fracción III, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; la
fracción I numeral 1 del artículo 6 y los artículos 77 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
te a consideración de esta Comisión Permanente del
Congreso de la Unión iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se reforma el artículo 11 de la Ley Ge-
neral de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indíge-
nas, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

México es una nación pluricultural sustentada en sus
pueblos indígenas, es uno de los países con mayor di-
versidad lingüística en el mundo. De acuerdo con el
Instituto Nacional de Lenguas Indígenas, en el país
existen 68 lenguas indígenas y 364 variantes lingüísti-
cas, lo que posiciona al país entre los diez con mayor
diversidad lingüística.1

De acuerdo con la Ley General de Derechos Lingüís-
ticos de los Pueblos Indígenas, las lenguas indígenas
forman parte del patrimonio cultural y lingüístico de
nuestro país, constituyendo una nación pluricultural
que se sustenta, de acuerdo a la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, en los pueblos indí-
genas.

En México, la diversidad cultural y lingüística repre-
senta un elemento fundamental de la identidad nacio-
nal. De acuerdo con el Instituto Nacional de Estadísti-
ca y Geografía (Inegi), el Censo de Población y
Vivienda identificó que, en 2023, en México, 39.2 mi-
llones de personas son indígenas, 7.4 millones de per-
sonas de tres años y más hablaban alguna lengua indí-
gena y 7 millones de personas cumplían con ambas
condiciones. Las entidades con mayores porcentajes
de población indígena fueron: Oaxaca con 26.3 por
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ciento; Yucatán con 24.3 por ciento; Chiapas con 22.4
por ciento; Guerrero con 13.5 por ciento y Quintana
Roo con 12.9 por ciento. 19.1 por ciento de la pobla-
ción indígena de 15 años y más era analfabeta; entre la
no indígena de ese mismo grupo de edad lo era sólo
2.8 por ciento.2

Sin embargo, esta riqueza cultural enfrenta una ame-
naza real. Diversos estudios del Instituto Nacional de
Lenguas Indígenas (Inali) señalan que 60 por ciento de
lenguas indígenas se encuentran en riesgo de desapari-
ción, debido principalmente a la interrupción en su
transmisión intergeneracional y a la falta de políticas
públicas efectivas para su preservación.3

Lo que alguna vez fue una herramienta viva para en-
tender y explicar el mundo, se reduce al mero registro
de su existencia en archivos históricos, como un fósil
lingüístico.

Aunado a ello, las condiciones estructurales de des-
igualdad agravan la problemática. Datos recientes
muestran que los hablantes de lenguas indígenas se en-
cuentran entre los sectores más vulnerables del país,
con niveles de pobreza superiores al promedio nacio-
nal, especialmente en estados como Guerrero, Oaxaca
y Chiapas.4

El Instituto Nacional de Lenguas Indígenas reconoce
que el náhuatl es la lengua indígena con mayor núme-
ro de hablantes; no obstante, múltiples variantes se en-
cuentran en riesgo, principalmente por falta de entor-
nos de uso y herramientas modernas de aprendizaje.

El idioma náhuatl pertenece a la familia lingüística yu-
to-nahua y se distribuye históricamente en cuatro re-
giones etnolingüísticas de México. Estas regiones son
Bajío Pacífico, Centro Huasteca Golfo, Pacífico Sur y
la región Maya o Sureste, además de contar con asen-
tamientos contemporáneos en el norte del país.5

Según el Catálogo de las Lenguas Indígenas Naciona-
les: variantes lingüísticas de México con sus auto de-
nominaciones y referencias geoestadísticas, el náhuatl
tiene asentamiento histórico en 16 estados de la Repú-
blica Mexicana; a saber: Morelos, Puebla, Veracruz,
Hidalgo, Guerrero, San Luis Potosí, Nayarit, Durango,
Estado de México, Tlaxcala, Oaxaca, Michoacán, Ciu-
dad de México, Colima, Jalisco y Tabasco.

La Organización de las Naciones Unidas para la Edu-
cación, la Ciencia y la Cultura (Unesco) advierte que
miles de lenguas están en peligro de desaparición y
que su pérdida implica la extinción de conocimientos,
cosmovisiones y sistemas culturales completos.

El acceso a la educación en contextos indígenas conti-
núa siendo limitado. De acuerdo con análisis recien-
tes: entre la población indígena, las niñas, niños y ado-
lescentes que sólo hablan una lengua indígena son los
que sufren un mayor rezago. Entre estas comunidades,
uno de cada diez niños y niñas no van a la escuela con
regularidad.

Por otra parte, aunque sí van a la escuela, la mayoría
no recibe clases en su lengua materna, lo que les difi-
culta enormemente el aprendizaje. Hay escuelas indí-
genas y comunitarias que, además de carecer de recur-
sos para el mantenimiento de sus instalaciones y
equipo escolar, no cuentan con ningún docente que ha-
ble las lenguas maternas de los estudiantes, por lo que
las clases se imparten en un segundo idioma como el
español. Como consecuencia, uno de cada diez ado-
lescentes que sólo habla una lengua indígena y está en
edad de asistir a la preparatoria o al bachillerato (entre
15 y 17 años) aún cursa la primaria o secundaria.6

Persisten altos niveles de analfabetismo y baja cober-
tura en educación media superior y superior. Estas ci-
fras evidencian que, a pesar de los avances normati-
vos, el derecho a una educación bilingüe e
intercultural aún no se materializa plenamente.

Adicionalmente, la falta de materiales digitales educa-
tivos en lenguas indígenas, así como la escasez de do-
centes capacitados, limita significativamente el apren-
dizaje en lengua materna.

En nuestro país existe un marco legal que reconoce y
protege los derechos lingüísticos; sin embargo, la bre-
cha entre la ley y la práctica persiste. Aunque se man-
data la preservación y difusión de las lenguas indíge-
nas, no se establecen garantías concretas, para el
desarrollo de herramientas tecnológicas de aprendiza-
je.7 Donde la digitalización es el principal medio de
acceso al conocimiento.

La educación intercultural bilingüe es un mandato del
Estado; no obstante, enfrenta limitaciones estructura-
les, particularmente en el acceso a materiales didácti-
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cos innovadores y plataformas digitales que conecten
con las nuevas generaciones.8

En el marco del Decenio Internacional de las Lenguas
Indígenas (2022-2032) impulsado por la Unesco, se
reconoce que las tecnologías digitales son fundamen-
tales para la preservación lingüística.9

Las plataformas digitales y aplicaciones móviles per-
miten:

- Documentar lenguas en riesgo mediante audio, vi-
deo y texto.

- Generar materiales educativos accesibles y escala-
bles.

- Facilitar el aprendizaje autónomo en cualquier lu-
gar.

- Vincular a las nuevas generaciones con su lengua
materna mediante herramientas tecnológicas.

Por lo tanto, en pleno siglo XXI, la preservación de las
lenguas indígenas no puede limitarse a esquemas tra-
dicionales. La evidencia demuestra que la exclusión
digital profundiza la pérdida lingüística, mientras que
la tecnología representa una herramienta clave para re-
vertir esta tendencia.

El propio Inali ha desarrollado acervos digitales como
el Acervo de Lenguas Indígenas Nacionales (ALIN),
lo que demuestra que la digitalización es ya una línea
estratégica de política pública.

Sin embargo, estas acciones aún no se encuentran ple-
namente integradas de forma obligatoria dentro del
sistema educativo nacional.

Ahora, a nivel internacional, el uso de plataformas di-
gitales ha demostrado ser una herramienta eficaz para
la enseñanza de idiomas, ampliando el acceso y facili-
tando el aprendizaje autónomo. México no puede que-
darse atrás en la digitalización de su patrimonio lin-
güístico.10

Particularmente en entidades como Guerrero, donde
existe una alta presencia de pueblos originarios, la fal-
ta de herramientas accesibles contribuye a la pérdida
del idioma y a la exclusión social de sus hablantes.11

La presente iniciativa se sustenta en la necesidad de:

1. Evitar la desaparición de las lenguas indígenas.
La pérdida de una lengua implica la desaparición
de conocimientos, cosmovisiones e identidad cul-
tural.

2. Reducir la desigualdad educativa. El acceso a
plataformas digitales puede compensar la falta de
infraestructura educativa en comunidades remotas.

3. Fortalecer la identidad cultural. El uso de tecno-
logías permite que las nuevas generaciones se apro-
pien de su lengua en contextos contemporáneos.

4. Modernizar la política pública lingüística. El Es-
tado mexicano debe transitar hacia un modelo de
educación intercultural digital.

Esta reforma no sólo atiende una deuda histórica con
los pueblos indígenas, sino que representa una acción
urgente para salvaguardar el patrimonio lingüístico de
la nación.

Por ello, planteo incorporar de manera expresa que en
los niveles medio superior y superior, se integren obli-
gatoriamente plataformas digitales y aplicaciones mó-
viles para:

- El aprendizaje de lenguas indígenas.

- Su preservación y documentación.

- El fortalecimiento del multilingüismo.

- La promoción de la interculturalidad.

Las autoridades educativas deberán:

- Desarrollar contenidos digitales en lenguas indí-
genas.

- Garantizar accesibilidad tecnológica en comuni-
dades indígenas.

- Fomentar la innovación educativa con enfoque in-
tercultural.

La aprobación de esta reforma permitirá:
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- Incrementar el número de hablantes mediante he-
rramientas digitales accesibles.

- Reducir la brecha educativa en comunidades indí-
genas.

- Impulsar el desarrollo de tecnología educativa en
lenguas indígenas.

- Posicionar a México como referente internacional
en preservación lingüística digital.

Además, se generará un ecosistema de innovación que
involucre:

- Instituciones educativas.

- Comunidades indígenas.

- Desarrolladores tecnológicos.

- Organismos internacionales.

Por lo tanto, es fundamental y necesario incluir a los
pueblos indígenas en las plataformas digitales ya que la
inclusión digital no es sólo acceso a la tecnología. Es
un derecho humano que potencia la autodeterminación,
la preservación cultural y el desarrollo económico.

Es por eso que esta iniciativa no crea nuevas institu-
ciones ni burocracia; fortalece y garantiza a las exis-
tentes, como la Secretaría de Educación Pública y el
Instituto Nacional de Lenguas Indígenas, alineándose
con las recomendaciones de la Unesco sobre preserva-
ción de lenguas mediante tecnología. Además, reduce
disparidades educativas, fortalece identidad cultural y
mejora inclusión de comunidades indígenas.

No basta con reconocer derechos si no se garantizan.
No basta con mencionar lenguas si no se hablan. Y no
basta con legislar si no se cumple lo dispuesto en la
Ley.

Esta situación ha generado una división entre el reco-
nocimiento legal y la realidad social, donde lenguas
como el náhuatl continúan en proceso de desplaza-
miento, particularmente entre las nuevas generaciones.

En ese sentido, la presente iniciativa no representa un
gasto ni requiere un recurso presupuestal, tampoco

pretende duplicar disposiciones existentes, sino forta-
lecerlas mediante la incorporación de obligaciones es-
pecíficas, medibles exigibles con resultados verifica-
bles que garanticen su cumplimiento efectivo a través
del uso de tecnologías digitales.

Por ello, se propone reformar el artículo 11 de la Ley
General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indí-
genas, para quedar como sigue:

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a
consideración de esta honorable asamblea la siguiente
iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforma el artículo 11 de la
Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pue-
blos Indígenas

Artículo Único. Se reforma el artículo 11 de la Ley
General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indí-
genas, para quedar como sigue:

Artículo 11. Las autoridades educativas federales y de
las entidades federativas, garantizarán que la pobla-
ción indígena tenga acceso a la educación obligatoria,
bilingüe e intercultural, y adoptarán las medidas nece-
sarias para que en el sistema educativo se asegure el
respeto a la dignidad e identidad de las personas, así
como a la práctica y uso de su lengua indígena. Asi-
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mismo, en los niveles medio y superior, se fomentará
la inclusión de plataformas digitales para su apren-
dizaje, preservación, fortalecimiento, la intercultu-
ralidad, el multilingüismo y el respeto a la diversidad
y los derechos lingüísticos.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Consultado en Instituto Nacional de Lenguas Indígenas. Pron-

tuarios de Frases de Cortesía en Lenguas Indígenas. Consultado en

el siguiente link: https://site.inali.gob.mx/Micrositios/Prontua-

rios/index.html#:~:text=Prontuarios%20en%20Lenguas%20Ind%

C3%A Dgenas&text=M%C3%A9xico%20con%20la%20presen-

cia%20de,y%20compartirlo%20con%20otras%20personas

2 Consultado en Instituto Nacional de Estadística y Geografía. Es-

tadísticas Internacional de Pueblos Indígenas. Agosto 2025, pag. 1,

en el siguiente: https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladepren-

sa/aproposito/2025/EAP_PuebIndig_25.pdf

3 Consultado en IIALI (Instituto Iberoamericano de Lenguas Indí-

genas), Lenguas Indígenas, en peligro de extinción. Septiembre

2025, en el siguiente: https://www.iiali.org/lenguas-indigenas-en-

peligro-de-extincion/#:~:text=Seg%C3%BAn%20el%20Cen-

so%20de%20Poblaci%C3%B3n,las%20Lenguas%20Ind%C3%A

Dgenas%20de%20M%C3%A9xico.

4 Consultado en EL PAIS. La población vulnerable ante la pobre-

za en México. Agosto 2025. en el siguiente: https://elpais.com/me-

xico/2025-08-14/la-poblacion-mas-vulnerable-ante-la-pobreza-

en-mexico-son-los-hablantes-de-lenguas-indigenas-y-los-ninos-m

enores-de-cinco-anos.html

5 Consultado en INALI. Lengua Nawatlahtolli (náhuatl). Mayo

2025, en el siguiente: https://www.inali.gob.mx/detalle/lengua-na-

watlahtolli-nahuatl

6 Consultado en UNICEF. Inclusión Educativa. 2025-2026 en el

siguiente: https://www.unicef.org/mexico/inclusi%C3%B3n-edu-

cativa

7 Consultado en Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pue-

blos Indígenas, en el siguiente: https://www.diputados.gob.mx/Le-

yesBiblio/pdf/257.pdf

8 Consultado en Ley General de Educación, en el siguiente:

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGE.pdf

9 UNESCO. Un futuro digital para las lenguas indígenas. Consul-

tado en el siguiente link: https://www.unesco.org/es/articles/un-fu-

turo-digital-para-las-lenguas-indigenas-reflexiones-del-foro-de-

alianzas

10 OECD. Digital Education. Consultado en el siguiente link:

https://www.oecd.org/education/

11 CONEVAL. Pobreza y Población Indígena. Consultado en el si-

guiente link: https://www.coneval.org.mx/

Senado de la República, sede de la 
Comisión Permanente, a 1 de julio de 2026.

Diputada María del Carmen Nava García (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Pueblos Indígenas y Afromexicanos.

Julio 1 de 2026.)

CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL

PÁRRAFO PRIMERO Y SE ADICIONA UN PÁRRAFO TERCERO

A LA FRACCIÓN II Y UN PÁRRAFO SEGUNDO A LA FRAC-
CIÓN III, DEL ARTÍCULO 170; Y SE REFORMA LA FRACCIÓN

XV DEL ARTÍCULO 133; DE LA LEY FEDERAL DEL TRA-
BAJO, PRESENTADA POR LA DIPUTADA SANDRA PATRICIA

PALACIOS MEDINA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE

MORENA, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE

DEL MIÉRCOLES 1 DE JULIO DE 2026

La que suscribe, Diputada Federal Sandra Patricia
Palacios Medina, integrante del Grupo Parlamentario
de Morena en la LXVI Legislatura de la Cámara de
Diputados del Honorable Congreso de la Unión; con
fundamento en lo establecido por los artículos 71 frac-
ción II y 78, párrafo segundo, fracción III de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y,
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55, fracción II y 179 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos someto a consideración de esta Asamblea
la presente iniciativa con proyecto de decreto, en ma-
teria de protección integral a las personas trabajadoras
gestantes por duelo perinatal y neonatal, con funda-
mento en la siguiente:

Exposición de Motivos

A pesar de que la redacción de la Ley Federal del Tra-
bajo ha buscado brindar la mayor protección a las ma-
dres trabajadoras, amparando el periodo de recupera-
ción de su cuerpo antes, durante y después del parto;
muchas personas gestantes aún enfrentan hostigamien-
to laboral o inclusive un despido injustificado cuando
el empleador considera que el permiso de maternidad
no tiene razón de existir por haber muerto el recién na-
cido durante el parto o en los días subsecuentes.

En nuestro país, los despidos de las personas gestantes
que han sufrido la pérdida de un bebé (muerte perina-
tal o neonatal) son una realidad que a menudo se cru-
za con la violencia obstétrica y la discriminación labo-
ral. A pesar de los avances sociales y legislativos que
han existido en materia de protección de los derechos
de las mujeres y del combate a la discriminación en ra-
zón de género, hoy en día, algunas personas emplea-
doras, continúan concibiendo la protección de la ma-
ternidad con un enfoque funcional, en el cual el
descanso concebido a través del permiso de materni-
dad se otorga para el cuidado del recién nacido, dejan-
do de lado la importancia del propio cuidado físico y
mental de la persona gestante.

De acuerdo con la Organización Mundial de la Salud
(OMS),1 “el cuerpo de las personas gestantes experi-
menta cambios sustanciales durante el período postna-
tal, que son provocados por efectos hormonales y físi-
co mecánicos. Estos cambios negativamente la
experiencia postnatal de una mujer”, entre los sínto-
mas más frecuentes se encuentran el dolor perineal, el
dolor de los espasmos o involución uterinos, la incon-
tinencia urinaria y fecal, y la congestión mamaria. Di-
chos síntomas que experimenta la persona gestante en
el periodo postnatal (definido por la OMS como aquel
que comienza inmediatamente después del nacimiento
del bebé y que se extiende hasta las seis semanas pos-
teriores), son independientes del estado de salud del
recién nacido, pues son resultado propio de los cam-

bios físicos y hormonales producidos por la gestación,
el trabajo de parto y el alumbramiento.

Resulta de interés para los fines de la presente exposi-
ción mencionar que, de acuerdo con la OMS, el primer
mes de vida es el periodo más vulnerable para la su-
pervivencia de niñas y niños. Se estima que a nivel
mundial durante el año 2022 fallecieron 2,3 millones
de recién nacidos en los primeros 28 días de vida, lo
que significa que durante el periodo neonatal ocurrie-
ron casi la mitad (47%) de todas las muertes de niñas
y niños menores de 5 años.2

Por su parte, el Instituto Nacional de Estadística y Ge-
ografía (INEGI) informó que durante el año 2024 en
México se registraron 22,031 muertes fetales; de las
cuales el 81.8% ocurrieron antes del parto y el 16.8%
durante el mismo, además, el Instituto estima que su-
cedieron 8 muertes neonatales por cada 1000 recién
nacidos vivos, según datos referenciados a 2021; sien-
do las principales causas el nacimiento prematuro, las
malformaciones congénitas, sepsis neonatal y asfixia
perinatal.

Asimismo, es necesario mencionar que de acuerdo con
el Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación
(CONAPRED) y el Consejo para Prevenir y Eliminar
la Discriminación de la CDMX (COPRED), la discri-
minación laboral ocasionada por el embarazo y la ma-
ternidad continúan siendo las principales causas de
queja que atienden, durante el periodo comprendido
entre el 2017 y el 2022 se registraron cientos de que-
jas relacionadas con la maternidad, con un 84% de in-
cidencia en el sector privado.

Con base en los datos citados, es posible aducir el gra-
do de vulnerabilidad que enfrentan las personas ges-
tantes que después del parto se encuentran en un esta-
do de recuperación física crítica sin la presencia de su
hija o hijo. La ausencia de una disposición específica
sobre la continuidad de los permisos de maternidad
ante la pérdida perinatal y neonatal ha ocasionado que
algunas personas empleadoras coaccionen o amenacen
a las personas gestantes para que regresen a sus labo-
res durante los primeros días de la muerte de sus be-
bés, sin considerar la necesidad fisiológica y psicoló-
gica que ellas tienen de recuperarse.

La protección de las madres trabajadoras y de las per-
sonas gestantes y, por lo tanto, el permiso de materni-
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dad se encuentra amparado por el artículo 123 Aparta-
do A) fracción V de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos,3 por el artículo 170 del Títu-
lo Quinto de la Ley Federal del Trabajo (LFT),
dedicado al “Trabajo de las Mujeres” y por la Ley del
Seguro Social. Específicamente en la LFT se estable-
ce que:

Artículo 170.- Las madres trabajadoras tendrán los
siguientes derechos:

I. Durante el período del embarazo, no realizarán
trabajos que exijan esfuerzos considerables y signi-
fiquen un peligro para su salud en relación con la
gestación, tales como levantar, tirar o empujar
grandes pesos, que produzcan trepidación, estar de
pie durante largo tiempo o que actúen o puedan al-
terar su estado psíquico y nervioso;

II. Disfrutarán de un descanso de seis semanas an-
teriores y seis posteriores al parto. A solicitud ex-
presa de la trabajadora, previa autorización escrita
del médico de la institución de seguridad social que
le corresponda o, en su caso, del servicio de salud
que otorgue el patrón, tomando en cuenta la opinión
del patrón y la naturaleza del trabajo que desempe-
ñe, se podrá transferir hasta cuatro de las seis sema-
nas de descanso previas al parto para después del
mismo. En caso de que los hijos hayan nacido con
cualquier tipo de discapacidad o requieran atención
médica hospitalaria, el descanso podrá ser de hasta
ocho semanas posteriores al parto, previa presenta-
ción del certificado médico correspondiente.

En caso de que se presente autorización de médicos
particulares, ésta deberá contener el nombre y nú-
mero de cédula profesional de quien los expida, la
fecha y el estado médico de la trabajadora.

II Bis. En caso de adopción de un infante disfruta-
rán de un descanso de seis semanas con goce de
sueldo, posteriores al día en que lo reciban;

III. Los períodos de descanso a que se refiere la
fracción anterior se prorrogarán por el tiempo nece-
sario en el caso de que se encuentren imposibilita-
das para trabajar a causa del embarazo o del parto;

IV. En el período de lactancia hasta por el término
máximo de seis meses, tendrán dos reposos extraor-

dinarios por día, de media hora cada uno, para ali-
mentar a sus hijos, en lugar adecuado e higiénico
que designe la empresa, o bien, cuando esto no sea
posible, previo acuerdo con el patrón se reducirá en
una hora su jornada de trabajo durante el período
señalado;

V. Durante los períodos de descanso a que se refie-
re la fracción II, percibirán su salario íntegro. En los
casos de prórroga mencionados en la fracción III,
tendrán derecho al cincuenta por ciento de su sala-
rio por un período no mayor de sesenta días;

VI. A regresar al puesto que desempeñaban, siem-
pre que no haya transcurrido más de un año de la fe-
cha del parto; y

VII. A que se computen en su antigüedad los perio-
dos pre y postnatales.

De este artículo se desprende que el permiso por ma-
ternidad es un descanso total de 12 semanas con go-
ce de sueldo íntegro y que dicho periodo se distribu-
ye en 6 semanas previas al parto y 6 posteriores al
mismo; sin embargo, pueden transferirse hasta 4 se-
manas correspondientes al periodo previo al parto al
periodo posterior a éste, obteniendo con ello un total
de aproximadamente 10 semanas para el periodo del
postparto. Además, la ley establece que en caso de
que el recién nacido nazca con alguna discapacidad
o se requiera atención médica hospitalaria por algu-
na complicación, se podrá ampliar el periodo de des-
canso.

Asimismo, es importante mencionar que el artículo
133 fracción XV de la LFT prohíbe expresamente a las
personas empleadoras “Despedir a una trabajadora o
coaccionarla directa o indirectamente para que renun-
cie por estar embarazada, por cambio de su estado ci-
vil o por tener el cuidado de hijos menores.”

Aunado al marco jurídico anteriormente esbozado, la
Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido
en diversas Tesis que el descanso laboral al que tiene
derecho la persona gestante después del parto tiene
como objetivo principal asegurar su recuperación físi-
ca con independencia del resultado del alumbramien-
to. Por ejemplo: la Tesis XVII.1o.C.T.78 L (10a.) es-
tablece que las trabajadoras tienen derecho al descanso
obligatorio y al pago de salario íntegro “sin importar
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las circunstancias del alumbramiento”, pues el fin
constitucional es la preservación de la salud de la mu-
jer.

Y la Tesis 2a./J.66/2017 que establece un criterio de
estabilidad laboral reforzada por el cual las mujeres en
periodo de maternidad gozan de una protección de ma-
yor intensidad y, por lo tanto, eliminan la carga de la
prueba para la trabajadora cuando se aduce un despido
por embarazo o maternidad.

Además del marco jurídico nacional, es necesario
mencionar que el Estado Mexicano está obligado a ac-
tuar dentro de un marco jurídico basado en estándares
internacionales de protección a la mujer y a la familia,
como son:

El Convenio 183 de la Organización Internacional
del Trabajo4 (OIT) sobre la Protección de la salud de
la madre y del recién nacido; que establece que las li-
cencias de maternidad deberán tener una duración de
al menos 14 semanas (o más en caso de enfermedad o
complicaciones) que incluyen un periodo de 6 sema-
nas de licencia obligatorias posteriores al parto y que
la duración de dicha licencia es crucial para que la per-
sona gestante se recupere del parto y regrese al traba-
jo. Considerando el contenido anteriormente descrito
del Convenio y empleando una interpretación pro-per-
sona del mismo, es necesario aducir que la recupera-
ción física de la persona gestante tras un parto es un
derecho autónomo que no fenece con la muerte de su
hija o hijo.

Asimismo, el artículo 11 de la Convención sobre la
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación
contra la Mujer (CEDAW) obliga a los Estados parte a
prohibir el despido por motivo de embarazo o licencia
de maternidad y a implementar licencias con goce de
sueldo íntegro sin pérdida del empleo. Por tal motivo,
el que obliguen a una persona gestante a interrumpir el
descanso otorgado a través de una licencia por mater-
nidad después de una pérdida perinatal o neonatal,
constituye una forma de discriminación por condición
de salud y género.

A pesar del marco jurídico anteriormente esbozado,
hay personas empleadoras que obligan a las personas
gestantes a terminar anticipadamente su permiso de
maternidad y reincorporarse a sus jornadas laborales.
Es por ello que se requiere una acción legislativa in-

mediata que subsane el vacío legal y elimine la ambi-
güedad que maliciosamente han usado las personas
empleadoras y que garantice que el derecho al descan-
so y la estabilidad laboral otorgados a través del per-
miso de maternidad sean absolutos, con independencia
del desenlace del producto del embarazo; permitiendo
a las personas gestantes una recuperación física ade-
cuada, transitar las molestias del postparto y enfrentar
el sufrimiento y la angustia que ocasiona el duelo por
la pérdida de su hija o hijo para avanzar en alcanzar su
estabilidad emocional.

Por los argumentos anteriormente expuestos, la pre-
sente iniciativa pretende evitar los abusos de algunas
personas empleadoras al establecer explícitamente la
irrevocabilidad de los periodos de descanso y recu-
peración otorgados a través del permiso por materni-
dad, dejando en claro que la muerte del recién naci-
do no extingue el derecho al descanso y
recuperación; además se incluye la posibilidad de
otorgar una prórroga al multicitado permiso, cuando
la salud mental de la persona gestante se encuentre
comprometida a causa de la muerte de la o él recién
nacido. Dicha posibilidad es un avance en la inter-
pretación del derecho laboral con un enfoque centra-
do en el ser humano, pues reconoce que el impacto
emocional debe ser atendido igual que el fisiológico
y que por lo tanto los periodos de recuperación pue-
den ser distintos.

Asimismo, haciendo uso de un lenguaje inclusivo y
pro-persona, se realiza la adecuación del concepto ma-
dre por el de “personas gestantes” con base en los in-
formes de la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos y las directrices emitidas por la Organiza-
ción Mundial de la Salud y el Alto Comisionado de la
ONU, que busca garantizar que la protección médica y
legal del embarazo debe centrarse en el cuerpo que
gesta y no excluir a nadie por motivos de identidad de
género.

En este mismo orden de ideas resulta indispensable es-
tablecer que la Suprema Corte de Justicia de la Nación
ha emitido diversos criterios a través de sus sentencias
para establecer que la denominación jurídica correcta
en materia de derechos reproductivos es el término de
“personas gestantes” o “personas con el derecho a la
dignidad humana, a la igualdad y a la autonomía indi-
vidual.5
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Con base en lo anteriormente expuesto y fundado, me
permito someter a la consideración de esta H. Asam-
blea, la siguiente Iniciativa con Proyecto de:

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL PÁ-
RRAFO PRIMERO Y SE ADICIONA UN PÁ-
RRAFO TERCERO A LA FRACCIÓN II Y UN
PÁRRAFO SEGUNDO A LA FRACCIÓN III,
DEL ARTÍCULO 170; Y SE REFORMA LA
FRACCIÓN XV DEL ARTÍCULO 133; DE LA
LEY FEDERAL DEL TRABAJO.

Artículo Único. Se reforma el párrafo primero y se
adicionan un párrafo tercero a la fracción II y un pá-
rrafo segundo a la fracción III, del artículo 170; y se
reforma la fracción XV del artículo 133; de la Ley Fe-
deral del Trabajo, para quedar de la siguiente manera:

Artículo 170. Las personas trabajadoras gestantes y
en situación de maternidad tendrán los siguientes de-
rechos:

I. …;

II. ...

...

En caso de que se produzca la muerte perinatal o
muerte neonatal del producto, este derecho no po-
drá ser suspendido, reducido o revocado en ningu-
na circunstancia, garantizando el tiempo total para
la recuperación física de la persona trabajadora ges-
tante y el manejo del duelo.

II Bis. …;

III. Los períodos de descanso a que se refiere la
fracción II se prorrogarán por el tiempo necesario
en el caso de que se encuentren imposibilitadas pa-
ra trabajar a causa del embarazo o del parto;

En los casos de pérdida perinatal o neonatal, la tra-
bajadora tendrá derecho a una prórroga adicional de
hasta dos semanas, previa solicitud acompañada del
certificado médico psicológico, para atención a la
salud mental y el manejo del duelo.

IV a la VII. …

Artículo 133. Queda prohibido a los patrones o a sus
representantes:

I. a la XIV. …

XV. Despedir a una persona trabajadora gestante y
en situación de maternidad o coaccionarla para que
renuncie por estar embarazada, por cambio de esta-
do civil o por tener el cuidado de hijos menores, por
haber adoptado, o por haber sufrido una pérdida pe-
rinatal o neonatal. Se presumirá un acto discrimina-
torio cualquier cese ocurrido dentro de los cuatro
meses posteriores a dicho evento.

XVI a la XVIII. …

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas:

1. Organización Panamericana de la Salud. Recomendaciones de

la OMS sobre cuidados maternos y neonatales para una experien-

cia posnatal positiva. Washington, DC: OPS; 2022. Disponible en:

https://doi.org/10.37774/9789275326817

2. Organización Mundial de la Salud. Muerte Neonatal. 14 de mar-

zo de 2024. Consultado en: https://www.who.int/es/news-

room/fact-sheets/detail/newborn-mortality

3. Las mujeres durante el embarazo no realizarán trabajos que exi-

jan un esfuerzo considerable y signifiquen un peligro para su salud

en relación con la gestación; gozarán forzosamente de un descan-

so de seis semanas anteriores a la fecha fijada aproximadamente

para el parto y seis semanas posteriores al mismo, debiendo perci-

bir su salario íntegro y conservar su empleo y los derechos que hu-

bieren adquirido por la relación de trabajo. En el período de lac-

tancia tendrán dos descansos extraordinarios por día, de media

hora cada uno para alimentar a sus hijos.

4. Fue adoptado el 15 de junio de 2000 durante la 88ª Reunión de

la Conferencia Internacional del Trabajo, con la finalidad de pro-

mover la igualdad de oportunidades y la salud de las madres y sus

hijas e hijos.

5. SCJN, Semanario Judicial de la Federación. Acción de Incons-

titucionalidad 72/2021 y su acumulada 74/2021. Undécima Época.
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Registro digital: 31577. Consultado en:

https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/ejecutoria/31577

Salón de sesiones del Senado de la República, sede
de la Comisión Permanente, a 1 de julio del 2026.

Diputada Sandra Patricia Palacios Medina (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Trabajo y Previsión Social. Julio 1 de

2026.)

QUE REFORMA LAS LEYES FEDERAL DEL TRABAJO, DEL

SEGURO SOCIAL, FEDERAL DE LOS TRABAJADORES AL

SERVICIO DEL ESTADO, Y DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD

Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ES-
TADO, EN MATERIA DE LICENCIA LABORAL COMPLEMEN-
TARIA, RECIBIDA DEL DIPUTADO ECTOR JAIME RAMÍREZ

BARBA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN, EN LA

SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE LLEVADA A CABO

EL MIÉRCOLES 1 DE JULIO DE 2026

El que suscribe, diputado Ector Jaime Ramírez Barba,
en nombre de las y los integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional en la LXVI Le-
gislatura del Congreso de la Unión, con fundamento
en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos y en ejercicio
de la facultad que confieren el 6, numeral 1, fracción
I; 77, numeral 1; y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta honorable
asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se reforma el artículo 170 y se adicio-
nan el artículo 170 Bis, el artículo 170 Ter y la fracción
XXVII ter del artículo 132 a la Ley Federal del Traba-
jo; se adicionan los artículos 96 Bis y 140 Ter a la Ley
del Seguro Social; se reforma el artículo 28 y se adi-
ciona la fracción XI al artículo 43 de la Ley Federal de

los Trabajadores al Servicio del Estado, reglamentaria
del Apartado B) del artículo 123 constitucional; y se
adiciona el artículo 37 Ter a la Ley del Instituto de Se-
guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del
Estado; en materia de licencia laboral complementaria
por nacimiento pretérmino, discapacidad del recién
nacido u hospitalización neonatal, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

I. Antecedentes y fundamento constitucional

La presente iniciativa encuentra sustento directo en
mandatos constitucionales de aplicación inmediata; el
artículo 4° de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos consagra el interés superior de la
niñez como principio rector de toda norma y política
pública que afecte a personas menores de edad, y re-
conoce el derecho a la protección de la salud como ga-
rantía individual exigible al Estado. Ambos principios
no son enunciados programáticos, la Suprema Corte
de Justicia de la Nación SCJN ha establecido que ge-
neran obligaciones concretas e inmediatas de garantía
a cargo del Estado mexicano, incluyendo la obligación
de legislar para eliminar obstáculos normativos que
impidan su ejercicio pleno.

El artículo 123, Apartado A, fracción V, y Apartado B,
fracción XI, inciso c), de la propia Constitución esta-
blecen las bases del sistema de protección a la mater-
nidad en el empleo, tanto en el sector privado como en
el sector público; estas disposiciones imponen al Con-
greso de la Unión la obligación de desarrollar legisla-
ción secundaria que garantice efectivamente la protec-
ción durante el embarazo, el parto y el puerperio.

El artículo 1o. constitucional, en sus párrafos segundo
y tercero, consagra los principios de igualdad y no dis-
criminación y el de progresividad de los derechos hu-
manos, que prohíben al legislador adoptar medidas re-
gresivas en materia de derechos sociales y le obligan a
avanzar progresivamente hacia su plena efectividad;
por ello la presente iniciativa es una expresión directa
de ese mandato progresivo.

II. Marco convencional internacional

México es parte de los siguientes instrumentos inter-
nacionales de derechos humanos directamente aplica-
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bles a la materia de esta iniciativa, incorporados al
bloque de constitucionalidad por el artículo 1o. de la
Constitución:

1. Convención sobre los Derechos del Niño
(CDN), ratificada por México en 1990. El artículo
18 establece la responsabilidad primordial y com-
partida de ambos progenitores en la crianza y el
desarrollo del niño, priorizando su interés superior;
el artículo 24 reconoce el derecho del niño al dis-
frute del más alto nivel posible de salud, con obli-
gación estatal de adoptar medidas apropiadas para
reducir la mortalidad infantil y neonatal.

2. Pacto Internacional de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales (PIDESC), ratificado por
México en 1981; en su artículo 10 establece la obli-
gación de conceder especial protección a las madres
durante un período razonable antes y después del
parto, con licencia remunerada. Además, en el artí-
culo 12 obliga a los Estados a adoptar medidas pa-
ra reducir la mortinatalidad y la mortalidad infantil.

3. Convención sobre la Eliminación de Todas las
Formas de Discriminación contra la Mujer (CE-
DAW), ratificada por México en 1981; la cual en su
artículo II, numeral 2, inciso b), prohíbe el despido
por razón de maternidad y obliga a implantar la li-
cencia de maternidad con sueldo pagado. También,
el Comité CEDAW ha señalado que las licencias de
maternidad insuficientes para situaciones de vulne-
rabilidad neonatal constituyen una forma de discri-
minación indirecta por razón de género.

4. Convención sobre los Derechos de las Perso-
nas con Discapacidad (CDPD), ratificada por Mé-
xico en 2007; en su artículo 23, párrafo 2, obliga a
los Estados a garantizar los derechos y obligaciones
de las personas con discapacidad en lo que respecta
a la tutela de los hijos, y el artículo 25 garantiza el
más alto nivel posible de salud sin discriminación
por motivos de discapacidad; esta Convención es
directamente aplicable al supuesto de recién naci-
dos con discapacidad que regula la presente inicia-
tiva.

En materia de estándares laborales internacionales, el
Convenio 183 de la Organización Internacional del
Trabajo (OIT) sobre la Protección de la Maternidad
(2000) establece un mínimo de catorce semanas de li-

cencia de maternidad; si bien México no ha ratificado
formalmente dicho Convenio, sus disposiciones consti-
tuyen el estándar internacional de referencia en la ma-
teria y han sido invocados por los órganos del Sistema
Universal de Derechos Humanos al evaluar el cumpli-
miento de México con el PIDESC y la CEDAW. Por lo
tanto, la Comisión de Seguridad Social de la Cámara de
Diputados debería considerar oportuno impulsar, como
medida complementaria a la presente reforma, las ges-
tiones necesarias para la ratificación del Convenio 183
OIT por parte del Estado mexicano.

III. Diagnóstico epidemiológico Situación global

De acuerdo con datos de la Organización Panamerica-
na de la Salud (OPS), 1 de cada 10 bebés nace de for-
ma prematura y cada 40 segundos muere uno de ellos
a causa de complicaciones asociadas a la prematuri-
dad.1 El informe “Nacidos demasiado pronto: una dé-
cada de acción sobre la prematuridad” (Born too soon:
Decade of action on preterm birth), elaborado por la
Organización Mundial de Salud, OPS, UNICEF y
UNFPA, documenta que entre 2010 y 2020 nacieron
152 millones de neonatos prematuros en todo el mun-
do, con tasas que no han mostrado reducción signifi-
cativa en ninguna región.2

La prematuridad es la primera causa de mortalidad en
menores de cinco años a nivel global, representando
más de una quinta parte de los fallecimientos en ese
grupo de edad;3 las disparidades en supervivencia son
dramáticas: mientras en países de bajos ingresos so-
brevive solo 1 de cada 10 neonatos extremadamente
prematuros (menos de 28 semanas de gestación), en
países de alto ingreso la supervivencia supera 90 por
ciento.4 Esta brecha evidencia que la mortalidad neo-
natal prematura es el resultado de la insuficiencia de
políticas, sistemas de salud y marcos normativos.

Los factores de riesgo asociados al parto prematuro in-
cluyen el embarazo adolescente, la preeclampsia, las
infecciones maternas y condiciones socioeconómicas
de vulnerabilidad, según la OMS; su concurrencia con
la falta de políticas laborales protectoras agrava los re-
sultados neonatales.

Situación en México

En México, el nacimiento prematuro constituye un
problema de salud pública de primera magnitud; la Se-
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cretaría de Salud reporta que cada año nacen aproxi-
madamente 200,000 neonatos prematuros en el país,
esto es, antes de completar las 37 semanas de gesta-
ción;5 ello representa aproximadamente 10 por ciento
del total de nacimientos anuales registrados.

Las entidades federativas con mayor prevalencia de
parto pretérmino son Aguascalientes (10.3 por ciento),
Zacatecas (10.0 por ciento) y la Ciudad de México
(9.4 por ciento), según el Observatorio Materno Infan-
til de la Universidad Iberoamericana, con base en re-
gistros de salud 2020-2022.6

Las secuelas de la prematuridad en el neonato son se-
veras y frecuentemente irreversibles: afecciones cere-
brales, cardíacas, renales e intestinales, alteraciones
del desarrollo vascular retiniano que pueden derivar en
miopía y retinopatía, parálisis cerebral, sordera, ce-
guera y retrasos del desarrollo;7 adicionalmente, estos
niños presentan mayor predisposición a enfermedades
crónico-degenerativas en la edad adulta, lo que genera
costos sanitarios y sociales de largo plazo.

Clasificación clínica de la prematuridad

La norma oficial mexicana NOM-007-SSA2-2016 de-
fine, en su numeral 3.25, el nacimiento pretérmino co-
mo aquel “que ocurre antes de las 37 semanas com-
pletas (menos de 259 días) de gestación.” Las
subcategorías clínicamente relevantes son:8

Prematuro extremo: menos de 28 semanas de ges-
tación

Muy prematuro: 28 a 32 semanas de gestación

Prematuro moderado a tardío: 32 a 37 semanas
de gestación

En cuanto al peso al nacer, se distinguen:

Peso extremadamente bajo al nacer (PEBN): me-
nos de mil gramos

Muy bajo peso al nacer (MBPN): mil a mil 499
gramos

Bajo peso al nacer (BPN): mil 500 a 2 mil 500 gra-
mos

Tiempo de hospitalización requerido

El tiempo de hospitalización en unidad de cuidados in-
tensivos neonatales varía directamente con la edad
gestacional al nacer; según el IMSS, la estancia hospi-
talaria depende de las semanas de gestación, el peso y
las complicaciones que se presenten: los prematuros
cercanos a las 38 semanas pueden requerir de una a
dos semanas de hospitalización; los menores de 32 se-
manas que requieren ventilación mecánica por inma-
durez pulmonar pueden necesitar más de un mes de in-
ternamiento.9

La evidencia clínica documenta que aproximadamente
50 por ciento de los prematuros extremos requiere so-
porte ventilatorio prolongado, y hasta un 25 por cien-
to desarrolla complicaciones graves, como enterocoli-
tis necrosante, que extienden significativamente la
estancia hospitalaria.10

IV. Fundamento clínico-Eficacia del método canguro

La OMS reconoce el método canguro, basado en el
contacto piel con piel prolongado, como una interven-
ción esencial que reduce la mortalidad neonatal en
hasta 30 por ciento, previene infecciones y favorece el
desarrollo neurológico.11

El metaanálisis “Kangaroo Mother Care and Neonatal
Outcomes” (Pediatrics, 2016) demostró que, en neo-
natos con bajo peso al nacer, el método canguro redu-
jo:12

La mortalidad: 36 por ciento menos que con cuidados
convencionales

El riesgo de sepsis neonatal: 47 por ciento de reduc-
ción

La hipotermia: 78 por ciento de reducción

La hipoglucemia: 88 por ciento de reducción

La rehospitalización: 58 por ciento de reducción

Incremento de la lactancia materna exclusiva: 50
por ciento

La guía clínica más reciente de la OMS (Kangaroo
mother care: a clinical practice guide, 2025) confirma
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además que los beneficios del método canguro se pro-
longan hasta la edad escolar y adulta, observándose
mejoras significativas en desarrollo cerebral, función
cognitiva, rendimiento académico y reducción de con-
ductas hiperactivas, con impactos positivos incluso en
los ingresos salariales en la vida adulta.13 El mismo
documento estima un ahorro de mil 546 dólares por
cada año de vida ajustado por calidad (QALY), evi-
denciando que la inversión en presencia parental es al-
tamente costo-efectiva para el sistema de salud.

Es importante señalar que la guía de la OMS reco-
mienda de manera explícita involucrar al padre como
cuidador activo del método canguro, señalando que su
participación fortalece el vínculo paterno-filial, permi-
te a la madre descansar y reduce el estrés y la ansiedad
de ambos progenitores.

La presencia parental como derecho del neonato

La presencia parental durante la hospitalización neo-
natal no es un beneficio accesorio para los progenito-
res, sino un componente clínico del tratamiento del re-
cién nacido; forzar la reincorporación laboral de
madres o padres mientras su hijo permanece en unidad
de cuidados intensivos neonatales no es solo un pro-
blema laboral; es una barrera sanitaria que impide la
aplicación de una intervención médicamente reconoci-
da y científicamente validada.

V. Vacío normativo vigente

El artículo 170, fracción II, de la Ley Federal del Tra-
bajo vigente otorga a la madre trabajadora seis sema-
nas de descanso prenatal y seis semanas de descanso
postnatal, con posibilidad de transferir hasta cuatro se-
manas del período prenatal al posnatal; en el caso de
hijos nacidos con discapacidad o que requieran aten-
ción hospitalaria, la disposición vigente amplía única-
mente a ocho semanas el período postnatal.

Sin embargo, como se ha documentado en el diagnósti-
co epidemiológico, un neonato prematuro extremo pue-
de requerir entre ocho y doce semanas de hospitalización
en unidades de cuidados intensivos neonatales, período
que desborda ampliamente el máximo de ocho semanas
previsto. Para los padres trabajadores, la Ley Federal del
Trabajo únicamente contempla cinco días hábiles de li-
cencia de paternidad, lapso manifiestamente insuficiente
ante una hospitalización neonatal prolongada.

Esta insuficiencia no es un problema de aplicación ad-
ministrativa, sino un vacío normativo sustantivo: la
ley no contempla el supuesto de la hospitalización ne-
onatal prolongada como situación diferenciada que re-
quiere protección especial; por ello, la solución no
puede provenir de una circular de la Secretaría de Tra-
bajo y Previsión Social STPS, de un acuerdo del Con-
sejo Técnico del IMSS ni de una NOM, porque:

1. El derecho a la licencia con goce de sueldo y pro-
tección del empleo tiene reserva de ley conforme al
artículo 123 constitucional; no puede crearse por
vía reglamentaria o administrativa.

2. Los subsidios de la LSS que afecten el régimen
financiero de cuotas requieren modificación legisla-
tiva expresa, como lo ha confirmado la SCJN al in-
terpretar el sistema de prestaciones del seguro de
enfermedades y maternidad.

3. La CEDAW y el PIDESC obligan al Estado a
adoptar medidas legislativas para eliminar la discri-
minación en el empleo por razón de maternidad; las
medidas administrativas sin respaldo legal son in-
suficientes para cumplir con esa obligación conven-
cional.

La vía legislativa propuesta es, por tanto, la única
constitucionalmente correcta para subsanar el vacío
identificado en esta materia. Ninguna alternativa ad-
ministrativa es suficiente para garantizar el derecho de
manera universal, vinculante y justiciable; solo la re-
forma legal satisface esos requisitos.

Impacto regulatorio estimado

El universo potencial de beneficiarios se estima en
aproximadamente 20 mil casos anuales de nacimientos
prematuros; considerando una tasa de formalidad la-
boral de 60 por ciento entre las madres, el universo del
IMSS alcanza aproximadamente 120 mil casos anua-
les. Adicionalmente, los supuestos de discapacidad ne-
onatal y hospitalización por otras complicaciones am-
plían el universo de cobertura.

Con una duración media estimada de licencia adicio-
nal de cinco semanas y un salario base de cotización
promedio de las cotizantes del seguro de maternidad,
el costo anual estimado para el IMSS se sitúa en un
rango de 3 mil 500 a 5 mil millones de pesos, equiva-
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lente a aproximadamente entre 0.4 y 0.6 por ciento del
gasto anual en prestaciones del Instituto. Este costo
debe valorarse en contraste con el ahorro estimado de
mil 546 dólares por QALY documentado por la OMS
para el método canguro, así como con la reducción de
costos de rehospitalización neonatal (58 por ciento de
reducción, según el metaanálisis de Pediatrics, 2016).
Por ello, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público,
en coordinación con el IMSS e ISSSTE, realizarán el
análisis actuarial definitivo en los términos del artícu-
lo transitorio correspondiente.

VI. Perspectiva de género y corresponsabilidad pa-
rental

La Organización para la Cooperación y el Desarrollo
Económicos, OCDE, señala que normalizar el uso de
la licencia parental por parte de los padres puede ayu-
dar a reducir la discriminación basada en el género en
el lugar de trabajo y disminuir el riesgo de que solo las
mujeres asuman las licencias, mitigando así la “pena-
lización de la maternidad”, esto es, los impactos nega-
tivos en los ingresos, la progresión profesional y la au-
tosuficiencia económica de las madres.14

En coherencia con este diagnóstico, la presente inicia-
tiva diseña la licencia complementaria como un dere-
cho de ambos progenitores, transferible de forma se-
cuencial, sin que pueda ejercerse de manera
simultánea; este diseño promueve la corresponsabili-
dad parental y reduce la concentración de la carga de
cuidado en la madre trabajadora, en línea con las obli-
gaciones del Estado mexicano derivadas de la CE-
DAW y con los estándares de la OCDE.

Asimismo, la iniciativa incorpora una disposición ex-
presa para las personas trabajadoras que ejercen en so-
litario la patria potestad, guarda o custodia, garanti-
zando que la ausencia de un segundo progenitor no
reduzca el tiempo total de licencia al que tiene derecho
el neonato. Esta provisión corrige una omisión de la
normativa vigente que generaba discriminación indi-
recta contra familias monoparentales, en contraven-
ción del artículo 1o. constitucional.

VII. Derecho comparado

Tres experiencias legislativas directamente relevantes
informan el diseño de la presente iniciativa:

España-Real Decreto-Ley 6/2019: La legislación
española suspende el período de descanso postnatal
cuando el neonato requiere hospitalización a conti-
nuación del parto, reanudando el cómputo a partir
del alta médica; este modelo garantiza que las se-
manas de licencia se utilizan para el cuidado del be-
bé en el hogar, no durante su hospitalización. La
presente iniciativa adopta un diseño complementa-
rio: en lugar de suspender la licencia ordinaria, crea
una licencia adicional proporcional al período de
hospitalización, lo que resulta más favorable para
los trabajadores mexicanos en el contexto del siste-
ma laboral nacional.

Chile-Ley 20.545 de Permiso Postnatal Parental
(2011): La legislación chilena permite que el per-
miso postnatal parental se inicie desde el alta médi-
ca del neonato hospitalizado, no desde el nacimien-
to; la experiencia chilena es el antecedente
latinoamericano más directo y exitoso de imple-
mentación de una licencia parental complementaria.

Colombia-Artículo 236 Código Sustantivo del
Trabajo (reformado por Ley 1822/2017): Colom-
bia establece que la licencia de maternidad se ex-
tiende proporcionalmente cuando el parto ocurre
antes de la semana 37 de gestación; este modelo de
extensión proporcional a la prematuridad es recogi-
do parcialmente en la presente iniciativa a través de
los dos niveles de duración diferenciados por grado
de prematuridad.

VIII. Contenido de cada modificación propuesta

8.1. Reforma al artículo 170 de la LFT-Eliminación
de la disposición insuficiente

La fracción II del artículo 170 vigente establece que,
en caso de hijos con discapacidad o que requieran
atención hospitalaria, el descanso podrá ser de hasta
ocho semanas posteriores al parto. Esta disposición re-
sulta normativamente insuficiente, porque ocho sema-
nas son inadecuadas para los supuestos de prematuri-
dad extrema que pueden requerir hospitalizaciones de
doce o más semanas, según la evidencia clínica docu-
mentada. Se propone suprimir ese texto para dar paso
al artículo 170 Quáter, que regula el supuesto con ma-
yor precisión, duración proporcional y garantías ade-
cuadas; la eliminación evita además la coexistencia de
dos regímenes distintos para el mismo supuesto, que
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generaría conflicto de aplicación e incertidumbre jurí-
dica.

8.2. Adición del artículo 170 Ter de la LFT-Defini-
ciones

La certeza jurídica, garantizada por el artículo 14
constitucional, exige que los términos que activan
derechos laborales estén definidos en la ley o con re-
misión precisa a norma que los defina. La iniciativa
crea el artículo 170 Ter con cuatro definiciones esen-
ciales para la correcta aplicación del artículo 170
Quáter: nacimiento pretérmino (con remisión expre-
sa a la NOM-007-SSA2-2016, que ya lo define en su
numeral 3.25); hospitalización neonatal (con criterio
objetivo de 72 horas continuas de internamiento);
discapacidad del recién nacido (con remisión a la Ley
General para la Inclusión de las Personas con Disca-
pacidad); y persona recién nacida (primeros 28 días
de vida extrauterina, conforme a definición médica
estándar), sin estas definiciones, distintas institucio-
nes y empleadores podrían aplicar criterios dispares
para determinar si el supuesto se actualiza, generan-
do desigualdad en el acceso al derecho y litigiosidad
evitable.

8.3. Adición del artículo 170 Quáter de la LFT-De-
recho a la licencia complementaria

El artículo 170 Quáter constituye el núcleo de la re-
forma en el régimen del sector privado; establece la li-
cencia complementaria, proporcional al tiempo de
hospitalización, con dos niveles de duración diferen-
ciados por grado de prematuridad, conforme a la evi-
dencia clínica: hasta doce semanas para prematuros
extremos (menores de 28 semanas o peso igual o infe-
rior a mil gramos) y hasta seis semanas para prematu-
ros moderados (28 a 37 semanas) o nacimientos a tér-
mino con hospitalización prolongada. La
diferenciación por nivel de prematuridad es clínica-
mente pertinente y proporcional: los prematuros extre-
mos requieren el mayor tiempo de hospitalización y,
por tanto, la mayor extensión de la licencia.

El artículo define los requisitos mínimos del certifica-
do médico, tanto institucional como privado, para ac-
tivar el derecho, dotando de certeza jurídica tanto al
trabajador como al empleador y previniendo el uso
fraudulento del beneficio.

Establece una cláusula expresa para familias monopa-
rentales: cuando solo existe un progenitor con relación
laboral activa, la duración máxima de la licencia será
la suma de los períodos máximos establecidos para
madre y padre, hasta el límite del tiempo efectivo de
hospitalización; esta disposición corrige la discrimina-
ción indirecta contra los hogares monoparentales que
resultaría de un diseño que solo funciona cuando exis-
ten dos progenitores.

Finalmente, el artículo establece la consecuencia jurí-
dica del incumplimiento patronal: la negativa a
otorgar la licencia constituye una violación a las dis-
posiciones de protección al trabajo, sujetando al pa-
trón a las sanciones del artículo 992 de la LFT, y acti-
va la presunción de despido injustificado con todos los
efectos del artículo 48 de la LFT; esta consecuencia es
congruente con la jurisprudencia de la SCJN sobre es-
tabilidad laboral reforzada en supuestos de maternidad
(ADR 1035/2021).

8.4. Adición de la fracción XXVII Ter al artículo
132 de la LFT-Obligación patronal

La obligación laboral que se crea en el artículo 170 Ter
requiere correlativo en el catálogo de obligaciones del
patrón del artículo 132; la fracción XXVII Ter precisa
que la obligación incluye el goce íntegro del salario y
la prohibición de despido durante el período de la li-
cencia, dotando de claridad normativa a la obligación
patronal y facilitando su exigibilidad ante las juntas o
tribunales laborales.

8.5. Adición de los artículos 96 Bis y 140 Ter a la
LSS-Subsidio del IMSS

El artículo 96 Bis se ubica en la Sección Primera del
Capítulo IV de la LSS (prestaciones en especie del se-
guro de enfermedades y maternidad) y establece la
prestación institucional del IMSS para el seguimiento
médico neonatal durante la licencia.

El artículo 140 Ter, ubicado en la Sección Tercera del
mismo Capítulo (prestaciones en dinero), regula el
subsidio económico: cien por ciento del salario base
de cotización durante el período de la licencia com-
plementaria; crucialmente, este artículo establece re-
quisitos propios del subsidio, diferenciados de los del
artículo 102 de la LSS: se exonera expresamente el re-
quisito de semanas mínimas cotizadas, porque exigir-
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lo excluiría a las trabajadoras recientes o con cotiza-
ción irregular, justamente el sector más vulnerable, en
contravención del principio pro persona aplicado por
la SCJN al subsidio de maternidad (AR 444/2022); el
plazo máximo de cinco días hábiles para resolver la
solicitud garantiza la oportunidad del beneficio.

8.6. Se adiciona un segundo párrafo al artículo 28 y
adición de la fracción XI al artículo 43 de la
LFTSE-Sector público

Las modificaciones a la LFTSE armonizan el régimen
de los trabajadores del Estado con el del sector priva-
do, garantizando igual protección; la reforma al artícu-
lo 28 incorpora la licencia complementaria en el mis-
mo artículo que regula el descanso por maternidad,
para asegurar su aplicación como parte del régimen de
protección a la maternidad de los servidores públicos.
La fracción XI del artículo 43 establece la correlativa
obligación de los titulares de las dependencias.

8.7. Adición del artículo 37 Ter a la LISSSTE-Régi-
men del ISSSTE

El artículo 37 Ter establece la licencia complementa-
ria para los derechohabientes del ISSSTE en términos
equivalentes a los de la LFT, adaptados a la estructura
y terminología de la LISSSTE; se establece de mane-
ra expresa que este artículo tiene carácter especial res-
pecto al artículo 40 de la LISSSTE (licencias médicas
ordinarias), y que ambos mecanismos no pueden otor-
garse simultáneamente para cubrir el mismo período
de hospitalización, eliminando la antinomia operativa
que resultaría de la coexistencia de dos procedimien-
tos sin jerarquía definida.

De aprobarse, la iniciativa se generaría un impacto
concreto y verificable en cuatro dimensiones:

1. Cada año, aproximadamente 200,000 familias
con neonatos prematuros en México podrían bene-
ficiarse de la licencia complementaria; la posibili-
dad de que madres y padres permanezcan junto al
recién nacido durante la hospitalización facilitaría
la aplicación del método canguro, intervención clí-
nicamente validada que reduce la mortalidad neo-
natal hasta en 36 por ciento, la sepsis en 47 por
ciento y la rehospitalización en 58 por ciento. En
términos de costo-efectividad, la OMS estima un
ahorro de mil 546 dólares por año de vida ajustado

por calidad, lo que convierte la inversión legislativa
en una medida financieramente racional para el sis-
tema de salud.

2. Se eliminaría el vacío normativo actual: ningún
trabajador del sector privado ni público tendría
que elegir entre conservar su empleo y acompañar
a un hijo en estado crítico; la protección se ex-
tiende a ambos progenitores, con diseño transferi-
ble y secuencial que promueve la corresponsabili-
dad.

3. Al incluir al padre como titular del derecho, se re-
duce la “penalización de la maternidad” documen-
tada por la OCDE, los efectos negativos en ingresos
y carrera profesional que afectan desproporcionada-
mente a las madres, y se avanza hacia una distribu-
ción más equitativa del trabajo de cuidado.

4. México armonizaría su legislación laboral con
los estándares del PIDESC, la CEDAW y la CDN,
y se alinearía con las mejores prácticas de España,
Chile y Colombia, reduciendo el rezago normativo
en la materia.

Por lo expuesto, se somete a consideración de la ho-
norable asamblea el siguiente:

Decreto que reforma el artículo 170 y se adicionan
el artículo 170 Bis, el artículo 170 Ter y la fracción
XXVII Ter del artículo 132 a la Ley Federal del
Trabajo; se adicionan los artículos 96 Bis y 140 Ter
a la Ley del Seguro Social; se reforma el artículo 28
y se adiciona la fracción XI al artículo 43 de la Ley
Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado,
Reglamentaria del Apartado B) del Artículo 123
Constitucional; y se adiciona el artículo 37 Ter a la
Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales
de los Trabajadores del Estado

Artículo Primero. Se adiciona la fracción XXVII Ter
al artículo 132; se reforma el primer párrafo de la frac-
ción II del artículo 170; y se adicionan, el artículo 170
Ter y el artículo 170 Quáter a la Ley Federal del Tra-
bajo, para quedar como sigue:

Artículo 132. Son obligaciones de los patrones:

I. a XXVII Bis. ...
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XXVII Ter. Otorgar a las personas trabajadoras la
licencia complementaria por nacimiento pretérmi-
no, discapacidad del recién nacido u hospitalización
neonatal a que se refiere el artículo 170 Ter de esta
Ley, con goce íntegro de salario y con prohibición
de despido durante su disfrute. La negativa a otor-
gar dicha licencia constituirá violación a las dispo-
siciones de protección al trabajo en los términos del
artículo 992 de esta Ley;

XXVIII. a XXXIV. …

Artículo 170. Las madres trabajadoras tendrán los si-
guientes derechos:

I. …

II. Disfrutarán de un descanso de seis semanas ante-
riores y seis posteriores al parto. A solicitud expresa
de la trabajadora, previa autorización escrita del mé-
dico de la institución de seguridad social que le co-
rresponda o, en su caso, del servicio de salud que
otorgue el patrón, tomando en cuenta la opinión del
patrón y la naturaleza del trabajo que desempeñe, se
podrá transferir hasta cuatro de las seis semanas de
descanso previas al parto para después del mismo.

En caso de que se presente autorización de médicos
particulares, ésta deberá contener el nombre y nú-
mero de cédula profesional de quien los expida, la
fecha y el estado médico de la trabajadora.

II Bis. a VII. …

Artículo 170 Ter. Para los efectos del artículo 170
Quáter de esta ley, se entenderá por:

I. Nacimiento pretérmino: el que ocurre antes de
las 37 semanas completas de gestación, conforme a
la norma oficial correspondiente;

II. Hospitalización neonatal: el internamiento de
la persona recién nacida en unidad hospitalaria por
un período mínimo de setenta y dos horas conti-
nuas, prescrito por médico tratante, con motivo de
complicaciones de salud derivadas directamente del
nacimiento;

III. Discapacidad del recién nacido: la condición
diagnosticada al nacimiento o como consecuencia

directa del proceso del parto, que implique una de-
ficiencia física, mental, intelectual o sensorial de
carácter permanente o de larga duración, en térmi-
nos de la Ley General para la Inclusión de las Per-
sonas con Discapacidad; y

IV. Persona recién nacida: la persona en los pri-
meros veintiocho días de vida extrauterina.

Artículo 170 Quáter. Las madres o padres trabajado-
res cuyas hijas o hijos recién nacidos se ubiquen en al-
guno de los supuestos de nacimiento pretérmino, dis-
capacidad o hospitalización neonatal definidos en el
artículo 170 Bis de esta Ley, tendrán derecho a una li-
cencia complementaria proporcional al tiempo efecti-
vo de hospitalización del recién nacido, con goce ínte-
gro de salario y protección del empleo, sin exceder los
períodos siguientes:

I. Hasta doce semanas adicionales, en casos de na-
cimiento antes de la semana 28 de gestación o con
peso igual o inferior a mil gramos al nacer; y

II. Hasta seis semanas adicionales, en casos de na-
cimiento entre la semana 28 y la semana 37 de ges-
tación, o en nacimientos a término que requieran
hospitalización neonatal por complicaciones graves
de salud.

La licencia podrá ejercerse por la madre o por el padre
de manera transferible y secuencial, sin que ambos la
disfruten simultáneamente. Cuando la persona trabaja-
dora sea el único progenitor con relación laboral acti-
va y ejerza en solitario la patria potestad, guarda o cus-
todia de la persona recién nacida, la duración máxima
de la licencia será la suma de los períodos previstos en
las fracciones I o II del presente artículo, según co-
rresponda, hasta el límite del tiempo efectivo de hos-
pitalización.

La licencia cesará cuando ocurra cualquiera de las cir-
cunstancias siguientes:

a) Por alta médica de la persona recién nacida;

b) Por fallecimiento de la persona recién nacida, o

c) Por agotamiento del período máximo establecido
en las fracciones I o II de este artículo.
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Para activar la licencia, la persona trabajadora deberá
presentar ante el patrón la constancia médica que acre-
dite el supuesto correspondiente, expedida por institu-
ción de salud pública o privada legalmente reconoci-
da. La constancia deberá contener, como mínimo:
nombre y número de cédula profesional del médico
tratante; nombre completo y fecha de nacimiento de la
persona recién nacida; diagnóstico que motiva la hos-
pitalización, el nacimiento pretérmino o la discapaci-
dad; edad gestacional al momento del nacimiento; fe-
cha de inicio del internamiento; tiempo estimado de
hospitalización; y nombre y registro de la institución
de salud expedidora.

La negativa o el impedimento del patrón para que la
persona trabajadora ejerza la licencia prevista en este
artículo constituirá violación a las disposiciones de
protección al trabajo, sujetando al patrón a las sancio-
nes previstas en el artículo 992 de esta Ley. En dicho
supuesto, la persona trabajadora tendrá a su favor la
presunción de despido injustificado relacionado con la
condición de salud de la persona recién nacida, con to-
dos los efectos previstos en el artículo 48 de esta Ley.

Artículo Segundo. Se adicionan los artículos 96 Bis y
140 Ter a la Ley del Seguro Social, para quedar como
sigue:

Artículo 96 Bis. El Instituto prestará a las personas
derechohabientes los servicios de seguimiento médico
neonatal especializado durante el período de la licen-
cia complementaria prevista en el artículo 170 Quáter
de la Ley Federal del Trabajo o en las disposiciones
equivalentes de la Ley Federal de los Trabajadores al
Servicio del Estado. Dichos servicios se otorgarán en
la unidad médica del Instituto que corresponda al do-
micilio de la persona recién nacida, sin requisito adi-
cional de semanas cotizadas.

Artículo 140 Ter. El Instituto otorgará un subsidio
equivalente al cien por ciento del salario base de coti-
zación a las madres o padres trabajadores asegurados
que ejerzan la licencia complementaria prevista en el
artículo 170 Quáter de la Ley Federal del Trabajo, du-
rante el período efectivo de la licencia y hasta el má-
ximo establecido en dicho artículo.

Para el otorgamiento del subsidio previsto en este artí-
culo se requerirá:

I. Que la persona asegurada tenga vigente su rela-
ción laboral al momento del nacimiento pretérmino,
el diagnóstico de discapacidad o el inicio de la hos-
pitalización neonatal;

II. Que se presente ante el Instituto la constancia
médica que acredite el supuesto activador de la li-
cencia, en los términos del artículo 170 Quáter de la
Ley Federal del Trabajo, y

III. Que la persona asegurada no ejerza trabajo re-
munerado durante el período de la licencia.

El requisito de semanas mínimas de cotización previs-
to en el artículo 102, fracción I, de esta Ley no será
exigible para el otorgamiento del subsidio regulado en
el presente artículo.

El Instituto expedirá la resolución sobre la proceden-
cia del subsidio en un plazo máximo de cinco días há-
biles contados a partir de la presentación de la cons-
tancia médica y demás documentación requerida.

El subsidio previsto en este artículo se financiará con
cargo al seguro de enfermedades y maternidad.

Las licencias cuyo subsidio se otorgue conforme a es-
te artículo cesarán en los términos del artículo 170
Quáter de la Ley Federal del Trabajo.

Artículo Tercero. Se adiciona un segundo párrafo y se
recorre el actual segundo para quedar como tercer pá-
rrafo del artículo 28 y se adiciona la fracción XI al ar-
tículo 43 de la Ley Federal de los Trabajadores al Ser-
vicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B) del
Artículo 123 Constitucional, para quedar como sigue:

Artículo 28. …

Las trabajadoras y trabajadores cuyos hijos recién na-
cidos hayan nacido en nacimiento pretérmino, con dis-
capacidad, o que requieran hospitalización neonatal en
los términos definidos en el artículo 170 Ter de la Ley
Federal del Trabajo, tendrán derecho a una licencia
complementaria proporcional al tiempo efectivo de
hospitalización, con goce íntegro de sueldo y protec-
ción del empleo, conforme a los períodos y condicio-
nes establecidos en el artículo 170 Quáter de la Ley
Federal del Trabajo, en lo que resulte aplicable al régi-
men de este ordenamiento.
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En caso de adopción, las personas trabajadoras ten-
drán derecho a los permisos maternos y paternos pre-
vistos en la normatividad aplicable.

Artículo 43. …

I. a X. …

XI. Otorgar a las trabajadoras y trabajadores la li-
cencia complementaria por nacimiento pretérmino,
discapacidad del recién nacido u hospitalización ne-
onatal a que se refiere el artículo 28 de esta Ley, con
goce íntegro de sueldo y con prohibición de despi-
do durante su disfrute.

Artículo Cuarto. Se adiciona el artículo 37 Ter a la
Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de
los Trabajadores del Estado, para quedar como sigue:

Artículo 37 Ter. Las madres o padres trabajadores de-
rechohabientes cuyas hijas o hijos recién nacidos se
ubiquen en alguno de los supuestos de nacimiento pre-
término, discapacidad o hospitalización neonatal pre-
vistos en el artículo 170 Ter de la Ley Federal del Tra-
bajo tendrán derecho a una licencia complementaria
proporcional al tiempo efectivo de hospitalización,
con goce íntegro de sueldo y protección del empleo,
conforme a los períodos siguientes:

I. Hasta doce semanas, en casos de nacimiento an-
tes de la semana 28 de gestación o con peso igual o
inferior a mil gramos al nacer; y

II. Hasta seis semanas, en casos de nacimiento en-
tre la semana 28 y la semana 37 de gestación, o en
nacimientos a término que requieran hospitaliza-
ción neonatal por complicaciones graves de salud.

Las madres o padres trabajadores derechohabientes
que ejerzan esta licencia gozarán de un subsidio equi-
valente al cien por ciento de su Sueldo Básico, cubier-
to por el Instituto con cargo a sus reservas, durante el
período autorizado.

La licencia podrá otorgarse a la madre o al padre que
tenga la patria potestad, guarda o custodia de la perso-
na recién nacida, y se ejercerá de manera transferible
o secuencial, sin que ambos progenitores la disfruten
simultáneamente.

Cuando la persona trabajadora sea el único progenitor
con relación laboral activa y ejerza en solitario la pa-
tria potestad, guarda o custodia, la duración máxima
de la licencia será la suma de los períodos previstos en
las fracciones I o II del presente artículo, según co-
rresponda, hasta el límite del tiempo efectivo de hos-
pitalización.

La licencia cesará cuando ocurra alta médica de la per-
sona recién nacida, por fallecimiento de ésta, o por
agotamiento del período máximo establecido.

El procedimiento de otorgamiento de la licencia pre-
vista en este artículo se tramitará conforme a los line-
amientos que emita la Junta Directiva del Instituto y
tendrá carácter especial respecto de las licencias regu-
ladas en el artículo 40 de esta Ley para los supuestos
que en él se contemplan. La licencia prevista en este
artículo y la del artículo 40 no podrán otorgarse de ma-
nera simultánea para cubrir el mismo período de hos-
pitalización de la persona recién nacida.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Instituto Mexicano del Seguro Social, el
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Tra-
bajadores del Estado y la Secretaría del Trabajo y Pre-
visión Social, en el ámbito de sus respectivas compe-
tencias, contarán con ciento ochenta días contados a
partir de la entrada en vigor del presente decreto para
realizar las adecuaciones normativas, administrativas
y tecnológicas necesarias para la correcta aplicación
de sus disposiciones.

Tercero. Los derechos reconocidos en el presente de-
creto serán aplicables a los nacimientos ocurridos a
partir de su entrada en vigor. Las madres o padres tra-
bajadores cuyos hijos recién nacidos se encuentren
hospitalizados al momento de la publicación del pre-
sente decreto en el Diario Oficial de la Federación, y
cuya hospitalización no exceda de noventa días natu-
rales anteriores a dicha fecha, podrán solicitar la licen-
cia complementaria por el tiempo restante de hospita-
lización. El Instituto o el patrón, según corresponda,
resolverán la solicitud en un plazo máximo de cinco
días hábiles contados a partir de su presentación,
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acompañada de la constancia médica que acredite la
hospitalización en curso.

Cuarto. El Instituto Mexicano del Seguro Social de-
berá publicar en el Diario Oficial de la Federación,
dentro de los sesenta días siguientes a la entrada en vi-
gor del presente decreto, los criterios técnicos y el for-
mato oficial para la validación de las constancias mé-
dicas privadas a que se refieren el artículo 170 Ter de
la Ley Federal del Trabajo y el artículo 140 Ter de la
Ley del Seguro Social.

Quinto. El Instituto de Seguridad y Servicios Sociales
de los Trabajadores del Estado deberá emitir, a través
de su Junta Directiva, dentro de los ciento veinte días
siguientes a la entrada en vigor del presente decreto,
los lineamientos para el procedimiento de otorgamien-
to de la licencia prevista en el artículo 37 Ter de la Ley
del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los
Trabajadores del Estado.

Sexto. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público,
en coordinación con el Instituto Mexicano del Segu-
ro Social y el Instituto de Seguridad y Servicios So-
ciales de los Trabajadores del Estado, presentará a la
Cámara de Diputados, dentro de los noventa días si-
guientes a la entrada en vigor del presente decreto, un
análisis actuarial del impacto financiero de las pres-
taciones creadas por este decreto sobre las reservas
del seguro de enfermedades y maternidad, así como
las medidas de ajuste que, en su caso, se requieran
para garantizar la sostenibilidad financiera de las
prestaciones.

Séptimo. La Secretaría de Salud deberá revisar y, en
su caso, actualizar la norma oficial mexicana NOM-
007-SSA2-2016, dentro de los ciento ochenta días si-
guientes a la entrada en vigor del presente decreto, pa-
ra incluir los criterios clínicos aplicables a los
supuestos de hospitalización neonatal y discapacidad
del recién nacido regulados en el presente decreto.
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Salón de sesiones de la Comisión Permanente, 
1 de julio de 2026.

Diputado Ector Jaime Ramírez Barba (rúbrica)

(Turnada a las Comisiones Unidas de Seguridad Social, y de Tra-

bajo y Previsión Social. Julio 1 de 2026.)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 73 QUINQUIESDECIES DE LA

LEY DE AEROPUERTOS, EN MATERIA DE PROTOCOLOS DE

INSPECCIÓN RESPETO DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LAS

PERSONAS PASAJERAS, RECIBIDA DE LA DIPUTADA GISE-
LLE YUNUEEN ARELLANO ÁVILA, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DE MORENA, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN

PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 1 DE JULIO DE 2026

La suscrita, Giselle Yunueen Arellano Ávila, integran-
te del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Le-
gislatura del Congreso de la Unión, con fundamento
en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como 55 fracción II, 56 y 57 del Reglamen-
to para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, somete a considera-
ción de esta soberanía la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto, por el que se reforma el artículo 73
Quinquiesdecies de la Ley de Aeropuertos, al tenor de
la siguiente

Exposición de Motivos

I. Antecedentes

La movilidad aérea se ha consolidado como uno de los
principales medios de transporte en el mundo contem-

poráneo, permitiendo la conexión entre personas, co-
munidades, regiones y países a una escala sin prece-
dentes. Los aeropuertos se han convertido en espacios
estratégicos para el desarrollo económico, el turismo,
el comercio y la integración social, desempeñando una
función esencial en la vida cotidiana de millones de
personas que transitan diariamente por sus instalacio-
nes.

En este contexto, la seguridad aeroportuaria constitu-
ye un elemento indispensable para garantizar la pro-
tección de las operaciones aéreas y la integridad de las
personas usuarias. No obstante, la implementación de
medidas de seguridad debe realizarse bajo criterios de
legalidad, proporcionalidad y respeto a los derechos
humanos, asegurando que los procedimientos de ins-
pección no generen afectaciones indebidas a la digni-
dad, la privacidad o la integridad de quienes hacen uso
de los servicios aeroportuarios. La seguridad y los de-
rechos humanos no son objetivos incompatibles, sino
principios complementarios que deben coexistir den-
tro de un modelo de gestión pública moderno y demo-
crático.

El transporte aéreo comercial constituye uno de los
sectores de mayor relevancia para la movilidad de las
personas en México y en el mundo; en ese sentido, la
seguridad aeroportuaria es un componente esencial pa-
ra garantizar la integridad de las operaciones aéreas;
sin embargo, las medidas de inspección que se aplican
a las personas pasajeras deben estar ineludiblemente
armonizadas con el pleno respeto a los derechos hu-
manos reconocidos en la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y en los instrumentos in-
ternacionales de los que el Estado mexicano es parte.

El artículo 73 Quinquiesdecies de la Ley de Aeropuer-
tos, en su redacción vigente, establece la obligación de
las personas concesionarias, asignatarias, operadoras
aeroportuarias y permisionarias de implementar medi-
das de inspección a personas pasajeras y equipaje de
mano previo al embarque en operaciones de transpor-
te aéreo comercial; si bien dicho precepto reconoce la
obligación de inspección, omite establecer un marco
mínimo de actuación que garantice el respeto a la dig-
nidad y derechos humanos de las personas durante ta-
les procedimientos.

Lo anterior genera un vacío normativo de alta relevan-
cia, toda vez que la ausencia de protocolos explícitos
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y vinculantes para el personal encargado de las ins-
pecciones puede propiciar situaciones de discrimina-
ción, trato degradante, abuso de autoridad e intimida-
ción en perjuicio de las personas usuarias de los
servicios aeroportuarios.

Por ello, la reforma que se propone tiene por objeto
colmar dicha laguna jurídica y elevar los estándares de
actuación del personal de inspección, en consonancia
con el bloque de constitucionalidad vigente.

II. Fundamento constitucional e internacional

El artículo 1o. de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos establece que todas las perso-
nas gozarán de los derechos humanos reconocidos en
la propia Constitución y en los tratados internaciona-
les de los que el Estado mexicano sea parte, así como
de las garantías para su protección.

Asimismo, dicho precepto constitucional prohíbe toda
discriminación motivada por origen étnico o nacional,
el género, la edad, las discapacidades, la condición so-
cial, las condiciones de salud, la religión, las opinio-
nes, las preferencias sexuales, el estado civil o cual-
quier otra que atente contra la dignidad humana y
tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y
libertades de las personas.

El artículo 20, Apartado C, fracción II, de la Constitu-
ción Federal, y el artículo 16 de la Convención de las
Naciones Unidas contra la Tortura y Otros Tratos o
Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, establecen
la obligación del Estado de prevenir tratos inhumanos
o degradantes en el ejercicio de funciones públicas o
cuasi públicas.

Bajo esa lógica, la Ley Federal para prevenir y elimi-
nar la Discriminación y la Ley General para la Igual-
dad entre Mujeres y Hombres imponen obligaciones
transversales a todos los sujetos obligados en el ámbi-
to de sus respectivas competencias.

En el ámbito aeronáutico internacional, el Convenio
sobre Aviación Civil Internacional (Convenio de Chi-
cago) y sus Anexos, reconocen que las medidas de se-
guridad aeroportuaria deben implementarse de manera
que generen el menor inconveniente posible y con ple-
no respeto a la dignidad de los pasajeros. La Organi-
zación de Aviación Civil Internacional (OACI) ha

emitido directrices sobre la implementación de contro-
les de seguridad que incorporan principios de propor-
cionalidad, no discriminación y respeto a la integridad
personal.

III. Problemática identificada

En la práctica aeroportuaria mexicana se han docu-
mentado situaciones en las que personas pasajeras son
sometidas a procedimientos de inspección sin que me-
die un protocolo claro de actuación por parte del per-
sonal responsable, lo que genera diversas problemáti-
cas como

a) Discriminación en la selección de personas para
revisiones adicionales, con base en perfiles raciales,
étnicos, de género o de apariencia física;

b) Trato intimidatorio o abusivo durante la revisión
de pertenencias personales, incluyendo el uso de
lenguaje ofensivo o la realización de revisiones in-
vasivas sin consentimiento informado ni justifica-
ción objetiva;

c) Inspecciones físicas realizadas sin respetar la
identidad de género de las personas, vulnerando su
dignidad e integridad;

d) Revisión de equipaje y pertenencias de manera
discrecional y sin apego a estándares técnicos o
procedimientos documentados, en contravención de
las Normas Oficiales Mexicanas aplicables;

e) Falta de capacitación formal del personal de ins-
pección en materia de derechos humanos, no discri-
minación y perspectiva de género.

Estas situaciones no solo vulneran los derechos huma-
nos de las personas pasajeras, sino que también gene-
ran un clima de inseguridad jurídica para los operado-
res aeroportuarios y exponen al Estado mexicano a
responsabilidades internacionales por incumplimiento
de sus obligaciones convencionales.

La ausencia de protocolos homogéneos genera incerti-
dumbre tanto para las personas pasajeras como para el
propio personal encargado de la seguridad aeroportua-
ria. La falta de lineamientos específicos puede propi-
ciar criterios discrecionales de actuación, incremen-
tando el riesgo de prácticas inconsistentes que deriven
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en quejas, controversias o posibles vulneraciones a de-
rechos fundamentales, afectando la confianza ciudada-
na en las instituciones responsables de la prestación de
estos servicios.

Por ello, resulta indispensable fortalecer el marco nor-
mativo vigente mediante la incorporación de obliga-
ciones expresas que permitan armonizar los objetivos
de seguridad aeroportuaria con los principios constitu-
cionales de dignidad humana, igualdad y no discrimi-
nación. La existencia de protocolos claros, públicos y
debidamente implementados no sólo contribuye a la
protección de los derechos de las personas usuarias, si-
no que también fortalece la certeza jurídica y la profe-
sionalización de las labores de inspección dentro del
sistema aeroportuario nacional.

IV. Objeto y alcance de la reforma

La presente iniciativa propone reformar el artículo 73
Quinquiesdecies de la Ley de Aeropuertos a fin de

1. Establecer la obligación expresa de las personas
concesionarias, asignatarias, operadoras aeropor-
tuarias y permisionarias de contar con protocolos de
actuación debidamente documentados para el per-
sonal encargado de realizar la inspección de pasaje-
ros;

2. Garantizar que dichos protocolos incorporen
principios de respeto irrestricto a los derechos hu-
manos, no discriminación, prohibición del trato
abusivo e intimidatorio, y perspectiva de género e
interculturalidad;

3. Vincular expresamente los procedimientos de re-
visión de pertenencias y equipaje al cumplimiento
de las Normas Oficiales Mexicanas aplicables en la
materia;

4. Asegurar que los protocolos sean de conocimien-
to del personal operativo y estén disponibles para
consulta de las personas pasajeras que así lo solici-
ten.

La reforma propuesta no debilita en modo alguno las
medidas de seguridad aeroportuaria; por el contrario,
fortalece la legitimidad de dichas medidas al dotarlas
de un marco de actuación transparente, proporcional y
apegado a los estándares constitucionales e internacio-

nales de derechos humanos, con lo que se refuerza la
confianza de las personas usuarias en el sistema de se-
guridad aeronáutica.

V. Congruencia con el sistema jurídico nacional

La reforma propuesta es plenamente congruente con el
bloque de legalidad vigente. Resulta armónica con las
Leyes Federal para prevenir y eliminar la Discrimina-
ción; General de Acceso de las Mujeres a una Vida Li-
bre de Violencia; General de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes –en cuanto a la inspección de
menores de edad–; y Federal de los Derechos de las
Personas con Discapacidad, así como con los criterios
interpretativos emitidos por la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación en materia de control de convencio-
nalidad y escrutinio estricto ante actos que pudieran
constituir discriminación.

La presente reforma también es congruente con los
principios que orientan la transformación de la vida
pública nacional, particularmente con la visión de un
Estado que coloca a las personas y a su dignidad en el
centro de la acción gubernamental. Bajo esta perspec-
tiva, los servicios públicos y las funciones vinculadas
a la seguridad deben ejercerse con pleno respeto a los
derechos humanos, garantizando que toda actuación
de las autoridades y de los particulares que desempe-
ñan funciones de interés público se encuentre guiada
por criterios de legalidad, igualdad, inclusión y trato
digno.

La cuarta transformación ha impulsado una concep-
ción del servicio público basada en el humanismo me-
xicano, entendiendo que la eficiencia institucional de-
be ir acompañada del respeto irrestricto a la dignidad
de las personas. En ese sentido, fortalecer los protoco-
los de inspección aeroportuaria contribuye a consoli-
dar instituciones más cercanas a la ciudadanía, más
sensibles a la diversidad social y más comprometidas
con la construcción de espacios seguros, accesibles e
incluyentes para todas las personas que transitan por el
territorio nacional.

Para mejor comprensión de la iniciativa se presenta el
siguiente cuadro comparativo:
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Ley de Aeropuertos

Por lo expuesto y fundado, y en ejercicio de las facul-
tades que la Constitución y el Reglamento de esta Cá-
mara, se somete a la consideración del Pleno el si-
guiente:

Decreto por el que se reforma el artículo 73 Quin-
quiesdecies de la Ley de Aeropuertos

Único. Se reforma el artículo 73 Quinquiesdecies de
la Ley de Aeropuertos, para quedar como sigue:

Artículo 73 Quinquiesdecies. Las personas concesio-
narias, asignatarias, operadoras aeroportuarias y per-
misionarias deben establecer medidas que aseguren la
inspección a las personas pasajeras y al equipaje de
mano, antes de que éstos se embarquen en una aerona-
ve, en las operaciones de transporte aéreo comercial.

Para los efectos del párrafo anterior, las personas con-
cesionarias, asignatarias, operadoras aeroportuarias y
permisionarias deberán establecer protocolos de actua-
ción para el personal que lleve a cabo la inspección de
las personas pasajeras, que garanticen en todo mo-
mento el respeto irrestricto a sus derechos humanos.
Dichos protocolos deberán

I. Prohibir expresamente cualquier forma de discri-
minación, abuso, intimidación o trato degradante
hacia las personas pasajeras durante los procedi-
mientos de inspección;

II. Establecer los procedimientos específicos para
la inspección de pertenencias y equipaje de mano,
de conformidad con lo establecido en las Normas
Oficiales Mexicanas aplicables en materia de segu-
ridad aeroportuaria y las disposiciones que emita la
Secretaría de Infraestructura, Comunicaciones y
Transportes;

III. Incorporar mecanismos de atención diferencia-
da para grupos en situación de vulnerabilidad, res-
petando en todo caso su dignidad e integridad;

IV. Hacer del conocimiento del personal operativo
mediante capacitación formal y periódica que in-
cluya derechos humanos, no discriminación y pers-
pectiva de género.

El incumplimiento de las obligaciones establecidas en
el presente artículo será sancionado en los términos de
la presente Ley y de las disposiciones jurídicas aplica-
bles.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Las personas concesionarias, asignatarias,
operadoras aeroportuarias y permisionarias contarán
con un plazo de ciento ochenta días naturales a partir
de la entrada en vigor del presente decreto para elabo-
rar, documentar e implementar los protocolos de ac-
tuación a que se refiere el artículo 73 Quinquiesdecies
reformado.

Tercero. La Secretaría de Infraestructura, Comunica-
ciones y Transportes, en el ámbito de sus atribuciones,
emitirá o actualizará las normas oficiales mexicanas
en materia de inspección aeroportuaria que resulten
necesarias para la debida implantación de las obliga-
ciones previstas en el presente decreto, dentro de un
plazo de ciento ochenta días naturales contados a par-
tir de su entrada en vigor.
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Cuarto. La Secretaría de Infraestructura, Comunica-
ciones y Transportes, en coordinación con el Consejo
Nacional para Prevenir la Discriminación y la Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos, podrá emitir
lineamientos complementarios de orientación técnica
para la elaboración de los protocolos a que se refiere el
artículo reformado.

Sede de la Comisión Permanente, 
a 1 de julio de 2026.

Diputada Giselle Yunueen Arellano Ávila (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Comunicaciones y Transportes. Julio 1

de 2026.)

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 42 BIS, FRACCIÓN II; 49;
52; Y 52 BIS DE LA LEY DE AVIACIÓN CIVIL, Y ADICIONA

UN PÁRRAFO AL ARTÍCULO 65 TER DE LA LEY FEDERAL

DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR, EN MATERIA DE

TRANSPARENCIA TARIFARIA Y PROHIBICIÓN DE LA SOBRE-
VENTA DE BOLETOS DE TRANSPORTE AÉREO, RECIBIDA DE

LA DIPUTADA GISELLE YUNUEEN ARELLANO ÁVILA, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA, EN LA SESIÓN DE

LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 1 DE JULIO

DE 2026

La proponente, Giselle Yunueen Arellano Ávila, dipu-
tada federal por el estado de Jalisco de la LXVI Le-
gislatura del Congreso de la Unión, con fundamento
en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como en los artículos 6, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de decreto que reforma los numerales 42 Bis,
fracción II; 49; 52; y 52 Bis de la Ley de Aviación Ci-
vil, y se adiciona un párrafo al artículo 65 Ter de la
Ley Federal de Protección al Consumidor, en materia

de transparencia tarifaria y prohibición de la sobre-
venta de boletos de transporte aéreo, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

La sobreventa de boletos de avión, también conocida
como overbooking, constituye una de las prácticas co-
merciales más lesivas para los derechos de los consu-
midores en el sector del transporte aéreo en México,
consiste en que los concesionarios y permisionarios
del servicio de transporte aéreo de pasajeros venden
deliberadamente una cantidad de boletos superior a la
capacidad real de la aeronave, con el argumento de
compensar las ausencias de pasajeros que, estadística-
mente, no se presentan al vuelo.

Esta práctica genera consecuencias concretas y direc-
tamente perjudiciales para las personas usuarias del
transporte aéreo, pues ocasiona pérdidas de tiempo,
cancelación o reprogramación de compromisos perso-
nales, familiares, académicos y laborales, así como
gastos extraordinarios en alimentación, hospedaje y
transporte no previstos al momento de adquirir el bo-
leto. Además, provoca afectaciones emocionales deri-
vadas de la incertidumbre, el estrés y la frustración que
enfrentan quienes, aun habiendo cumplido oportuna-
mente con sus obligaciones como pasajeros, son pri-
vados del servicio contratado. Lo anterior constituye
una afectación directa a la confianza legítima deposi-
tada por las personas consumidoras en los prestadores
del servicio y vulnera su derecho a recibir, en condi-
ciones de certeza y seguridad jurídica, el servicio por
el cual realizaron un pago.

Particularmente graves son las consecuencias que la
sobreventa genera para personas en situación de vul-
nerabilidad, como personas adultas mayores, personas
con discapacidad, niñas, niños y adolescentes, mujeres
embarazadas o personas que requieren atención médi-
ca especializada. En estos casos, la negativa de abor-
dar un vuelo puede traducirse en afectaciones despro-
porcionadas a su bienestar, movilidad y acceso a
servicios esenciales.

En México, a diferencia de lo que ocurre en la Unión
Europea, donde el Reglamento (CE) 261/20041 esta-
blece un régimen de compensaciones robustas y res-
tricciones específicas, la práctica de la sobreventa no
está expresamente prohibida. La legislación vigente,
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en particular la Ley de Aviación Civil y la Ley Federal
de Protección al Consumidor (LFPC), únicamente
contempla el pago de compensaciones económicas
parciales al pasajero afectado, sin desincentivar la con-
ducta ni restituir de manera integral los daños causa-
dos.

La presente iniciativa parte de la convicción de que
una compensación posterior no sustituye al derecho a
recibir el servicio contratado, pues compensar no es lo
mismo que proteger; resarcir daños no equivale a pre-
venirlos. El marco normativo vigente ha demostrado
ser insuficiente para disuadir a las aerolíneas de conti-
nuar con esta práctica, que se ha tornado sistemática y
predecible.

I. Antecedentes

Durante décadas, el transporte aéreo en México operó
bajo una lógica de mínima intervención regulatoria res-
pecto a la sobreventa, no fue hasta la reforma de la Ley
de Aviación Civil de 2017, impulsada en parte por una
resolución de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción.2 derivada de un caso emblemático en el que una
familia mexicana perdió conexiones de vuelo interna-
cionales por sobreventa, que se introdujeron disposicio-
nes más explícitas sobre los derechos de los pasajeros.

Dicha reforma incorporó el artículo 52 Bis a la Ley de
Aviación Civil, que obliga a las aerolíneas a solicitar
primero voluntarios que cedan su lugar a cambio de
beneficios acordados, y establece compensaciones de
al menos el 25% del precio del boleto para los pasaje-
ros involuntariamente desembarcados. Si bien este
avance fue significativo, no atacó la causa raíz del pro-
blema: la permisión implícita de la sobreventa como
práctica comercial válida.

Asimismo, en 2017 se reportaron 18,911 reclamacio-
nes ante diversas instancias por motivos de sobreven-
ta, lo que equivalía a aproximadamente 52 pasajeros
afectados cada día en ese año.3

Lejos de reducirse, la tendencia se ha mantenido o
agravado. En 2024, la Procuraduría Federal del Con-
sumidor (Profeco) registró 3,193 quejas contra las
principales aerolíneas nacionales por diversas causas,
entre las que se encuentra la sobreventa, siendo Vi-
vaAerobus (236 quejas), Aeroméxico (208) y Tar Ae-
rolíneas (75) las empresas más señaladas.4

Las cifras de reclamaciones registradas durante los úl-
timos años evidencian que la sobreventa de boletos no
constituye una situación aislada o excepcional, sino
una problemática recurrente que continúa afectando a
miles de personas usuarias del transporte aéreo en Mé-
xico. La persistencia de quejas relacionadas con esta
práctica demuestra que los mecanismos actualmente
previstos en la legislación resultan insuficientes para
prevenir conductas que generan afectaciones directas a
los consumidores.

II. Derecho comparado

A. Unión Europea

El Reglamento (CE) No. 261/20045 del Parlamento
Europeo y del Consejo establece el régimen más
avanzado en materia de protección al pasajero aé-
reo. Pues, en caso de denegación de embarque in-
voluntaria (que incluye la sobreventa), las aerolíne-
as están obligadas a pagar compensaciones
económicas de entre 250 y 600 euros dependiendo
de la distancia del vuelo, independientemente del
precio del boleto, además, deben ofrecer transporte
alternativo y asistencia inmediata. Crucialmente, el
reglamento establece que estas compensaciones son
derechos mínimos inderogables y que el pasajero
afectado puede ejercerlos sin necesidad de probar
daño adicional.

B. Estados Unidos de América

La normativa de la Administración Federal de Avia-
ción (FAA) y el Departamento de Transporte6

(DOT) prohíben el overbooking abusivo y estable-
cen compensaciones automáticas sustanciales para
los pasajeros involuntariamente excluidos: entre
775 y 1,550 dólares, o hasta el 400 por ciento del
precio del boleto en vuelos nacionales, según el
tiempo de espera. Adicionalmente, las aerolíneas
deben notificar a los pasajeros sobre el riesgo de so-
breventa al momento de la compra, bajo pena de
sanciones administrativas severas.

C. Brasil

La Resolución 400/2016 de la Agencia Nacional de
Aviación Civil (ANAC) de Brasil7 establece com-
pensaciones específicas para casos de sobreventa:
en caso de no obtener reacomodo dentro de cuatro

Gaceta Parlamentaria Miércoles 8 de julio de 202694



horas, el pasajero tiene derecho a reembolso total e
indemnización adicional.

D. Argentina

En Argentina, la Resolución 1532/1998 del Minis-
terio de Economía y sus modificaciones regulan el
overbooking con compensaciones tasadas y la obli-
gación de reincorporar al pasajero al vuelo más pró-
ximo al destino, con todos los gastos cubiertos.8

Como se puede observar, la tendencia regional latino-
americana apunta hacia marcos normativos más pro-
tectores del consumidor, frente a los actos de aerolí-
neas.

Lo anterior es una evidencia de que México se en-
cuentra rezagado respecto a los estándares internacio-
nales en materia de protección al pasajero aéreo, pues
mientras la mayoría de los países desarrollados y va-
rios latinoamericanos imponen compensaciones sus-
tancialmente más elevadas o condicionan la práctica
de la sobreventa, en México esta continúa siendo le-
gal, de bajo costo para la aerolínea y de alto costo pa-
ra el consumidor.

III. Fundamentos

A. Principio de progresividad

Con base en el principio de progresividad de los de-
rechos, reconocido en el artículo 1° constitucional y
en tratados internacionales de derechos humanos de
los que México es parte, el legislador está obligado
a ampliar el ámbito de protección de los derechos
ya reconocidos y se le prohíbe dictar medidas re-
gresivas.

Es por ello, que la presente iniciativa representa un
avance congruente con este principio, al pasar de un
modelo de mera compensación posterior a un mo-
delo de prevención y prohibición.

B. Libre competencia y equidad

El artículo 28 constitucional también consagra el
derecho a la libre competencia. La sobreventa, al
trasladar costos operativos de las aerolíneas directa-
mente al consumidor, que es quien paga el precio
pleno del boleto, pero no recibe el servicio en las

condiciones prometidas, constituye una forma de
subsidio forzado al sector aeronáutico a expensas
de los usuarios.

Por lo que, prohibirla no restringe la competencia;
por el contrario, la ordena bajo parámetros de leal-
tad comercial y transparencia.

C. Derecho a la información y protección de las
personas consumidoras

La protección de las personas consumidoras consti-
tuye un principio reconocido por el orden constitu-
cional mexicano. El artículo 28 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos establece
que la ley protegerá a los consumidores y propicia-
rá su organización para el mejor cuidado de sus in-
tereses, reconociendo la necesidad de garantizar re-
laciones de consumo equilibradas, transparentes y
fundadas en la buena fe.

Bajo esta perspectiva, el acceso a información clara,
veraz, completa y oportuna constituye un elemento in-
dispensable para que las personas puedan tomar deci-
siones libres e informadas respecto de los bienes y ser-
vicios que adquieren. En el sector del transporte aéreo,
ello implica que las aerolíneas deben proporcionar in-
formación transparente sobre el costo total del servicio
y garantizar que las condiciones bajo las cuales se co-
mercializan los boletos correspondan efectivamente a
la capacidad real disponible para la prestación del ser-
vicio ofertado.

V. Efectos esperados de la reforma

A. Efectos para los consumidores

1. Eliminación de la incertidumbre al viajar: los pa-
sajeros tendrán la certeza de que al adquirir un bo-
leto y cumplir con los requisitos de presentación,
podrán abordar el vuelo contratado.

2. Mayor confianza en el sistema de transporte aé-
reo y, en consecuencia, mayor demanda, lo que a
mediano plazo beneficia también a las propias ae-
rolíneas.

3. Acceso a compensaciones justas y proporcionales
cuando se produzca alguna afectación, con procedi-
mientos expeditos ante la Profeco.
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4. Fortalecimiento del derecho a la información y
de la confianza de las personas consumidoras: la re-
forma permitirá que las personas usuarias conozcan
de manera clara, completa y oportuna el costo real
de los servicios de transporte aéreo.

B. Efectos para el sector aeronáutico

La presente iniciativa no busca dañar a la industria de
la aviación civil, que constituye un sector estratégico
para la movilidad, el turismo y el desarrollo económi-
co del país, busca, en cambio, establecer reglas claras
de operación que incentiven a las aerolíneas a gestio-
nar eficientemente su capacidad, a través de mejores
herramientas tecnológicas de predicción de asistencia
y de políticas comerciales transparentes.

Las aerolíneas que han operado en mercados con pro-
hibición de overbooking han demostrado adaptarse
con éxito, realizando modelos de gestión de capacidad
que no requieren de la sobreventa para ser rentables.

C. Efectos institucionales

La iniciativa contribuirá a fortalecer los mecanismos
de coordinación entre la Procuraduría Federal del
Consumidor, la Agencia Federal de Aviación Civil y
las autoridades competentes en materia de transporte
aéreo, permitiendo una supervisión más eficaz de las
prácticas comerciales implementadas por las aerolíne-
as. La generación de información sistemática sobre ca-
sos de sobreventa, el establecimiento de procedimien-
tos más transparentes y la aplicación de medidas
correctivas oportunas favorecerán una mayor rendi-
ción de cuentas dentro del sector aeronáutico, fortale-
ciendo la confianza ciudadana en las instituciones en-
cargadas de proteger los derechos de las personas
consumidoras.

Para mejor comprensión de la iniciativa se presenta el
siguiente cuadro comparativo:

Ley de Aviación Civil
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Sirvan los razonamientos y argumentos arriba expre-
sados para sustentar ante esta soberanía la siguiente
iniciativa con proyecto de

Decreto

Por el que se reforman los artículos 42 Bis, fracción
II; 49; 52; 52 Bis y 52 Ter de la Ley de Aviación Ci-
vil, y se reforma el articulo 65 Ter de la Ley Fede-
ral de Protección al Consumidor, en materia de
transparencia tarifaria y prohibición de la sobre-
venta de boletos de transporte aéreo

Artículo Primero. Se reforman los artículos 42 Bis,
fracción II; 49; 52; 52 Bis y 52 Ter de la Ley de Avia-
ción Civil, para quedar como sigue:

Artículo 42 Bis. [ ... ]

I. [Sin modificación.]

II. La información y publicidad relacionada con las
tarifas deberán ser exactas, veraces, comprobables
y claras. El monto total exhibido desde el primer
momento en que se presente la tarifa al usuario de-
berá ser único e integral.

Queda prohibido presentar desgloses parciales, re-
dundantes o confusos que aparenten cargos adicio-
nales ya incluidos en el precio base, o que apliquen
impuestos sobre montos ya gravados. Cualquier
concepto denominado ‘Otros cargos’ o ‘Servicios
adicionales’ deberá especificarse de manera clara y
no podrá incluir impuestos o derechos de carácter
obligatorio que debieron integrarse al precio inicial.

[ ... ]

Artículo 49. [ ... ]

Es obligación de las personas concesionarias, asigna-
tarias o permisionarias de servicio al público de trans-
porte aéreo presentar desde el primer momento el cos-
to total y definitivo del boleto, incluyendo el Impuesto
al Valor Agregado (IVA) y la Tarifa de Uso de Aero-
puerto (TUA), los cuales deberán reflejarse en la exhi-
bición de resultados de cualquier canal de venta, físi-
co o digital.

Las personas permisionarias, asignatarias o concesio-
narias pueden ofrecer servicios adicionales al momen-
to de la compra. Sin embargo, no pueden realizar car-
gos que condicionen la adquisición del boleto a la
contratación obligatoria de servicios adicionales.

Queda prohibido aplicar tarifas diferenciadas exclusi-
vamente por la ubicación del asiento -ventana, pasillo
o centro- dentro de una misma clase. Los cargos adi-
cionales por asiento sólo procederán cuando exista un
beneficio físico superior y verificable respecto del
asiento estándar de la clase contratada.

Artículo 52. Queda prohibida la expedición de boletos
en exceso a la capacidad disponible de la aeronave. Úni-
camente se admitirá como supuesto excepcional el error
técnico imputable al sistema de reservas, debidamente
acreditado ante la Agencia Federal de Aviación Civil.
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En el supuesto excepcional previsto en el párrafo an-
terior que tenga por consecuencia la denegación del
embarque, el concesionario o permisionario, a elec-
ción del pasajero, deberá:

I. Reembolsar el precio íntegro del boleto o billete
de pasaje;

II. Proporcionar transporte sustituto en el primer
vuelo disponible con servicios equivalentes; o

III. Transportar al pasajero en la fecha posterior de
su elección, en igualdad de condiciones.

En los casos de las fracciones I y III, el concesionario
o permisionario deberá cubrir, además, una indemni-
zación al pasajero que no será inferior al cien por cien-
to del costo del boleto o billete de pasaje, o de la par-
te no realizada del viaje.

Los concesionarios y permisionarios deberán integrar
en sus reportes mensuales a la Agencia Federal de
Aviación Civil el número de pasajeros afectados con-
forme al supuesto previsto en este artículo, con indica-
ción de ruta, fecha y causa acreditada.

Artículo 52 Bis. Se deroga

Artículo 52 Ter. Queda prohibida la sobreventa siste-
mática de boletos como modelo de operación o prácti-
ca comercial.

La Agencia Federal de Aviación Civil aplicará el si-
guiente régimen de sanciones progresivas ante la de-
negación de embarque por exceso de boletos no acre-
ditado como error técnico conforme al artículo
anterior:

I. Primera y segunda reincidencia en el mismo año
calendario: multa equivalente a 5,000 Unidades de
Medida y Actualización (UMA) por cada pasajero
afectado, con independencia de las compensaciones
a que tenga derecho el pasajero conforme al artícu-
lo 52 de esta ley.

II. Tercera o más reincidencias: multa equivalente
al doble de la sanción prevista en la fracción ante-
rior y auditoría obligatoria a los sistemas de venta y
reserva de boletos.

Para efectos de este artículo, se entenderá por reinci-
dencia la comisión de la infracción dentro del mismo
año calendario, con independencia de la ruta o vuelo
de que se trate.

Artículo Segundo.- Se reforma y adiciona un párrafo
al artículo 65 Ter de la Ley Federal de Protección al
Consumidor, para quedar como sigue:

Artículo 65 Ter. [ ... ]

La Procuraduría Federal del Consumidor estará fa-
cultada para iniciar procedimientos de oficio en
contra de los concesionarios y permisionarios de
transporte aéreo que incurran en prácticas de sobre-
venta, aplicar las sanciones previstas en la Ley de
Aviación Civil y en la presente Ley, y establecer
procedimientos expeditos de conciliación y sanción
en beneficio de los usuarios afectados, de conformi-
dad con las disposiciones reglamentarias que al
efecto emita.

Artículos Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor a los
ciento ochenta días naturales siguientes al de su publi-
cación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. La Secretaría de Infraestructura, Comunica-
ciones y Transportes, la Agencia Federal de Aviación
Civil y la Procuraduría Federal del Consumidor, en el
ámbito de sus respectivas competencias, contarán con
un plazo de ciento ochenta días naturales, a partir de la
entrada en vigor del presente decreto, para emitir o
adecuar las disposiciones reglamentarias, circulares y
acuerdos que sean necesarios para su debida aplica-
ción.

Tercero. Los concesionarios y permisionarios del ser-
vicio de transporte aéreo de pasajeros contarán con un
plazo improrrogable de ciento ochenta días naturales,
a partir de la publicación del presente Decreto, para
adecuar sus sistemas de venta de boletos, sus canales
de distribución y sus políticas comerciales a las dispo-
siciones del presente Decreto.

Cuarto. Se derogan todas las disposiciones reglamen-
tarias, administrativas y de carácter general que con-
travengan lo dispuesto en el presente decreto.
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Senado de la República, sede de la 
Comisión Permanente, a 1 de julio 2026.

Diputada Giselle Yunueen Arellano Ávila (rúbrica)

(Turnada a las Comisiones Unidas de Comunicaciones y Trans-

portes, y de Economía, Comercio y Competitividad. Julio 1 de

2026.)

QUE ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES AL CÓDIGO PE-
NAL FEDERAL Y A LA LEY FEDERAL CONTRA LA DELIN-
CUENCIA ORGANIZADA, RECIBIDA DE LA DIPUTADA MAIE-
LLA MARTHA GABRIELA GÓMEZ MALDONADO, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA, EN LA SESIÓN DE

LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 1 DE JULIO

DE 2026

La que suscribe, diputada Maiella Martha Gabriela
Gómez Maldonado, integrante del Grupo Parlamenta-
rio Morena, en la LXVI Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, en ejercicio de la facultad que
me otorgan los artículos 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 55,
fracción II del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, somete a consideración de esta asamblea, me-
diante la Comisión Permanente, la presente iniciativa
con proyecto de decreto por el que se adicionan diver-
sas disposiciones al Código Penal Federal y a la Ley
Federal contra la Delincuencia Organizada, en materia
de delitos contra la seguridad pública, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

Con relación a la delincuencia organizada, la comisión
de los delitos no se constituye en el acto aislado de un
individuo, por el contrario, es resultado de la actuación
concertada de varias personas que, de manera delibe-
rada acuerdan dividir funciones y distribuir tareas pa-
ra la realización del hecho ilícito. Esta forma de orga-
nización implica una estructura operativa en la que
cada integrante aporta una contribución especifica al
resultado criminal.

En la lucha contra este fenómeno delictivo, las organi-
zaciones criminales comúnmente denominadas “cárte-
les” han desarrollado estructuras logísticas orientadas
a fortalecer y prolongar su capacidad operativa. Con
ese propósito, implementan amplias redes de vigilan-
cia en zonas urbanas, rurales y vías de comunicación,
mediante las cuales monitorean de forma sistemática
la presencia, desplazamiento y acciones de las autori-
dades encargadas de la seguridad pública.

Estas redes de vigilancia permiten a las organizaciones
criminales obtener información sobre la presencia y
movimientos de las autoridades, lo que facilita la eva-
sión de operativos, la fuga de sus integrantes y la
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adopción de medidas para evitar su detección o captu-
ra. Como consecuencia, se obstruye el desarrollo de
las labores de prevención, investigación y reacción de
las instituciones de seguridad pública, reduciendo la
eficacia de la acción del Estado en el combate a la de-
lincuencia organizada.

A esto se le conoce como ““halconeo”, el que hace re-
ferencia al comportamiento del ave que sigue a su pre-
sa antes de atacarla. Esta actividad, de acuerdo con
medios de comunicación, redes sociales o propias au-
toridades de gobierno, es definida como la vigilancia y
recolección de información para la ejecución de otros
delitos realizados por el crimen organizado.1

Diversos reportes públicos y operativos de seguridad
han documentado la existencia de redes de vigilancia
y monitoreo utilizadas por organizaciones de la delin-
cuencia organizada para obtener y transmitir informa-
ción sobre la presencia, desplazamiento y acciones de
las autoridades encargadas de la seguridad pública. En
algunos casos, dichas redes han estado integradas por
personas que desarrollan actividades cotidianas en es-
pacios públicos, quienes aprovechan su movilidad y
presencia territorial para comunicar información rele-
vante sobre operativos en curso. Este tipo de conduc-
tas permite a los grupos delictivos anticipar la actua-
ción de las autoridades, evadir acciones de detención y
adoptar medidas para obstaculizar la efectividad de los
operativos de seguridad.

El denominado “halconeo” constituye, hoy más que
nunca, una actividad que representa un obstáculo sig-
nificativo para la seguridad pública, la procuración de
justicia y la vigencia del Estado de derecho. La inter-
acción sistemática entre organizaciones de delincuen-
cia organizada y diversos sectores de la población ha
evidenciado la existencia de estructuras de apoyo que
facilitan sus operaciones ilícitas.

En México, diversas entidades federativas han incor-
porado en sus legislaciones penales el delito de halco-
neo o conductas equivalentes destinadas a sancionar la
vigilancia o transmisión de información a grupos de-
lictivos, sumando alrededor más de veinte estados que
han reconocido la necesidad de sancionar estas prácti-
cas que afectan la eficacia de las funciones de seguri-
dad pública, entre ellos Chihuahua, Coahuila, Colima,
Durango, Estado de México, Guerrero, San Luis Poto-
si, Sinaloa, Tabasco y Puebla.

Es importante señalar que diversos intentos legislati-
vos para tipificar esta conducta han resultado fallidos;
tal es el caso de las legislaturas de los estados de Mi-
choacán y Chiapas, cuyas disposiciones fueron decla-
radas inconstitucionales por la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación al resolver acciones de
inconstitucionalidad promovidas por la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos.2

Se argumentó que, si bien la disposición persigue un
fin legítimo que busca proteger la seguridad pública y
la integridad de las corporaciones frente a prácticas
como el denominado halconeo, pero no satisface los
requisitos de necesidad ni de proporcionalidad en una
sociedad democrática, ya que la medida interfiere de
manera innecesaria y desproporcionada en el ejercicio
del derecho fundamental de acceso a la información, al
punto de abarcar supuestos legítimos, como solicitu-
des de información o investigaciones periodísticas re-
lacionadas con asuntos de interés público.3

La presente iniciativa no tiene por objeto restringir, li-
mitar o inhibir el ejercicio de los derechos fundamen-
tales a la libertad de expresión y de acceso a la infor-
mación, reconocidos en los artículos 6o. y 7o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos. Por el contrario, su diseño normativo parte del re-
conocimiento pleno de dichos derechos como pilares
esenciales de un sistema democrático.

La conducta que se propone tipificar no recae sobre la
mera obtención, posesión o difusión de información
en materia de seguridad pública, ni sobre el ejercicio
de actividades periodísticas, de investigación o de in-
terés público. La sanción penal se circunscribe exclu-
sivamente a aquellos supuestos en los que, de manera
dolosa y con la finalidad específica de favorecer a in-
tegrantes de la delincuencia organizada, se proporcio-
ne o comunique información operativa sensible que
incida directamente en la ejecución de las funciones de
seguridad pública.

De esta manera, la iniciativa establece elementos nor-
mativos claros y delimitados como el dolo específico,
la vinculación con la delincuencia organizada y la na-
turaleza operativa de la información que permiten dis-
tinguir de forma precisa entre las conductas constitu-
cionalmente protegidas y aquellas que constituyen una
forma de colaboración ilícita con estructuras crimina-
les. Con ello, se garantiza el respeto al principio de le-
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galidad en su vertiente de taxatividad y se evita cual-
quier afectación indebida a los derechos de libertad de
expresión y acceso a la información.

Hasta la fecha dicha conducta no cuenta con una tipi-
ficación específica en el ámbito federal. Esta ausencia
normativa resulta particularmente relevante si se con-
sidera que muchas de estas actividades se realizan en
el contexto de operaciones de la delincuencia organi-
zada y afectan directamente la eficacia de operativos
desplegados por instituciones federales de seguridad,
lo que evidencia la necesidad de establecer una regu-
lación penal expresa en el ámbito federal.

Por otro lado, el Código Penal Federal contempla en
su Título Noveno, relativo a la revelación de secretos
y acceso ilícito a sistemas y equipos de informática,
diversos tipos penales encaminados a proteger la con-
fidencialidad de la información contenida en sistemas,
equipos y medios de almacenamiento informáticos de
las instituciones públicas. Sin embargo, dichas dispo-
siciones tutelan bienes jurídicos distintos a los que son
objeto de la presente iniciativa, pues se enfocan en
sancionar el acceso, obtención o utilización no autori-
zada de información contenida en medios informáti-
cos.

Asimismo, se limitan a información obtenida a través
de medios documentales o informáticos del Estado,
dejando fuera de su ámbito de sanción aquellas con-
ductas realizadas en campo, como ocurre cuando una
persona, al advertir el despliegue de un operativo de
seguridad pública, transmite dicha información por
cualquier medio de comunicación con el propósito de
facilitar su evasión.

Ahora bien, los artículos 6o. y 7o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como
los artículos 13 de la Convención Americana sobre
Derechos Humanos y 19 del Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos, reconocen que la libertad
de expresión admite restricciones previstas en la ley
cuando resulten necesarias para proteger la seguridad
nacional y el orden público.

También en la Jurisprudencia de la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos se ha establecido de ma-
nera consistente que la libertad de expresión no es un
derecho absoluto, por lo que pueden ser admisibles
restricciones a dicho derecho, siempre y cuando dicha

restricción cumpla con los fines en una sociedad de-
mocrática y que la restricción sea legal, idónea, nece-
saria y proporcional.4

Asimismo, la Convención de las Naciones Unidas
contra la Delincuencia Organizada Transnacional
(Convención de Palermo), en su artículo 5o. dispone
que los Estados Parte se encuentran obligados a tipifi-
car no solo la comisión directa de delitos, sino también
la participación y contribución a las actividades de
grupos delictivos organizados, así como los artículos
6o y 11 del mismo instrumento reconocen la necesidad
de sancionar aquellas conductas que facilitan la opera-
ción de dichas organizaciones y de establecer penas
proporcionales a la gravedad de la intervención.

En este sentido, la Convención reconoce que la delin-
cuencia organizada opera mediante estructuras com-
plejas que incluyen redes de apoyo logístico e infor-
mativo, indispensables para su funcionamiento.

Además, un elemento central de la presente iniciativa
es la exigencia de dolo específico, entendido como la
voluntad consciente de realizar la conducta con la fi-
nalidad de favorecer a integrantes de la delincuencia
organizada. Este concepto encuentra respaldo en la
doctrina penal y en los criterios sostenidos por la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación, la cual ha esta-
blecido que el dolo implica el conocimiento de los ele-
mentos del tipo penal y la voluntad de llevar a cabo la
conducta, pudiendo además requerir una finalidad es-
pecífica cuando así lo exige la descripción típica.5

En este sentido, no basta la mera comunicación de in-
formación relacionada con operativos de seguridad
pública, sino que resulta indispensable acreditar que el
sujeto activo actuó con pleno conocimiento y con la
intención de facilitar la evasión, ocultamiento o reac-
ción de grupos delictivos. Con ello, se evita sancionar
conductas neutrales, fortuitas o propias del ejercicio
de derechos fundamentales, como la libertad de expre-
sión o el acceso a la información.

De esta manera, la incorporación del dolo específico
no solo fortalece la precisión normativa del tipo penal,
sino que también garantiza su compatibilidad con los
principios de legalidad y mínima intervención penal,
al circunscribir la sanción a aquellas conductas que re-
presentan una forma real y deliberada de colaboración
con la delincuencia organizada.
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En segundo lugar, esta iniciativa prevé una agravante
cuando la conducta recaiga sobre información clasifi-
cada como reservada, en términos de la Ley Federal de
Transparencia y Acceso a la Información Pública. Ello
obedece a que dicha clasificación constituye una ex-
cepción al principio de máxima publicidad que rige la
información en posesión de las autoridades, precisa-
mente porque su divulgación puede comprometer la se-
guridad nacional, la seguridad pública o afectar la pre-
vención y persecución de los delitos, de conformidad
con lo dispuesto en su artículo 112, fracción primera.

Adicionalmente, debe considerarse que, por regla ge-
neral, quienes tienen acceso a este tipo de información
son servidores públicos en su carácter de sujetos obli-
gados de acuerdo con el artículo 110 de la misma ley,
lo que implica una responsabilidad reforzada en su
resguardo. Por ello, cuando la conducta es realizada
por quienes tienen el deber de resguardar dicha infor-
mación, se actualiza una mayor gravedad, al vulnerar-
se no solo la seguridad pública, sino también los prin-
cipios de legalidad, honradez y profesionalismo que
deben regir el servicio público, así como la confianza
depositada en ellos.

En la misma línea de razonamiento, el tipo penal pro-
puesto observa un adecuado equilibrio entre la protec-
ción del interés público y el respeto a los derechos
fundamentales, particularmente la libertad de expre-
sión y el acceso a la información. En efecto, la medi-
da resulta proporcional en tanto persigue un fin cons-
titucionalmente legítimo garantizar el funcionamiento
eficaz de las instituciones encargadas de la seguridad
pública y, al mismo tiempo, delimita de manera preci-
sa la conducta sancionada mediante la exigencia de un
elemento subjetivo específico, evitando con ello gene-
rar efectos inhibitorios indebidos en el ejercicio de de-
rechos.

Por último, la iniciativa no pretende restringir el flujo
de información ni sancionar conductas amparadas por
el orden constitucional, sino inhibir aquellas que, bajo
la apariencia de un ejercicio legítimo, constituyen en
realidad mecanismos de colaboración con la delin-
cuencia organizada que vulneran la seguridad pública,
afectan derechos fundamentales y comprometen la
dignidad de las personas. Así, la propuesta normativa
cumple con los principios de legalidad, necesidad y
proporcionalidad que rigen la intervención penal del
Estado.

Por lo anteriormente expuesto, y con el objetivo de
fortalecer el marco jurídico para enfrentar de manera
más eficaz las conductas que obstruyen la acción de
las autoridades en materia de seguridad pública condi-
ción indispensable para el pleno ejercicio de los dere-
chos fundamentales se pretende adicionar un capítulo
V al Título Cuarto del Código Penal Federal y adicio-
nar una fracción al artículo 2o de la Ley Federal Con-
tra la Delincuencia Organizada.

A continuación, se muestra un cuadro comparativo
que ilustra el planteamiento de la propuesta de modifi-
cación mencionada en la presente Exposición de Mo-
tivos:
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Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a
consideración de este pleno de la Cámara de Diputa-
dos del honorable Congreso de la Unión, la presenta
iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adicionan diversas disposicio-
nes al Código Penal Federal y a la Ley Federal con-
tra la Delincuencia Organizada

Artículo Primero. Se adiciona un capítulo V denomi-
nado De la obstrucción de funciones de seguridad pú-
blica, al Título Cuarto que comprende los artículos
164 Ter y 164 Quater al Código Penal Federal para
quedar como sigue:

Título Cuarto

Capítulo V
De la obstrucción de funciones 

de seguridad pública

Artículo 164 Ter.- Se impondrá de tres a seis años
de prisión y de quinientas a novecientas veces el va-
lor de la Unidad de Medida y Actualización, a
quien, con la finalidad de favorecer a integrantes
de la delincuencia organizada, dolosamente pro-
porcione, transmita o comunique de manera física
o virtual, información operativa relativa a la ubica-
ción, desplazamiento, ejecución de labores de de-
tención, investigación, estrategias, rutas o acciones
tácticas implementadas por las Fuerzas Armadas,
la Guardia Nacional o instituciones federales de se-
guridad pública, ya sea que dichas labores se reali-
cen de manera individual o en coordinación con au-
toridades estatales o municipales, cuando dicha
conducta tenga por objeto obstruir o impedir la
adecuada ejecución de tales labores.

Las penas previstas en el presente artículo se dupli-
carán cuando la información comunicada sea in-
formación reservada en términos de la legislación
aplicable y la conducta sea realizada por quien ten-
ga el deber de resguardarla, sin eximir de las demás
responsabilidades administrativas que correspon-
dan.

Artículo 164 Quater. - Las penas se aumentarán en
una mitad más cuando:

I. Sea cometido por un conductor u operador de
transporte público terrestre de pasajeros, o de
cualquier tipo de embarcación marítima o aero-
nave.

II. Sea cometido por servidor público de alguna
corporación policial, se impondrá, además, la
destitución del empleo, cargo o comisión públi-
cos e inhabilitación de hasta cinco años para des-
empeñar otro.

III. Si el delito lo cometiera un miembro de las
Fuerzas Armadas Mexicanas o Guardia Nacio-
nal en situación de retiro, de reserva o en activo,
se le impondrá además de la pena de prisión se-
ñalada, la baja definitiva a la Institución que
pertenezca y se le inhabilitara de uno a cinco
años para desempeñar cualquier cargo o comi-
sión públicos.

Artículo Segundo. Se adiciona una fracción XII al ar-
tículo 2o. de la Ley Federal contra la Delincuencia Or-
ganizada para quedar como sigue:

Artículo 2o. - ...

I. a XI [...]

XII. La obstrucción de funciones de seguridad
pública, conforme a lo previsto en el artículo 164
Ter del Código Penal Federal.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.
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Comisión Permanente, a 1 de julio de 2026.

Diputada Maiella Gómez Maldonado (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Justicia. Julio 1 de 2026.)

QUE ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES A LA LEY GENE-
RAL DE CULTURA FÍSICA Y DEPORTE, EN MATERIA DE IN-
TEGRIDAD DEPORTIVA, RECIBIDA DEL DIPUTADO FIDEL

DANIEL CHIMAL GARCÍA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DEL PAN, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE

DEL MIÉRCOLES 1 DE JULIO DE 2026

El que suscribe, diputado federal Fidel Daniel Chi-
mal García, integrante del Grupo Parlamentario de
Acción Nacional en la LXVI Legislatura del honora-
ble Congreso de la Unión, conforme a lo dispuesto en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos; 6, fracción I, 78
y 79 fracción II; 80, 82, punto 2, fracción I, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, someto a consideración de esta ho-
norable soberanía, la presente iniciativa con proyecto

de decreto por el que se adicionan diversas disposi-
ciones a la Ley General de Cultura Física y Depor-
te, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

1. La integridad deportiva como desafío emergente
para el deporte contemporáneo

El deporte constituye una de las expresiones sociales
de mayor relevancia para el desarrollo humano, la co-
hesión social y la formación de valores. 

A través de su práctica se promueven principios como
la honestidad, el respeto a las reglas, la igualdad de
oportunidades, la disciplina y el juego limpio, elemen-
tos que contribuyen al fortalecimiento de la conviven-
cia democrática y la construcción de ciudadanía.

La confianza pública en el deporte descansa en la cer-
teza de que las competiciones se desarrollan bajo con-
diciones de imparcialidad, transparencia y respeto a
las reglas previamente establecidas. 

Cuando estos principios son vulnerados mediante con-
ductas destinadas a alterar artificialmente el desarrollo
o resultado de una competencia, se afecta no solamen-
te a las personas participantes, sino también a la credi-
bilidad de las instituciones deportivas, a los especta-
dores y a la sociedad en su conjunto. 

La Organización de las Naciones Unidas para la Edu-
cación, la Ciencia y la Cultura (Unesco) define a la in-
tegridad deportiva como la “defensa de la equidad, la
transparencia y los estándares éticos en el depor-
te”. Esto incluye prevenir el dopaje, promover la
competencia limpia, proteger la salud de los atletas
y garantizar la rendición de cuentas en la gober-
nanza”.

Asimismo, la Unesco reconoce que la protección de la
integridad deportiva constituye un elemento indispen-
sable para salvaguardar los valores del deporte y ga-
rantizar que éste continúe siendo un espacio de forma-
ción, inclusión y desarrollo humano.1

La relevancia de la integridad deportiva adquiere una
dimensión aún mayor si se considera la creciente im-
portancia económica y social del deporte a nivel mun-
dial. 
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Diversos estudios han demostrado que las actividades
deportivas generan importantes flujos económicos, in-
versiones, patrocinios y audiencias, convirtiéndose en
un sector con incidencia directa en el desarrollo social
y económico de los países. 

En este contexto, la transparencia, la responsabilidad
institucional y el respeto a las reglas adquieren una
importancia estratégica, pues cualquier conducta que
comprometa la autenticidad de las competiciones pue-
de afectar no sólo a las personas deportistas y organi-
zaciones involucradas, sino también la confianza del
público en el deporte como espacio de competencia
justa y formación de valores.2

La necesidad de fortalecer la integridad deportiva tam-
bién encuentra sustento en acontecimientos recientes
observados en el deporte mexicano. Durante los últi-
mos años se han hecho públicos diversos casos rela-
cionados con presuntas conductas de manipulación de
partidos y apuestas deportivas en categorías del fútbol
profesional mexicano, particularmente en divisiones
de desarrollo y ascenso. Estos hechos han derivado en
investigaciones y sanciones deportivas, evidenciando
que los riesgos asociados a la alteración indebida de
competiciones no son ajenos a la realidad nacional.3

En los últimos años, organismos internacionales han
advertido sobre el crecimiento de prácticas que ame-
nazan la integridad de las competiciones deportivas.
Entre ellas destaca la manipulación de competiciones
deportivas, entendida como la alteración indebida del
desarrollo o resultado de un evento deportivo con el
propósito de obtener beneficios indebidos.

La relevancia de la integridad deportiva trasciende el
ámbito estrictamente competitivo. La confianza públi-
ca en el deporte constituye uno de los pilares que sos-
tienen su legitimidad social, pues millones de personas
depositan en las competiciones deportivas expectati-
vas de imparcialidad, mérito y respeto a las reglas. 

En este sentido, la Oficina de las Naciones Unidas
contra la Droga y el Delito (Unodc) ha advertido re-
cientemente que la corrupción, la manipulación de
competiciones y otras formas de infiltración criminal
representan riesgos crecientes para el deporte en los
países de América Latina y el Caribe, al debilitar la
credibilidad de las instituciones deportivas y erosionar
la confianza de atletas, aficionados y patrocinadores.4

Cuando los resultados deportivos dejan de percibirse
como el producto legítimo del esfuerzo y la compe-
tencia, se compromete uno de los principales valores
que justifican la relevancia social del deporte.

Dentro de las amenazas identificadas por organismos
internacionales, la manipulación de competiciones de-
portivas ocupa un lugar particularmente relevante. 

La Unodc ha insistido que este fenómeno constituye
una amenaza compleja y multifacética para la integri-
dad del deporte, debido a que altera artificialmente el
desarrollo o resultado de los eventos deportivos para
generar beneficios indebidos. 

Estas prácticas afectan la igualdad de condiciones en-
tre competidores, distorsionan el principio de juego
limpio y generan un impacto negativo sobre la con-
fianza pública en las organizaciones encargadas de re-
gular y promover el deporte. 

Por ello, la tendencia internacional ha sido fortalecer
mecanismos preventivos, educativos e institucionales
orientados a proteger la autenticidad y credibilidad de
las competiciones deportivas.

La relevancia de esta problemática también ha sido
identificada en el continente americano. 

En 2025, la Oficina de las Naciones Unidas contra
la Droga y el Delito publicó el informe Safeguar-
ding Sport from Corruption: Focus on Countries in
the Americas and the Caribbean, en el que analiza
los riesgos asociados a la corrupción deportiva en
diversos países de la región, incluido México. 

El estudio advierte que fenómenos como la manipula-
ción de competiciones deportivas, las apuestas ilegales
y la infiltración de grupos criminales en el ámbito de-
portivo representan amenazas crecientes para la inte-
gridad de las competiciones y para la confianza públi-
ca en las organizaciones deportivas. 

Asimismo, destaca que la expansión de los mercados
de apuestas y el incremento de los recursos económi-
cos vinculados al deporte han generado nuevas vulne-
rabilidades que requieren respuestas preventivas e ins-
titucionales por parte de los Estados y de las
autoridades deportivas.5
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Ante este panorama, la comunidad deportiva interna-
cional ha impulsado diversas estrategias orientadas a
proteger la autenticidad de las competiciones deporti-
vas. El Comité Olímpico Internacional ha reconoci-
do que la manipulación de competiciones deporti-
vas constituye una de las principales amenazas a la
integridad del deporte, toda vez que busca eliminar
la incertidumbre natural que caracteriza a toda compe-
tencia legítima. 

Desde esta perspectiva, la esencia misma del deporte
radica en que sus resultados sean consecuencia del
mérito, la preparación y el desempeño de las personas
participantes, y no del acuerdo previo o de la interven-
ción indebida de terceros.6

En respuesta a estos desafíos, el Movimiento Olímpi-
co ha desarrollado códigos de conducta, programas de
capacitación y mecanismos de prevención dirigidos a
atletas, entrenadores, jueces, árbitros y directivos de-
portivos, con el propósito de fortalecer una cultura de
integridad y juego limpio. 

Estas acciones parten del reconocimiento de que la
protección de las competiciones deportivas no puede
depender exclusivamente de medidas sancionatorias,
sino que requiere también de estrategias preventivas,
educativas e institucionales que permitan identificar
riesgos y promover estándares éticos en todos los ni-
veles de la actividad deportiva.

Dentro de este proceso de fortalecimiento de la inte-
gridad deportiva destaca el Convenio del Consejo de
Europa sobre la Manipulación de Competiciones De-
portivas, conocido como Convenio de Macolin, adop-
tado en 2014. 

Dicho instrumento constituye el primer tratado inter-
nacional específicamente orientado a prevenir, detec-
tar y combatir la manipulación de competiciones de-
portivas mediante acciones de cooperación
institucional, intercambio de información, educación y
promoción de buenas prácticas.

El Convenio reconoce que la manipulación de resulta-
dos representa una amenaza para los valores funda-
mentales del deporte, tales como la ética, el juego lim-
pio, la transparencia y la confianza pública, por lo que
exhorta a los Estados y organizaciones deportivas a
desarrollar marcos normativos e institucionales que

permitan proteger la integridad de las competiciones
deportivas.

Si bien el Estado mexicano no ha suscrito ni ratificado
el Convenio de Macolin, los principios que lo inspiran
resultan consistentes con los objetivos de integridad,
transparencia, juego limpio y buena gobernanza que
deben regir el desarrollo de la actividad deportiva. En
este sentido, la presente iniciativa no pretende incor-
porar las obligaciones previstas en dicho tratado inter-
nacional, sino retomar sus mejores prácticas y referen-
cias conceptuales para fortalecer el marco jurídico
nacional.

Finalmente es preciso mencionar que la importancia
de proteger la integridad deportiva adquiere especial
relevancia en un país como México, donde el deporte
constituye una herramienta fundamental para la pro-
moción de estilos de vida saludables, la integración
comunitaria, la formación de valores y el desarrollo de
niñas, niños, adolescentes y jóvenes. 

Más allá de la competencia y el espectáculo, el depor-
te representa un espacio de convivencia social en el
que se fortalecen principios como la disciplina, el res-
peto, el esfuerzo, la solidaridad y el trabajo en equipo,
contribuyendo al bienestar individual y colectivo de la
población.

En este sentido, preservar la confianza pública en las
actividades deportivas constituye una responsabilidad
compartida entre autoridades, organizaciones deporti-
vas y sociedad. 

La autenticidad de las competiciones y el respeto al jue-
go limpio son condiciones indispensables para garanti-
zar que el deporte continúe siendo un referente de mé-
rito, igualdad de oportunidades y desarrollo humano. 

Por ello, resulta necesario que el marco jurídico mexi-
cano evolucione de manera preventiva y acorde con
las mejores prácticas internacionales, incorporando
herramientas que permitan fortalecer la integridad de-
portiva y proteger la credibilidad de las competiciones
en beneficio de las presentes y futuras generaciones.

2. Necesidad de incorporar la integridad deportiva
y la prevención de la manipulación de competicio-
nes deportivas en la Ley General de Cultura Física
y Deporte
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La evolución del deporte contemporáneo ha generado
nuevos desafíos para las autoridades públicas y las or-
ganizaciones deportivas. 

Tradicionalmente, las políticas deportivas se concen-
traron en aspectos relacionados con la promoción de la
actividad física, el desarrollo del alto rendimiento, la
infraestructura deportiva y la protección de la salud de
las personas deportistas. 

Sin embargo, la creciente complejidad del ecosistema
deportivo internacional ha puesto de manifiesto la ne-
cesidad de atender riesgos emergentes que pueden
afectar la credibilidad de las competiciones y la con-
fianza pública en las instituciones deportivas.

En reconocimiento de estos desafíos, diversos organis-
mos internacionales han impulsado acciones orienta-
das a fortalecer la integridad deportiva como un com-
ponente esencial para la preservación de los valores
que sustentan la actividad deportiva. 

La protección de la honestidad, la imparcialidad, la
transparencia y el juego limpio se ha convertido en
una prioridad para gobiernos, federaciones deportivas
y organismos multilaterales, particularmente ante el
crecimiento de fenómenos como la manipulación de
competiciones deportivas, la corrupción vinculada al
deporte y el uso indebido de las estructuras deportivas
para la obtención de beneficios económicos ilícitos.

En México, la Ley General de Cultura Física y Depor-
te constituye el principal instrumento jurídico encar-
gado de regular la organización y funcionamiento del
Sistema Nacional de Cultura Física y Deporte. 

La legislación vigente contiene disposiciones orienta-
das a prevenir conductas que afectan el adecuado des-
arrollo de la actividad deportiva, particularmente en
materias como la lucha contra el dopaje, la prevención
de la violencia en el deporte y la promoción de una
cultura de paz. 

Estas disposiciones reflejan el reconocimiento legisla-
tivo de que determinadas conductas pueden compro-
meter la integridad de las competiciones deportivas y
afectar los principios que deben regir el deporte.

No obstante, pese a los avances observados en otros
ámbitos, actualmente la Ley General de Cultura Física

y Deporte no contiene una definición expresa de inte-
gridad deportiva ni incorpora referencia alguna a la
manipulación de competiciones deportivas. 

Esta ausencia normativa genera un vacío conceptual
dentro del marco jurídico deportivo nacional, pues im-
pide reconocer formalmente una problemática que ha
sido identificada por organismos internacionales espe-
cializados como una de las principales amenazas para
la credibilidad del deporte contemporáneo.

La falta de reconocimiento expreso de estos conceptos
no significa que los riesgos asociados a la manipula-
ción de competiciones deportivas sean inexistentes en
México. Por el contrario, los recientes antecedentes
observados en el ámbito deportivo nacional eviden-
cian la pertinencia de fortalecer los mecanismos pre-
ventivos y promover una cultura institucional orienta-
da a la protección de la integridad deportiva.7

Asimismo, la creciente expansión de las apuestas de-
portivas y el incremento de los recursos económicos
vinculados a la actividad deportiva hacen necesario
que las autoridades deportivas cuenten con bases jurí-
dicas mínimas que les permitan desarrollar acciones
preventivas acordes con las mejores prácticas interna-
cionales.

En este contexto, la presente iniciativa propone una
actualización puntual y proporcional de la Ley Gene-
ral de Cultura Física y Deporte. A diferencia de otros
modelos regulatorios adoptados en diversas jurisdic-
ciones, la propuesta no busca establecer nuevos regí-
menes sancionatorios, crear estructuras burocráticas
adicionales ni imponer cargas administrativas excesi-
vas a las organizaciones deportivas. 

Su propósito consiste en incorporar herramientas jurí-
dicas básicas que permitan reconocer la relevancia de
la integridad deportiva dentro del sistema normativo
mexicano.

La propuesta resulta congruente con las tendencias in-
ternacionales observadas en materia de gobernanza
deportiva y protección de la integridad de las compe-
ticiones. Del mismo modo, se encuentra alineada con
los principios promovidos por organismos como la
Unesco, la Oficina de las Naciones Unidas contra la
Droga y el Delito, el Comité Olímpico Internacional y
el propio Convenio de Macolin, sin que ello implique
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la incorporación de obligaciones derivadas de instru-
mentos internacionales que no han sido ratificados por
el Estado mexicano.

Por las razones anteriormente expuestas, se considera
necesario actualizar la Ley General de Cultura Física y
Deporte para reconocer expresamente la integridad de-
portiva y la prevención de la manipulación de compe-
ticiones deportivas como elementos indispensables pa-
ra la protección de la credibilidad, legitimidad y
valores fundamentales del deporte en México.

Por lo anteriormente expuesto y fundamentado, some-
to a consideración de esta asamblea la siguiente la ini-
ciativa con proyecto de:

Decreto por el que se adicionan diversas disposicio-
nes a la Ley General de Cultura Física y Deporte

Único. Se reforman las fracciones XI y XII y se adi-
ciona la fracción XIII al artículo 2; se reforman las
fracciones XIII y XIV y se adicionan las fracciones
XV y XVI al artículo 5; y se reforma la fracción XXIII
del artículo 30 de la Ley General de Cultura Física y
Deporte.

Artículo 2. Esta Ley y su Reglamento tienen por ob-
jeto establecer las bases generales para la distribución
de competencias, la coordinación y colaboración entre
la Federación, las entidades federativas, los Munici-
pios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de
México en materia de cultura física y deporte, bajo el
principio de concurrencia previsto en el artículo 73,
fracción XXIX-J de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, así como la participación de
los sectores social y privado en esta materia, con las si-
guientes finalidades generales:

I. a X ...

XI. Garantizar a todas las personas sin distinción de
género, edad, discapacidad, condición social, reli-
gión, opiniones, preferencias o estado civil, la
igualdad de oportunidades dentro de los programas
de desarrollo que en materia de cultura física y de-
porte se implementen;

XII. Los deportistas con algún tipo de discapacidad
no serán objeto de discriminación alguna, y

XIII. Preservar la integridad deportiva y preve-
nir la manipulación de competiciones deporti-
vas, a fin de fortalecer la transparencia, la im-
parcialidad y la credibilidad de las actividades
deportivas.

Artículo 5. Para efecto de la aplicación de la presente
Ley, se considerarán como definiciones básicas las si-
guientes:

I. a XII ...

XIII. Evento Deportivo Masivo: Sin importar el nú-
mero de personas que se encuentren reunidas, será
cualquier evento deportivo abierto al público, que
se realice en instalaciones deportivas, estadios, re-
cintos o edificios deportivos, que tenga una capaci-
dad de aforo igual o superior al resultado de multi-
plicar por cien el número mínimo de competidores
que, conforme al reglamento o normatividad de la
disciplina que corresponda, deba estar activo dentro
de un área de competencia; o bien, aquél que se re-
alice en lugares abiertos, cuando el número de com-
petidores sea igual o mayor a doscientos;

XIV. Evento Deportivo con fines de espectáculo:
Cualquier evento deportivo en el que se condicione
el acceso de los aficionados o espectadores al pago
de una tarifa para presenciarlo;

XV. Integridad Deportiva: Conjunto de princi-
pios, valores y mecanismos orientados a preser-
var la honestidad, imparcialidad, transparencia
y credibilidad de las actividades deportivas, y

XVI. Manipulación de Competiciones Deporti-
vas: Acción u omisión deliberada encaminada a
alterar indebidamente el desarrollo, curso o re-
sultado de una competición deportiva para obte-
ner una ventaja o beneficio indebido para sí o
para terceros.

Artículo 30. La Conade tiene las siguientes atribucio-
nes:

I a XXII…

XXIII. Definir los lineamientos para la lucha contra
el dopaje en el deporte, la prevención de la violencia,
la promoción de la integridad deportiva, la preven-
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ción de la manipulación de competiciones depor-
tivas y el fomento de la cultura de paz en el deporte;

XXIV a XXX…

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. A partir de la entrada en vigor del presente
Decreto, la Comisión Nacional de Cultura Física y De-
porte tendrá un plazo de noventa días naturales para
emitir los lineamientos y disposiciones administrativas
para la promoción de la integridad deportiva y la pre-
vención de la manipulación de competiciones deporti-
vas, a que se refiere este.

Notas

1 Unesco. “Sport Integrity” S.f. Ver en:

https://www.unesco.org/en/query-list/s/sport-integrity

2 Elías Monroy. “Compliance deportivo: gobernanza y juego lim-

pio”. Diálogos Punitivos. Sf. Ver en:

https://dialogospunitivos.com/wp-content/uploads/2025/10/Co-

lumna-de-interes-46.pdf

3 César Cuervo. “Los amaños de partidos van más allá de los fut-

bolistas”, Sergio Bueno pide medidas a fondo”. Récord. 13 de abril

de 2026. Ver en: https://www.record.com.mx/historia/los- amanos-

de-partidos-van-mas-alla-de-los-futbolistas-sergio-bueno-pide-

medidas-a-fondo- 2026041317363899973

4 Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito

(Unodc). “Informe Salvaguardar el Deporte de la Corrupción: En-

foque en los países de las Américas y el Caribe: el crimen organi-

zado está minando la confianza en el deporte”. 19 de septiembre

de 2025. Ver en: https://www.unodc.org/lpomex/es/noticias/sep-

tiembre-2025/informe-salvaguardar-el-deporte-de-la- corrupcin_-

enfoque-en-los-pases-de-las-amricas-y-el-caribe_-el-crimen-orga-

nizado-est-minando-la-confianza-en-el-deporte.html

5 Op Cit

6 Comité Olímpico Internacional. “Prevention of competition ma-

nipulation”. S.f. Ver en:

https://www.olympics.com/ioc/integrity/prevention-competition-

manipulation

7 César Cuervo. “Los amaños de partidos van más allá de los fut-

bolistas”, Sergio Bueno pide medidas a fondo”. Récord. 13 de abril

de 2026. Ver en:https://www.record.com.mx/historia/los- amanos-

de-partidos-van-mas-alla-de-los-futbolistas-sergio-bueno-pide-

medidas-a-fondo-2026041317363899973

Salón de sesiones de la Comisión Permanente del
Congreso de la Unión, miércoles 1 de julio de 2026.

Diputado Fidel Daniel Chimal García (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Deporte. Julio 1 de 2026.)

QUE REFORMA EL SEGUNDO Y TERCER PÁRRAFO DEL AR-
TÍCULO 58 DE LA LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN AL CON-
SUMIDOR, EN MATERIA DE LENGUAJE INCLUYENTE, RECI-
BIDA DE LA DIPUTADA MARÍA ROSETE, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DE MORENA, EN LA SESIÓN DE LA CO-
MISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 1 DE JULIO DE

2026

Quien suscribe, diputada María Rosete, integrante del
Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Legisla-
tura, con fundamento en lo dispuesto en los artículos:
71, fracción II, y 78, párrafo segundo, fracción III, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; 55, fracción II, y 179 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, someto a consideración la siguien-
te iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforma el segundo y tercer párrafo del artículo 58
de la Ley Federal de Protección al Consumidor, en
materia de lenguaje incluyente, al tenor de la si-
guiente:

Exposición de Motivos

En la actualidad, el lenguaje incluyente y respetuoso
constituye una herramienta fundamental para la cons-
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trucción de una sociedad más igualitaria; por ello, la
legislación mexicana ha evolucionado hacia el uso de
terminología acorde con los estándares internacionales
en materia de derechos humanos, privilegiando expre-
siones que reconozcan la autonomía, la participación y
la igualdad de oportunidades de las personas con dis-
capacidad.

La expresión “persona con discapacidad” responde al
enfoque de derechos humanos y al modelo social de la
discapacidad, el cual reconoce que las personas deben
ser identificadas en primer lugar por su condición hu-
mana y no por una característica particular. Desde es-
ta perspectiva, la discapacidad constituye una condi-
ción que forma parte de la diversidad humana y cuya
manifestación depende, en gran medida, de las barre-
ras físicas, sociales, culturales y actitudinales presen-
tes en el entorno.

Este enfoque ha sido reconocido por la Convención
sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad,
instrumento internacional que promueve el respeto a la
dignidad inherente de todas las personas y la elimina-
ción de cualquier forma de discriminación.1 En conse-
cuencia, el uso de la expresión “persona con discapa-
cidad” contribuye a visibilizar a la persona como
titular de derechos, evitando términos que puedan re-
sultar reduccionistas o que definan a alguien exclusi-
vamente por una condición específica.

Desde el principio de igualdad inherente a todas las
personas no existen “capacidades diferentes” ni “nece-
sidades especiales” como categorías separadas. Todas
y todos tenemos las mismas capacidades (potenciales,
reales, en desarrollo) y las mismas necesidades esen-
ciales (amar y ser amados, comer, vestirse, tener salud,
sobrevivir). Compartimos la misma esencia humana
en igualdad. Lo que nos diferencia no afecta nuestras
capacidades o necesidades esenciales; cuando no exis-
ten barreras en el entorno, estas se manifiestan y satis-
facen en igualdad.

Actualmente, el artículo 58 de la Ley Federal de Pro-
tección al Consumidor establece disposiciones para
garantizar que las personas con discapacidad accedan
en condiciones de igualdad a bienes y servicios, prohi-
biendo prácticas discriminatorias y obligando a los
proveedores a generar condiciones de accesibilidad.
Esta iniciativa armoniza la redacción del artículo 58
con la terminología reconocida por: la Constitución

Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley Ge-
neral para la Inclusión de las Personas con Discapaci-
dad, y la Convención sobre los Derechos de las Perso-
nas con Discapacidad de las Naciones Unidas.

Se sustituyen expresiones que centran la atención en la
condición de la persona por un lenguaje que reconoce,
en primer término, su calidad de sujeto pleno de dere-
chos y busca proteger más efectivamente a las perso-
nas frente a actos de discriminación en el acceso a
bienes y servicios y en la vida cotidiana. 

Todavía existen casos en los que una persona es re-
chazada, condicionada o tratada de forma desigual por
su apariencia, origen, género, religión, discapacidad u
otra condición personal. Eso es incompatible con una
sociedad que reconoce la dignidad y la igualdad como
principios básicos.

La pertinencia de esta iniciativa se respalda en la re-
alidad social del país. Según datos del Instituto Na-
cional de Estadística y Geografía (Inegi), en 2023 al
menos 8.8 millones de mexicanos mayores de cinco
años viven con algún tipo de discapacidad, lo que
equivale al 7.2 por ciento de la población en este gru-
po de edad (Inegi, 2024). De estos, 4.7 millones son
mujeres (53.5 por ciento) y 4.1 millones son hombres
(46.5 por ciento); el 50 por ciento tiene 60 años o
más (Inegi, 2024). Este sector significativo de la po-
blación continúa enfrentando obstáculos para acce-
der plenamente a bienes, servicios y espacios de par-
ticipación social. En consecuencia, resulta
indispensable que la legislación refleje una visión in-
cluyente y acorde con las necesidades y derechos de
este grupo poblacional.

México firmó la Convención y ratificó su Protocolo
Facultativo el 30 de marzo de 2007, convirtiéndose en
Estado comprometido a proteger y promover los dere-
chos y la dignidad de las personas con discapacidad,
con miras a una sociedad mundial inclusiva (Naciones
Unidas, 2007).

Reconocemos que la discapacidad es un concepto que
evoluciona y que resulta de la interacción entre las
personas con deficiencias y las barreras debidas a la
actitud y al entorno que evitan su participación plena y
efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones
con las demás (Naciones Unidas, 2007). 
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La incorporación de esta iniciativa es necesaria porque
no basta con prohibir la discriminación en términos
generales; también es indispensable impedirla en los
espacios donde más afecta: comercios, servicios y es-
tablecimientos abiertos al público. Allí es donde mu-
chas veces se materializan exclusiones que parecen
pequeñas, pero que en realidad generan humillación,
desigualdad y barreras reales para ejercer derechos.

Esta reforma ayudará a dar mayor certeza tanto a con-
sumidores como a proveedores. Para las personas, sig-
nifica contar con una protección más clara y directa en
la ley; para los proveedores, significa saber con preci-
sión cuáles son los límites de su actuación y evitar
prácticas que puedan derivar en abusos o conflictos, en
ese sentido, la reforma no complica la actividad eco-
nómica: la ordena y la hace más justa.

La reforma convierte un principio general de igualdad
en una regla concreta de trato digno, evita exclusiones
arbitrarias y refuerza el derecho de todas las personas
a acceder a bienes y servicios sin discriminación.

Para mayor claridad, se presenta el siguiente cuadro
comparativo

Por lo anteriormente expuesto y reafirmando mi com-
promiso con el derecho de las personas con discapaci-
dad para que reciban un trato digno a la hora de ad-
quirir un producto o servicio, es que propongo el
siguiente proyecto de:

Decreto por el que se reforma el segundo y tercer
párrafo del artículo 58 de la Ley Federal de Pro-
tección al Consumidor

Único. Se reforma el segundo y tercer párrafo del artí-
culo 58 de la Ley Federal de Protección al Consumi-
dor, para quedar como sigue:

Artículo 58. ….

Los proveedores de bienes y servicios que ofrezcan
éstos al público en general, no podrán establecer
preferencias o discriminación alguna respecto a los
solicitantes del servicio, tales como selección de
clientela, condicionamiento del consumo, reserva
del derecho de admisión, exclusión a personas con
discapacidad y otras prácticas similares, salvo por
causas que afecten la seguridad o tranquilidad del
establecimiento, de sus clientes o de las personas
con algún tipo de discapacidad, o se funden en dis-
posiciones expresas de otros ordenamientos legales.
Dichos proveedores en ningún caso podrán aplicar o
cobrar tarifas superiores a las autorizadas o registra-
das para la clientela en general, ni ofrecer o aplicar
descuentos en forma parcial o discriminatoria. Tam-
poco podrán aplicar o cobrar cuotas extraordinarias
o compensatorias a las personas con discapacidad
por sus implementos médicos, ortopédicos, tecnoló-
gicos, educativos o deportivos necesarios para su
uso personal, incluyéndose el perro guía en el caso
de invidentes.

Los proveedores están obligados a dar las facilidades
o contar con los dispositivos indispensables para que
las personas con discapacidad puedan utilizar los bien-
es o servicios que ofrecen. Dichas facilidades y dispo-
sitivos no pueden ser inferiores a los que determinen
las disposiciones legales o normas oficiales aplicables,
ni tampoco podrá el proveedor establecer condiciones
o limitaciones que reduzcan los derechos que legal-
mente correspondan a la persona con discapacidad
como consumidor.
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Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Nota

1 https://www.un.org/esa/socdev/enable/documents/tccconvs.pdf 

Salón de sesiones de la Comisión Permanente del
Congreso de la Unión, miércoles 1 de julio de 2026.

Diputada María Rosete (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Economía, Comercio y Competitividad.

Julio 1 de 2026.)

QUE ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES A LA LEY GENE-
RAL DE EDUCACIÓN, EN MATERIA DE EDUCACIÓN VIAL Y

MOVILIDAD SEGURA EN LA EDUCACIÓN PRIMARIA, RECIBI-
DA DEL DIPUTADO FIDEL DANIEL CHIMAL GARCÍA, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN, EN LA SESIÓN DE LA

COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 1 DE JULIO DE

2026

El que suscribe, diputado federal Fidel Daniel Chi-
mal García, integrante del Grupo Parlamentario de
Acción Nacional en la LXVI Legislatura del honora-
ble Congreso de la Unión, conforme a lo dispuesto en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos; 6, fracción I, 78
y 79 fracción II; 80, 82, punto 2, fracción I, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, someto a consideración de esta ho-
norable soberanía, la presente iniciativa con proyecto
de decreto por el que se adicionan diversas disposi-
ciones a la Ley General de Educación, al tenor de la
siguiente:

Exposición de Motivos

1. La urgencia de fortalecer la educación vial y la
movilidad segura desde la educación primaria

La seguridad vial constituye uno de los desafíos más
importantes en materia de salud pública, prevención y
protección de la vida en México. Los siniestros de
tránsito representan una de las principales causas de
muerte y lesiones entre niñas, niños y adolescentes, lo
que exige la adopción de políticas públicas integrales
orientadas no solamente a la sanción o regulación del
tránsito, sino también a la formación preventiva desde
edades tempranas.

Lejos de tratarse de una problemática aislada o cir-
cunstancial, la siniestralidad vial en México ha mos-
trado una persistencia alarmante durante la última dé-
cada. De acuerdo con información sistematizada a
partir de datos del Instituto Nacional de Estadística
y Geografía (Inegi), entre 2015 y 2024 se registra-
ron 3 millones 613 mil 224 accidentes de tránsito te-
rrestre en zonas urbanas y suburbanas del país, lo
que equivale a un promedio anual de 361 mil 322 si-
niestros y cerca de 990 accidentes diarios.1

En ese mismo periodo, 899 mil 336 personas resulta-
ron lesionadas como consecuencia de hechos viales,
mientras que tan solo en 2024 se contabilizaron 17
mil 82 muertes por accidentes de transporte. Estas
cifras reflejan que la movilidad cotidiana en México
continúa representando un riesgo permanente para la
integridad y la vida de las personas, particularmente de
quienes se encuentran en condiciones de mayor vulne-
rabilidad, como niñas, niños y adolescentes.

La seguridad vial en México constituye una problemá-
tica persistente y de alta relevancia en términos de sa-
lud pública, protección civil y prevención de riesgos. 

De acuerdo con la publicación técnica “Estadísticas
de Seguridad Vial de México para Irtad” del Insti-
tuto Mexicano del Transporte, durante 2024 se re-
gistraron 16 mil 654 muertes derivadas de sinies-
tros de tránsito, con una tasa de mortalidad de 12.6
fallecimientos por cada 100 mil habitantes. A ello se
suman 38 mil 037 personas lesionadas hospitaliza-
das, lo que evidencia la magnitud humana y social
de esta problemática.2
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La dimensión de la crisis adquiere especial relevancia
cuando se analiza su impacto sobre usuarios vulnera-
bles de la vía pública. Según el mismo estudio, se es-
tima que el 37 por ciento de las víctimas mortales
corresponden a peatones, lo que confirma que la ex-
posición al riesgo vial afecta de manera directa a quie-
nes transitan cotidianamente por calles y avenidas sin
ningún tipo de protección física.

Esta realidad resulta particularmente preocupante en el
caso de niñas, niños y adolescentes. Durante 2024, se
registraron 701 fallecimientos de personas de entre
0 y 14 años de edad por siniestros viales en México,
lo que refleja que la infancia forma parte activa y
vulnerable de la movilidad cotidiana. Esta condi-
ción de vulnerabilidad se encuentra estrechamente
vinculada a sus desplazamientos diarios hacia centros
escolares, espacios recreativos y actividades comuni-
tarias, principalmente en calidad de peatones.

Aunado a ello, el crecimiento del parque vehicular na-
cional ha incrementado considerablemente la presión
sobre la infraestructura y el espacio público. Entre
2010 y 2024, el número de vehículos motorizados en
circulación aumentó en casi un 93 por ciento, al pa-
sar de 31.6 millones a 61.3 millones de unidades, ge-
nerando mayores desafíos en términos de convivencia
vial, prevención y seguridad.

Además de las consecuencias humanas, los siniestros
viales representan un impacto económico significati-
vo. El Instituto Mexicano del Transporte estima
que en 2024 los costos asociados a esta problemáti-
ca ascendieron a 20 mil 189 millones de dólares,
equivalentes al 1.60 por ciento del producto interno
bruto, lo que evidencia que la seguridad vial no solo
constituye una prioridad social, sino también una ne-
cesidad económica y de política pública.

Aunado a ello, diversos estudios sobre percepción y
seguridad vial reflejan que en México persiste una pre-
ocupante falta de conciencia sobre la magnitud de es-
ta problemática. 

De acuerdo con la Encuesta Nacional sobre Seguri-
dad Vial elaborada por la Fundación Aleatica para
la Seguridad Vial, más del 95 por ciento de las per-
sonas encuestadas subestima el número real de fa-
llecimientos anuales por siniestros viales, mientras
que factores como el consumo de alcohol y drogas,

el exceso de velocidad y las distracciones al volante
fueron identificados como las principales causas de
riesgo.

Estos datos evidencian que una parte importante de la
siniestralidad vial está vinculada a conductas humanas
prevenibles, lo que refuerza la necesidad de impulsar
estrategias de educación y formación temprana que
permitan construir hábitos de movilidad segura desde
la infancia.3

Por otro lado, esta realidad puede observarse con cla-
ridad en la Ciudad de México, donde durante 2025
se registraron 4 mil 299 peatones lesionados por
atropellamiento, cifra que refleja la magnitud de un fe-
nómeno que afecta de manera cotidiana a quienes tran-
sitan por las calles, entre ellos miles de niñas y niños
que diariamente se desplazan hacia sus centros escola-
res.

El fenómeno de los atropellamientos no puede enten-
derse exclusivamente como consecuencia de factores
aislados o incidentales. 

Por el contrario, responde a dinámicas complejas vin-
culadas a la falta de respeto a la señalización vial, la
insuficiente cultura de prioridad peatonal, el exceso de
velocidad, las distracciones al conducir y la limitada
comprensión de normas básicas de convivencia y se-
guridad en el espacio público.

En el caso de niñas y niños en edad escolar, la ex-
posición al riesgo se incrementa debido a la fre-
cuencia de sus desplazamientos diarios hacia cen-
tros educativos, actividades recreativas o espacios
comunitarios. La necesidad de cruzar vialidades,
interpretar señales, identificar zonas seguras y
comprender reglas básicas de tránsito forma parte
de su vida cotidiana, aun cuando no exista una for-
mación sistemática que les permita hacerlo con ma-
yores herramientas de prevención.4

La gravedad del problema adquiere una dimensión aún
más preocupante cuando se analiza su impacto sobre
la población infantil y juvenil a nivel global. 

De acuerdo con la Organización Mundial de la Sa-
lud (OMS), los siniestros viales constituyen la princi-
pal causa de muerte entre niñas, niños, adolescentes y
jóvenes de entre 5 y 29 años a nivel mundial. 
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Asimismo, más de la mitad de las víctimas mortales
corresponden a usuarios vulnerables de la vía pública,
como peatones, ciclistas y motociclistas. Estos datos
evidencian que la niñez no es ajena a la problemática
vial, sino uno de los sectores más expuestos a sus ries-
gos, particularmente en contextos urbanos donde el
tránsito cotidiano forma parte de su vida escolar y co-
munitaria.5

Más allá de las cifras, la problemática de la seguridad
vial en México revela una dimensión estructural rela-
cionada con la ausencia de una cultura vial sólida en-
tre la población. 

Diversos análisis especializados han señalado que la
mayor parte de los siniestros de tránsito no se originan
exclusivamente en fallas mecánicas o condiciones de
infraestructura, sino en factores humanos vinculados
con la toma de decisiones, la conducta al conducir y la
forma en que las personas interactúan en el espacio
público.6

Conductas como exceder los límites de velocidad, no
respetar los cruces peatonales, utilizar dispositivos
móviles mientras se conduce, ignorar señales de trán-
sito o asumir prácticas de riesgo en bicicleta o motoci-
cleta, forman parte de un patrón recurrente que refleja
deficiencias en la formación cívica y preventiva de
quienes participan en la movilidad cotidiana.

En este sentido, la cultura vial debe entenderse como el
conjunto de conocimientos, hábitos, valores y conduc-
tas orientadas a garantizar una convivencia armónica,
segura y responsable entre peatones, ciclistas, pasaje-
ros y conductores. Sin embargo, en México su ense-
ñanza ha sido históricamente limitada, fragmentada y,
en muchos casos, relegada a campañas temporales o
procesos de obtención de licencias, sin consolidarse
como una política educativa de carácter permanente.

La falta de educación vial desde edades tempranas ge-
nera que niñas y niños aprendan a interactuar con el
espacio público de forma intuitiva o mediante la repe-
tición de conductas observadas, muchas veces repro-
duciendo prácticas inseguras o incorrectas. 

Esta ausencia de formación temprana debilita la cons-
trucción de hábitos preventivos y limita el desarrollo
de una conciencia colectiva sobre la corresponsabili-
dad que implica la movilidad.

Diversas experiencias institucionales en el país han
demostrado que la enseñanza de educación vial en ni-
veles básicos puede fortalecer la identificación de se-
ñales, la comprensión de reglas de tránsito, la movili-
dad peatonal segura y la prevención de accidentes. No
obstante, estos esfuerzos siguen siendo aislados y ca-
recen de un carácter uniforme, obligatorio y transver-
sal dentro del sistema educativo nacional.7

A la par de la magnitud estadística de los siniestros
viales, México enfrenta un problema estructural rela-
cionado con la limitada consolidación de una cultura
vial preventiva entre la población. Si bien el marco ju-
rídico y administrativo contempla diversas disposicio-
nes orientadas a la seguridad vial, la realidad demues-
tra que el aprendizaje de conductas seguras en el
espacio público continúa siendo insuficiente y, en gran
medida, reactivo.

En este contexto, Caminos y Puentes Federales ha
señalado que las niñas y los niños mantienen una
relación permanente con el tránsito vehicular al
participar cotidianamente como peatones, pasaje-
ros o usuarios de bicicleta, lo que evidencia que la
interacción con la movilidad comienza desde la in-
fancia y no únicamente en la vida adulta.

Esta realidad pone de manifiesto que la educación vial
no debe concebirse exclusivamente como preparación
para conducir, sino como una herramienta formativa
esencial para la protección de la vida y la integridad
desde edades tempranas.8

Los datos expuestos permiten advertir que la seguri-
dad vial en México continúa siendo una problemática
estructural con profundas implicaciones sociales, hu-
manas y económicas. La persistencia de altos índices
de siniestralidad, el impacto directo sobre usuarios
vulnerables como peatones y ciclistas, así como la
afectación específica a niñas, niños y adolescentes,
evidencian que las estrategias implementadas hasta
ahora han resultado insuficientes para consolidar una
cultura de prevención efectiva.

La realidad demuestra que la movilidad segura no
puede depender exclusivamente de medidas correc-
tivas, sancionatorias o de infraestructura, sino que
debe sustentarse en procesos formativos que per-
mitan construir hábitos, valores y conocimientos
desde las primeras etapas de la vida. La educación
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representa una herramienta fundamental para for-
talecer la conciencia vial, fomentar la corresponsa-
bilidad en el uso del espacio público y reducir con-
ductas de riesgo que, en muchos casos, derivan en
hechos prevenibles.

En este contexto, fortalecer la educación vial y la mo-
vilidad segura desde la educación primaria constituye
una medida necesaria para atender de manera integral
esta problemática, consolidando desde la infancia una
cultura de respeto, prevención y protección de la vida
en el espacio público.

2. Necesidad de fortalecer el marco jurídico educa-
tivo en materia de movilidad segura

El Estado mexicano ha reconocido progresivamente la
importancia de la seguridad vial como parte de sus
obligaciones en materia de protección de la vida, inte-
gridad personal y movilidad segura. Este reconoci-
miento tuvo un avance significativo con la expedición
de la Ley General de Movilidad y Seguridad Vial en
2022, ordenamiento que estableció principios, bases y
mecanismos de coordinación para garantizar el dere-
cho de todas las personas a desplazarse en condiciones
de seguridad, accesibilidad, eficiencia, sostenibilidad
e igualdad.

En dicho ordenamiento ya se prevén disposiciones
orientadas a fortalecer la educación en materia de mo-
vilidad y seguridad vial. Particularmente, el artículo 64
establece los objetivos y criterios que deben observar
las políticas, programas, campañas y acciones en esta
materia, mientras que el artículo 70 faculta a la Secre-
taría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano para
colaborar con la Secretaría de Educación Pública en la
incorporación de contenidos relacionados con movili-
dad y seguridad vial dentro de los planes de estudio.

No obstante, la existencia de estas disposiciones no
excluye la necesidad de fortalecer su integración
expresa dentro del marco jurídico educativo nacio-
nal.

Actualmente, la fracción XXIV del artículo 30 de la
Ley General de Educación establece el fomento de
los principios básicos de seguridad y educación
vial; sin embargo, resulta necesario armonizar su
contenido con el lenguaje, principios y criterios es-
tablecidos en la Ley General de Movilidad y Segu-

ridad Vial, a fin de dotar de mayor coherencia, uni-
formidad y certeza normativa al sistema educativo
nacional.

La presente iniciativa no pretende duplicar obliga-
ciones ni crear nuevas cargas regulatorias, sino ac-
tualizar y armonizar la redacción vigente para in-
corporar de manera expresa el concepto de
movilidad, reconociendo que la seguridad vial debe
abordarse desde una visión integral que contemple
la convivencia entre peatones, ciclistas, usuarios del
transporte público y conductores.

Con esta reforma se fortalece la congruencia entre am-
bos ordenamientos y se reafirma la importancia de la
educación como herramienta de prevención, forma-
ción ciudadana y protección de la vida desde edades
tempranas.

Por lo anteriormente expuesto y fundamentado, some-
to a consideración de esta asamblea la siguiente ini-
ciativa con proyecto de:

Decreto por el que se adicionan diversas disposicio-
nes a la Ley General de Educación

Único. Se reforma la fracción XXIV del artículo 30 a
la Ley General de Educación.

Artículo 30. Los contenidos de los planes y programas
de estudio de la educación que impartan el Estado, sus
organismos descentralizados y los particulares con au-
torización o con reconocimiento de validez oficial de
estudios, de acuerdo al tipo y nivel educativo, serán,
entre otros, los siguientes:

I a XXIII…

XXIV. El fomento de los principios básicos de mo-
vilidad, seguridad y educación vial, con base en
los criterios aplicables establecidos en la Ley Ge-
neral de Movilidad y Seguridad Vial, y

XXV…

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Miércoles 8 de julio de 2026 Gaceta Parlamentaria115



Segundo. La Secretaría de Educación Pública, en un
plazo no mayor a noventa días naturales, contados a
partir de la entrada en vigor del presente Decreto, rea-
lizará las adecuaciones reglamentarias necesarias con
base en lo previsto en este.
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Salón de sesiones de la Comisión Permanente del
Congreso de la Unión, miércoles 1 de julio de 2026.

Diputado Fidel Daniel Chimal García (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Educación. Julio 1 de 2026.)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 3 DE LA LEY DE SEGURIDAD

NACIONAL, RECIBIDA DE LA DIPUTADA GISELLE YU-
NUEEN ARELLANO ÁVILA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DE MORENA, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANEN-
TE DEL MIÉRCOLES 1 DE JULIO DE 2026 

La que suscribe, Giselle Yunueen Arellano Ávila, di-
putada federal, integrante del Grupo Parlamentario de
Morena, ante la LXVI Legislatura de la Cámara de Di-
putados, con fundamento en lo dispuesto en los artícu-
los 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; 55, fracción II, 56 y 57
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, somete
a consideración de esta soberanía la presente iniciativa
con proyecto de decreto que reforma el artículo 3 de la
Ley de Seguridad Nacional, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

I. Consideraciones Preliminares

La transformación digital de las sociedades contempo-
ráneas ha reconfigurado de manera estructural los pa-
radigmas tradicionales en que los Estados ejercen su
soberanía. El ciberespacio, entendido como el entorno
de interacción configurado por redes de comunica-
ción, sistemas de información, infraestructuras tecno-
lógicas y los flujos de datos que circulan a través de
ellos, constituye hoy un dominio estratégico cuya im-
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portancia para la seguridad nacional es equivalente, y
en ciertas dimensiones superior, a la de los espacios fí-
sicos convencionales.

El Estado Mexicano no es ajeno a esta realidad. La ex-
pansión de los servicios gubernamentales digitales, la
dependencia de infraestructuras críticas en platafor-
mas tecnológicas interconectadas y la creciente sofis-
ticación de las amenazas cibernéticas de origen nacio-
nal e internacional exigen que el ordenamiento
jurídico en materia de seguridad nacional reconozca
de forma expresa y operativa el ciberespacio como un
ámbito de protección soberana.

Sin embargo, la Ley de Seguridad Nacional vigente
(en adelante, la “Ley” o “LSN”), publicada en el Dia-
rio Oficial de la Federación el 31 de enero de 2005, fue
concebida en un contexto tecnológico radicalmente
distinto al actual. Su artículo 3, que define el objeto y
los bienes jurídicos tutelados por la seguridad nacio-
nal, guarda silencio sobre la dimensión digital y ciber-
nética de las amenazas al Estado. Esta omisión genera
un vacío normativo que, en la práctica, dificulta la ar-
ticulación de respuestas institucionales coherentes y
proporcionales ante incidentes cibernéticos de rele-
vancia para la seguridad del Estado.

La presente iniciativa tiene por objeto colmar dicho
vacío mediante la adición de un párrafo al artículo 3 de
la LSN que reconozca expresamente la soberanía digi-
tal como componente integrante de la seguridad na-
cional, dotando al Estado de una base jurídica clara pa-
ra ejercer jurisdicción, control y defensa sobre sus
infraestructuras digitales críticas y sus redes de comu-
nicación gubernamentales.

II. Derecho Comparado y Estándares Internacionales

La incorporación de la soberanía digital como compo-
nente de la seguridad nacional no constituye una inno-
vación jurídica aislada, sino que se inserta en una ten-
dencia global de reconocimiento normativo de la
dimensión cibernética de la soberanía estatal. Diversas
experiencias de derecho comparado ilustran la perti-
nencia y oportunidad de la reforma propuesta:

Colombia adoptó el CONPES 3995 de 2020,1 que es-
tablece la Política Nacional de Confianza y Seguridad
Digital, y cuenta con la Ley 1273 de 20092 sobre deli-
tos informáticos.

Chile aprobó la Ley Marco de Ciberseguridad e Infraes-
tructura Crítica de la Información (Ley 21.663, 2024),3

que establece la Agencia Nacional de Ciberseguridad y
el régimen de protección de infraestructuras críticas.

Brasil cuenta con la Política Nacional de Segurança da
Informação (Decreto 9.637/2018)4 y el Gabinete de
Segurança Institucional como coordinador de la ciber-
seguridad estratégica.

III. Diagnóstico

El artículo 3 de la Ley de Seguridad Nacional vigente
define la seguridad nacional como las acciones desti-
nadas de manera inmediata y directa a mantener la in-
tegridad, estabilidad y permanencia del Estado Mexi-
cano, enumerando en sus fracciones I a VI los bienes
jurídicos que la conforman. Sin embargo, ninguna de
dichas fracciones contempla el ciberespacio como ám-
bito de protección soberana.

Este silencio normativo produce, al menos, tres conse-
cuencias operativas de especial gravedad:

Primera: ausencia de base legal expresa para calificar
incidentes cibernéticos como amenazas a la seguridad
nacional, pues, sin una definición legal que integre el
ciberespacio en el objeto de la LSN, las autoridades
competentes carecen de fundamento jurídico claro pa-
ra activar los mecanismos institucionales previstos en
la propia Ley ante ataques o intrusiones en infraes-
tructuras digitales del Estado.

Segunda: dispersión normativa e ineficiencia institu-
cional. La ausencia de un concepto unificador en la le-
gislación de seguridad nacional ha propiciado la proli-
feración de respuestas parciales y descoordinadas en
ordenamientos sectoriales (telecomunicaciones, pro-
tección de datos, contrataciones públicas), sin que
exista un marco articulador que garantice coherencia y
eficacia en la respuesta del Estado.

Tercera: vulnerabilidad ante amenazas emergentes. El
incremento de la frecuencia y sofisticación de los ci-
berataques dirigidos contra infraestructuras guberna-
mentales, incluyendo sistemas de salud, fiscales, mi-
gratorios y de defensa, evidencia que la omisión
normativa no es un problema abstracto sino una lagu-
na con consecuencias prácticas inmediatas para la ca-
pacidad operativa del Estado Mexicano.
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IV. Contenido de la reforma

La iniciativa propone adicionar una fracción al artícu-
lo 3 de la LSN, incorporando la protección de la sobe-
ranía digital como componente autónomo de las ac-
ciones destinadas a mantener la integridad, estabilidad
y permanencia del Estado Mexicano.

La definición propuesta para la soberanía digital en el
ciberespacio tiene tres elementos normativos precisos:

1. Jurisdicción: la capacidad del Estado para aplicar
su ordenamiento jurídico a las conductas que ocu-
rran en sus infraestructuras y redes digitales, inde-
pendientemente de la localización física de los
agentes que las realicen.

2. Control: la capacidad del Estado para adminis-
trar, supervisar y regular el funcionamiento de sus
sistemas digitales críticos, garantizando su disponi-
bilidad, integridad y confidencialidad.

3. Defensa: la capacidad del Estado para prevenir,
detectar, responder y recuperarse de amenazas o
ataques dirigidos contra sus infraestructuras y redes
digitales.

El ámbito material de la definición se circunscribe a
dos categorías: las infraestructuras digitales críticas y
las redes de comunicación gubernamentales. Ambas
categorías se delimitan territorialmente de forma do-
ble: por un lado, las que se encuentren alojadas en te-
rritorio nacional; por otro, las que estén bajo adminis-
tración del Estado Mexicano, con independencia de su
localización geográfica. Esta doble delimitación refle-
ja la realidad técnica de los sistemas de cómputo en la
nube y de los sistemas distribuidos, en los que la loca-
lización física del hardware no coincide necesaria-
mente con el ámbito de control administrativo del Es-
tado.

V. Conclusión

El reconocimiento expreso de la soberanía digital co-
mo componente de la seguridad nacional no constitu-
ye una innovación normativa discrecional, sino una
actualización jurídica imprescindible ante la transfor-
mación que el ciberespacio ha operado en las condi-
ciones de existencia y operación del Estado contem-
poráneo. México cuenta con un marco constitucional

suficiente, con referentes de derecho comparado con-
solidados y con una necesidad operativa urgente que
justifican plenamente la presente reforma.

La adición propuesta al artículo 3 de la Ley de Seguri-
dad Nacional proveerá al Estado Mexicano de la base
normativa necesaria para responder de manera eficaz,
coordinada y jurídicamente sólida a las amenazas que
en el ciberespacio se ciernen sobre la integridad, esta-
bilidad y permanencia de sus instituciones, servicios y
comunicaciones gubernamentales.

Para mayor claridad, se presenta el cuadro comparati-
vo del texto vigente y el texto propuesto:

Ley de Seguridad Nacional

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se somete a
consideración de esta honorable asamblea el siguiente

Decreto

Artículo Único.- Se adiciona la fracción VII artículo
3 de la Ley de Seguridad Nacional, para quedar como
sigue:

Artículo 3 .- Para efectos de esta Ley, por Seguridad
Nacional se entienden las acciones destinadas de ma-
nera inmediata y directa a mantener la integridad, es-
tabilidad y permanencia del Estado Mexicano, que
conlleven a:

I. [ ... ]

II. [ ... ]

III. [ ... ]

IV. [ ... ]
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V. [ ... ]

VI. [ ... ]

La protección de la soberanía del Estado Mexica-
no en el ciberespacio, entendida como la capaci-
dad del Estado para ejercer jurisdicción, control
y defensa sobre sus infraestructuras digitales crí-
ticas y sus redes de comunicación gubernamenta-
les alojados en territorio nacional o en sistemas
bajo administración del Estado Mexicano.

Artículos Transitorios

Primero.- El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo.- El Ejecutivo federal, a través de las depen-
dencias competentes, deberá expedir o adecuar en un
plazo no mayor a ciento ochenta días naturales conta-
dos a partir de la entrada en vigor del presente decre-
to, las disposiciones reglamentarias necesarias para la
implementación de la fracción adicionada al artículo 3
de la Ley de Seguridad Nacional, incluyendo los crite-
rios de identificación de infraestructuras digitales crí-
ticas y los protocolos de respuesta ante incidentes en el
ciberespacio.

Notas

1 https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/Econ%C3%B3

micos/3995.pdf

2 https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/nor-

ma.php?I=34492

3 https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1202434

4 https://www.gov.br/conarq/pt-br/legislacao-arquivistica/decre-

tos-federals/decreto-no-9-637-de-26-de-dezembro-de-2018

Senado de la República, sede de la 
Comisión Permanente, a 1 de julio de 2026.

Diputada Giselle Yunueen Arellano Ávila (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Seguridad Ciudadana. Julio 1 de 2026.)

QUE ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES A LA LEY GENE-
RAL DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA,
EN MATERIA DE USO DE CÁMARAS CORPORALES EN LAS

INSTITUCIONES POLICIALES, RECIBIDA DEL DIPUTADO FI-
DEL DANIEL CHIMAL GARCÍA, DEL GRUPO PARLAMENTA-
RIO DEL PAN, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMA-
NENTE DEL MIÉRCOLES 1 DE JULIO DE 2026

El que suscribe, diputado federal Fidel Daniel Chimal
García, integrante del Grupo Parlamentario de Acción
Nacional en la LXVI Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, conforme a lo dispuesto en el artí-
culo 71, fracción II de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; artículos 6, fracción I; 78
y 79, fracción II; artículo 80, 82, punto 2, fracción I,
del Reglamento de la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión, someto a consideración
de esta honorable soberanía la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se adicionan diversas
disposiciones a la Ley General del Sistema Nacional
de Seguridad Pública, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

1. La necesidad de fortalecer la transparencia y la
rendición de cuentas en la actuación policial me-
diante el uso de tecnologías de videograbación.

La seguridad pública constituye una de las principales
demandas de la sociedad mexicana. Sin embargo, el
fortalecimiento de las instituciones encargadas de ga-
rantizar no sólo depende de incrementar sus capacida-
des operativas, sino también de consolidar mecanis-
mos efectivos de transparencia, rendición de cuentas y
supervisión de la actuación policial. La confianza ciu-
dadana en las corporaciones de seguridad resulta in-
dispensable para la prevención del delito, la denuncia
de conductas ilícitas y la construcción de entornos de
paz, por lo que toda política pública orientada a forta-
lecer la legitimidad institucional debe atender los fac-
tores que generan desconfianza entre la población.

De acuerdo con la Encuesta Nacional de Victimiza-
ción y Percepción sobre Seguridad Pública (Envi-
pe) 2025, elaborada por el Instituto Nacional de Es-
tadística y Geografía (Inegi), el 64.2 por ciento de la
población identificó a la inseguridad como el proble-
ma que más le preocupa, por encima de temas como la
salud, el aumento de precios, el desempleo o la co-
rrupción. Asimismo, el 64.7 por ciento de las personas
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consideró que vivir en su municipio es inseguro, mien-
tras que el 75.6 por ciento manifestó la misma percep-
ción respecto de su entidad federativa.

Estos datos reflejan que la seguridad pública continúa
siendo uno de los principales retos para el Estado me-
xicano y una de las demandas más sentidas de la ciu-
dadanía1.

La magnitud del fenómeno delictivo confirma dicha
preocupación. La Envipe 2025 estima que durante
2024 se cometieron aproximadamente 33.5 millones
de delitos en el país, los cuales afectaron a 23.1 mi-
llones de personas y a 11.4 millones de hogares. Lo
anterior significa que millones de mexicanas y me-
xicanos fueron víctimas de conductas ilícitas que
impactaron su patrimonio, integridad, tranquili-
dad y calidad de vida. Además, el costo total asocia-
do al delito ascendió a 269.6 mil millones de pesos,
equivalente al 1.07 por ciento del Producto Interno
Bruto nacional, lo que evidencia las profundas conse-
cuencias económicas y sociales derivadas de la inse-
guridad2.

Aunado a ello, la confianza de la ciudadanía en las ins-
tituciones encargadas de la seguridad pública enfrenta
desafíos importantes. La propia Envipe 2025 revela
que la policía de tránsito es percibida como co-
rrupta por el 75.1 por ciento de las personas que la
identifican, mientras que la policía preventiva mu-
nicipal registra una percepción de corrupción del
65.1 por ciento y la policía estatal del 63.8 por cien-
to. Estas cifras muestran que, pese a los esfuerzos ins-
titucionales realizados en los últimos años, persiste
una importante brecha de confianza entre la ciudada-
nía y diversas corporaciones policiales, situación que
dificulta la cooperación social indispensable para la
prevención y persecución de los delitos.

La necesidad de fortalecer los mecanismos de supervi-
sión y control de la actuación policial no sólo respon-
de a una percepción social de desconfianza, sino tam-
bién a desafíos estructurales identificados por la
literatura especializada. Diversos estudios de la Fa-
cultad Latinoamericana de Ciencias Sociales (Flac-
so) han señalado que las instituciones policiales en-
frentan históricamente problemas relacionados con
la discrecionalidad en el ejercicio de sus funciones,
la limitada trazabilidad de sus actuaciones y las di-
ficultades para documentar de manera objetiva los he-

chos ocurridos durante intervenciones, detenciones o
revisiones policiales. Tales circunstancias pueden obs-
taculizar la investigación de posibles abusos, dificultar
la determinación de responsabilidades y debilitar la le-
gitimidad institucional ante la ciudadanía3.

En este sentido, especialistas en materia de seguridad
ciudadana han advertido que los mecanismos de ren-
dición de cuentas policial deben orientarse no sólo a
sancionar conductas indebidas, sino también a generar
herramientas que permitan registrar, supervisar y eva-
luar de manera permanente el desempeño de los cuer-
pos de seguridad.

La problemática adquiere una dimensión aún más pre-
ocupante cuando se analiza el funcionamiento del sis-
tema de justicia penal. De acuerdo con el estudio Ra-
diografía de la Impunidad en México: Hallazgos
del Sistema de Justicia Penal 2024, elaborado por
México Evalúa, la impunidad continúa siendo uno
de los principales obstáculos para la consolidación
del Estado de derecho. El estudio señala que aproxi-
madamente el 93 por ciento de los delitos cometidos
en el país no son denunciados ante las autoridades,
mientras que existe una marcada desconexión entre las
instituciones de seguridad y las encargadas de la pro-
curación de justicia. Tan sólo durante el periodo anali-
zado, las corporaciones policiales recibieron alrededor
de 8.8 millones de reportes relacionados con posibles
delitos, pero únicamente 2.15 millones derivaron en
denuncias formales ante las fiscalías4.

A ello se suma que, aun cuando una denuncia logra in-
gresar al sistema de justicia, las posibilidades de al-
canzar una solución efectiva continúan siendo reduci-
das. México Evalúa documenta que únicamente una
proporción mínima de los casos llega a una imputa-
ción formal ante un juez, mientras que el rezago insti-
tucional en fiscalías y tribunales ha mostrado un creci-
miento sostenido durante los últimos años. Esta
situación genera una percepción social de ineficacia
institucional y debilita la confianza ciudadana en las
autoridades encargadas de prevenir, investigar y san-
cionar los delitos.

Por otro lado, y de acuerdo con información difun-
dida por la Comisión de Derechos Humanos de la
Ciudad de México, durante 2024 la Fiscalía Gene-
ral de Justicia y la Secretaría de Seguridad Ciuda-
dana concentraron aproximadamente dos terceras
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partes de las quejas presentadas por presuntas vio-
laciones a derechos humanos en la capital del país,
lo que refleja la relevancia que tienen las actuaciones
de las autoridades encargadas de la seguridad y la pro-
curación de justicia en la percepción ciudadana sobre
el respeto al Estado de derecho. Asimismo, dichas ins-
tituciones fueron objeto de diversas recomendaciones
emitidas por el organismo autónomo, relacionadas con
posibles vulneraciones a derechos fundamentales du-
rante el ejercicio de sus funciones5.

Lo anterior no implica desconocer la labor que diaria-
mente realizan miles de mujeres y hombres integran-
tes de las corporaciones policiales para proteger a la
población, sino reconocer la importancia de contar con
herramientas que permitan documentar de manera ob-
jetiva las intervenciones policiales.

Frente a estos desafíos, la evidencia internacional ha
identificado a las cámaras corporales como una he-
rramienta que contribuye al fortalecimiento de la
transparencia institucional y la rendición de cuen-
tas policial. Una revisión sistemática de la literatura
especializada realizada sobre decenas de estudios em-
píricos concluyó que el uso de cámaras corporales
puede generar beneficios relevantes en materia de su-
pervisión de la actuación policial, documentación de
intervenciones y fortalecimiento de los mecanismos de
control institucional. Asimismo, diversos estudios han
encontrado reducciones en el número de quejas ciuda-
danas presentadas contra elementos policiales, mejo-
ras en la calidad de la evidencia disponible para pro-
cedimientos administrativos y judiciales, así como una
mayor trazabilidad de las actuaciones realizadas por
las corporaciones de seguridad6.

De manera particular, investigaciones experimentales
han documentado que la utilización de cámaras corpo-
rales puede contribuir a disminuir incidentes relacio-
nados con el uso de la fuerza y reducir significativa-
mente las quejas presentadas contra elementos
policiales, al generar registros audiovisuales objetivos
de las interacciones entre autoridades y ciudadanía.
Asimismo, la evidencia disponible señala que estos
dispositivos fortalecen la calidad de los reportes poli-
ciales, facilitan la obtención y preservación de eviden-
cia, y brinda mayores elementos para esclarecer he-
chos controvertidos durante procedimientos
administrativos o jurisdiccionales.7

Es preciso señalar que la implementación de cámaras
corporales en instituciones policiales no constituye
una medida experimental o ajena a la realidad nacio-
nal. De acuerdo con el estudio “Cámaras Corpora-
les en Policías de México”, elaborado por LAB-CO,
para el año 2021 al menos 168 instituciones policia-
les del país utilizaban este tipo de dispositivos y se
habían adquirido más de 12 mil cámaras corpora-
les mediante distintos mecanismos de financia-
miento público. Lo anterior demuestra que diversas
corporaciones policiales han reconocido el potencial
de esta tecnología como herramienta para documentar
actuaciones policiales, fortalecer mecanismos de su-
pervisión y generar evidencia objetiva durante las in-
tervenciones de seguridad pública8.

El referido estudio señala que las cámaras corporales
pueden contribuir al fortalecimiento de la rendición de
cuentas, la supervisión institucional y la legitimidad
de las corporaciones policiales, al permitir la genera-
ción de registros audiovisuales verificables de las
interacciones entre autoridades y ciudadanía. Asimis-
mo, la evidencia disponible ha identificado efectos po-
sitivos en la reducción de quejas ciudadanas, la mejo-
ra de los procesos de investigación interna y el
fortalecimiento de los mecanismos de control sobre el
uso de la fuerza y otras actuaciones policiales.

No obstante, el mismo diagnóstico advierte que la
adopción de cámaras corporales en México se ha
desarrollado de manera heterogénea entre las dis-
tintas instituciones de seguridad pública, sin que
exista un marco normativo nacional que establezca
estándares mínimos respecto de su utilización, acti-
vación, almacenamiento, resguardo, conservación,
interoperabilidad y protección de los datos obteni-
dos mediante estos dispositivos. Esta situación gene-
ra diferencias significativas entre corporaciones, difi-
culta la homologación de procedimientos y limita el
aprovechamiento integral de una herramienta tecnoló-
gica que puede contribuir al fortalecimiento de la se-
guridad pública y de la confianza ciudadana en las ins-
tituciones encargadas de garantizarla.

En consecuencia, el fortalecimiento de la seguridad
pública exige la adopción de herramientas que permi-
tan garantizar simultáneamente la protección de los
derechos de la ciudadanía y la certeza jurídica de quie-
nes integran las instituciones policiales. La actuación
de las corporaciones de seguridad debe desarrollarse
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bajo principios de legalidad, transparencia y rendición
de cuentas, pero también bajo mecanismos que reco-
nozcan y respalden el trabajo de miles de mujeres y
hombres que diariamente arriesgan su integridad para
proteger a la población.

Las cámaras corporales representan una herramienta
idónea para alcanzar dicho equilibrio, al generar evi-
dencia objetiva de las intervenciones policiales, prote-
ger a las personas frente a posibles abusos de autori-
dad y, al mismo tiempo, brindar a los elementos
policiales medios de prueba que acrediten la legalidad
y profesionalismo de sus actuaciones. Por ello, resulta
necesario avanzar hacia un marco normativo nacional
que establezca reglas claras, homogéneas y eficaces
para su utilización en las instituciones de seguridad
pública del país.

2. Cámaras corporales como mecanismo de trans-
parencia, protección de derechos humanos y forta-
lecimiento institucional.

La evidencia nacional e internacional demuestra que
las cámaras corporales constituyen una herramienta
eficaz para fortalecer la transparencia institucional,
mejorar los mecanismos de supervisión de la actua-
ción policial y generar evidencia objetiva sobre las in-
tervenciones realizadas por los cuerpos de seguridad
pública. Su utilización permite documentar de ma-
nera verificable los hechos ocurridos durante de-
tenciones, inspecciones, revisiones, aseguramientos
y demás actuaciones policiales, contribuyendo a la
protección de los derechos humanos, a la investiga-
ción de posibles irregularidades y al fortalecimien-
to de la confianza ciudadana en las instituciones en-
cargadas de preservar el orden y la seguridad.

En México, diversas corporaciones policiales federa-
les, estatales y municipales han comenzado a incorpo-
rar cámaras corporales como parte de sus procesos de
modernización institucional. Sin embargo, la ausencia
de disposiciones generales que establezcan criterios
homogéneos para su utilización ha generado esquemas
de implementación diferenciados, sin estándares na-
cionales sobre aspectos fundamentales como la activa-
ción de los dispositivos, la conservación de grabacio-
nes, la protección de datos personales, el acceso a la
información generada o la interoperabilidad tecnológi-
ca entre instituciones9.

Esta situación hace necesario que el Estado mexi-
cano avance hacia un modelo normativo que per-
mita homologar criterios mínimos para el uso de
cámaras corporales en las instituciones policiales
de los tres órdenes de gobierno. La Ley General del
Sistema Nacional de Seguridad Pública constituye
el instrumento jurídico idóneo para alcanzar dicho
propósito, al ser el ordenamiento encargado de es-
tablecer las bases de coordinación, organización y
funcionamiento de las instituciones responsables de
la seguridad pública en todo el territorio nacional.

Con ese objetivo, la presente iniciativa propone incor-
porar a la Ley General del Sistema Nacional de Segu-
ridad Pública una definición legal de cámara corporal,
a fin de otorgar certeza jurídica respecto de su natura-
leza y finalidad institucional. Asimismo, se fortalece el
papel del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional
de Seguridad Pública mediante la incorporación de
una facultad expresa para emitir los lineamientos téc-
nicos y operativos que regulen la utilización de estos
dispositivos, así como los estándares mínimos de inte-
roperabilidad, conservación de información, ciberse-
guridad y protección de datos personales.

De igual manera, se propone la creación de un nuevo
Capítulo VI en el Título Cuarto de la ley, denominado
“Del uso de cámaras corporales en las instituciones
policiales”, mediante el cual se establecen las bases
generales para su implementación progresiva, su utili-
zación por parte del personal policial que mantiene
interacción directa con la población y las obligaciones
institucionales relacionadas con el resguardo y trata-
miento de la información obtenida. Finalmente, se in-
corpora una nueva obligación para las personas inte-
grantes de las instituciones policiales consistente en
portar y utilizar los dispositivos que les sean asignados
durante el ejercicio de sus funciones, conforme a los
lineamientos emitidos por la autoridad competente.

Las reformas propuestas buscan consolidar un modelo
de seguridad pública más transparente, profesional y
confiable, que permita proteger simultáneamente los
derechos de la ciudadanía y brindar certeza jurídica a
las y los elementos policiales en el desempeño de sus
funciones. Con ello se fortalece la rendición de cuen-
tas institucional, se fomenta la confianza social en las
corporaciones de seguridad y se contribuye a la cons-
trucción de instituciones más modernas, eficientes y
respetuosas del Estado de derecho.
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Por lo anteriormente expuesto y fundamentado, some-
to a consideración de esta asamblea el siguiente pro-
yecto de: 

Decreto por el que se adicionan diversas disposicio-
nes a la Ley General del Sistema Nacional de Segu-
ridad Pública

Único. Se adiciona una fracción II al artículo 4, reco-
rriendo las subsecuentes en su orden, se adiciona una
fracción XVII, recorriendo la subsecuente en su orden,
al artículo 47, se adiciona un Capítulo VI denominado
“Del uso de cámaras corporales en las instituciones
policiales” al Título Cuarto, integrado por los artículos
61 Bis, 61 Ter, 61 Quáter, 61 Quinquies y 61 Sexies; y
se adiciona una fracción XXVI, recorriendo la subse-
cuente en su orden al artículo 129 a la Ley General del
Sistema Nacional de Seguridad Pública.

Artículo 4. Para los efectos de esta Ley, se entenderá,
en singular o plural, por:

I. Academias o Institutos: A las instituciones de for-
mación, capacitación, profesionalización, especiali-
zación y actualización de personas aspirantes y ser-
vidoras públicas en las funciones de seguridad
pública, policial, ministerial, pericial y penitenciaria;

II. Cámara Corporal: Dispositivo electrónico
portátil de audio y video asignado a las personas
integrantes de las Instituciones Policiales para
registrar, documentar y respaldar el desarrollo
de sus funciones operativas, conforme a los prin-
cipios de legalidad, objetividad, profesionalismo,
transparencia, rendición de cuentas y respeto a
los derechos humanos.

III. Centros de Comando y Control: A las instala-
ciones de seguridad pública a que se refiere el Títu-
lo Séptimo de esta Ley;

Artículo 47. Corresponde a la persona titular del Se-
cretariado Ejecutivo:

I a XXV…

XXVI. Impulsar programas y acciones para el for-
talecimiento institucional de la Guardia Nacional,
en coordinación con la Secretaría de la Defensa Na-
cional, y

XXVII. Emitir los lineamientos técnicos y opera-
tivos para el uso de cámaras corporales por las
Instituciones Policiales, así como los estándares
mínimos de interoperabilidad, integridad, con-
servación, ciberseguridad y protección de datos
personales aplicables a las grabaciones genera-
das mediante dichos dispositivos.

XVIII. Las demás que se establezcan en esta y
otras leyes, el reglamento del Secretariado Eje-
cutivo y demás disposiciones aplicables.

Título IV 

CAPÍTULO VI
Del Uso de Cámaras Corporales en las 

Instituciones Policiales

Artículo 61 Bis. El uso de cámaras corporales por
parte de las Instituciones Policiales tiene por obje-
to fortalecer la transparencia, la rendición de cuen-
tas, la legalidad de la actuación policial, la protec-
ción de los derechos humanos, la confianza
ciudadana y la obtención de elementos de prueba
para los procedimientos administrativos y jurisdic-
cionales que correspondan.

Artículo 61 Ter. Las Instituciones Policiales debe-
rán dotar progresivamente de cámaras corporales
al personal que desempeñe funciones policiales con
interacción directa con la población, así como ga-
rantizar su adecuado funcionamiento, manteni-
miento, resguardo y reposición, conforme a la dis-
ponibilidad presupuestaria y a los lineamientos
emitidos por el Secretariado Ejecutivo.

Artículo 61 Quáter. Las personas integrantes de las
Instituciones Policiales que, en ejercicio de sus atri-
buciones, realicen funciones de prevención, investi-
gación, proximidad social, tránsito, reacción, vigi-
lancia, custodia o cualquier otra actuación policial
que implique interacción directa con la población,
deberán utilizar las cámaras corporales durante el
desarrollo de dichas actividades, en los términos
previstos por esta Ley y por los lineamientos que
emita el Secretariado Ejecutivo.

El incumplimiento de esta obligación será sancio-
nado en términos de las disposiciones aplicables de
la presente Ley.
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Artículo 61 Quinquies. Las grabaciones obtenidas
mediante cámaras corporales tendrán el carácter
de información de seguridad pública y deberán ser
resguardadas, almacenadas, conservadas y, en su
caso, puestas a disposición de las autoridades com-
petentes, conforme a las disposiciones aplicables en
materia de seguridad pública, procedimiento pe-
nal, transparencia, acceso a la información y pro-
tección de datos personales.

Artículo 61 Sexies. El tratamiento de la información
obtenida mediante cámaras corporales deberá obser-
var en todo momento los principios de licitud, finali-
dad, proporcionalidad, responsabilidad, confidencia-
lidad y seguridad previstos en la legislación aplicable
en materia de protección de datos personales.

Artículo 129. Son obligaciones de las personas inte-
grantes de las Instituciones de Seguridad Pública inte-
grantes del servicio profesional de carrera:

I a XXIV…

XXV. Abstenerse de disponer o apropiarse en bene-
ficio propio o de terceros de bienes ajenos a los que
tuvieren acceso como resultado del ejercicio de sus
funciones, y

XXVI. Portar y utilizar la cámara corporal que
le sea asignada, manteniéndola en funciona-
miento durante las actuaciones policiales previs-
tas en esta Ley y en los lineamientos emitidos por
el Secretariado Ejecutivo, salvo causa justifica-
da.

XXVII. Las demás que establezcan las disposicio-
nes legales aplicables y los propios reglamentos de
régimen disciplinario de las Instituciones de Segu-
ridad Pública.

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Secretariado Ejecutivo del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública emitirá los lineamientos

técnicos y operativos a que se refiere el presente de-
creto dentro de los ciento ochenta días naturales si-
guientes a su entrada en vigor.

Tercero. Las instituciones policiales de los tres órde-
nes de gobierno deberán implementar de manera gra-
dual el uso de cámaras corporales conforme a su dis-
ponibilidad presupuestaria y a los recursos que, en su
caso, sean destinados para tal fin.

Cuarto. Las erogaciones que, en su caso, se generen
con motivo de la entrada en vigor del presente decreto
se realizarán con cargo a los presupuestos aprobados a
las dependencias y entidades correspondientes para el
ejercicio fiscal que corresponda, por lo que no se au-
torizarán recursos adicionales para tales efectos.

Notas

1 Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI). “En-
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S.f Ver en: https://lab-co.org/wp-content/uploads/2023/08/LAB-

CO_Camaras_Corporales_Resumen_Ejecutivo.pdf

9 Matías Dominguez. “Aprueban uso de cámaras en policías y vi-
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zo de 2026. Ver en: https://heraldodemexico.com.mx/nacio-

na l /2026/3 /24/aprueban- uso-de-c amaras-en-po l ic ia s -
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Palacio de San Lázaro, a 1 de junio de 2026.

Diputado Fidel Daniel Chimal García (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Seguridad Ciudadana. Julio 1 de 2026.)

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 2 Y 10 DE LA LEY DEL SIS-
TEMA NACIONAL DE INVESTIGACIÓN E INTELIGENCIA EN

MATERIA DE SEGURIDAD PÚBLICA, RECIBIDA DE LA DIPU-
TADA GISELLE YUNUEEN ARELLANO ÁVILA, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DE MORENA, EN LA SESIÓN DE LA CO-
MISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 1 DE JULIO DE

2026

La suscrita, Giselle Yunueen Arellano Ávila, diputa-
da federal de la LXVI Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, integrante del Grupo Parlamentario
de Morena, con fundamento en lo dispuesto en los ar-
tículos 71 fracción II y 72 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; 55 fracción II, 56 y
57 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, so-
mete a consideración de esta honorable asamblea la
presente iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma los articulo 2 y 10 de la Ley del Sistema Nacional
de Investigación e Inteligencia en materia de Seguri-
dad Pública, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

I. Contexto

El Estado mexicano forma parte de una arquitectura de
seguridad regional que tiene como vértices fundamen-
tales a los Estados Unidos de América y Canadá. Esta
relación trilateral, cimentada en instrumentos como el
Tratado entre México, Estados Unidos y Canadá (T-
MEC), el Marco de Seguridad Trilateral y los distintos
acuerdos bilaterales en materia de cooperación poli-
cial, migratoria e inteligencia, impone a las institucio-
nes nacionales la necesidad de contar con un marco
normativo robusto, claro y coherente que rija la actua-
ción de los actores involucrados en labores de investi-
gación, inteligencia y persecución del delito.

En este escenario, la colaboración entre agencias de se-
guridad e inteligencia de los tres países se ha intensifi-
cado de manera significativa. Organismos como la
Agencia Central de Inteligencia (CIA), la Agencia de
Seguridad Nacional (NSA), la Oficina Federal de In-
vestigación (FBI) y la Real Policía Montada de Cana-
dá (RCMP), entre otros, despliegan en territorio mexi-
cano -en distintos niveles de formalidad- funciones que
rozan o inciden directamente sobre actividades propias
de investigación e inteligencia en seguridad pública.
Esta presencia, lejos de constituir un fenómeno coyun-
tural, se ha afianzado como una práctica estructural que
demanda una respuesta legislativa precisa.

Sin embargo, la Ley del Sistema Nacional de Investi-
gación e Inteligencia en Materia de Seguridad Pública
(en adelante, la Ley o LSNIIMSP), publicada en el
Diario Oficial de la Federación, no define en su catá-
logo de conceptos fundamentales qué debe entenderse
por “agente extranjero”. Esta omisión genera una la-
guna

normativa que compromete tanto la soberanía nacional
como la certeza jurídica de las operaciones de inteli-
gencia, e impide establecer con claridad los límites,
obligaciones y responsabilidades de los actores forá-
neos que actúan en colaboración con las instituciones
mexicanas de seguridad.

II. Marco normativo

El artículo 2 de la LSNIIMSP establece las definicio-
nes que rigen la interpretación y aplicación de dicho
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ordenamiento. En su texto actual, el precepto ofrece
un catálogo de conceptos operativos esenciales; no
obstante, entre ellos no figura la noción de “agente ex-
tranjero”, pese a que la propia dinámica de los siste-
mas nacionales de investigación e inteligencia supone,
de manera ordinaria, la interacción con homólogos de
otras naciones.

El ordenamiento jurídico mexicano cuenta con una de-
finición de este concepto en el ámbito de la seguridad,
sin embargo, la LSNIIMSP no remite a dicha defini-
ción ni la reproduce en su articulado, esta desconexión
entre ordenamientos que regulan materias íntimamente
relacionadas provoca consecuencias jurídicas adversas:

Genera inseguridad jurídica respecto de los dere-
chos y obligaciones de personas o entidades que, en
representación de un gobierno extranjero, colabo-
ran con las autoridades mexicanas en tareas de in-
vestigación e inteligencia en materia de seguridad
pública.

Impide delimitar con precisión el alcance de la res-
ponsabilidad de los agentes extranjeros dentro del
sistema nacional de investigación, lo que puede de-
rivar en ejercicios indebidos de atribuciones o en
vacíos de rendición de cuentas.

Dificulta la armonización del ordenamiento interno
con los compromisos internacionales suscritos por
México en materia de cooperación en seguridad, en
particular los adquiridos en el marco de la relación
trilateral con Estados Unidos y Canadá.

Obstaculiza la supervisión y el control institucional de
las actividades de inteligencia realizadas en territorio
nacional por personas vinculadas a gobiernos extran-
jeros, en detrimento de la soberanía y del orden cons-
titucional.

III. Naturaleza y alcance

En el derecho comparado y en la práctica internacio-
nal de inteligencia y seguridad, el concepto de “agen-
te extranjero” alude a la persona física o moral que, ac-
tuando por instrucción, en nombre o en beneficio de
un gobierno, organismo de inteligencia, entidad públi-
ca o entidad privada de otro Estado, realiza actividades
que inciden en el ámbito de la seguridad, la inteligen-
cia o la política interna de un país receptor.

Esta noción es distinta -aunque complementaria- a la
del diplomático o el funcionario consular, figuras re-
guladas por el derecho internacional convencional.

El agente extranjero en materia de seguridad e inteli-
gencia opera en un espacio normativo específico, ca-
racterizado por la necesidad de equilibrar la coopera-
ción internacional con la salvaguarda de la soberanía
nacional y los derechos fundamentales de las perso-
nas.

La definición que se propone incorporar al artículo 2
de la LSNIIMSP recoge los elementos esenciales que
la doctrina jurídica y la práctica internacional han con-
solidado para delimitar esta figura, a saber:

La condición de persona física o moral que actúa en
el territorio nacional.

El vínculo de dependencia, instrucción o beneficio
respecto de un gobierno, organismo, entidad u ór-
gano extranjero.

La finalidad de realizar actividades relacionadas
con la investigación, la inteligencia o la seguridad.

La actuación en el marco de convenios, acuerdos o
autorizaciones de las autoridades mexicanas com-
petentes.

IV. Autonomía Definitoria 

Un principio de técnica legislativa ampliamente reco-
nocido es el de autosuficiencia normativa, conforme al
cual cada ordenamiento debe contener en sí mismo los
elementos conceptuales indispensables para su correc-
ta aplicación, sin que su operatividad quede supeditada
a la consulta permanente de otros textos legales que,
además, pueden ser objeto de reforma independiente.

Desde esta perspectiva, resulta jurídicamente inade-
cuado que la LSNIIMSP -ley especializada en materia
de investigación e inteligencia para la seguridad públi-
ca- dependa de definiciones consagradas en un cuerpo
normativo distinto sin establecer un puente formal en-
tre ambos. La ausencia de dicho puente no solo vulne-
ra la coherencia interna del sistema jurídico, sino que
en la práctica genera dificultades interpretativas para
los operadores del derecho, los órganos de control y
los propios agentes de las instituciones involucradas.
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Por ello, la presente iniciativa opta por incorporar di-
rectamente al artículo 2 de la LSNIIMSP una defini-
ción propia y autónoma de “agente extranjero”, sin re-
producir textualmente ni hacer reenvío a otro
ordenamiento, pero sí recogiendo los elementos con-
ceptuales que la ciencia jurídica y la experiencia com-
parada han acreditado como esenciales para identificar
y regular esta figura.

V. Fundamento

La presente reforma encuentra sustento en los artícu-
los 40, 89 fracción X, y 73 fracciones XXIII y XXIX-
M de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos. El primero consagra la soberanía nacional
como atributo inalienable del pueblo mexicano y del
Estado. El artículo 89, fracción X, confiere al Poder
Ejecutivo

federal la dirección de la política exterior y la celebra-
ción de tratados internacionales, ámbito en el que se
inscribe la cooperación en materia de seguridad e inte-
ligencia. Por su parte, el artículo 73 faculta al Congre-
so de la Unión para legislar en materia de seguridad
pública y para expedir las leyes que organicen el Sis-
tema Nacional de Seguridad Pública.

Asimismo, el artículo 1° constitucional, en relación
con los instrumentos internacionales de derechos hu-
manos suscritos y ratificados por México, impone al
legislador el deber de establecer marcos normativos
claros que prevengan abusos y garanticen el respeto a
la dignidad y los derechos de las personas que se en-
cuentren en territorio nacional, con independencia de
su nacionalidad o de la entidad para la que actúen.

VI. Impacto en la Cooperación

La definición que se propone no constituye un obstá-
culo para la cooperación internacional en materia de
seguridad, sino que, por el contrario, la fortalece al do-
tarla de un marco jurídico preciso. Un concepto legal-
mente establecido de “agente extranjero” en la
LSNIIMSP permitirá:

Delimitar con claridad las condiciones bajo las cuales
los funcionarios de agencias de seguridad e inteligen-
cia de otro Estado pueden actuar coordinadamente con
sus homólogos mexicanos, en apego a los convenios
internacionales vigentes.

Establecer con certeza las obligaciones de registro, su-
pervisión y rendición de cuentas de dichos agentes an-
te las autoridades nacionales competentes.

Fortalecer los mecanismos de control parlamentario y
ciudadano sobre las actividades de inteligencia que in-
volucren a actores extranjeros en territorio nacional.

Dotar de mayor transparencia y legalidad a los meca-
nismos de cooperación en seguridad, reduciendo los
márgenes de discrecionalidad que pueden propiciar
prácticas contrarias al orden constitucional mexicano.

Enviar una señal de madurez institucional a los socios
estratégicos de México, en el sentido de que la coope-
ración se desarrolla dentro de un Estado de derecho
sólido y predecible.

VII. Consideraciones Finales

La incorporación de la definición de “agente extranje-
ro” en el artículo 2 de la LSNIIMSP es una medida le-
gislativa necesaria, proporcionada y congruente con
los principios que rigen el Estado mexicano de dere-
cho. No implica restricción alguna a la cooperación in-
ternacional legítima en materia de seguridad, sino que
la dota de un andamiaje jurídico que le confiere certe-
za, legalidad y transparencia.

En el contexto de la relación trilateral entre México,
Estados Unidos y Canadá - caracterizada por una in-
tensa y creciente cooperación en materia de seguridad-
, contar con un concepto normativamente definido de
agente extranjero en la ley especializada es una exi-
gencia de coherencia jurídica interna y de responsabi-
lidad institucional frente a la comunidad internacional.

Esta iniciativa no solo robustece el marco normativo
de la investigación y la inteligencia en seguridad pú-
blica, sino que también honra el mandato constitucio-
nal de preservar la soberanía nacional y garantizar que
toda actuación en territorio mexicano se ajuste al or-
den jurídico nacional y al respeto irrestricto de los de-
rechos humanos.

Con base en todo lo anteriormente expuesto, se propo-
ne adicionar al artículo 2 de la Ley del Sistema Nacio-
nal de Investigación e Inteligencia en Materia de Segu-
ridad Pública una fracción que incorpore la definición
de “agente extranjero” en los siguientes términos:
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Ley del Sistema Nacional de Investigación e Inteli-
gencia en materia de Seguridad Pública

Por lo anteriormente expuesto y fundado, y en ejerci-
cio de las facultades que me confiere el artículo 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, me permito someter a la conside-
ración de esta honorable asamblea el siguiente

Decreto

Articulo Único .- Se reforman los artículos 2 y 10 de
la Ley del Sistema Nacional de Investigación e Inteli-
gencia en Materia de Seguridad Pública:

Artículo 2. Para efectos de esta ley, se entenderá por:

I. a XI. …

Agente Extranjero: Toda persona extranjera o na-
cional que, de manera directa o indirecta, actúe ba-
jo la dirección, el control o en beneficio de un go-
bierno, organismo estatal o privado, entidad pública
o privada, con la finalidad de llevar a cabo activi-
dades vinculadas a la investigación, la recopilación,
el análisis de información, o bien a la inteligencia,
con incidencia en el territorio nacional o donde el
Estado mexicano ejerza jurisdicción en términos
del Derecho Internacional, Tratados y acuerdos con
los que los Estados Unidos Mexicanos sostiene re-
laciones o con las que no, bajo el principio de bue-
na fe y de reciprocidad.

Artículo 10. Funcionamiento

[ ... ]

Previa autorización de la persona que presida el Con-
sejo Nacional, se podrán realizar consultas a personas
expertas, instituciones académicas y de investigación,
así como a organismos nacionales e internacionales y
a agentes extranjeros, relacionadas con la inteligencia,
investigación y seguridad pública.

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Las autoridades competentes contarán con
un plazo de noventa días naturales, a partir de la en-
trada en vigor del presente decreto, para adecuar sus
protocolos, lineamientos y acuerdos de cooperación
internacional a la definición incorporada.

Senado de la República, sede de la 
Comisión Permanente, a 1 de julio de 2026.

Diputada Giselle Yunueen Arellano Ávila (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Seguridad Ciudadana. Julio 1 de 2026.)
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QUE REFORMA LA LEY GENERAL DE TURISMO, RECIBIDA

DE LA DIPUTADA TANIA PALACIOS KURI, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DEL PAN, EN LA SESIÓN DE LA COMI-
SIÓN PERMANENTE LLEVADA A CABO EL MIÉRCOLES 1 DE

JULIO DE 2026

La que suscribe, diputada Tania Palacios Kuri, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional en la LX VI Legislatura de la honorable
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo establecido en la frac-
ción II del artículo 71 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y en los artículos 6,
numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta sobera-
nía, la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
que reforma y adiciona el artículo 7 de la Ley Ge-
neral de Turismo , en materia de igualdad sustanti-
va, bienestar social y fortalecimiento económico de
las mujeres en el sector turístico al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

Según el “Informe Mundial sobre las Mujeres en el
Turismo” de la Organización Mundial del Turismo
(OMT) , las mujeres ocupan el 54 por ciento de la
fuerza laboral, frente al 39 por ciento en el conjunto de
los sectores económicos1.

Bajo este mismo contexto, y de acuerdo con estima-
ciones de la Secretaría de Turismo con base en la En-
cuesta Nacional de Ocupación y Empleo (ENOE), en
2025 las mujeres representaron el 54.2 por ciento del
personal ocupado en el sector turístico, con 2 millones
703 mil 543 trabajadoras, lo que confirma su papel
predominante en esta actividad económica2.

El 47.6 por ciento de las trabajadoras del sector tiene
entre 25 y 44 años, mientras que 31.9 por ciento se en-
cuentra entre los 45 y 64 años. Además, l6.8 por cien-
to tiene entre 15 y 24 años, reflejando que el turismo
es también una puerta de entrada al mercado laboral
para nuevas generaciones3. Asimismo, de acuerdo a la
Secretaría de Turismo (Sectur), el por ciento de las
mujeres ocupadas en turismo cuenta con educación
media superior o superior, lo que demuestra el cre-
ciente nivel de preparación y profesionalización feme-
nina dentro del sector.

México actualmente ocupa el sexto lugar entre los pa-
íses más visitados del mundo, y sin duda, para lograr
el objetivo de colocarse en la quinta posición, las mu-
jeres son una pieza primordial. El patrimonio natural,
cultural y las tradiciones de los diversos destinos del
país, se conservan gracias a la activa participación de
las mujeres. Podemos verlas en muchas actividades, lo
mismo como guías de turistas, que en las cocinas tra-
dicionales; siempre aportando su creatividad, talento,
e innovación como un eslabón e cadena de valor que
fortalece el desarrollo económico y social en el sector
turístico.

Sin embargo, la presencia mayoritaria de mujeres en el
sector turístico no implica, por sí misma, igualdad sus-
tantiva. Por el contrario, obliga al Estado a adoptar
medidas específicas para que dicha participación se
traduzca en mejores condiciones de bienestar, autono-
mía económica, acceso a oportunidades, participación
en la toma de decisiones y eliminación de brechas es-
tructurales. En un sector estratégico para el desarrollo
nacional, la igualdad sustantiva debe entenderse no so-
lo como un principio, sino como un mandato de polí-
tica pública que debe orientar la planeación, promo-
ción, fomento y evaluación de la actividad turística.

El Código Ético Mundial para el Turismo que fue
aprobado en 1999 por la Organización Mundial del
Turismo (OMT), el artículo 2 donde hace referencia al
turismo como un instrumento que sirve para el des-
arrollo tanto personal como colectivos.

Artículo 2:

2.2. Las actividades turísticas respetarán la igualdad
de hombre y mujeres. Asimismo, se encaminorán a
promover los derechos humanos.

Esta visión internacional es consistente con la reforma
constitucional publicada en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 15 de noviembre de 2024, mediante la cual
se reconoció expresamente que el Estado garantizará
el goce y ejercicio del derecho a la igualdad sustantiva
de las mujeres. La misma reforma incorporó el dere-
cho de toda persona a vivir una vida libre de violencias
y estableció deberes reforzados de protección respecto
de mujeres, adolescentes, niñas y niños. En conse-
cuencia, las políticas sectoriales, incluida la política
turística nacional, deben armonizarse con este nuevo
parámetro constitucional.
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En ese sentido, la OMT trabaja en pro del quinto obje-
tivo de Desarrollo Sostenible de las Naciones Unidas,
el empoderamiento de las mujeres y las niñas. El sec-
tor educativo y turístico son en los que más mujeres se
desarrollan, sin embargo, la realidad es que, a pesar de
estos esfuerzos, la mujer ocupa solo 20 por ciento de
los puestos directivos en las empresas y en el caso par-
ticular de la hotelería en Latinoamérica, solo 17 por
ciento de la plana ejecutiva ocupada por mujeres4.

Al respecto, y conforme al “Informe Mundial sobre la
Mujer en el Turismo”, se señala lo siguiente:

• Más de la mitad total de trabajadores del sector tu-
rístico a nivel global son mujeres, lo que representa
54 por ciento.

• Sin embargo, las mujeres están altamente concen-
tradas en los empleos peor pagados y de menor es-
tatus.

• En el aspecto salarial, las mujeres perciben 14.7
por ciento menos que los hombres.

• Las mujeres se encuentran en mayor porcentaje
realizando trabajo no remunerado en empresas de
turismo familiar.

• Las relaciones de poder y de los sistemas de do-
minación masculinos las colocan en ciertas ocupa-
ciones con mayor riesgo a la exposición de violen-
cia.

Adicionalmente, la Secretaría de las Mujeres creada
por decreto presidencial para sustituir y elevar al ran-
go de Secretaría al Instituto Nacional de las Mujeres
(Inmujeres), y que entró oficialmente en funciones el
1 de enero de 2025, se ha consolidado como la depen-
dencia rectora en materia de igualdad sustantiva ,
transversalización de la perspectiva de género , pre-
vención, atención y erradicación de las violencias con-
tra las mujeres, adolescentes y niñas, así como de im-
pulso a políticas públicas orientada adelanto y
bienestar de las mujeres.

En ese sentido, su participación coordinada con la Se-
cretaría de Turismo resulta necesaria para que la acti-
vidad turística incorpore, de manera transversal, crite-
rios de igualdad sustantiva, no discriminación,
bienestar social y fortalecimiento económico de las

mujeres. Asimismo, sus planes sectoriales se plasman
en el Plan Nacional de Desarrollo (PND) 2025-2030,
específicamente con el Eje Transversal 1. Igualdad
Sustantiva y Derechos de las Mujeres.

La importancia del Eje Transversal de igualdad sus-
tantiva en el PND radica en asegurar que todas las po-
líticas, programas y acciones del gobierno consideren
y analicen los efectos diferenciados de necesidades y
derechos de mujeres y hombres, buscando la elimina-
ción de brechas de desigualdad y promoviendo el di-
seño de acciones que promuevan la igualdad.

Por otra parte, la reforma secundaria publicada en el
Diario Oficial de la Federación el 15 de enero de 2026
actualizó el marco jurídico nacional para incorporar la
igualdad sustantiva como eje de actuación pública.
Entre otros aspectos, la Ley General para la Igualdad
Sustantiva entre Mujeres y Hombres prevé la coordi-
nación entre autoridades para fortalecer sus funciones
en esta materia, impulsar la transversalidad de la pers-
pectiva género y promover mecanismos de participa-
ción igualitaria de mujeres y hombres en los ámbitos
económico, social, laboral, cultural y civil. Por ello, la
presente iniciativa busca armonizar la Ley General de
Turismo con dicho marco jurídico, mediante una atri-
bución específica de coordinación entre la Secretaría
de Turismo y la Secretaría de las Mujeres.

Cabe señalar, que el Reglamento Interior de la Secre-
taría de las Mujeres cita que ésta dependencia tiene a
su cargo el ejercicio de las atribuciones que le asigna
la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal
y demás ordenamientos en materia de mujeres, adoles-
centes y niñas; igualdad sustantiva; transversalización
de la perspectiva de género; prevención, atención y
erradicación de las violencias contra las mujeres, ado-
lescente s y niñas, y sistema de cuidados.

Habida cuenta de ello, la Secretaría de las Mujeres
queda comprometida a implementar acciones y políti-
cas públicas tendientes a eliminar cualquier forma de
discriminación, así como aquellas desigualdades de
género que han impedido que las mujeres ejerzan ple-
namente sus derechos.

Por estas razones, se propone que la Secretaría de Tu-
rismo, en coordinación con la Secretaría de las Muje-
res y en el ámbito de sus respectivas competencias,
impulse políticas públicas orientadas a que la activi-
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dad turística contribuya de manera efectiva a la igual-
dad sustantiva, el bienestar social, la autonomía eco-
nómica, la participación y el fortalecimiento de las
mujeres dentro de las cadenas de valor del sector tu-
rístico. Esta reforma no crea una estructura adminis-
trativa adicional, sino que fortalece la coordinación in-
terinstitucional necesaria para transversalizar la
perspectiva de género en una actividad prioritaria para
el desarrollo nacional.

Virtud de todo lo anteriormente expuesto, se plantea
en el cuadro comparativo la siguiente modificación a
la norma.

Decreto por el que se reforma y adiciona el artícu-
lo 7 de la Ley General de Turismo, en materia de

igualdad sustantiva, bienestar social y fortaleci-
miento económico de las mujeres en el sector turís-
tico

Artículo Único. Se reforma la fracción XVII y se adi-
ciona una nueva fracción XV III al artículo 7 de la Ley
General de Turismo, recorriéndose la actual en el or-
den subsecuente, para quedar como sigue:

Artículo 7. Para el cumplimiento de la artículo 7. Pa-
ra el cumplimiento de la presente ley, corresponde a la
presente ley, corresponde a la Secretaría:

I. a XVI. ...

XVII. Promover en coordinación con la Secretaría
de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca
y Alimentación; el desarrollo de la pesca deportivo
recreativa, conforme lo dispuesto en esta Ley, su re-
glamento y en la Ley General de Pesca y Acuacul-
tura Sustentable;

XVIII. Promover, en coordinación con la Secre-
taría de las Mujeres, el diseño, implementación,
seguimiento y evaluación de políticas públicas y
acciones específicas orientadas a que, en el mar-
co de la actividad turística, se contribuya la igual-
dad sustantiva, el bienestar social, la autonomía
económica, la participación y el fortalecimiento
económico de las mujeres, con perspectiva de gé-
nero, derechos humanos e interseccionalidad, y

XIX. Las demás previstas en éste y otros ordena-
mientos.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Referencias

1-4 https://cancun.anahuac.mx/blog/el-papel-de-la-mujer-en-la-

hoteler%C3%ADa

2-3 https://www.gob.mx/sectur/articulas/destaca-josefina-rodri-

guez-zamora-el-papel-de-las-mujeres-en-el-turismo-y-en-el-

desarrollo-delpais#:-:text=De%20acuerdo%20con%20estimacio-

nes%20depapel%20predominante%20en%20esta%20actividad 
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5 https://www.untourism.int/es/codigo-etico-mundial-para-el-tu-

rismo

Palacio Legislativo de San Lázaro,
1 de julio de 2026.

Diputada Tania Palacios Kuri (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Turismo. Julio 1 de 2026.)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 4 DE LA LEY DE SEGURIDAD

NACIONAL, PARA INCORPORAR LA RESILIENCIA CIBERNÉ-
TICA COMO PRINCIPIO RECTOR DE LA SEGURIDAD NACIO-
NAL, RECIBIDA DE LA DIPUTADA GISELLE YUNUEEN ARE-
LLANO ÁVILA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE

MORENA, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE

DEL MIÉRCOLES 1 DE JULIO DE 2026

La suscrita, Giselle Yunueen Arellano Ávila, diputa-
da federal de la LXVI Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, integrante del Grupo Parlamentario
de Morena, con fundamento en lo dispuesto en los ar-
tículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; 55, fracción II, 56
y 57 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
somete a consideración de esta soberanía la presente
iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artí-
culo 4 de la Ley de Seguridad Nacional, con base en la
siguiente

Exposición de Motivos

I. Consideraciones Preliminares

La presente iniciativa con proyecto de decreto tiene
por objeto reformar el artículo 4 de la Ley de Seguri-
dad Nacional (en adelante, “LSN” o “la Ley”), a fin de

incorporar la resiliencia cibernética como principio
rector de la Seguridad Nacional del Estado Mexicano.

La Ley de Seguridad Nacional vigente establece en su
artículo 4 los principios sobre los que descansa el di-
seño, la implementación y la evaluación de las políti-
cas, acciones e instituciones en materia de seguridad
nacional. Dichos principios, entre los que se encuen-
tran la legalidad, la responsabilidad, el respeto a los
derechos fundamentales, la confidencialidad, la leal-
tad, la transparencia, la eficiencia y la coordinación,
constituyen el marco axiológico y operativo que orien-
ta la actuación de todas las autoridades competentes en
la materia.

Sin embargo, el catálogo de principios del articulo 4
fue concebido en un contexto anterior a la consolida-
ción del ciberespacio como dominio estratégico. Nin-
guno de los principios enumerados incorpora la di-
mensión de resiliencia frente a perturbaciones
digitales, lo que genera una asimetría normativa rele-
vante: mientras que el Estado Mexicano despliega ca-
pacidades crecientes en el ámbito digital, el marco
principal que orienta su actuación en materia de segu-
ridad nacional permanece anclado en una concepción
exclusivamente física y organizacional de las amena-
zas.

La resiliencia cibernética, debe de entenderse como la
capacidad del Estado para anticipar, resistir, absorber,
adaptarse, recuperarse y evolucionar ante incidentes o
ataques en el ciberespacio que afecten sus funciones
esenciales, no es simplemente una capacidad técnica
deseable, es un principio de actuación que debe per-
mear transversalmente el diseño de políticas, la asig-
nación de recursos, la formación de capacidades insti-
tucionales y la coordinación interinstitucional en
materia de seguridad nacional.

II. Naturaleza Jurídica de los Principios Rectores

Para comprender el alcance normativo de la reforma
propuesta, es necesario precisar la función que cum-
plen los principios del artículo 4 de la LSN en la ar-
quitectura jurídica de la seguridad nacional.

Los principios rectores que establece el artículo 4 no
son meras declaraciones programáticas ni enunciados
retóricos. Cumplen, al menos, tres funciones normati-
vas de primera importancia:

Gaceta Parlamentaria Miércoles 8 de julio de 2026132



Primera función: orientación de la actuación admi-
nistrativa, es decir, los principios del articulo 4 ope-
ran como mandatos de optimización que obligan a
las autoridades competentes en materia de seguri-
dad nacional a maximizar su realización en el mar-
co de sus atribuciones legales y recursos disponi-
bles. Su inobservancia puede fundar la invalidez de
actos administrativos o de políticas públicas que los
contravengan.

Segunda función: criterio de interpretación ante ca-
sos de ambigüedad normativa o de lagunas en la re-
gulación de supuestos específicos, los principios del
artículo 4 constituyen el parámetro interpretativo
prioritario para la autoridad aplicadora y para los
órganos de control.

Tercera función: parámetro de integración normati-
va en el desarrollo reglamentario de la LSN y en la
formulación de instrumentos de política pública de-
rivados de la Ley, los principios del artículo 4 ope-
ran como límites y orientaciones a los que dicho
desarrollo debe ajustarse.

La incorporación de la resiliencia cibernética como
principio rector del artículo 4 implicará, en conse-
cuencia, que todas las autoridades competentes en ma-
teria de seguridad nacional deberán orientar sus deci-
siones, programas y acciones hacia la maximización
de la capacidad del Estado para anticipar, resistir, ab-
sorber, adaptarse y recuperarse ante incidentes ciber-
néticos que comprometan sus funciones esenciales.

III. La Resiliencia Cibernética: Concepto, Dimen-
siones y Alcance Normativo

La resiliencia cibernética es un concepto que ha evo-
lucionado significativamente en la literatura especiali-
zada y en el derecho comparado durante la última dé-
cada. Para efectos de la presente iniciativa, conviene
precisar su contenido y alcance con el rigor que exige
su incorporación como principio rector de rango legal.

La ciberseguridad y la resiliencia cibernética son con-
ceptos complementarios, pero normativamente distin-
tos, la ciberseguridad se orienta principalmente a la
prevención y detección de incidentes mediante la pro-
tección de sistemas, redes y datos frente a ataques, ac-
cesos no autorizados o perturbaciones. La resiliencia
cibernética, en cambio, parte de la premisa de que nin-

gún sistema de protección es infalible y que la ocu-
rrencia de incidentes es inevitable; su eje normativo se
desplaza, por tanto, de la prevención absoluta hacia la
capacidad de continuidad operativa y recuperación efi-
caz ante la materialización de dichos incidentes.

Esta distinción tiene relevancia normativa práctica: un
principio de resiliencia cibernética obliga a las autori-
dades no sólo a invertir en capacidades preventivas,
sino a garantizar la existencia de planes de continuidad
de operaciones, procedimientos de respuesta a inci-
dentes, sistemas de redundancia, capacidades de recu-
peración y mecanismos de aprendizaje institucional a
partir de los incidentes ocurridos.

Ahora bien, con base en los marcos de referencia des-
arrollados por el Instituto Nacional de Estándares y Tec-
nología de los Estados Unidos (NIST SP 800-160 Vol.
2), el Marco de Resiliencia de Sistemas de la OTAN y
los estándares ISO/IEC 27001 y 22301, la resiliencia
cibernética comprende cinco dimensiones funcionales
que orientan su contenido como principio rector:

1. Anticipación: la capacidad de identificar proacti-
vamente los riesgos cibernéticos que pueden afectar
las funciones esenciales del Estado, mediante la re-
copilación y análisis de inteligencia de amenazas y
la evaluación continua de vulnerabilidades.

2. Resistencia: la capacidad de mantener la opera-
ción de las funciones esenciales del Estado -o de re-
ducir al mínimo su degradación- durante la ocu-
rrencia de un incidente cibernético, mediante la
implementación de controles técnicos y organiza-
cionales que limiten la propagación del daño.

3. Absorción: la capacidad de tolerar el impacto de
un incidente sin comprometer las funciones críticas,
incluyendo mecanismos de redundancia, comparti-
mentación y degradación controlada de sistemas no
esenciales.

4. Adaptación: la capacidad de ajustar los sistemas,
procesos y estructuras organizacionales en respues-
ta a un incidente, modificando el entorno operativo
para preservar la continuidad de las funciones esen-
ciales bajo condiciones alteradas.

5. Recuperación y evolución: la capacidad de res-
taurar el nivel de operación normal en el menor
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tiempo posible y de incorporar las lecciones apren-
didas del incidente en una mejora continua de las
capacidades de resiliencia.

Estas cinco dimensiones deben orientar el contenido
de los programas, protocolos y políticas que las auto-
ridades de seguridad nacional adopten en aplicación
del principio propuesto.

IV. Diagnóstico

El artículo 4 vigente de la LSN establece los siguientes
principios rectores de la Seguridad Nacional: legalidad,
responsabilidad, respeto a los derechos fundamentales,
confidencialidad, lealtad, transparencia, eficiencia y
coordinación. El análisis de este catálogo en relación
con el ciberespacio revela las siguientes insuficiencias:

Ninguno de los principios vigentes incorpora la di-
mensión de continuidad operativa ante disrupciones
digitales. El principio de eficiencia orienta a las au-
toridades hacia la optimización del uso de recursos,
pero no impone la obligación de garantizar la con-
tinuidad de las funciones esenciales ante incidentes
cibernéticos. El principio de coordinación ordena la
actuación interinstitucional, pero no establece man-
datos específicos sobre la coordinación de respues-
ta ante crisis cibernéticas.

V. Análisis De La Reforma Propuesta: Contenido y
Técnica Legislativa

La iniciativa propone adicionar la resiliencia ciberné-
tica al catálogo de principios del artículo 4 de la LSN,
por las siguientes razones:

1. Primera: la resiliencia cibernética posee un con-
tenido normativo propio y diferenciado que no es
reducible a ninguno de los principios vigentes.

2. Segunda: la adición del principio otorga visibili-
dad normativa propia, lo que potencia su función
como criterio de orientación de la actuación admi-
nistrativa y como parámetro de interpretación y
control de los instrumentos de política pública deri-
vados de la LSN.

3. Tercera: la adición al catálogo del artículo 4 es
coherente con la naturaleza de la resiliencia ciber-
nética como principio transversal, aplicable no sólo

a las acciones de respuesta ante incidentes sino a to-
das las fases del ciclo de seguridad nacional.

En cuanto al contenido de la definición propuesta, la
resiliencia cibernética se define como la capacidad del
Estado para anticipar, resistir, absorber, adaptarse, re-
cuperarse y evolucionar ante incidentes o ataques en el
ciberespacio que afecten o puedan afectar las funcio-
nes esenciales del Estado Mexicano, sus infraestructu-
ras críticas digitales o la prestación de servicios públi-
cos. Esta definición incorpora las cinco dimensiones
funcionales de la resiliencia identificadas en el aparta-
do IV de la presente exposición, en consonancia con
los estándares internacionales de referencia.

VI. Conclusiones

La resiliencia cibernética no es una aspiración técnica
de las áreas de tecnología de la información del go-
bierno federal, es un principio de actuación del Estado
en materia de seguridad nacional que, en ausencia de
reconocimiento legal expreso, carece de la fuerza nor-
mativa necesaria para orientar transversalmente las de-
cisiones de planeación, asignación de recursos e im-
plementación de políticas que determinan la capacidad
real del Estado Mexicano para enfrentar las amenazas
del ciberespacio.

Su incorporación al artículo 4 de la Ley de Seguridad
Nacional no sólo subsana una omisión normativa rele-
vante. Expresa la voluntad del legislador de que el Esta-
do Mexicano adopte, como mandato jurídico vinculante,
un paradigma de actuación orientado no a la ilusión de
la invulnerabilidad digital, sino a la certeza de la capaci-
dad de respuesta y recuperación ante las amenazas ci-
bernéticas que, inevitablemente, continuarán desafiando
la integridad del Estado en las décadas por venir.

Para mayor claridad en la comprensión del alcance de la
reforma, se presenta el siguiente cuadro comparativo:

Ley de Seguridad Nacional
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Por lo anteriormente expuesto y fundado, se somete a
la consideración de esta honorable asamblea el si-
guiente

Decreto

Artículo Único.- Se reforma el artículo 4 de la Ley de
Seguridad Nacional, para quedar como sigue:

Artículo 4 .- La Seguridad Nacional se rige por los
principios de legalidad, responsabilidad, respeto a los
derechos fundamentales de protección a la persona hu-
mana y garantías individuales y sociales, confidencia-
lidad, lealtad, transparencia, eficiencia, coordinación,
cooperación y resiliencia cibernética

Artículos Transitorios

Primero.- El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo.- El Consejo de Seguridad Nacional, en un
plazo no mayor a ciento ochenta días naturales conta-
dos a partir de la entrada en vigor del presente decre-
to, aprobará los lineamientos que definan los estánda-
res mínimos de resiliencia cibernética que deberán
observar las dependencias y entidades de la adminis-
tración pública federal competentes en materia de se-
guridad nacional, así como los criterios para la elabo-
ración de planes institucionales de continuidad de
operaciones cibernéticas.

Tercero .- Las dependencias y entidades de la admi-
nistración pública federal que integran el Sistema de
Seguridad Nacional revisarán y adecuarán sus instru-
mentos de planeación y sus protocolos de respuesta a
incidentes a fin de incorporar el principio de resilien-
cia cibernética, en un plazo no mayor a un año conta-
do a partir de la entrada en vigor del presente decreto.

Senado de la República, sede de la 
Comisión Permanente, a 1 de julio de 2026.

Diputada Giselle Yunueen Arellano Ávila (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Seguridad Ciudadana. Julio 1 de 2026.)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 5 DE LA LEY DE SEGURIDAD

NACIONAL, PARA INCORPORAR LAS AMENAZAS CIBERNÉ-
TICAS COMO SUPUESTOS DE AFECTACIÓN A LA SEGURIDAD

NACIONAL, RECIBIDA DE LA DIPUTADA GISELLE YUNUEEN

ARELLANO ÁVILA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MO-
RENA, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL

MIÉRCOLES 1 DE JULIO DE 2026

La suscrita, Giselle Yunueen Arellano Ávila, diputa-
da federal de la LXVI Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, integrante del Grupo Parlamentario
de Morena, con fundamento en lo dispuesto en los ar-
tículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; 55, fracción II, 56
y 57 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
somete a consideración de esta soberanía la presente
iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artí-
culo 5 de la Ley de Seguridad Nacional, con base en la
siguiente

Exposición de Motivos

I. Consideraciones Preliminares

La presente iniciativa con proyecto de decreto tiene
por objeto reformar el artículo 5 de la Ley de Seguri-
dad Nacional (en adelante, “LSN” o “la Ley”), publi-
cada en el Diario Oficial de la Federación el 31 de ene-
ro de 2005, a fin de incorporar expresamente entre los
supuestos de amenaza a la seguridad nacional los ci-
berataques dirigidos contra infraestructuras críticas di-
gitales del Estado Mexicano y las operaciones de ci-
berespionaje, sabotaje cibernético o interferencia
digital de origen extranjero o de actores no estatales.

El artículo 5 de la LSN contiene el catálogo de ame-
nazas a la seguridad nacional que el legislador origi-
nario determinó como supuestos de activación de los
mecanismos de respuesta del Estado. Dicho catálogo,
integrado por doce fracciones, enumera conductas que
van desde el espionaje y el terrorismo hasta el tráfico
de armas y el financiamiento de organizaciones delic-
tivas. Su concepción, sin embargo, respondió al hori-
zonte de riesgo existente en 2005, en el que el ciberes-
pacio no había adquirido todavía la dimensión
estratégica que posee en la actualidad.

Dos décadas después, la realidad es radicalmente dis-
tinta, pues el Estado Mexicano opera en un entorno di-
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gital caracterizado por una creciente interdependencia
entre sistemas de información, infraestructuras de co-
municación, plataformas de servicios públicos y redes
de control de procesos críticos. En este contexto, los
ciberataques y las operaciones de interferencia digital
han dejado de ser amenazas hipotéticas para convertir-
se en vectores de agresión activos, documentados y
con capacidad de producir efectos perturbadores equi-
valentes a los de las amenazas físicas tradicionales.

La omisión del ciberespacio en el artículo 5 de la LSN
genera un vacío jurídico de primera magnitud: las ins-
tituciones del Estado Mexicano competentes en mate-
ria de seguridad nacional carecen de habilitación legal
expresa para calificar un incidente cibernético grave
como amenaza a la seguridad nacional y activar, en
consecuencia, los mecanismos de coordinación, res-
puesta e inteligencia previstos en la Ley. Esta laguna
normativa no es un problema teórico; es una deficien-
cia operativa con consecuencias reales para la capaci-
dad de defensa del Estado.

II. Diagnóstico

El artículo 5 de la LSN enuncia los supuestos que la
Ley considera amenazas a la seguridad nacional. En su
redacción actual, dichas fracciones contemplan con-
ductas como el espionaje, el sabotaje de instalaciones
militares, el terrorismo, la rebelión, el tráfico de armas
de destrucción masiva, el financiamiento de grupos
que atenten contra el orden constitucional, la supre-
sión de órganos de gobierno, los actos que impidan el
ejercicio de atribuciones constitucionales a los poderes
federales, las amenazas al control de fronteras y la des-
trucción de infraestructura estratégica.

No obstante, el catálogo vigente adolece de las si-
guientes insuficiencias en materia de ciberseguridad:

a) Ausencia de referencia expresa al ciberespacio.
Ninguna de las fracciones del artículo 5 menciona
el ciberespacio, los sistemas informáticos, las redes
digitales o las infraestructuras tecnológicas como
objeto de protección o como vector de amenaza. Es-
ta omisión impide una interpretación extensiva que
resulte jurídicamente sólida ante escenarios de liti-
gio institucional o de control parlamentario sobre
las actuaciones de las autoridades en materia de ci-
berseguridad.

b) Desfase temporal respecto a la evolución del riesgo.
Las fracciones del artículo 5 presuponen, en su mayo-
ría, amenazas con una dimensión física o territorial
preponderante. Los vectores de agresión contemporá-
neos, como ransomware, ataques de denegación de
servicio distribuido, intrusiones en sistemas de control
industrial, operaciones de influencia mediante desin-
formación digital y exfiltración de información clasi-
ficada, no encajan en ninguno de los supuestos vigen-
tes sin recurrir a interpretaciones analógicas de dudosa
consistencia con el principio de legalidad.

c) Consecuencias operativas del vacío. La ausencia
de habilitación legal expresa genera incertidumbre
sobre la competencia de los órganos de inteligencia
para recopilar información sobre amenazas ciberné-
ticas de origen extranjero, sobre la procedencia de
activar los mecanismos de coordinación del Conse-
jo de Seguridad Nacional ante un incidente ciberné-
tico grave y sobre el umbral de gravedad que justi-
ficaría la adopción de medidas de respuesta activa
en el ciberespacio.

III. Contexto

La reforma propuesta no responde a una previsión abs-
tracta, sino a una realidad operativa documentada. El
panorama global de amenazas cibernéticas evidencia
patrones de agresión recurrentes, sofisticados y con
capacidad de generar efectos de alcance sistémico:

a) Ciberataques contra infraestructuras críticas

Los ataques contra infraestructuras críticas digitales,
entendidas como aquellos sistemas cuya perturbación
o destrucción tendría efectos graves sobre la presta-
ción de servicios esenciales para la población o sobre
la operación del Estado, se han convertido en una
constante del panorama de amenazas global.

El ataque con el malware NotPetya (2017), que parali-
zó infraestructuras de energía, banca y transporte en
múltiples países con daños estimados en más de diez
mil millones de dólares; el ataque al oleoducto Colo-
nial Pipeline en Estados Unidos (2021), que compro-
metió el suministro de combustible en la costa este de
ese país; y la serie de ciberataques contra infraestruc-
turas energéticas ucranianas (2015-2022) son ejem-
plos paradigmáticos de la capacidad disruptiva de es-
tas amenazas.
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En el ámbito nacional, diversas dependencias y enti-
dades del gobierno federal han reportado incidentes de
seguridad informática de gravedad creciente en los úl-
timos años, incluyendo intrusiones en sistemas fisca-
les, de salud y de migración, que han comprometido la
disponibilidad de servicios públicos críticos y la inte-
gridad de información gubernamental sensible.

b) Ciberespionaje de origen extranjero

El ciberespionaje, definido como la obtención subrep-
ticia de información reservada o secreta mediante in-
trusión en sistemas informáticos, constituye una mo-
dalidad de amenaza de especial relevancia para los
Estados con activos de información estratégica rele-
vante.

Las operaciones APT (Advanced Persistent Threat)
atribuidas a actores estatales o paraestatales extranje-
ros se caracterizan por su sofisticación técnica, su ca-
rácter sistemático y la dificultad de su atribución. La
exfiltración de información relativa a capacidades de
inteligencia, posiciones negociadoras en foros interna-
cionales, datos sobre infraestructuras estratégicas o in-
formación sobre operaciones de seguridad puede oca-
sionar daños irreversibles para los intereses del Estado
que no se reflejan en perturbaciones físicas inmedia-
tas, pero cuyas consecuencias estratégicas son de lar-
go alcance.

IV. Derecho Comparado

La incorporación de las amenazas cibernéticas en el
catálogo legal de supuestos de afectación a la seguri-
dad nacional es una tendencia consolidada en los or-
denamientos jurídicos de referencia:

a) España - Ley 36/2015, de Seguridad Nacional

La Ley española de Seguridad Nacional incorpora
expresamente la ciberseguridad como uno de los
ámbitos de especial interés para la seguridad nacio-
nal.

b) Alemania - VSG (Gesetz über den Verfassungss-
chutz des Bundes)

La legislación alemana sobre protección constitu-
cional encomienda expresamente al Bundesamt für
Verfassungsschutz (BfV) la observación de activi-

dades de espionaje y sabotaje cibernético contra in-
tereses alemanes.

c) Francia - Estrategia Nacional de Ciberseguridad
y Code de la défense

El ordenamiento francés califica las ciberoperacio-
nes hostiles dirigidas contra los sistemas de infor-
mación de importancia vital como una categoría de
amenaza a los intereses fundamentales de la nación,
susceptible de activar las disposiciones del Code de
la défense relativas a la defensa nacional. La Loi de
programmation militaire 2024-2030 refuerza las ca-
pacidades defensivas y ofensivas del Estado en el
ciberespacio, reconociendo explícitamente la natu-
raleza estratégica de esta dimensión.

V. Impacto Institucional y Operativo

La incorporación de las fracciones XIV y XV al artí-
culo 5 de la LSN producirá los siguientes efectos ins-
titucionales y operativos:

a) Habilitación jurídica para la actuación del Con-
sejo de Seguridad Nacional. Los ciberataques y las
operaciones de interferencia digital que encuadren
en los nuevos supuestos podrán ser objeto de trata-
miento por el Consejo de Seguridad Nacional en el
ejercicio de las atribuciones que le confiere el artí-
culo 12 de la LSN, incluyendo la formulación de
políticas de respuesta coordinada.

b) Ampliación del ámbito de actuación del Centro
de Investigación y Seguridad Nacional (CISEN,
en su configuración institucional vigente al mo-
mento de la aplicación de la reforma). La califica-
ción de las amenazas cibernéticas como supuestos
del artículo 5 habilita a los órganos de inteligencia
para recopilar información sobre dichas amenazas
en el marco de las investigaciones autorizadas por
la LSN, con los controles y salvaguardias que la
propia Ley y su normativa complementaria esta-
blecen.

c) Efecto de orientación para la política pública en
materia de ciberseguridad. La identificación legal
de las amenazas cibernéticas como supuestos de
afectación a la seguridad nacional enviará una señal
normativa clara a las dependencias y entidades de la
Administración Pública Federal sobre la prioridad
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que deben asignar a la protección de sus infraes-
tructuras digitales y sistemas de información.

d) Compatibilidad con el principio de reserva de ley
en materia de restricción de derechos. Las fraccio-
nes propuestas se limitan a identificar supuestos de
amenaza a la seguridad nacional, sin modificar los
procedimientos de intervención, autorización judi-
cial ni los controles parlamentarios previstos en la
LSN. No se amplían las facultades de vigilancia o
intromisión en comunicaciones privadas, cuya re-
gulación permanece sujeta a los límites constitucio-
nales y legales vigentes.

VI. Conclusión

Las amenazas cibernéticas constituyen hoy uno de los
vectores de riesgo más relevantes para la integridad,
estabilidad y permanencia del Estado Mexicano. La
omisión del ciberespacio en el catálogo de amenazas
del artículo 5 de la Ley de Seguridad Nacional repre-
senta una deficiencia estructural del ordenamiento ju-
rídico que no puede ser subsanada mediante interpre-
taciones extensivas sin comprometer la certeza
jurídica que el principio de legalidad exige en este ám-
bito.

La presente iniciativa propone una reforma técnica-
mente precisa, coherente con el derecho comparado,
respetuosa del bloque de constitucionalidad y funcio-
nalmente integrada con el proceso de actualización
normativa de la Ley de Seguridad Nacional en materia
de soberanía digital. La adición de las fracciones XIII
y XIV al artículo 5 dotará al Estado Mexicano de los
instrumentos jurídicos necesarios para responder de
forma eficaz, coordinada y legalmente fundada a las
amenazas que en el ciberespacio se ciernen sobre sus
instituciones, infraestructuras y sistemas de informa-
ción estratégica.

Para mayor claridad en la comprensión del alcance de
la reforma, se presenta el siguiente cuadro comparati-
vo:

Ley de Seguridad Nacional

Por lo anteriormente expuesto y fundado, sometemos
a consideración de esta honorable asamblea el si-
guiente:

Decreto

Artículo Único.- Se adicionan las fracciones XIII y
XIV al artículo 5 de la Ley de Seguridad Nacional, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 5.- Para los efectos de la presente Ley, son
amenazas a la seguridad nacional:

I. [...]

II. [...]

III. [...]
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IV. [...]

V. [...]

VI. [...]

VII. [...]

VIII. [...]

IX. [...]

X. [...]

XI. [...]

XII. [...]

XIII. [...]

XIV. Los ciberataques dirigidos contra infraes-
tructuras críticas digitales del Estado Mexicano,
incluyendo sistemas de control industrial, redes
de comunicación gubernamentales, plataformas
de prestación de servicios públicos digitales y sis-
temas de información de carácter estratégico, y

XV. Las operaciones de ciberespionaje, sabotaje
cibernético o interferencia digital de origen ex-
tranjero o de actores no estatales que tengan por
objeto comprometer la integridad, disponibili-
dad o confidencialidad de información de interés
para la Seguridad Nacional.

Artículos Transitorios

Primero.- El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo.- El Consejo de Seguridad Nacional, en un
plazo no mayor a ciento ochenta días naturales conta-
dos a partir de la entrada en vigor del presente decre-
to, aprobará los criterios de valoración de la gravedad,
el alcance y la atribución de incidentes cibernéticos
para efectos de la aplicación de las fracciones XIV y
XV del artículo 5 de la Ley de Seguridad Nacional,
asegurando la congruencia de dichos criterios con los
estándares técnicos internacionales aplicables.

Tercero.- Las dependencias y entidades de la adminis-
tración pública federal revisarán y, en su caso, adecua-
rán sus programas institucionales de ciberseguridad a
fin de alinearlos con las disposiciones del presente de-
creto en un plazo no mayor a un año contado a partir
de su entrada en vigor.

Senado de la República, sede de la 
Comisión Permanente, a 1 de julio de 2026.

Diputada Giselle Yunueen Arellano Ávila (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Seguridad Ciudadana. Julio 1 de 2026.)

QUE REFORMA LA LEY GENERAL DE CULTURA Y DERE-
CHOS CULTURALES, EN MATERIA DE DIÁLOGO ENTRE CI-
VILIZACIONES, RECIBIDA DE LA DIPUTADA HERMINIA LÓ-
PEZ SANTIAGO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE

MORENA, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE

VERIFICADA EL MIÉRCOLES 1 DE JULIO DE 2026

La que suscribe, Herminia López Santiago, diputada
del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Le-
gislatura del Congreso de la Unión, con fundamento
en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como 55, fracción II, y 179 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, la iniciativa con proyecto
de decreto por el que se adiciona un artículo 8 de la
Ley General de Cultura y Derechos Culturales, en ma-
teria de diálogo entre civilizaciones e interculturali-
dad, a cargo de la diputada Herminia López Santiago,
del Grupo Parlamentario de Morena, al tenor de la si-
guiente
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Exposición de Motivos

El artículo 1o. de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos establece la obligación de to-
das las autoridades de promover, respetar, proteger y
garantizar los derechos humanos conforme a los prin-
cipios de universalidad, interdependencia, indivisibili-
dad y progresividad.

De igual manera, el artículo 2o. de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos reconoce que
la Nación tiene una composición pluricultural susten-
tada originalmente en sus pueblos indígenas y afrome-
xicanos, así como el derecho de éstos a preservar y en-
riquecer sus lenguas, conocimientos, formas de
organización social, sistemas normativos y todos los
elementos que constituyan su cultura e identidad. En
ese sentido, el fortalecimiento del diálogo intercultural
y entre civilizaciones constituye una herramienta fun-
damental para garantizar el respeto a la diversidad cul-
tural y la convivencia armónica entre los distintos pue-
blos y comunidades que integran el país

En la actualidad, el mundo enfrenta un incremento de
discursos de odio, discriminación, polarización y con-
flictos derivados de diferencias culturales, religiosas y
sociales. Ante ello, diversos organismos internaciona-
les, particularmente la Organización de las Naciones
Unidas y la UNESCO, han impulsado mecanismos
orientados al fortalecimiento del entendimiento mu-
tuo, el respeto a la diversidad cultural, el diálogo in-
tercultural y la construcción de una cultura de paz, re-
conociendo que la convivencia pacífica entre pueblos
y civilizaciones constituye una condición fundamental
para la cohesión social y la paz internacional1.

En ese contexto, la Organización de las Naciones Uni-
das proclamó el 10 de junio como el Día Internacional
para el Diálogo entre Civilizaciones2, con el propósito
de promover el respeto recíproco, y la convivencia pa-
cífica entre los pueblos.

Mientras en distintas regiones del mundo aumentan
los discursos de odio, la polarización y la intolerancia,
México tiene mucho que enseñar sobre convivencia
entre culturas. México constituye un ejemplo histórico
de diversidad cultural y convivencia intercultural.

Particularmente, el estado de Oaxaca representa uno
de los mayores referentes nacionales e internacionales

de pluralidad étnica y lingüística, donde conviven pue-
blos zapotecos, mixtecos, mixes, chinantecos, mazate-
cos, chatinos, ikoots, afromexicanos y muchas otras
comunidades que han construido históricamente me-
canismos de organización basados en la asamblea co-
munitaria, el consenso y el diálogo3.

A diferencia de modelos basados únicamente en la
confrontación o imposición, numerosas comunidades
indígenas mexicanas han desarrollado sistemas nor-
mativos internos y mecanismos tradicionales de me-
diación que privilegian la conciliación, la cohesión so-
cial y la resolución pacífica de conflictos.

Estas prácticas representan expresiones auténticas del
diálogo intercultural y entre civilizaciones, por lo que
resulta necesario fortalecer jurídicamente su reconoci-
miento dentro del marco normativo nacional.

La presente iniciativa busca adicionar un párrafo al ar-
tículo 8 de la Ley General de Cultura y Derechos Cul-
turales para establecer que las autoridades culturales y
educativas puedan promover actividades académicas,
culturales y comunitarias cada 10 de junio, en el mar-
co del Día Internacional para el Diálogo entre Civili-
zaciones.

La presente iniciativa también responde a los esfuer-
zos recientes de la comunidad internacional para for-
talecer el diálogo intercultural, la tolerancia y la cons-
trucción de una cultura de paz frente al incremento
global de discursos de polarización y conflictos deri-
vados de diferencias culturales. En ese contexto, la Or-
ganización de las Naciones Unidas proclamó en 2024
el 10 de junio como el Día Internacional para el Diá-
logo entre Civilizaciones, reconociendo que el enten-
dimiento mutuo, el respeto a la diversidad cultural y la
cooperación entre los pueblos constituyen elementos
esenciales para la paz, la cohesión social y el desarro-
llo sostenible. México, como nación pluricultural y di-
versa, cuenta con una gran legitimidad histórica y cul-
tural para contribuir activamente a esta agenda
internacional.

Con ello, se pretende fomentar espacios de reflexión,
intercambio cultural, reconocimiento de la diversidad
y fortalecimiento de la cultura de paz, contribuyendo a
la cohesión social y al respeto entre pueblos y sectores
de la población.
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La presente reforma no genera impacto presupuesta-
rio, no crea estructuras burocráticas adicionales ni im-
plica cargas administrativas extraordinarias, ya que
únicamente fortalece el marco jurídico vigente me-
diante acciones de promoción institucional dentro de
las atribuciones existentes de las autoridades cultura-
les y educativas.

Asimismo, esta iniciativa armoniza el ordenamiento
jurídico nacional con los principios internacionales de
diálogo intercultural, diversidad cultural y construc-
ción de paz impulsados por la comunidad internacio-
nal.

Por lo anterior, se propone el siguiente artículo transi-
torio:

Artículo Transitorio

Las autoridades culturales y educativas, en el ámbito
de sus respectivas competencias y sin perjuicio de las
atribuciones existentes, podrán impulsar acciones de
difusión, promoción y participación comunitaria rela-
cionadas con el Día Internacional para el Diálogo en-
tre Civilizaciones, utilizando para ello los recursos hu-
manos, materiales y financieros aprobados en el
presupuesto correspondiente, sin generar impacto pre-
supuestario adicional.

Para mayor comprensión de la iniciativa, plasmo en el
siguiente cuadro la propuesta específica:

Por lo expuesto, me permito someter a la considera-
ción de esta soberanía, el siguiente proyecto de:

Decreto por el que se adiciona un párrafo al artícu-
lo 8 de la Ley General de Cultura y Derechos Cul-
turales, en materia de diálogo entre civilizaciones e
interculturalidad

Artículo Único. Se adiciona un párrafo al artículo 8 de
la Ley General de Cultura y Derechos Culturales, para
quedar como sigue:

Artículo 8. La Secretaría de Cultura coordinará y pro-
moverá el programa de asignación de vales de Cultura
con la participación del sector social y privado, de las
entidades federativas, de los municipios y de las alcal-
días de la Ciudad de México, para incrementar el ac-
ceso a la cultura de los sectores vulnerables.

Las autoridades culturales y educativas, en el ámbito de
sus competencias, podrán promover actividades acadé-
micas, culturales, artísticas y comunitarias cada 10 de
junio, en el marco del Día Internacional para el Diálo-
go entre Civilizaciones, con el propósito de fomentar el
respeto a la diversidad cultural, el entendimiento inter-
cultural y la construcción de una cultura de paz.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.
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Segundo. Las autoridades culturales y educativas, en
el ámbito de sus respectivas competencias y sin per-
juicio de las atribuciones existentes, podrán impulsar
acciones de difusión, promoción y participación co-
munitaria relacionadas con el Día Internacional para el
Diálogo entre Civilizaciones, utilizando para ello los
recursos humanos, materiales y financieros aprobados
en el presupuesto correspondiente, sin generar impac-
to presupuestario adicional.

Notas

1 https://www.unesco.org/es/legal-affairs/unesco-universal-decla-

ration-cultural-diversity

2 https://www.un.org/es/observances/international-day-for-dialo-

gue-among-civilizations

3 https://www.inegi.org.mx/temas/lengua/?utm_source

Salón de sesiones de la Comisión Permanente, 
1 de julio de 2026.

Diputada Herminia López Santiago (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Cultura y Cinematografía. Julio 1 de

2026.)

QUE ADICIONA UN TERCER PÁRRAFO AL ARTÍCULO 50 DE

LA LEY DE PLANEACIÓN Y TRANSICIÓN ENERGÉTICA, EN

MATERIA DEL PROGRAMA “ESCUELAS SOLARES PARA EL

BIENESTAR”, RECIBIDA DE LA DIPUTADA HERMINIA LÓ-
PEZ SANTIAGO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORE-
NA, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE LLEVA-
DA A CABO EL MIÉRCOLES 1 DE JULIO DE 2026

La que suscribe, Herminia López Santiago, diputada
del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Le-
gislatura del Congreso de la Unión, con fundamento

en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; así como 55, fracción II, y 179 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, la iniciativa con proyecto
de decreto por el que se adiciona un tercer párrafo al
artículo 50 de la ley de planeación y transición ener-
gética, en materia del programa “Escuelas Solares pa-
ra el Bienestar”, al tenor de lo siguiente

Exposición de Motivos

La transformación energética es más que un reto: es un
destino. En el horizonte del siglo XXI, México se en-
frenta al fuego invisible del calentamiento global. No
podemos seguir atados al pasado fósil; debemos abrir
las puertas al sol, a la fuerza limpia que nos ofrece la
tierra.

En este marco, la energía solar fotovoltaica se revela
como un poema de luz. México, con uno de los índi-
ces más altos de irradiación solar del planeta, puede
convertir cada escuela, cada centro comunitario, cada
hogar en un pequeño faro de soberanía energética.

Las instituciones educativas públicas son más que au-
las: son semillas de futuro. Instalar sistemas solares en
ellas no solo reduce la dependencia de energías con-
vencionales, también libera recursos que pueden trans-
formarse en infraestructura digna y servicios para los
jóvenes.

La escuela iluminada por el sol es metáfora y realidad:
un espacio donde los estudiantes aprenden no solo ma-
temáticas o historia, sino también el lenguaje de la sos-
tenibilidad. Allí, la energía limpia se convierte en lec-
ción viva, en cultura de responsabilidad frente al
desafío del cambio climático.

La implementación de sistemas fotovoltaicos en es-
cuelas públicas es un acto de justicia con la tierra y con
la infancia.

Sus ventajas son diversas. Desde la perspectiva econó-
mica, la generación descentralizada es un río que flu-
ye hacia la autonomía pues reduce el consumo de elec-
tricidad de la red convencional y disminuye el gasto en
servicios, liberando recursos que se transforman en
aulas dignas, en equipamiento moderno, en servicios
fortalecidos para los jóvenes.
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En el ámbito ecológico, sustituir la electricidad fósil
por la solar es sembrar futuro: se bajan las emisiones
de gases de efecto invernadero y se apoya la lucha na-
cional contra el cambio climático.

Asimismo, la instalación de sistemas solares en escue-
las es una herramienta pedagógica luminosa. Permite
que los alumnos aprendan de manera práctica el len-
guaje de las energías renovables, y que desde tempra-
na edad se cultive una cultura de eficiencia, innova-
ción y conciencia ambiental.

Así, las escuelas dejan de ser simples consumidoras de
energía y se transforman en símbolos de aprendizaje y
sostenibilidad, en templos donde la luz del sol se con-
vierte en conocimiento y responsabilidad.

Por lo tanto, esta propuesta plantea añadir un tercer pá-
rrafo al artículo 50 de la Ley de Planeación y Transi-
ción Energética, estableciendo que, en el marco de los
instrumentos de planeación previstos en dicha ley, las
autoridades podrán impulsar el programa “Escuelas
Solares para el Bienestar”, apoyando la instalación
progresiva de sistemas fotovoltaicos en escuelas pú-
blicas, conforme a la disponibilidad presupuestal, la
factibilidad técnica y la colaboración entre los tres ni-
veles de gobierno.

La Ley de Planeación y Transición Energética es el
mapa que guía al país hacia un futuro distinto pues es-
tablece las bases para planificar el sector energético,
fomenta el uso de energías limpias, impulsa la eficien-
cia y busca disminuir las emisiones contaminantes. En
su artículo 50 se dibujan los mecanismos de planifica-
ción que sostienen la política nacional de transición
energética, pero aún falta la semilla que haga florecer
la energía en los espacios donde se educa y se sueña.

Sin embargo, el marco legal actual guarda un silencio
ya que no se contempla de manera explícita una estra-
tegia que incentive la instalación de sistemas fotovol-
taicos en las escuelas públicas.

El programa “Escuelas Solares para el Bienestar” será
esa semilla. Ofrecerá una base legal que refuerce la co-
laboración entre las entidades energéticas, educativas
y fiscales, para que de manera gradual y conforme al
presupuesto disponible, se promueva la instalación de
sistemas solares en instituciones de nivel básico, me-
dio superior y superior.

Esta iniciativa no solo ayudará a cumplir los objetivos
nacionales de transición energética, también será un
acto de justicia social: apoyará el derecho humano a
un ambiente sano, reconocido en el artículo 4o. cons-
titucional, y fortalecerá el derecho a la educación del
artículo 3o.. Así, las escuelas iluminadas por el sol no
serán únicamente edificios: serán símbolos de un país
que avanza hacia la sostenibilidad, que cuida a sus ni-
ños y que honra la tierra con energía limpia.

La reforma que proponemos no es un artificio buro-
crático: es un puente hacia el futuro. Refuerza el prin-
cipio de desarrollo sostenible conforme a la Agenda
2030, y se enlaza con los Objetivos de Desarrollo Sos-
tenible: el 4, Educación de Calidad; el 7, Energía Ase-
quible y No Contaminante; el 11, Ciudades y Comuni-
dades Sostenibles; y el 13, Acción por el Clima. Cada
uno de ellos es un verso que se une en un poema ma-
yor: una política pública que integra protección am-
biental, eficiencia energética y fortalecimiento de la
infraestructura educativa.

La propuesta no crea nuevas estructuras administrati-
vas, no altera la distribución de atribuciones entre los
niveles de gobierno, ni impone cargas financieras in-
mediatas. Su esencia es más sencilla y más profunda:
dar fundamento legal a un programa que puede imple-
mentarse de manera progresiva, según los instrumen-
tos de planeación, la disponibilidad presupuestaria y la
coordinación institucional.

Por ello, esta reforma es viable desde lo legal, lo ad-
ministrativo y lo presupuestario. Fortalece el marco
normativo de la transición energética y abre camino a
beneficios ambientales, económicos, educativos y so-
ciales para el Estado mexicano.

La adopción del programa “Escuelas Solares para el
Bienestar” simboliza una acción de gran relevancia
social y ambiental. Incentiva el uso de energías lim-
pias en la infraestructura educativa pública y alienta
la cultura de la sostenibilidad entre los jóvenes. Ade-
más, permite optimizar progresivamente los recursos
públicos destinados al pago de electricidad, mejoran-
do las condiciones para ofrecer un servicio educativo
digno.

Es esencial subrayar que esta propuesta no exige la
instalación inmediata de sistemas fotovoltaicos en to-
das las instituciones educativas del país. Proporciona
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un marco legal que habilita a las autoridades a incluir
esta estrategia en sus planes de transición energética,
considerando la viabilidad técnica, la suficiencia pre-
supuestaria y la capacidad de recursos.

Para una mejor comprensión de esta iniciativa, se ofre-
ce el siguiente cuadro comparativo entre el texto ac-
tual y la propuesta de reforma.

Por lo antes expuesto, me permito someter a la consi-
deración de esta soberanía, el siguiente proyecto de:

Decreto por el que se adiciona un tercer párrafo al
artículo 50 de la Ley de Planeación y Transición

Energética, en materia del programa “Escuelas So-
lares para el Bienestar”

Artículo Único. Se adiciona un tercer párrafo al artí-
culo 50 de la Ley de Planeación y Transición Energé-
tica, para quedar como sigue:

Artículo 50. El Fondo de Servicio Universal Energé-
tico tiene por objeto la provisión de infraestructura que
dote de acceso a la electricidad a personas usuarias do-
mésticas que aún no cuenten con servicio eléctrico,
contribuir a reducir la Pobreza Energética, así como el
suministro de equipos eficientes o que aprovechen
energías renovables para la preparación de alimentos,
refrigeración, calentamiento de agua, iluminación y
otros que ayuden a satisfacer las necesidades energéti-
cas básicas en comunidades rurales y zonas urbanas
marginadas. Se pueden apoyar a instancias públicas de
servicios básicos como centros de salud, educación o
seguridad.

Se deben implementar esquemas para la supervisión
del funcionamiento de los equipos y sistemas instala-
dos y proporcionar mantenimiento en la medida de lo
posible.

Mediante el Fondo de Servicio Universal Energético,
las autoridades competentes, en coordinación con las
autoridades educativas de los tres órdenes de gobier-
no, pueden promover e impulsar el programa “Escue-
las Solares para el Bienestar”, con el objeto de fomen-
tar la instalación gradual de sistemas solares
fotovoltaicos en planteles públicos de educación bási-
ca, media superior y superior, conforme a los instru-
mentos de planeación, la viabilidad técnica, la dispo-
nibilidad presupuestaria y las demás disposiciones
jurídicas aplicables.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Las autoridades competentes, en el ámbito
de sus respectivas atribuciones, realizarán las acciones
necesarias para la implementación del presente decre-
to con cargo a los recursos humanos, materiales y fi-
nancieros aprobados en los presupuestos correspon-
dientes, sin generar impacto presupuestario adicional.
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Salón de sesiones de la Comisión Permanente, 
1 de julio de 2026.

Diputada Herminia López Santiago (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Energía. Julio 1 de 2026.)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 30 BIS DE LA LEY ORGÁNI-
CA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL, RECIBIDA

DE LA DIPUTADA GISELLE YUNUEEN ARELLANO ÁVILA,
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA, EN LA SESIÓN

DE LA COMISIÓN PERMANENTE EFECTUADA EL MIÉRCO-
LES 1 DE JULIO DE 2026

La que suscribe, Giselle Yunueen Arellano Ávila, di-
putada integrante del Grupo Parlamentario de Morena,
ante la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, y 72 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos; así como 55, fracción II, 56
y 57 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
somete a consideración de esta soberanía la presente
iniciativa con proyecto de decreto que reforma el se-
gundo párrafo de la fracción IX del artículo 30 Bis de
la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal,
con base en la siguiente

Exposición de Motivos

I. Antecedentes

El Estado mexicano ha reconocido, a lo largo de las úl-
timas décadas, la necesidad de contar con mecanismos
robustos de coordinación interinstitucional en materia
de seguridad pública e inteligencia. Dicha necesidad
cobra especial relevancia en el ámbito del sistema pe-
nitenciario nacional, donde la fragmentación de la in-
formación y la ausencia de canales de comunicación

eficaces han resultado en graves consecuencias para la
prevención del delito, el orden interno de los centros
de reclusión y la seguridad pública en general.

En ese contexto, el artículo 39 de la Ley del Sistema
Nacional de Investigación e Inteligencia en Materia de
Seguridad Pública establece con carácter imperativo
que los centros penitenciarios federales y de las enti-
dades federativas deberán estar interconectados con la
Plataforma del Sistema Nacional de Seguridad Públi-
ca, operada por el Centro Nacional de Inteligencia
(CNI). Esta disposición constituye una obligación de
hacer de carácter irrenunciable, cuyo cumplimiento es
condición indispensable para garantizar el flujo de in-
formación estratégica que el Estado requiere para pre-
venir, investigar y combatir el crimen organizado des-
de el interior de los reclusorios.

Sin embargo, la redacción vigente del párrafo segundo
de la fracción IX del artículo 30 Bis de la Ley Orgáni-
ca de la Administración Pública Federal (LOAPF) es-
tablece que la Secretaría de Seguridad y Protección
Ciudadana (SSPC) “podrá coordinarse” con el Centro
Nacional de Inteligencia con la finalidad de prevenir
los riesgos dentro del sistema penitenciario. La utiliza-
ción del verbo modal “podrá” introduce una facultad
discrecional que se encuentra en abierta contradicción
con la obligación imperativa prevista en la ley especial
antes referida. 

II. Problemática

El sistema jurídico mexicano exige coherencia interna
entre sus distintos ordenamientos. De conformidad
con los principios de lex specialis derogat generali y
de unidad del ordenamiento, las disposiciones de ca-
rácter especial -en este caso, la Ley del Sistema Na-
cional de Investigación e Inteligencia- deben prevale-
cer sobre las normas de carácter general. No obstante,
la coexistencia de una norma imperativa en la ley es-
pecial y una norma permisiva en la ley orgánica gene-
ra los siguientes problemas jurídicos:

Antinomia normativa: La obligación de interconexión
establecida en el artículo 39 de la ley especial resulta
formalmente contradicha por la facultad potestativa
del artículo 30 Bis, fracción IX, párrafo segundo de la
LOAPF. Esta contradicción genera incertidumbre jurí-
dica sobre cuál es la conducta legalmente exigida a la
SSPC.
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Discrecionalidad indebida: Al conferir a la SSPC la
mera posibilidad de coordinarse con el CNI, la norma
hoy vigente permite que dicha secretaría omita la co-
ordinación sin incurrir en responsabilidad jurídica al-
guna, vaciando de contenido efectivo la obligación
contenida en la ley especial.

Riesgo para la seguridad nacional: La ausencia de una
obligación legal clara de coordinación en materia pe-
nitenciaria puede traducirse en brechas de información
que aprovechan las organizaciones criminales para
continuar operando desde el interior de los centros de
reclusión, afectando la seguridad pública y la integri-
dad del sistema penitenciario nacional.

Vulneración al principio de legalidad: La administra-
ción pública federal está sujeta al principio de legali-
dad consagrado en los artículos 14 y 16 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el
cual exige que las competencias y obligaciones de los
órganos del Estado se encuentren clara y expresamen-
te definidas en la ley. Una norma permisiva en materia
de coordinación para la seguridad pública es, en sí
misma, incompatible con dicho principio.

III. Justificación

La reforma propuesta encuentra sustento en los si-
guientes preceptos del orden jurídico nacional e inter-
nacional:

Artículo 21 constitucional. Encomienda al Estado la
función de la seguridad pública, estableciendo la
coordinación entre la Federación, las entidades fe-
derativas y los municipios como un eje rector de di-
cha función. La coordinación no es, por tanto, una
facultad discrecional del Ejecutivo, sino un manda-
to constitucional que obliga a todos los órganos del
Estado.

Artículo 73, fracción XXIII, constitucional. Faculta
al Congreso de la Unión para expedir leyes que es-
tablezcan las bases de coordinación entre la Federa-
ción, las entidades federativas y los municipios en
materia de seguridad pública. La armonización le-
gislativa que se propone es, precisamente, el ejerci-
cio de esa facultad constitucional.

Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pú-
blica. Su artículo 2 dispone que la seguridad pública es

una función a cargo de la Federación, cuya actuación
se rige por los principios de legalidad, objetividad, efi-
ciencia, honradez y respeto a los derechos humanos.
La armonización normativa que se propone es con-
gruente con el principio de legalidad que rige dicha
función.

Convención de las Naciones Unidas contra la Delin-
cuencia Organizada Transnacional (Palermo, 2000).
Obliga a los Estados parte a adoptar las medidas nece-
sarias para garantizar el intercambio de información
entre sus

instituciones con miras a combatir eficazmente la de-
lincuencia organizada, lo que incluye la coordinación
de los sistemas de inteligencia penitenciaria.

IV. Objetivo

La presente iniciativa tiene por objeto sustituir, en el
párrafo segundo de la fracción IX del artículo 30 Bis
de la LOAPF, la expresión “podrá coordinarse” por la
expresión “deberá coordinarse”, con la finalidad de:

Eliminar la antinomia normativa existente entre la
LOAPF y la Ley del Sistema Nacional de Investiga-
ción e Inteligencia en Materia de Seguridad Pública.

Armonizar et marco jurídico de la Administración Pú-
blica Federal con las obligaciones imperativas estable-
cidas en la ley especial en materia de inteligencia y se-
guridad pública.

Fortalecer la coordinación institucional entre la SSPC
y el CNI en materia de inteligencia penitenciaria, ga-
rantizando el flujo oportuno y continuo de informa-
ción estratégica.

Contribuir a la prevención de riesgos dentro del siste-
ma penitenciario nacional, inhibiendo la operación de
redes delictivas desde el interior de los centros de re-
clusión.

V. Objetivo

La reforma propuesta no altera el diseño institucional
de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana
ni modifica las competencias sustantivas del Centro
Nacional de Inteligencia. Su único propósito es corre-
gir una inconsistencia gramatical y jurídica que, al
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conferir discrecionalidad donde la ley especial exige
obligatoriedad, debilita el sistema nacional de inteli-
gencia penitenciaria y expone al Estado mexicano a
riesgos de seguridad perfectamente prevenibles me-
diante la adecuada armonización normativa.

En consecuencia, se somete a consideración de esta Ho-
norable Asamblea la presente Iniciativa con Proyecto de
Decreto, con la convicción de que su aprobación contri-
buirá al fortalecimiento del Estado de Derecho, a la co-
herencia del sistema jurídico nacional y a la eficacia de
la política de seguridad pública del Estado mexicano.

A continuación, se presenta el texto vigente y el texto
propuesto para el párrafo segundo de la fracción IX
del artículo 30 Bis de la Ley Orgánica de la Adminis-
tración Pública Federal:

Por lo expuesto y fundado, y en ejercicio de las facul-
tades que me confiere el artículo 71, fracción II, de la

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, me permito someter a la consideración de esta ho-
norable asamblea el siguiente:

Decreto

Artículo Único. Se reforma el párrafo segundo de la
fracción IX del Artículo 30 Bis de la Ley Orgánica de
la Administración Pública Federal:

Artículo 30 Bis. A la Secretaría de Seguridad y Pro-
tección Ciudadana le corresponde el despacho de tos
asuntos siguientes:

I. …

II. …

III. …

IV. …

V. …

VI. …

VII. …

VIII. …

IX. …

Ejecutar las penas por delitos del orden federal y ad-
ministrar el sistema penitenciario federal y de justicia
para adolescentes, en términos de la política especial
correspondiente y con estricto apego a los derechos
humanos.

Para prevenir y desactivar escenarios de riesgo y actos
delictivos dentro y en relación con los centros peni-
tenciarios, contará con sistemas y herramientas de in-
terconexión, investigación, monitoreo e inteligencia
criminal y penitenciaria.

Coordinándose de manera directa con el Centro Na-
cional de Inteligencia, así como con las autoridades
competentes para la generación de inteligencia opera-
ble;
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Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Sede de la Comisión Permanente, 
1 de julio de 2026.

Diputada Giselle Yunueen Arellano Ávila (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Gobernación y Población. Julio 1 de

2026.)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LAS LEYES GENERALES DE LOS DERECHOS DE NIÑAS,
NIÑOS Y ADOLESCENTES; Y DE SALUD, EN MATERIA DE

IDENTIDAD, ACCESO A INFORMACIÓN GENÉTICA RELEVAN-
TE Y PROTECCIÓN INTEGRAL DE PERSONAS NACIDAS ME-
DIANTE TÉCNICAS DE REPRODUCCIÓN HUMANA ASISTIDA,
RECIBIDA DEL DIPUTADO CARLOS IGNACIO MIER BAÑUE-
LOS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA, EN LA

SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL CONGRESO

DE LA UNIÓN DEL MIÉRCOLES 1 DE JULIO DE 2026

El suscrito, Carlos Ignacio Mier Bañuelos, integrante
del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Le-
gislatura de la Cámara de Diputados del Congreso de
la Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; y 55, fracción II, del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, se permite someter a considera-
ción de esta soberanía iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se reforman diversas disposiciones de
las Leyes Generales de los Derechos de Niñas, Niños
y Adolescentes; y de Salud, en materia de identidad,

acceso a información genética relevante y protección
integral de personas nacidas mediante técnicas de re-
producción humana asistida, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Los avances científicos y tecnológicos en materia de
reproducción humana asistida han transformado pro-
fundamente las posibilidades de conformación fami-
liar en México y en el mundo. Técnicas como la ferti-
lización in vitro, la inseminación artificial, la donación
de óvulos, la donación de esperma, la donación de em-
briones y otros procedimientos médicos han permitido
que miles de personas puedan ejercer sus derechos re-
productivos y formar una familia mediante vías distin-
tas a la concepción natural. Lo anterior ha generado
nuevas realidades familiares, sociales y jurídicas que
hace apenas algunas décadas resultaban difíciles de
imaginar, pero que actualmente forman parte de la vi-
da cotidiana de numerosas personas. Sin embargo,
mientras la medicina reproductiva ha avanzado de ma-
nera acelerada y constante, la legislación mexicana no
ha desarrollado todavía un marco jurídico suficiente
para atender de manera específica las necesidades y
derechos de las personas nacidas mediante estas técni-
cas, particularmente cuando se trata de niñas, niños y
adolescentes. La discusión pública y legislativa suele
concentrarse en el acceso a los tratamientos, la regula-
ción de clínicas, la supervisión de procedimientos o
los derechos reproductivos de las personas usuarias,
dejando frecuentemente en segundo plano a quienes
constituyen el resultado más importante de dichos pro-
cedimientos: las personas nacidas mediante ellos.1

La presente iniciativa parte de una premisa fundamen-
tal: el centro de la protección jurídica no debe ser úni-
camente la técnica médica empleada ni las personas
adultas que acceden a ella, sino también las niñas, ni-
ños y adolescentes que nacen como consecuencia de
estos avances científicos. Si bien los debates relacio-
nados con reproducción humana asistida suelen enfo-
carse en cuestiones bioéticas, médicas o reproductivas,
existe una dimensión adicional que requiere atención
específica por parte del Estado mexicano. Una perso-
na menor de edad nacida mediante técnicas de repro-
ducción humana asistida no puede quedar en situación
de incertidumbre respecto de su identidad, de su acce-
so a información genética relevante para la protección
de su salud, de su derecho a no ser discriminada por
razón de su origen reproductivo o de la posibilidad de
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ejercer plenamente los derechos que le reconoce el or-
den jurídico nacional. Por ello resulta indispensable
desarrollar mecanismos normativos que permitan brin-
dar certeza jurídica y protección integral a quienes na-
cen mediante estas técnicas, particularmente cuando la
ausencia de regulación puede generar consecuencias
que se extiendan durante toda su vida.

El artículo 4o. de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos establece que en todas las de-
cisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá
el principio del interés superior de la niñez, garanti-
zando de manera plena sus derechos.2 Dicho principio
constituye uno de los pilares fundamentales del siste-
ma constitucional mexicano y obliga a que toda actua-
ción legislativa, administrativa o jurisdiccional que in-
volucre a niñas, niños y adolescentes tenga como
consideración primordial la protección de su bienestar
y desarrollo integral. Lo anterior implica que el Poder
Legislativo no puede permanecer ajeno a las transfor-
maciones científicas y sociales derivadas de la repro-
ducción humana asistida, especialmente cuando di-
chas transformaciones generan situaciones que pueden
afectar el ejercicio efectivo de derechos fundamentales
durante la infancia y la adolescencia. La obligación
constitucional no consiste únicamente en reaccionar
ante conflictos ya existentes. sino también en anticipar
escenarios que requieran protección normativa para
garantizar que ninguna persona menor de edad vea
disminuidos sus derechos como consecuencia de vací-
os legislativos.

La Convención sobre los Derechos del Nino fortalece
esta obligación al reconocer que toda niña y niño tiene
derecho a ser inscrito inmediatamente después de su
nacimiento, a tener un nombre, a adquirir una nacio-
nalidad y, en la medida de lo posible, a conocer a sus
padres y ser cuidado por ellos.3 Asimismo, el propio
instrumento internacional establece que los Estados
Parte deberán respetar el derecho de niñas y niños a
preservar su identidad, incluidos su nombre, naciona-
lidad y relaciones familiares. Estas disposiciones re-
sultan particularmente relevantes en el contexto de la
reproducción humana asistida, pues evidencian que la
identidad constituye un derecho humano que debe ser
protegido de manera activa por el Estado. La identidad
no debe entenderse únicamente como un dato registral
o administrativo; se trata de un elemento esencial para
el libre desarrollo de la personalidad y para el ejerci-
cio de múltiples derechos vinculados con la vida fami-

liar, la salud, la educación, la protección institucional
y la dignidad humana.

En el contexto específico de las técnicas de reproduc-
ción humana asistida, la identidad puede adquirir una
dimensión adicional relacionada con el acceso a infor-
mación genética relevante. Lo anterior no implica des-
conocer la privacidad de las personas involucradas ni
eliminar los mecanismos de confidencialidad que re-
sultan indispensables para el funcionamiento de estos
procedimientos. Por el contrario, supone reconocer
que determinada información médica y genética puede
tener una relevancia directa para la protección de la sa-
lud de la persona nacida mediante estas técnicas. En la
actualidad, los avances de la medicina permiten iden-
tificar la existencia de enfermedades hereditarias, pre-
disposiciones genéticas y otros factores biológicos que
pueden influir significativamente en la prevención,
diagnóstico y tratamiento de diversas condiciones mé-
dicas. Negar de manera absoluta cualquier posibilidad
de acceso a dicha información podría generar conse-
cuencias negativas para la protección de la salud de
quienes nacen mediante procedimientos que involu-
cran donación de material genético o intervención de
terceros.

La Organización Mundial de la Salud ha destacado la
creciente importancia de la genética y la genómica en
los sistemas contemporáneos de salud, particularmen-
te por su utilidad para la prevención y tratamiento
oportuno de enfermedades.4 Desde esta perspectiva, la
información genética no constituye únicamente un da-
to de interés personal o biográfico, sino una herra-
mienta que puede resultar relevante para la protección
de derechos fundamentales. Una persona nacida me-
diante donación de gametos podría requerir antece-
dentes médicos hereditarios para conocer riesgos ge-
néticos, adoptar medidas preventivas, acceder a
tratamientos especializados o tomar decisiones infor-
madas relacionadas con su propia salud. En determi-
nados casos, dicha información también podría ser útil
para estudios de compatibilidad médica o para la pre-
vención de riesgos asociados al desconocimiento de
antecedentes biológicos. Por ello, el resguardo ade-
cuado de información genética relevante debe enten-
derse como una medida orientada a proteger el dere-
cho humano a la salud y no exclusivamente como un
mecanismo vinculado con el conocimiento de los orí-
genes biológicos.
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La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha desarro-
llado criterios relevantes relacionados con la autono-
mía reproductiva, la igualdad, la no discriminación, el
libre desarrollo de la personalidad y el interés superior
de la niñez. En diversos asuntos vinculados con gesta-
ción subrogada y reproducción asistida, el Máximo
Tribunal ha reconocido que las decisiones relaciona-
das con la reproducción forman parte de una esfera
protegida por los derechos humanos y que cualquier
restricción o regulación debe analizarse desde una
perspectiva constitucional orientada a la protección de
derechos fundamentales.5 La Corte ha sostenido que la
ausencia de regulación no puede traducirse en afecta-
ciones a los derechos de las personas involucradas y
que las autoridades deben privilegiar soluciones com-
patibles con el interés superior de niñas, niños y ado-
lescentes cuando existan conflictos derivados de nue-
vas realidades familiares o reproductivas.

La experiencia jurisdiccional también ha evidenciado
que la falta de regulación genera incertidumbre jurídi-
ca y obliga a resolver mediante litigios situaciones que
deberían contar con reglas generales previamente esta-
blecidas por el legislador. Cuando una niña o niño ya
ha nacido mediante técnicas de reproducción humana
asistida, la ausencia de disposiciones legales claras no
puede convertirse en un obstáculo para la protección
de su identidad, de su salud o de cualquier otro dere-
cho fundamental. Por ello, corresponde al Poder Le-
gislativo desarrollar mecanismos normativos que per-
mitan atender estas situaciones desde una perspectiva
preventiva y no únicamente reactiva. Una legislación
moderna debe ser capaz de anticipar los desafíos deri-
vados de los avances científicos y tecnológicos, espe-
cialmente cuando se encuentran involucrados dere-
chos fundamentales de personas menores de edad. La
experiencia internacional ofrece ejemplos valiosos pa-
ra la construcción de una respuesta legislativa adecua-
da. Australia, particularmente a través de la legislación
vigente en el estado de Victoria, ha desarrollado me-
canismos especializados para el resguardo de informa-
ción vinculada con procedimientos de reproducción
asistida y con la participación de donantes de material
genético.6 Dichos sistemas buscan equilibrar la pro-
tección de la privacidad con la posibilidad de acceder
a información relevante cuando ésta resulta necesaria
para proteger derechos fundamentales de las personas
nacidas mediante estas técnicas. Este modelo demues-
tra que es posible construir mecanismos instituciona-
les que protejan simultáneamente la confidencialidad,

la seguridad jurídica y el acceso regulado a informa-
ción relevante para la salud o la identidad.

El Reino Unido constituye otro referente relevante de-
bido a la existencia de una autoridad especializada en-
cargada de supervisar clínicas, procedimientos, dona-
ciones y registros relacionados con reproducción
humana asistida.7 La experiencia británica ha demos-
trado que la existencia de información institucional-
mente resguardada permite fortalecer la protección de
derechos, brindar certeza jurídica y generar condicio-
nes adecuadas para la supervisión de procedimientos
médicos complejos. De igual forma, Canadá ha impul-
sado modelos regulatorios que reconocen la importan-
cia de proteger simultáneamente la salud, la dignidad,
la seguridad y los derechos de las personas involucra-
das en procedimientos de reproducción humana asisti-
da, incorporando una visión integral que coloca en el
centro la protección de los derechos humanos.8

Las experiencias comparadas permiten advertir que la
tendencia internacional ya no se limita a regular la re-
alización de procedimientos médicos, sino que incor-
pora mecanismos específicos de protección para las
personas nacidas mediante ellos. México cuenta con la
oportunidad de construir una regulación propia, com-
patible con su marco constitucional y con los estánda-
res internacionales de derechos humanos, retomando
aquellas experiencias que han demostrado ser útiles
para garantizar la protección de la identidad, la salud y
la dignidad de niñas, niños y adolescentes. Lo anterior
resulta especialmente relevante en un contexto en el
que la reproducción humana asistida continuará ex-
pandiéndose y generando nuevas realidades que re-
quieren respuestas jurídicas adecuadas.

La presente iniciativa no pretende regular de manera
integral todas las técnicas de reproducción humana
asistida ni intervenir en debates relacionados con ges-
tación subrogada, filiación civil, acceso a tratamientos
o modelos familiares específicos. Su propósito es más
concreto y, al mismo tiempo, fundamental: garantizar
que las personas nacidas mediante estas técnicas cuen-
ten con mecanismos mínimos de protección relaciona-
dos con su identidad, su derecho a no ser discrimina-
das y su acceso a información genética relevante para
la protección de su salud. Bajo esta lógica. la propues-
ta busca complementar los esfuerzos legislativos ac-
tualmente orientados a regular la reproducción huma-
na asistida desde una perspectiva sanitaria y
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reproductiva, incorporando una dimensión que hasta
ahora ha recibido menor atención: la protección de
quienes nacen como resultado de dichos procedimien-
tos.

Por ello se propone reformar la Ley General de los De-
rechos de Niñas, Niños y Adolescentes para reconocer
expresamente el derecho de las personas nacidas me-
diante técnicas de reproducción humana asistida a re-
cibir protección integral de su identidad, a no ser dis-
criminadas por razón de su origen reproductivo y a
contar con mecanismos que permitan acceder, confor-
me a las disposiciones legales aplicables y bajo crite-
rios compatibles con el interés superior de la niñez, a
información genética relevante para la protección de
su salud. Esta reforma fortalecería el catálogo de dere-
chos previsto en dicha ley y permitiría atender una re-
alidad que actualmente carece de regulación específi-
ca dentro del ordenamiento jurídico nacional.

Se propone reformar la Ley General de Salud con el
propósito de establecer obligaciones relacionadas con
la conservación, resguardo, confidencialidad y trata-
miento de información médica y genética derivada de
procedimientos de reproducción humana asistida. Es-
tas medidas permitirían generar condiciones mínimas
de certeza jurídica, protección de datos personales y
disponibilidad futura de información relevante para la
salud de las personas nacidas mediante dichas técni-
cas. La propuesta no implica crear mecanismos de ac-
ceso indiscriminado a información sensible, sino esta-
blecer bases legales que permitan equilibrar
adecuadamente el derecho a la privacidad con la pro-
tección de la identidad y la salud.

La protección de datos personales constituye un ele-
mento indispensable dentro de esta propuesta. La in-
formación genética es información sensible y, por tan-
to, requiere estándares reforzados de confidencialidad
y seguridad. Cualquier acceso a dicha información de-
berá sujetarse a principios de legalidad, proporcionali-
dad, finalidad y protección del interés superior de la
niñez, evitando usos indebidos o vulneraciones a la
privacidad de las personas involucradas. En conse-
cuencia, la iniciativa busca construir un modelo equi-
librado que permita proteger simultáneamente la con-
fidencialidad, la salud y los derechos fundamentales
de quienes nacen mediante técnicas de reproducción
humana asistida.

La ausencia de regulación específica también puede
generar escenarios de discriminación. Ninguna perso-
na debe recibir un trato diferenciado, restrictivo o es-
tigmatizante por la forma en que fue concebida. La uti-
lización de técnicas de reproducción humana asistida
constituye una circunstancia ajena a la voluntad de la
persona nacida mediante ellas y, por tanto, no puede
convertirse en un elemento que limite el ejercicio de
sus derechos o afecte su dignidad. La protección de la
identidad y el acceso a información genética relevante
deben entenderse como mecanismos orientados a ga-
rantizar igualdad sustantiva y no discriminación.

En suma, la presente iniciativa responde a una realidad
contemporánea que exige respuestas legislativas mo-
dernas, compatibles con los avances científicos y con
los estándares nacionales e internacionales de dere-
chos humanos. El Estado mexicano tiene la obligación
de garantizar que ninguna niña, niño o adolescente vea
comprometidos sus derechos fundamentales como
consecuencia de vacíos normativos relacionados con
la reproducción humana asistida. Mediante las modifi-
caciones planteadas se busca fortalecer la protección
de la identidad, garantizar el acceso a información ge-
nética relevante para la salud, prevenir actos de discri-
minación y consolidar un marco jurídico que coloque
en el centro el interés superior de la niñez, la dignidad
humana y la protección integral de los derechos de las
personas nacidas mediante estas técnicas.

Por todo lo anterior someto a consideración de esta so-
beranía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adicionan los artículos 19 Bis
y 19 Bis 1 a la Ley General de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes, se reforma la fracción
IV del artículo 68 y se adiciona el artículo 70 Bis a
la Ley General de Salud, en materia de identidad,
acceso a información genética relevante y protec-
ción integral de personas nacidas mediante técnicas
de reproducción humana asistida

Primero. Se adicionan los artículos 19 Bis y 19 Bis 1
a la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes, para quedar como sigue:

Artículo 19 Bis.

Las niñas, niños y adolescentes nacidos mediante téc-
nicas de reproducción humana asistida tienen derecho
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a la protección integral de su identidad, a no ser dis-
criminados por razón de su origen reproductivo y a ac-
ceder, conforme a las disposiciones legales aplicables,
a información médica y genética relevante cuando és-
ta resulte necesaria para la protección de su salud,
atendiendo en todo momento al principio del interés
superior de la niñez.

El ejercicio de los derechos reconocidos en el presen-
te artículo deberá realizarse con pleno respeto a la dig-
nidad humana, a la protección de datos personales y a
los demás derechos de las personas involucradas.

Artículo 19 Bis 1.

Las autoridades de los tres órdenes de gobierno, en
el ámbito de sus respectivas competencias, deberán
adoptar las medidas necesarias para garantizar la
protección de los derechos reconocidos en el artícu-
lo anterior, así como establecer mecanismos de co-
ordinación con las autoridades sanitarias competen-
tes para la conservación, resguardo y protección de
la información médica y genética relevante deriva-
da de procedimientos de reproducción humana asis-
tida, de conformidad con las disposiciones aplica-
bles.

La interpretación y aplicación de las disposiciones
contenidas en este artículo deberá realizarse privile-
giando en todo momento el interés superior de la ni-
ñez.

Segundo. Se reforma la fracción IV del articulo 68 y
se adiciona el artículo 70 Bis a la Ley General de Sa-
lud, para quedar como sigue:

Artículo 68. Los servicios de planificación familiar
comprenden

…

IV. El apoyo y fomento de la investigación en ma-
teria de anticoncepción, infertilidad humana, repro-
ducción humana asistida, planificación familiar y
biología de la reproducción humana,

…

Artículo 70 Bis. Los establecimientos de atención mé-
dica que participen en procedimientos de reproducción

humana asistida deberán conservar y resguardar la in-
formación médica y genética relevante derivada de di-
chos procedimientos, de conformidad con las disposi-
ciones aplicables en materia de salud y protección de
datos personales.

La conservación y tratamiento de dicha información
deberá realizarse bajo criterios de confidencialidad,
seguridad, proporcionalidad y respeto a la dignidad
humana, garantizando en todo momento la protección
de los derechos de niñas, niños y adolescentes nacidos
mediante dichas técnicas.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Organización Mundial de la Salud. Infertilidad y atención de la

fertilidad, https://www.who.int/news-room/fact-sheets/detail/in-

fertility

2 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf

3 Convención sobre los Derechos del Niño,

h t t p s : / / w w w . o h c h r . o r g / e s / i n s t r u m e n t s -

mechanisms/instruments/convention-rights-child

4 Organización Mundial de la Salud. Genómica y salud,

https://www.who.int/health-topics/genomics

5 Suprema Corte de Justicia de la Nación. Jurisprudencia y crite-

rios relacionados con autodeterminación reproductiva, gestación

subrogada e interés superior de la niñez, https://bj.scjn.gob.mx

6 Assisted Reproductive Treatment Act 2008 (Victoria, Australia)

y Victorian Assisted Reproductive Treatment Authority. Assisted

Reproductive Treatment Act 2008, legislation.vic.gov.au

7 Human Fertilisation and Embryology Act 1990 y Human Fertili-

sation and Embryology Authority (Reino Unido). Human Fertili-

sation and Embryology Act 1990.

8 Assisted Human Reproduction Act (Canadá),

https://lawslois.justice.gc.ca/eng/acts/A-13.4/
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Salón de sesiones de la Comisión Permanente
del Congreso de la Unión, a 1 de julio de 2026.

Diputado Carlos Ignacio Mier Bañuelos (rúbrica)

(Turnada a las Comisiones Unidas de Derechos de la Niñez y Ado-

lescencia, y de Salud. Julio 1 de 2026.)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY FEDERAL DE REVOCACIÓN DE MANDATO, EN MA-
TERIA DE MEDIOS DE IMPUGNACIÓN Y RÉGIMEN DE SAN-
CIONES, RECIBIDA DEL DIPUTADO VÍCTOR HUGO LOBO

ROMÁN, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA, EN

LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCO-
LES 1 DE JULIO DE 2026

El suscrito, diputado Víctor Hugo Lobo Romón, del
Grupo Parlamentario de Morena de la LXVI Legislatu-
ra, con fundamento en los artículos 7 , fracción ll, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; así como el artículo 55, fracción ll, del Reglamen-
to para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, someto a consideración
de esto Asamblea la presente Iniciativa con Proyecto de
Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley Federal de Revocación de
Mandato, en materia de Medios de Impugnación y de
Régimen de Sanciones, al tenor de la Siguiente:

Exposición de Motivos

Esta iniciativa busca reformar lo Ley Federal de Revo-
cación de Mandato bajo un enfoque de congruencia in-
terna, eficacia democrática y preservación de la confian-
za ciudadana en las instituciones del Estado mexicano.

El sistema democrático mexicano requiere que todas
sus leyes secundarias mantengan una coherencia téc-
nica perfecta con el texto constitucional.

La falta de reglas específicas procesales y de sanción
debilita lo estructura general de la legislación electoral
federal.

El principio de taxatividad exige que cada conducta y
sanción administrativa esté expresamente codificada,
evitando lagunas e interpretaciones ambiguas.

Integrar formalmente los medios de impugnación y un
catálogo punitivo propio dota al marco democrático de
un sistema cerrado, robusto y autoaplicable.

Insuficiencia del texto actual. Limitarse o remitir de
forma general o la Ley electoral ordinaria resulto in-
operante para regular un ejercicio ciudadano de natu-
raleza ton particular.

Incentivo a la impunidad. La ausencia de sanciones di-
rectos, claros y proporcionales debilita el carácter vin-
culante de los prohibiciones establecidas en lo mate-
ria.

Vulnerabilidad procedimental. Dejar los derechos de
impugnación en el aire provoca una asimetría procesal
que desprotege la voluntad popular.

Déficit de equidad. Sin un control punitivo estricto so-
bre el uso de recursos públicos y medios masivos, el
ejercicio corre el riesgo de distorsionarse por completo.

Con esta iniciativa propongo el establecimiento de un
régimen de responsabilidades específico, el cual inhi-
birá conductas delictivas y abusos por parte de los ac-
tores políticos: contar con plazos definidos y autorida-
des competentes claras garantizará transiciones y
resultados pacíficos y legítimos; facultar adecuada-
mente al órgano electoral agilizará la resolución de
controversias sin desgastar otras instancias del Estado.

La certeza y la legalidad plena en este proceso eleva-
rán la confianza y la participación ciudadano en los
mecanismos de democracia directa.

El texto original del artículo 61 establecía: Correspon-
de al Instituto vigilar y, en su caso. sancionar las in-
fracciones a la presente Ley en los términos de la Ley
General.

Esta mera remisión a la Ley General de Instituciones y
Procedimientos Electorales es deficiente, ya que el Li-
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bro Octavo de dicho Ley no contempla supuestos es-
pecíficos ni sanciones aplicables al proceso de revoca-
ción de mandato. Esto vulnero el principio de tipicidad
del derecho administrativo sancionador, el cual exige
una predeterminación normativa claro y preciso de las
conductas ilícitas y sus sanciones.

El propósito es establecer un régimen integral y ade-
cuado de responsabilidad que tipifique claramente las
conductas infractoras derivadas de las prohibiciones
constitucionales y legales, especialmente las del artí-
culo 33 de la LFRM, defina a los sujetos responsables
y determine los sanciones aplicables, garantizando así
la operatividad plena del régimen sancionatorio en
materia de revocación de mandato.

Para mayor referencia de las modificaciones propues-
tas, se presenta el siguiente cuadro comparativo:
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Esta propuesta contiene los siguientes elementos:

Se abandona la remisión genérica a la LEGIPE y se ti-
pifican expresamente las conductas infractores (artícu-
lo 61 propuesto), recogiendo las prohibiciones consti-
tucionales y las establecidas en el artículo 33 de la
LFRM (uso de recursos públicos, contratación de pro-
paganda en radio/TV, difusión de propaganda guber-
namental).

Se establece un catálogo claro de sanciones aplicables
según el sujeto infractor (partidos políticos, personas
físicas/morales, concesionarios, servidores públicos),
cumpliendo con el principio de legalidad en su ver-
tiente de taxatividad (artículo 62 propuesto).

Se incorporan los criterios para la individualización de
las sanciones y la figura de la reincidencia, garanti-
zando la proporcionalidad y evitando la arbitrariedad
de la autoridad administrativa (artículo 63 propuesto).

Se mantiene la competencia del INE para investigar y
sancionar, pero ahora con un marco sustantivo propio,
utilizando la vía adjetivo (procedimientos sancionado-
res) de la LEGIPE, lo cual dota de operatividad plena
al régimen sancionatorio (artículo 64 propuesto).

Por lo expuesto someto a consideración de esta asam-
blea el siguiente

Decreto

Único. Se reforman los artículos 59 y 61, y se adicio-
nan los artículos 59 Bis, 62, 63 y 64 de lo Ley Federal
de Revocación de Mandato, paro quedar como sigue:

Artículo 59. Para la sustanciación de las controversias
o recursos que se susciten con motivo del proceso de

revocación de mandato, se aplicarán de manera suple-
torio las disposiciones contenidas en la ley general re-
glamentaria de lo materia que regule el sistema de me-
dios de impugnación en materia electoral, o aquella
que la sustituya, que se encuentre vigente al momento
de la interposición del recurso.

Durante el proceso de revocación de mandato, todos
los días y horas son hábiles. Los plazos se computarán
de momento o momento y si están señalados por días,
estos se considerarán de veinticuatro horas.

Artículo 59 Bis. En el proceso de revocación de man-
dato, serán impugnables los siguientes actos y resolu-
ciones:

I. Los determinaciones del Instituto Nacional Elec-
toral respecto o la solicitud, verificación de firmas
y emisión de la convocatoria;

II. Los actos y resoluciones del Instituto Nacional
Electoral que causen un agravio durante la organi-
zación, desarrollo y cómputo del proceso;

III. Los resultados de los cómputos distritales y el
cómputo total de lo votación:

IV. Lo declaratoria de validez del proceso de revo-
cación de mandato; y

V. Las resoluciones que recaigan a los procedi-
mientos sancionadores instaurados por infracciones
de la presente ley.

El Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federa-
ción será la autoridad competente para conocer y re-
solver los medios de impugnación previstos en este
Capítulo, en los términos de la legislación aplicable.

Artículo 61. Constituyen infracciones de la presente
ley por los partidos políticos, agrupaciones políticas,
personas físicas o morales, personas servidoras públi-
cos y concesionarios de radio y televisión, las siguien-
tes conductas:

I. El uso de recursos públicos para la recolección de
firmas de apoyo ciudadano, así como para fines de
promoción y propaganda relacionados con el proce-
so de revocación de mandato:
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II. La contratación, por sí o por interpósita persona,
de propaganda en radio y televisión dirigido a in-
fluir en la opinión de las ciudadanas y los ciudada-
nos sobre la revocación de mandato:

III. La difusión de propaganda gubernamental de
cualquier orden de gobierno en medios de comuni-
cación durante el tiempo que comprende el proceso
de revocación de mandato, desde lo emisión de lo
Convocatoria y hasta lo conclusión de la jornada de
votación, con excepción de las campañas de infor-
mación relativas o los servicios educativos y de sa-
lud o los necesarias para la protección civil;

IV. La publicación o difusión de encuestas, total o
parcial, que tengan por objeto dar a conocer las pre-
ferencias de los ciudadanas y los ciudadanos duran-
te los tres días naturales anteriores a lo jornada de
revocación de mandato y hasta el cierre oficial de
las casillas;

V. La obstaculización del proceso de recolección de
firmas o del desarrollo de la jornada de votación:

VI. La alteración, falsificación, destrucción o uso
indebido de los formatos, medios electrónicos o do-
cumentación oficial del proceso de revocación de
mandato; y

VII. El incumplimiento de cualquiera de los demás
disposiciones contenidas en esta ley.

Artículo 62. Los infracciones señaladas en el artículo
anterior serán sancionadas conforme a lo siguiente:

I. Respecto de los partidos y agrupaciones políticas:

a) Con amonestación pública:

b) Con multa de hasta diez mil Unidades de Me-
dida y Actualización, según la gravedad de lo
falta:

c) Con la reducción de hasta el cincuenta por
ciento de los ministraciones del financiamiento
público que les corresponda, por el periodo que
señale la resolución, en casos de faltas graves o
reiteradas.

II. Respecto de las personas físicas o morales:

a) Con amonestación pública:

b) Con multa de hasta quinientos unidades de
medido y actualización para personas físicas, y
de hasta cien mil unidades de medida y actuali-
zación paro personas morales;

c) Tratándose de lo contratación indebida de
tiempos en radio y televisión, con multa de has-
ta el doble del precio comercial de dicho tiempo.

III. Respecto de los concesionarios de radio y tele-
visión:

a) Con amonestación pública:

b) Con multa de hasta cien mil Unidades de Me-
dida y Actualización;

c) Con la orden de suspender de inmediato la
transmisión de la propaganda infractora:

d) En caso de infracciones graves y reiteradas,
con la suspensión de la transmisión del tiempo
comercializable correspondiente a una hora y
hasta el que corresponda por treinta y seis horas.

IV. Respecto de las personas servidoras públicas de
cualquiera de los Poderes de la Unión, de los pode-
res locales, órganos de gobierno municipales, órga-
nos de gobierno de Ciudad de México, órganos au-
tónomos y cualquier otro ente público:

a) Cuando cometan las infracciones previstas en
las fracciones I y III del artículo 61 de esta ley,
el instituto integrará el expediente respectivo y
lo remitirá a la autoridad competente en materia
de responsabilidades administrativas para que
proceda en los términos de la Ley General de
Responsabilidades Administrativos y demás le-
gislación aplicable.

b) Lo anterior, sin perjuicio de los responsabili-
dades penales que resulten aplicables conforme
o la legislación en la materia.

Artículo 63. Para la individualización de las sanciones
a que se refiere este Capítulo, lo autoridad electoral
deberá tomar en cuenta:
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I. La gravedad de la responsabilidad en que se in-
curra y la conveniencia de suprimir la práctica en
atención al bien jurídico tutelado;

II. Las circunstancias de modo, tiempo y lugar de la
infracción:

III. Las condiciones socioeconómicos de la perso-
na infractora:

IV. Las condiciones externas y los medios de ejecu-
ción;

V. La reincidencia en el incumplimiento de obliga-
ciones; y

VI. En su caso, el monto del beneficio, lucro, daño
o perjuicio derivado del incumplimiento de obliga-
ciones.

Se considerará reincidente a la persona infractora que,
habiendo sido declarada responsable del incumpli-
miento a alguna de las obligaciones a que se refiere la
presente Ley, incurra nuevamente en la misma con-
ducta infractora. En este caso, la multa podrá ser de
hasta el doble de los montos señalados en el artículo
62.

Artículo 64. Corresponde al Instituto Nacional Elec-
toral, a través de sus órganos competentes, conocer de
las infracciones y, en su caso, imponer las sanciones
previstas en este Capítulo, mediante los procedimien-
tos sancionadores establecidos en la Ley General de
Instituciones y Procedimientos Electorales.

Las resoluciones que dicte el Instituto podrán ser im-
pugnadas ante la Sala Superior o las Salas Regionales
del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federa-
ción, según corresponda, en los términos de la legisla-
ción aplicable.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Las reformas y adiciones contenidas en el
presente Decreto no son aplicables de manera retroac-
tiva. En consecuencia, las conductas infractoras come-

tidas con anterioridad a la entrada en vigor del presen-
te Decreto serán conocidas y sancionadas conforme a
las disposiciones vigentes en el momento de su reali-
zación, de conformidad con el artículo 14 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Tercero. Los procedimientos sancionadores que se en-
cuentren en trámite al momento de la entrada en vigor
del presente decreto continuarán su sustanciación con-
forme a las normas bajo las cuales fueron iniciados,
hasta su total conclusión.

Cuarto. El Instituto Nacional Electoral, dentro de los
noventa días naturales siguientes a la entrada en vigor
del presente decreto, emitirá o actualizará los linea-
mientos, acuerdos y demás normativas internas nece-
saria para lo aplicación del régimen sancionatorio pre-
visto en el capítulo VIII de la Ley Federal de
Revocación de Mandato, conforme a las reformas y
adiciones aquí establecidas.

Sede de la Comisión Permanente, 
a 1 de julio de 2026.

Diputado Víctor Hugo Lobo Román (rúbrica)

(Turnada a las Comisiones Unidas de Reforma Política-Electoral,

y de Gobernación y Población. Julio 1 de 2026.)
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QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GE-
NERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTO-
RALES, EN MATERIA DE PROPAGADA UTILITARIA Y ARTÍCU-
LOS PROMOCIONALES DURANTE LAS PRECAMPAÑAS

ELECTORALES, RECIBIDA DEL DIPUTADO JULIO CÉSAR

MORENO RIVERA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MO-
RENA, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE LLE-
VADA A CABO EL MIÉRCOLES 1 DE JULIO DE 2026

El suscrito, diputado Julio César Moreno Rivera, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI
Legislatura de la Cámara de Diputados de Congreso
de la Unión, con fundamento en el artículo 71, frac-
ción II, de 1a Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; y de conformidad con lo dispuesto en
los artículos 55, fracción I, y 179 del Reglamento pa-
ra el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, presenta la iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman diversas
disposiciones de la Ley General de Instituciones y
Procedimientos Electorales en materia de propaganda
utilitaria y artículos promocionales durante las pre-
campañas electorales, de conformidad con la siguien-
te

Exposición de Motivos

La Ley General de Instituciones y Procedimientos
Electorales establece que, el proceso electoral ordina-
rio se integra por las etapas de preparación de la elec-
ción, jornada electoral, resultados y declaraciones de
validez de las elecciones, así como el dictamen y de-
claración de validez de la elección correspondiente.

Dentro de este esquema, las precampañas electorales
de los partidos políticos forman parte de la etapa de
preparación de la elección, ya que constituyen el pe-
riodo previo al inicio formal de las campañas electora-
les y tienen como finalidad que los partidos seleccio-
nen a las personas que contenderán por una
candidatura.

En consecuencia, la propaganda difundida durante la
precampaña se desarrolla dentro de la etapa de prepa-
ración de la elección y debe sujetarse a los principios
de certeza, imparcialidad, independencia, legalidad,
máxima publicidad y objetividad que rigen la materia
electoral. Por ello, resulta necesario fortalecer el mar-
co normativo en materia de propaganda utilitaria y ar-
tículos promocionales durante las precampañas electo-

rales, a fin de garantizar que los actos realizados por
los partidos políticos, sus recandidaturas y demás ac-
tores involucrados se ajusten a los límites y obligacio-
nes previstos por la legislación electoral, contribuyen-
do así a la integridad y legitimidad del proceso
democrático en nuestro país.

La Ley General de instituciones y Procedimientos
Electorales define:

Se entiende por precampaña electoral el conjunto de
actos que realizan los partidos políticos, sus militantes
y los precandidatos a candidaturas a cargos de elec-
ción popular debidamente registrados por cada parti-
do.

Se entiende por actos de precampaña electoral las reu-
niones públicas, asambleas, marchas y en general
aquéllos en que los precandidatos a una candidatura se
dirigen a los afiliados, simpatizantes o al electorado en
general, con el objetivo de obtener su respaldo para,
ser postulado como candidato a un cargo de elección
popular.

Se entiende por propaganda de precampaña el conjun-
to de escritos, publicaciones, imágenes, grabaciones,
proyecciones y expresiones que durante el periodo es-
tablecido por esta ley y el que señale la convocatoria
respectiva difunden los precandidatos a candidaturas a
cargos de elección popular con el propósito de dar a
conocer sus propuestas.

La propaganda de·precampaña deberá señalar de ma-
nera expresa, por medios gráficos y auditivos, la cali-
dad de precandidato de quien es promovido.

Se entiende por artículos promocionales utilitarios
aquellos que contengan imágenes, signos, emblemas y
expresiones que tengan por objeto difundir la imagen
y propuestas del partido político, coalición o candida-
to que lo distribuye1.

Mientras que los gastos de propaganda utilitaria son
aquellos que compre den los artículos promocionales
utilitarios que contengan imágenes, signos, emblemas
y expresiones que tengan por objeto difundir la ima-
gen y propuestas del partido político, coalición, pre-
candidatos, aspirantes, candidatos o candidatos inde-
pendientes
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beneficiados, los cuales sólo pueden ser elaborados
con material textil, tales como gorras, camisas, playe-
ras, chalecos, chamarras, sombrillas, paraguas y otros
similares, de conformidad con lo dispuesto en el artí-
culo 209, numerales 3, 4 y 5, de la Ley General de Ins-
tituciones y Procedimientos Electorales, así 1 como en
el Reglamento de Fiscalización2.

Es decir, la diferencia es que la propaganda de pre-
campaña es el mensaje o contenido que busca influir
en la militancia para obtener una candidatura. Mien-
tras que los artículos promocionales utilitario son el
soporte físico mediante el cual puede difundirse pro-
paganda; además, poseen una utilidad material para
quien los recibe.

Por ejemplo:

1. Un volante con las propuestas de un precandida-
to es propaganda de precampaña.

2. Una gorra con el nombre y logotipo del precan-
didato es un artículo promocional utilitario.

3. Un video en Facebook es propaganda de precam-
paña, pero no es un artículo utilitario.

4. Una playera entregada en un evento es un artícu-
lo promocional utilitario.

La definición en el diccionario de “utilitario”: Que
busca ante todo la utilidad de las cosas3.

En ese contexto, el concepto “utilitario” contemplado
en la norma hace referencia a aquello que produce un
provecho, comodidad, fruto o interés, o que puede ser-
vir o aprovecharse.

La Ley General de Instituciones y Procedimientos
Electorales (LGIPE) regula la propaganda utilizada en
las precampañas electorales. No obstante, la aplica-
ción conjunta de los artículos 211 y 227 ha evidencia-
do la necesidad de una clarificación legislativa respec-
to de los alcances del uso y otorgamiento de artículos
promocionales utilitarios durante las precampañas.

Se requiere determinar con precisión los límites de las
actividades promocionales permitidas durante la etapa
de precampaña.

Por una parte, el artículo 211 señala:

Artículo 211.

1. Para los efectos de este capítulo, se entenderá por
propaganda de precampaña al conjunto de escritos,
publicaciones, imágenes, grabaciones, proyeccio-
nes y expresiones que durante el periodo de pre-
campaña difunden los precandidatos con el propó-
sito de dar a conocer sus propuestas y obtener la
candidatura a un cargo de elección popular.

2. Durante las precampañas solo se podrán utilizar
artículos utilitarios textiles.

3. La propaganda de precampaña deberá señalar de
manera expresa, por medios gráficos y auditivos, la
calidad de precandidato de quien es promovido4.

Como se observa la Ley señala que los precandidatos
podrán hacer uso de artículos utilitarios textiles como
una modalidad de propaganda susceptible de utiliza-
ción durante las precampañas.

Es decir, aquella que contiene imágenes, signos, em-
blemas y expresiones que tienen por objeto difundir la
imagen y propuesta del partido político, coalición o
candidato que lo distribuye.

Los artículos promocionales utilitarios solo podrán ser
elaborados con material textil, lo cual coincide con lo
establecido en el Reglamento de Fiscalización al pre-
ver que la propaganda utilitaria comprende los artícu-
los promocionales utilitarios que contengan imágenes,
signos, emblemas y expresiones que tienen por objeto
difundir la imagen y propuestas del partido político,
coalición, precandidatos, aspirantes, candidatos o can-
didatas 8independientes beneficiados, los cuales sólo
pueden ser elaborados con materia textil.

En el contexto, el concepto “utilitario” contemplado
en la norma hace referencia a una cualidad de “útil,
que es el adjetivo de algo que produce un provecho,
comodidad, fruto o interés o que puede servir y apro-
vecharse.

Sin embargo, la Ley General de Instituciones y Proce-
dimientos Electorales prohíbe el otorgamiento de artí-
culos promocionales utilitarios, como textualmente se
transcribe:
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Artículo 227

5. Ningún ciudadano podrá participar simultánea-
mente en procesos de selección interna de candida-
tos a cargos de elección popular por diferentes par-
tidos políticos, salvo que entre ellos medie
convenio para participar en coalición.

Durante las precampañas está prohibido el otorga-
miento de artículos promocionales utilitarios.5.

Esta situación ha dado lugar a incertidumbre respecto
del alcance de ambas disposiciones y respecto de las
conductas que pueden realizar válidamente los parti-
dos políticos, las personas aspirantes y las precandida-
turas.

La falta de precisión normativa dificulta la fiscaliza-
ción de los recursos utilizados en las precampañas y
puede propiciar criterios diferenciados en la aplicación
de la Ley, afectando la seguridad jurídica de quienes
participan en la contienda electoral.

Asimismo, la Sala Superior del Tribunal Electoral del
Poder Judicial de la Federación ha reconocido que los
artículos promocionales utilitarios constituyen una
modalidad de propaganda electoral susceptible de ge-
nerar posicionamiento político derivado de la utilidad
material que representan para quien los recibe6.

Por ello, resulta necesario establecer de manera expre-
sa que durante las precampañas se encuentra prohibi-
da la distribución, entrega u otorgamiento de artículos
promocionales utilitarios por parte de los partidos po-
líticos, coaliciones, personas aspirantes o precandida-
tas, sirve, de apoyo el siguiente criterio jurispruden-
cial:

Jurisprudencia2/2016

Movimiento Ciudadano vs Comisión de Quejas y
Denuncias del Instituto Nacional Electoral

Actos anticipados de campaña, los constituye la
propaganda difundida durante precampaña cuando
no está dirigida a los militantes (legislación de coli-
ma).

De la interpretación de los artículos 143, 174 y 175,
del Código Electoral del Estado de Colima, se coli-

ge que la propaganda de campaña va dirigida a la
ciudadanía en general y se caracteriza por llamar
explícita o implícitamente al voto, así como por al-
ternar o desalentar el apoyo a determinada candida-
tura; mientras que el objetivo de la propaganda de
precampaña es que el postulante consiga el apoyo
hacia el interior del partido político, para de esta
manera convertirse en su candidato, por lo que no
debe hacer llamamientos al voto y su discurso está
dirigido justamente a los militantes o simpatizantes
del instituto político en cuyo proceso de selección
interno participa. En ese sentido, cuando el conteni-
do de la propaganda de precampaña exceda el ám-
bito del proceso interno del partido político del que
se trate, será susceptible de configurar actos antici-
pados de campaña.

Quinta Época

Recursos de revisión del procedimiento especial
sancionador. SUP-REP-571/2015. Recurrente Mo-
vimiento Ciudadano, Autoridad Responsable: Co-
misión de Quejas y denuncias del Instituto Nacional
Electoral. -28 de noviembre de 2025.-Unanimidad
de votos. Ponente: María del Carmen Alanis Figue-
roa. Ausente: Constancio Carrasco Daza. Secreta-
rios: María Fernanda Sánchez Rubio y Enrique Fi-
gueroa Ávila.

Recurso de revisión del procedimiento especial san-
cionador.SUP-REP-573/2015. Recurrente: Partido
Acción Nacional. Autoridad Responsable: Sala Re-
gional especializada del Tribunal Electoral del Po-
der Judicial de la Federación. -22 de diciembre de
2015-Mayoria de 3 votos. Ponente: Flavio Galván
Rivera. Ausentes: María del Carmen Alanis Figue-
roa y Pedro Esteban Penagos López. Disidente: Ma-
nuel González Oropeza. Secretario: Héctor Flori-
berto Anzurez Galicia.

Recurso de revisión del procedimiento especial san-
cionador. SUP-REP-578/2015. Recurrente: Partido
Acción Nacional Autoridad responsable: Sala re-
gional Especializada del Tribunal Electoral del Po-
der Judicial de la Federacion.6 de enero de
2016Unanimidad de votos. Ponente: Flavio Galván
Rivera, Ausentes: Constancio Carrasco Daza y Ma-
nuel González Oropeza. Secretario: Rodrigo Que-
zada Goncen.
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La Sala Superior en sesión pública celebrada el
treinta de marzo de dos mil dieciséis, aprobó por
unanimidad de votos la jurisprudencia que antecede
y la declaro formalmente obligatoria.

Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electo-
ral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Fe-
deración, año 9, número 18, 2016, páginas 11 y 12.

De tal forma la Sala Superior ha reconocido la nece-
sidad de contar con elementos objetivos para deter-
minar cuándo una conducta posee finalidad electo-
ral. Bajo esa lógica, la prohibición expresa de
distribuir artículos promocionales utilitarios reduce
márgenes de discrecionalidad y facilita la labor de
fiscalización.

Asimismo, la prohibición propuesta resulta congruen-
te con el artículo 209, numeral 5, de la Ley General de
instituciones y Procedimientos Electorales, que prohí-
be la entrega de materiales que impliquen un beneficio
directo, indirecto, mediato o inmediato para tal ciuda-
danía, al estimar que tales conductas pueden afectar
los principios de equidad e imparcialidad que rigen la
contienda electoral.

En esa tesitura la iniciativa reconoce la necesidad ope-
rativa de identificar al, personal encargado de la orga-
nización, logística, seguridad, comunicación y apoyo
técnico de los actos, de precampaña. En consecuencia,
se prevé que la utilización de, artículos identificadores
por dicho personal no constituya una infracción, siem-
pre que tales artículos no sean distribuidos o puestos a
disposición de los asistentes.

Con esta reforma se fortalecen los principios de certe-
za, imparcialidad, independencia, legalidad, máxima
publicidad y objetividad durante las precampañas, al
tiempo que se facilita la labor de fiscalización de las
autoridades electorales.

Fortalecimiento del principio de certeza jurídica

La reforma propuesta elimina ambigüedades interpre-
tativas y dota de mayor certeza a los sujetos obligados
respecto de las conductas permitidas y prohibidas du-
rante las precampañas.

Armonización del marco normativo electoral.

La iniciativa busca proporcionar una mayor claridad
normativa respecto del alcance de los artículos 211 y
227 de la Ley General de instituciones y Procedimien-
tos

Electorales y 204.1 del Reglamento de Fiscalización,
estableciendo un régimen jurídico coherente y unifor-
me respecto de los artículos promocionales utilitarios.

Facilita la fiscalización electoral

La reforma proporciona parámetros objetivos para la
actuación de la autoridad electoral educiendo a discre-
cionalidad y facilitando la identificación de conductas
infractoras relacionadas con la entrega de propaganda
utilitaria.

Protección de las actividades operativas de los
eventos de precampaña.

La iniciativa distingue entre la distribución de artícu-
los promocionales utilitarios y la utilización de artícu-
los identificadores por parte del personal de organiza-
ción, logística, seguridad, comunicación y apoyo
técnico. De esta forma, se preserva el adecuado des-
arrollo de los eventos políticos sin permitir la distribu-
ción de artículos utilitarios a los asistentes.

Respeto, a la libertad de expresión política

La propuesta o prohíbe la difusión de ideas, mensajes,
propuestas o plataformas políticas. Únicamente regula
una modalidad específica de propaganda consistente
en la entrega de artículos promocionales utilitarios,
manteniendo disponibles los demás mecanismos de
comunicación política previstos en la legislación elec-
toral.

Mayor objetividad en la aplicación de la ley

La reforma evita que la autoridad electoral tenga que
determinar subjetivamente si una persona es militante,
simpatizante o integrante del público en general. La
prohibición se concentra en la conducta de distribuir o
entregar artículos promocionales utilitarios, o que per-
mite una aplicación más objetiva y uniforme de la nor-
ma.

Objetivo principal de la iniciativa
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Fortalecer la certeza jurídica, la equidad en la contien-
da y la fiscalización electoral durante las precampañas,
mediante la precisión legislativa del alcance de los ar-
tículos 211 y 227 de la Ley General de Instituciones y
Procedimientos Electorales.

Para tal efecto, se propone establecer expresamente la
prohibición de distribuir, entregar u otorgar artículos
promocionales utilitarios durante las precampañas, así
como incorporar una definición legal de dichos artícu-
los que permita una aplicación uniforme de la norma
por parte de las autoridades electorales.

Asimismo, tal iniciativa busca distingu ir entre la en-
trega de artículos promocionales utilitarios a los asis-
tentes y la utilización de artículos identificadores por
parte de personal encargado de la organización, logís-
tica, seguridad, comunicación, operación técnica y
apoyo de los actos de precampaña, garantizando el
adecuado desarrollo de dichas actividades sin afectar
los principios de legalidad, certeza y equidad que rigen
la materia electoral.

Con esta reforma se pretende eliminar ambigüedades
normativas, facilitar la fiscalización de los recursos
emplea, dos en las precampañas y fortalecer las condi-
ciones de igualdad entre las personas participantes en
la competencia política.

Contenido de la iniciativa

La iniciativa con proyecto de decreto que presento an-
te esta soberanía incluye modificaciones que actuali-
zan el marco jurídico electoral en materia de respon-
sabilidad y propaganda durante las precampañas
electorales.

Con base en lo anteriormente expuesto, se presenta el
siguiente cuadro comparativo con tas que se reforma
el numeral 2 del artículo 211; se reforma el numeral 5
y se adiciona un numeral 6 al artículo 227 de la Ley
General de Instituciones y Procedimientos Electorales.

Por lo expuesto, me permito presentar ante el pleno de
esta soberanía el siguiente:

Decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones de la Ley General de Instituciones
y Procedimientos Electorales, en materia de propa-
ganda utilitaria y artículos promocionales durante
las precampañas electorales

Único. Se reforma el numeral 2 del artículo 211; se re-
forma el numeral 5 y se adiciona un numeral 6 al artí-
culo 227 de la Ley General de Instituciones y Procedi-
mientos Electorales, para quedar como sigue:
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Articulo 211

1. ….

2. Durante las precampañas únicamente podrán uti-
lizarse artículos textiles destinados a la identifica-
ción y desempeño de funciones del personal opera-
tivo debidamente acreditado, siempre que dichos
artículos no sean distribuidos, entregados u otorga-
dos a la ciudadanía.

3. ….

Articulo 227

1. …

2. …

3. …

4. …

5. Ningún ciudadano podrá participar simultánea-
mente en procesos de selección interna de candida-
tos a cargos de elección popular por diferentes par-
tidos políticos, salvo que entre ellos medie
convenio para participar en coalición.

6. Durante las precampañas queda prohibida la dis-
tribución, entrega u otorgamiento a la ciudadanía de
articulos promocionales utilitarios con fines de pro-
paganda electoral.

Se consideran artículos promocionales utilitarios
aquellos bienes materiales de carácter fungible o de
uso personal que contengan elementos de identifica-
ción de partidos políticos, coaliciones, aspirantes o
precandidaturas, y que sean susceptibles de generar un
beneficio directo o indirecto al receptor, tales como
banderas, banderines, gorras, camisas, playera, chale-
cos, chamarra, sombrillas, paraguas y demás objetos
similares elaborados con material textil.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La autoridad competente contará con 180
días naturales para emitir las disposiciones reglamen-
tarias correspondientes.

Tercero. Los procedimientos iniciados antes de la en-
trada en vigor de este decreto continuarán tramitándo-
se conforme a las disposiciones vigentes al momento
de su inicio.

Notas

1 Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales artí-

culo 209.2

2 Reglamento de Fiscalización art.204.1

3 Utilitario, Utilitaria/Definición/Diccionario de la lengua españo-

la/RAE-ASALE

4 Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales

art.211, pag. 118

5 Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales art.

227, pág. 127

6 SUP-REP-306/2015, SUP-RAP-526/2016.

Sede de la Comisión Permanente del 
Congreso de la Unión, 1 de julio de 2026.

Diputado Julio César Moreno Rivera (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Reforma Política-Electoral. Julio 1 de

2026.)
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QUE REFORMA EL ARTÍCULO 36 DE LA LEY DE AERO-
PUERTOS, RECIBIDA DEL DIPUTADO FRANCISCO ADRIÁN

CASTILLO MORALES, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE

MORENA, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE

DEL MIÉRCOLES 1 DE JULIO DE 2026

Quien suscribe, diputado Francisco Adrián Castillo Mo-
rales, integrante del Grupo Parlamentario de Morena en
esta LXVI Legislatura del Congreso de la Unión, con
fundamento en lo Dispuesto por los artículos 71, frac-
ción II ; y 73, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; y por el artículo 55, fracción II, del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, someto a con-
sideración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 36
de la Ley de Aeropuertos, de acuerdo a la siguiente

Exposición de Motivos

La lactancia materna es el proceso biológico donde la
madre proporciona leche materna a los bebés, los cuales,
para su adecuado desarrollo en los primeros 6 meses de
vida, solo pueden alimentarse de esta forma; proporciona
todos los nutrientes que necesitan en este tiempo vital; a
la vez, se va conformando su sistema inmunológico.

Para el inicio de vida de los bebés, la leche materna no
solo es un alimento más, es el más importante, ya que
quienes son alimentados de esta manera tienen menos
mortalidad, ya que cuenta con nutrientes suficientes,
hidrata a los infantes, previene infecciones respirato-
rias y gastrointestinales, leucemia, obesidad, diabetes,
alergias, cáncer infantil, colesterol e hipertensión.

La mala nutrición durante esta etapa es crucial para la
vida del infante; sin ella, puede encaminarse a daños
extensos e irreversibles en el crecimiento como en el
desarrollo cerebral. Por esto, la leche materna se adap-
ta a las necesidades del bebé, promoviendo nutrientes
suficientes como volumen según lo que se requiera al
momento de la lactancia.

Lactancia exclusiva: Es la principal, que como míni-
mo un recién nacido debe alimentarse sin introducir
otro tipo de alimento.

Lactancia complementaria: entre los 6 meses y 2 años
de la vida del infante y consiste en la alimentación con
leche materna y alimentos fáciles de digerir.

Lactancia predominante: Es la transición de alimenta-
ción de leche materna y pequeñas cantidades de otros
tipos de alimentos como zumos o agua.

Lactancia mixta: consiste en la combinación de leche
materna y leche de fórmula.

El no amamantar y sustituir por alimentación con fór-
mulas artificiales conlleva un mayor riesgo, generando
diversos problemas para los bebés como para las ma-
dres:

Riesgos infecciosos, inmunológicos y de mortalidad:
Se pueden generar enfermedades respiratorias, otitis
media, gastrointestinales, asma, alérgicas y linfomas,
incluyendo el desarrollo de enfermedades graves del
intestino como es la enterocolitis necrotizante, siendo
7 veces más frecuente el fallecimiento del bebé.

Riesgos nutricionales: Las fórmulas del mercado tra-
tan de imitar los nutrientes de la leche materna sin
conseguirlo, ya que esta es la mejor opción compues-
ta por nutrientes vivos, anticuerpos que se adaptan al
crecimiento del bebé, células madre y enzimas, por lo
que la fórmula no ofrece la misma protección inmuno-
lógica.

Riesgos para el desarrollo psicomotor: Los bebés no
amamantados tienen más facilidad de obtener menos
puntuaciones en los test de desarrollo, ya que la leche
materna está involucrada en el desarrollo de los órga-
nos y sentidos, incluyendo el intercambio de estímulos
entre madre e hijo, lo que permite calma y relajación de
ambos, regula la frecuencia cardiaca y la temperatura.

Riesgos para la salud materna: Al no amamantar a lar-
go plazo, puede desencadenar el riesgo de generar a la
madre diabetes tipo 2, cáncer de mama, cáncer de ova-
rio, osteoporosis y fracturas tras la menopausia, por lo
cual la lactancia materna favorece no solo al infante,
sino también a la madre, aumentando la autoestima,
reduciendo la depresión, menos sangrado y evitando el
desarrollo de anemia posparto.

Riesgos económicos: Para las madres, el uso de fór-
mulas artificiales suele llevar un gasto que no se pre-
vió en etapas de lactancia, aparte de las enfermedades
que surgen a partir de no amamantar con leche mater-
na, costos de visitas a hospitales, ingresos, biberones,
tetinas, etc.
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La Organización Mundial de la Salud recomienda que
los bebés sean amamantados exclusivamente durante
los primeros seis meses de vida y, después, introducir
alimentos complementarios nutricionalmente adecua-
dos y seguros, mientras se continúa con la lactancia
materna hasta los dos años de edad o más. Mejorando
la tasa de lactancia, salvaría en el mundo a cerca de
820,000 niños y niñas al año.

Las madres, como la sociedad, también son beneficia-
das con esta práctica; las mamás ayudan a la recupera-
ción física, a reducir riesgos de hemorragia, depresión
posparto e incluso, a largo plazo, a disminuir probabi-
lidades de cáncer de mama y ovario, diabetes, ataques
cardíacos, hipertensión, anemia y osteoporosis. Por
otro lado, para las sociedades, reducen los costos al
tratar enfermedades que hoy en día son un problema
para la salud, como la diabetes, cáncer, etcétera.

En Estados Unidos entró en vigor la “Friendly Air-
ports for Mothers Act”, una ley que obliga a los aero-
puertos a disponer de salas de lactancia, las cuales de-
ben ser espacios protegidos de la vista como de
intrusiones del exterior, puerta con cerradura con lla-
ve, incluso contar con sillas, mesas, tomacorriente, ser
accesible para las personas con discapacidad y no en-
contrarse dentro de un baño.

Salas de lactancia

El AIFA cuenta con salas de lactancia frente a la
puerta de abordaje 107 nacional y 113 internacional.

En AICM ubicadas en T1 sala de abordaje no. 9 y
T2 sala última espera en salones VIP ha implemen-
tado políticas para que se les permita a las madres
llevar cantidades superiores al límite cuando sea pa-
ra uso personal y lleve consigo un bebe.

Estados Unidos

Aeropuerto Internacional de Dallas/Fort Worth
(DFW) cuenta con múltiples cabinas distribuidas,
espacios de juego para niños y asistencia a familias.

El aeropuerto de Miami cuenta con las unidades
MIAmamas, zonas equipadas y amplias para las ne-
cesidades de las madres.

Europa

Aeropuerto de Schiphol, Amsterdam cuentan con
cabinas con camas y cabinas más pequeñas distri-
buidas en varias zonas, incluyendo zonas para niños
y carritos para bebe disponibles.

Reino Unido

Aeropuerto de Heathrow están equipadas para ser lu-
gares cómodos, seguros ventilación y de fácil acceso.

En México, el 34.2 por ciento de los menores de 6 me-
ses son alimentados exclusivamente con leche mater-
na, conforme a la Encuesta Nacional de Salud y Nutri-
ción (Ensanut 2021-2023).

Licencias de maternidad cortas, la falta de espacios
adecuados para amamantar o extraer leche en el traba-
jo e intensa comercialización de fórmulas infantiles
han provocado 3.8 millones de casos de enfermedad y
5 796 muertes en infantes menores de un año, con un
costo de 2000 millones de dólares en atención médica,
entre otros gastos.

Los factores que persisten para que no se practique co-
rrectamente son: presión social, cultural, laboral, econó-
mica, falta de apoyo de la pareja, familiares y/o del perso-
nal de salud y zonas adecuadas; esto provoca el abandono
de la lactación antes de los seis meses recomendados.

Esta iniciativa busca la implementación de cabinas de
lactancia materna en salas de espera en aeropuertos
con base en el derecho constitucional en su artículo 4,
párrafo 3: “Toda persona tiene derecho a la alimenta-
ción nutritiva, suficiente y de calidad”, con el fin de
que las madres tengan una zona segura, protegida, có-
modo, higiénico y privado para amamantar a sus be-
bés, con la certeza de estar en un espacio limpio.
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Por lo expuesto, someto a la consideración de esta so-
beranía, el siguiente proyecto de:

Decreto por el que se reforma el artículo 36 de la Ley
de Aeropuertos

Artículo Único. Se reforma al segundo párrafo del ar-
tículo 36 de la Ley de Aeropuertos, para quedar como
sigue:

ARTÍCULO 36. Queda a cargo de la Agencia Federal
de Aviación Civil, mediante disposiciones técnico-ad-
ministrativas, el establecimiento de las condiciones de
construcción y conservación de los aeródromos civiles.

Los concesionarios y permisionarios de aeródromos
civiles deberán adoptar las medidas necesarias que
permitan atender de manera adecuada a las personas
con discapacidad, así como a las de edad avanzada, in-
cluyendo la creación de cabinas o espacios seguros
para la lactancia materna, los cuales deben ser áre-
as protegidas, higiénicos, cómodos, privados, equi-
pados con sillas mesas y tomas de corriente.

Transitorios

Primero. Este decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se
opongan al presente decreto.
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Dado en la Ciudad de México dentro del Palacio Le-
gislativo de San Lázaro, a 1 del mes julio de 2026.

Diputado Francisco Adrián Castillo Morales (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Comunicaciones y Transportes. Julio 1

de 2026.)

DE DECRETO, POR EL QUE SE DECLARA EL 29 ABRIL CO-
MO “DÍA NACIONAL DEL JUGUETE POPULAR Y TRADICIO-
NAL MEXICANO”, RECIBIDA DE LA DIPUTADA GABRIELA

VALDEPEÑAS GONZÁLEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DE MORENA, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANEN-
TE DEL MIÉRCOLES 1 DE JULIO DE 2026

Quien suscribe, diputada Gabriela Valdepeñas Gonzá-
lez, del Grupo Parlamentario Morena, en la LXVI Le-
gislatura del honorable Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción
II; y 78, fracción III de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II; y 179,
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, someto
a consideración de esta soberanía la presente iniciativa
con proyecto de decreto por el que se declara el 29 de
abril de cada año como “Día Nacional del Juguete Tra-
dicional Mexicano”, al tenor de las siguientes
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I. Fundamentación

La importancia cultural del juguete popular y tradicio-
nal mexicano encuentra sustento en diversos preceptos
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos. En primer término, el artículo 3° reconoce el
derecho a la educación y otorga especial relevancia a
la educación inicial como un derecho de la niñez. Por
su parte, el artículo 2 reconoce la grandeza y diversi-
dad de los pueblos y culturas que integran la Nación,
así como el derecho de los pueblos y comunidades in-
dígenas y afromexicanas a preservar y enriquecer sus
expresiones culturales, incluidas aquellas vinculadas
con la convivencia y la recreación.

Asimismo, el artículo 4 constitucional reconoce el de-
recho de toda persona al acceso y disfrute de los bien-
es y servicios culturales, mientras que el artículo 73,
fracción XXIX-Ñ, faculta al Congreso de la Unión pa-
ra establecer las bases de coordinación entre la Fede-
ración, las entidades federativas, los municipios y las
alcaldías en materia de cultura.

De igual manera, el artículo 123 constitucional reco-
noce el derecho de toda persona al trabajo digno y es-
tablece la responsabilidad del Estado de promover la
creación de empleos y la organización social del tra-
bajo, ámbito en el que se inscriben las actividades des-
arrolladas por las personas artesanas y creadoras de ju-
guetes tradicionales.

Asimismo, la promoción y preservación del juguete
popular y tradicional mexicano contribuye al cumpli-
miento del derecho a una educación inclusiva y al ac-
ceso equitativo a la cultura, reconocidos en los artícu-
los 1, 3 y 4 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos. La utilización de materiales arte-
sanales y multisensoriales favorece el desarrollo cog-
nitivo, psicomotor y socioemocional de las personas,
particularmente de niñas, niños, adolescentes y perso-
nas con discapacidad o con necesidades específicas de
apoyo educativo.

En este sentido, la Convención sobre los Derechos de
las Personas con Discapacidad, de la que México es
Estado Parte, establece la obligación de promover en-
tornos accesibles e inclusivos que garanticen la parti-
cipación plena y efectiva de las personas con discapa-
cidad en la educación, la vida cultural y las actividades
recreativas. De igual forma, la Convención para la Sal-

vaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial de la
UNESCO reconoce la importancia de preservar y
transmitir las expresiones culturales que fortalecen la
diversidad, la identidad y la cohesión social, objetivos
a los que contribuye de manera significativa el jugue-
te popular y tradicional mexicano.

En el mismo sentido, la Ley General de Cultura y De-
rechos Culturales establece la obligación del Estado
mexicano de promover, proteger, preservar y difundir
las expresiones culturales que forman parte del patri-
monio cultural de la nación.

A nivel internacional, diversos instrumentos, entre ellos
la Convención para la Salvaguardia del Patrimonio Cul-
tural Inmaterial de 2003, suscrita por México, reconocen
la importancia de proteger las prácticas, conocimientos y
expresiones transmitidas de generación en generación
que fortalecen la diversidad cultural y contribuyen a la
preservación de la identidad de los pueblos.

El juguete popular y tradicional mexicano elaborado
artesanalmente constituye una de estas expresiones del
patrimonio cultural de nuestro país. Por ello, la pre-
sente iniciativa propone declarar el 29 de abril como el
Día Nacional del Juguete Popular y Tradicional Mexi-
cano, con el propósito de reconocer, preservar, promo-
ver y difundir esta importante manifestación cultural.

Para efectos de la presente iniciativa, se entenderá por
juguete popular y tradicional mexicano todo objeto lú-
dico elaborado mediante técnicas artesanales y trans-
mitido de generación en generación, que forma parte
de la identidad, creatividad y patrimonio cultural de la
nación.

II. Exposición de Motivos

El juguete tradicional y popular manufacturado artesa-
nalmente es un patrimonio cultural y también una he-
rramienta pedagógica que favorece la creatividad, la
coordinación motriz, el aprendizaje de disciplinas co-
mo la física y las matemáticas, y contribuye a la con-
vivencia comunitaria y la transmisión de conocimien-
tos a través de las generaciones. Pese a la producción
en línea y a gran escala de juguetería comercial nacio-
nal y transnacional, las artesanas y artesanos mexica-
nos han preservado técnicas, conocimientos, materia-
les y simbolismos que reflejan nuestra diversidad
cultural y regional.
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Aspectos de gran relevancia en un contexto de cre-
ciente dependencia de dispositivos electrónicos y con-
tenidos digitales, y de juguetes industrializados elabo-
rados con plásticos de difícil degradación. Por lo que
la juguetería tradicional mexicana obedece a los prin-
cipios de sostenibilidad y economía circular, toda vez
que las personas artesanas históricamente han emplea-
do materiales de origen natural y, en su mayoría bio-
degradables como barro, carrizo, cartón, fibras vegeta-
les, palma, papel, textiles y semillas, aprovechando de
esta forma los recursos disponibles en sus regiones.

En ese sentido, a continuación se exponen algunas de
las principales características y aportaciones que justi-
fican su reconocimiento, protección y promoción co-
mo una expresión representativa de la identidad cultu-
ral mexicana a través de la declaratoria del Día
Nacional del Juguete Popular y Tradicional Mexicano,
el 29 de abril de cada año.

a. Preservación de la cultura, las tradiciones, prác-
ticas y técnicas

Hablar de juguetes es hablar de las infancias y la cul-
tura detrás de éstos. De generación en generación, ni-
ñas y niños han jugado con objetos de todo tipo, no só-
lo para divertirse, también para aprender, toda vez que
el juego es el primer medio de socialización y apren-
dizaje de habilidades, destrezas y normas de convi-
vencia.

En México, los juguetes populares son mucho más que
artesanías: constituyen una expresión de arte popular
que refleja la vida cotidiana y la identidad de nuestro
país. En su colorido y formas podemos observar su
significado cultural, lo que les ha permitido perdurar a
lo largo de décadas, no sólo para el juego, también co-
mo objetos de colección y expresiones artísticas.

Los juguetes populares también guardan una rica he-
rencia de juguetes y juegos prehispánicos se han en-
contrado figurillas de animales -algunas con ruedas-,
objetos de barro y versiones tempranas del balero,
aunque ciertas figuras tenían fines rituales. El juego de
pelota con balón de hule fue central, y también hubo
juegos como el totoloque (similar al boliche), el pato-
lli, el zonecalli o la matatena. Estas prácticas muestran
que el Juego era ya un componente esencial de la vida
social.

Muchos de estos elementos coinciden con otras cultu-
ras, fenómeno que puede entenderse como una con-
vergencia cultural: juguetes como el trompo o el yoyo
existían en distintas regiones del mundo desde tiempos
antiguos. Los personajes de juguete y representaciones
de lo cotidiano en miniatura, o los títeres y piñatas, los
juegos como las canicas, la lotería, el trompo y el ba-
lero, ampliaron el repertorio lúdico de nuestro México
Prehispánico.

Con todo y que durante el siglo XIX y particularmen-
te en el XX, hasta nuestros días ha surgido infinidad de
juguetes fabricados en serie, se ha intensificado la pre-
sencia de productos extranjeros y se ha transformado
la forma del juego infantil, particularmente en contex-
tos urbanos; en muchas comunidades los juguetes po-
pulares y las prácticas tradicionales persisten, pero con
grandes retos para su preservación, por lo que resulta
fundamental reconocer al juguete popular como uno
de los baluartes de nuestra identidad nacional.

Por mencionar algunas comunidades reconocidas na-
cional e internacionalmente por sus artesanías, el man-
tenimiento del juguete popular y la conservación de
las tradiciones, podemos citar al Estado de México,
con su juguetería artesanal policromada, en el caso de
Metepec se manufacturan árboles de la vida, así como
juguetes antiguos de molde: sirenas, toros, caballos,
patos y canastas que sirven de alcancía. Así como la
juguetería en barro vidriado cmutlequitas, silbatos) de
los alfareros de Tecomatepec, -y que ahora, lenta pero
irremisiblemente, van echándose al olvido” (Espejel,
1975).

Puebla destaca por la juguetería de Huaquechula, Aca-
tlán (juguetería de navidad), Tehuitzingo con sus ju-
guetes de barro blanco. Oaxaca con sus juguetes como
los llamados “animales para chía” y miniaturas de At-
zompa o Ixtaltepec, Jamiltepec, Teloloapan, Ahuacati-
tlán, Chilapa o San Bartolo Coyotepec con sus jugue-
tes con silbato en forma de aves o caballos, o el Barrio
Vixhana ubicado en el municipio de Santo Domingo
Tehuantepec con sus ·muñecas de diferentes tamaños
llamadas “tanguyús” (señoras de la tierra, en zapoteco
), caballitos y otras figuras en barro rojo decorado con
líneas blancas y doradas trazadas al pincel [•••]. La ju-
guetería se regalaba a los niños durante la festividad
del 6 de enero, en que México celebra el día de los
Santos Reyes. Ahora se hace todo el año y su calidad
ha venido a menos por la producción masiva que ha al-
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canzado y que dio al traste con esta bella muestra de la
ingenua juguetería popular tradicional·. (Espejel,
1975).

Michoacán con sus pequeños juguetes inspirados en
piezas prehispánicas encontradas en las cercanías de
Yácatas, de la comunidad de Ocumicho en el munici-
pio de Charapan. Jalisco Que, como bien se ha docu-
mentado, mucha de esta juguetería ha perdido valor ar-
tístico, por lo que la conmemoración de un día
nacional del juguete popular mexicano podría dar ca-
bida al resurgimiento de técnicas y formas de antaño.

Cada entidad federativa posee una amplia tradición y
conjunto de conocimientos y técnicas que prevalecen
con el pasar de los años, y que muchas de estas técni-
cas y juguetes podrían ser recuperados con el fomento
a la juguetería artesanal y qué mejor que un dfa nacio-
nal dedicado a esta noble actividad y patrimonio cul-
tural.

En conjunto, los juguetes -desde los prehispánicos
hasta los de fusión cultural- dan cuenta de la evolución
social y cultural de México, así como del papel funda-
mental del juego en la formación individual y colecti-
va. La elección del 29 de abril responde a su cercanía
con la celebración del Día de la Niña y del Niño en
México, lo que permite vincular la promoción de los
derechos de la infancia con el rescate de las tradicio-
nes culturales.

b. El uso lúdico, educativo, de inclusión y de acce-
sibilidad del juguete tradicional mexicano

La juguetería tradicional mexicana contribuye al des-
arrollo psicomotriz, al aprendizaje de habilidades so-
ciales y a la transmisión de conocimientos a través de
la inclusión de materiales, costumbres y tradiciones de
cada región del país fortaleciendo el aprendizaje con
base en la creatividad y el conocimiento de las raíces
culturales de nuestro país.

Asimismo, diversas investigaciones han destacado el
valor de los juguetes tradicionales como herramientas
para la enseñanza no sólo de las infancias, sino tam-
bién de las adolescencias, debido a las posibilidades de
experimentación que ofrecen para comprender fenó-
menos científicos o el funcionamiento de la energía,
por ejemplo.

Lo anterior resulta particularmente relevante debido a
que el aprendizaje de la física en el nivel medio supe-
rior suele presentar retos relacionados con la com-
prensión de los conceptos, su traducción al lenguaje
matemático y la interpretación de la relación entre los
fenómenos físicos y los resultados experimentales re-
presentados gráficamente.

Ante las limitaciones de la enseñanza tradicional, Ra-
mírez y Ávila (2020) proponen el Aprendizaje Basado
en Proyectos (ABP) como una estrategia complemen-
taria que favorece un aprendizaje más significativo.
En este enfoque, los estudiantes recopilan datos empí-
ricos mediante experimentos realizados con juguetes
tradicionales como el yoyo, el trompo, las canicas y el
balero.

Entre las metodologías educativas contemporáneas en
las que el juguete popular y tradicional mexicano pue-
de desempeñar un papel relevante se encuentra el mo-
delo de Aula Invertida (Flipped Classroom), analizado
por Bishop y Verleger (2013), el cual privilegia el
aprendizaje activo, la experimentación y la resolución
de problemas dentro del aula. En este contexto, los ju-
guetes tradicionales constituyen recursos didácticos
idóneos para vincular conceptos abstractos con expe-
riencias concretas y culturalmente significativas. Así,
por ejemplo, el balero permite explorar principios de
física como el movimiento de rotación, el centro de
gravedad, la trayectoria, la transferencia de energía y
la coordinación motriz mediante la observación y la
experimentación directa.

De igual forma, el aprendizaje colaborativo reconoce
el valor de la interacción social en la construcción del
conocimiento. La investigación educativa ha demos-
trado que las dinámicas cooperativas favorecen el des-
arrollo de habilidades sociales, la empatía, la comuni-
cación y la resolución de problemas (Vygotsky, 1978;
Slavin, 2014). Los juegos tradicionales, ya sea me-
diante actividades colectivas como las canicas, el
trompo o la lotería, o a través de la elaboración con-
junta de juguetes artesanales, promueven el trabajo en
equipo y fortalecen el sentido de pertenencia e identi-
dad cultural. Asimismo, el estudio del origen, evolu-
ción y significado de estos juguetes constituye una
oportunidad para el aprendizaje interdisciplinario de la
historia, las matemáticas, las ciencias y el patrimonio
cultural mexicano.
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Por su parte, el aprendizaje personalizado o educación
centrada en la persona permite adaptar las experien-
cias educativas a los ritmos, intereses, capacidades y
necesidades específicas de cada estudiante. En este
ámbito, los juguetes tradicionales elaborados con ma-
teriales naturales como la madera, el barro, la tela, las
fibras vegetales o las semillas poseen un valor peda-
gógico singular, al favorecer la estimulación multisen-
sorial y el desarrollo de habilidades psicomotoras finas
y gruesas. Diversas investigaciones han señalado que
las experiencias de aprendizaje que incorporan estí-
mulos táctiles, visuales y kinestésicos fortalecen la
comprensión, la memoria y la participación del estu-
diantado (Mayer, 2009).

Asimismo, los juguetes populares y tradicionales me-
xicanos constituyen herramientas especialmente valio-
sas para favorecer la inclusión educativa y la accesibi-
lidad de personas con discapacidad o con necesidades
específicas de apoyo educativo. La Convención sobre
los Derechos de las Personas con Discapacidad
(ONU,2006) y las orientaciones de la UNESCO sobre
educación inclusiva (UNESCO, 2020) subrayan la
obligación de eliminar barreras y garantizar la partici-
pación plena y efectiva en los procesos de aprendiza-
je.

En este sentido, los materiales táctiles y tridimensio-
nales facilitan la comprensión espacial y conceptual de
niñas, niños y adolescentes con discapacidad visual;
los juegos basados en la manipulación y repetición fa-
vorecen el desarrollo de habilidades motrices y de co-
ordinación en personas con discapacidad motriz;
mientras que las dinámicas lúdicas estructuradas con-
tribuyen al fortalecimiento de habilidades sociales, co-
municativas y emocionales en personas dentro del es-
pectro autista o con discapacidad intelectual (Odom et
al., 2010).

De igual manera, la elaboración artesanal de juguetes
permite adaptar formas, tamaños, texturas, pesos y
mecanismos de funcionamiento a las características
particulares de cada persona usuaria, favoreciendo el
diseño universal para el aprendizaje y la eliminación
de barreras para la participación. En este sentido, el
juego tradicional constituye no sólo una herramienta
pedagógica, sino también un instrumento de inclusión
social, participación comunitaria y ejercicio efectivo
del derecho a la cultura y a la educación.

La UNESCO ha reconocido que la incorporación del
patrimonio cultural inmaterial en los procesos educa-
tivos fortalece el sentido de pertenencia, la autoesti-
ma, la diversidad cultural y la inclusión social, parti-
cularmente entre grupos históricamente
vulnerabilizados, incluidas las personas con discapa-
cidad, los pueblos indígenas y las comunidades mar-
ginadas (UNESCO, 2003 y 2020). De igual manera,
investigaciones recientes destacan que los juguetes
multisensoriales y los materiales manipulativos favo-
recen el aprendizaje significativo, el desarrollo de ha-
bilidades cognitivas y la participación de estudiantes
con distintas formas de aprendizaje y necesidades de
apoyo (Mayer, 2009).

Por lo que los juguetes tradicionales permiten analizar
fenómenos relacionados con la energía y resolver pro-
blemas reales, facilitando la comprensión de los con-
ceptos físicos. Además, el uso de juguetes tradiciona-
les aprovecha el carácter lúdico del aprendizaje, ya
que el juego fomenta la motivación, el disfrute y una
mayor facilidad para adquirir conocimientos.

c. Salud y recreación para la socialización

El contexto actual, marcado por cambios permanentes
en la tecnología, ha acarreado altos índices de seden-
tarismo en las infancias y las adolescencias, asr como
adicciones Y afecciones físicas y psicológicas asocia-
das al uso excesivo de dispositivos digitales (teléfonos
móviles, herramientas digitales como el internet, la
mensajería instantánea, los juegos online y las redes
sociales). Sin demeritar la utilidad y las oportunidades
que las herramientas tecnológicas ofrecen para la edu-
cación y acceso al conocimiento, esta situación se re-
laciona con una disminución de la actividad física, el
incremento en los riesgos de sobrepeso y obesidad in-
fantil y juvenil, alteraciones a los patrones de sueno y
dificultades en la atención y concentración.1

Frente a este escenario, el juego tradicional y el uso
de juguetes populares representa una alternativa que
promueve el movimiento. la actividad física y men-
tal, la creatividad y la socialización. Por ello, el fo-
mento de juegos populares y la preservación, recupe-
ración y promoción de lo hecho en México,
representa una vfa para el fortalecimiento de nuestra
identidad nacional, una motivación para optar por la
actividad física,
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d. Fomento al trabajo y a la economía

La producción de juguetes artesanales representa una
fuente de sustento económico para numerosas familias
y comunidades, particularmente en zonas rurales e in-
dígenas, donde la actividad artesanal constituye ade-
más un medio para la transmisión de saberes y el for-
talecimiento de las redes comunitarias, asr como para
la preservación de técnicas ancestrales de trabajo arte-
sanal en madera, barro, cartonería, textiles, palma y
otros materiales propios de cada región, en su mayoría
biodegradables.

Sin embargo, las personas dedicadas a la juguetería ar-
tesanal enfrentan una fuerte competencia en condicio-
nes desiguales con respecto a los productos industria-
lizados, de bajo costo y con grandes y numerosos
espacios para su comercialización. Además de que
desde hace años se observa una gradual pérdida del re-
levo generacional en los oficios artesanales. Estas
condiciones ponen en riesgo no sólo un legado cultu-
ral, también una actividad económica y de interés ge-
neral que contribuye al desarrollo económico local, a
la conservación del patrimonio cultural y de la identi-
dad nacional.

De acuerdo con la cuenta Satélite de la Cultura de
México elaborada por el Inegi, las actividades cultu-
rales generaron 1 millón 430 mil 528 puestos de tra-
bajo durante 2024, lo que representó el 3. 5 por cien-
to del empleo nacional. No obstante, al comparar con
2023, se observó un decremento de 2 mil 852 pues-
tos de trabajo. Una de las áreas que más disminuyó
fue el de las artesanías con una baja de 3.8 por cien-
to, aun y cuando sigue siendo la base de las activida-
des culturales.2

En este orden de ideas la presente iniciativa es con-
gruente con la estrategia de fortalecimiento de la mar-
ca nacional “Hecho en México”, impulsada por la ac-
tual administración en el gobierno federal, porque
representa un mecanismo para promover el consumo
de productos nacionales, fortalecer las cadenas de va-
lor y productivas locales.

De tal suerte que la declaratoria del “Día Nacional de
Juguete Popular y Tradicional Mexicano•, permitirá
visibilizar y fortalecer a las artesanas y los artesanos,
coadyuvar con el relevo generacional, incentivar el
consumo de productos elaborados en México y conso-

lidar a la juguetería tradicional mexicana como un
símbolo de orgullo nacional alineado con los objetivos
de la estrategia “Hecho en México”.

Esta fecha contribuiría a fomentar el acercamiento in-
tergeneracional, intercultural, el conocimiento de co-
munidades artesanales a través de la valoración social,
educativa, pedagógica y de patrimonio histórico y cul-
tural que tiene el juguete tradicional mexicano, así co-
mo a incrementar gradualmente los puestos de empleo
en el sector de la cultura.

La declaratoria del 29 de abril como Día Nacional del
Juguete Popular y Tradicional Mexicano constituye
una medida para preservar la expresión de nuestra
identidad cultural, fortalecer la economía artesanal y
promover entre niñas, niños y adolescentes el conoci-
miento de las tradiciones que forman parte de la ri-
queza histórica y cultural de México.

Por lo antes dicho se propone el siguiente:

Proyecto de decreto por el que se establece el 29
abril como “Día Nacional del Juguete Popular y
Tradicional Mexicano”

Único: El honorable Congreso de la Unión declara el
29 de abril de cada año como el “Día Nacional del Ju-
guete Popular y Tradicional Mexicano”.

Transitorios

Primero. La Secretaría de Cultura, en coordinación
con la Secretaría de Educación Pública, la Secretaría
de Turismo, el Instituto Nacional de los Pueblos Indí-
genas y el Fondo Nacional para el Fomento de las Ar-
tesanías, promoverá, organizará y coordinará las acti-
vidades conmemorativas del Día Nacional del Juguete
Popular y Tradicional Mexicano, fomentando la parti-
cipación de las entidades federativas, municipios, ins-
tituciones educativas, comunidades artesanales, pue-
blos indígenas y ciudadanía en general.

Segundo. Las dependencias y entidades de la Admi-
nistración Pública Federal, en el ámbito de sus atribu-
ciones, implementarán las acciones necesarias para
coadyuvar al cumplimiento de los objetivos del Día
Nacional del Juguete Popular y Tradicional Mexicano,
promoviendo su preservación como una expresión del
patrimonio cultural de la nación, así como su aprove-
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chamiento lúdico, valor educativo, pedagógico, social
y laboral.

Tercero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.
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Dado en el Palacio legislativo de San Lázaro, 
al 1 del mes de julio de 2026.

Diputada Gabriela Valdepeñas González (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Gobernación y Población. Julio 1 de

2026.)
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